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Propuestas Conelacionadas con la Ley de Ampqo VEglte Constitución

PROPUESTAS VINCULADAS CON LA CONSTITUCIÓN

POLíflCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

PROPUESTAS

No tenemos n¡nguna objeción en Cuanto at contenido y redacc¡ón de

los dos primeros párrafos de la indicada fracción XVI del artículo 107

constitucional, nos parece conveniente y acertado que se establezcan

sistemas acordes para el mejor cumplimiento de las ejecutorias de amparo,

estimando cada caso en concreto y su afectación a la sociedad.

Pero en cuanto se refiere al párrafo tercero lo consideramos contrario

a la tradición jurídica mexicana y a la evolución y desarrollo que ha tenido

nuestro juicio de amparo, que si bien tiene como supuesto de procedencia

la iniciativa o instancia de parte, su prosecución es oficiosa y en caso de

que se dicto sentencia concediendo al amparo, al causar ejecutoria, ésta

debe cumplimentarse también de manera oficiosa, pues de no proceder en

esta forma sería una resolución simplemente declarativa, que no obstante

haber establecido la existencia de una vulneración a! orden constitucional y

dispuesto que sea restaurado volviendo las cosas al estado que guardaban

antes de la violación de garantías, se concreta sencillamente a declararlo

pero sin restaurar materialmente el orden constitucional violentado.

Por otra parte, el referido párrafo tercero de la fracción XVI del articulo

107 constitucional, se presta a confusión, pues no aclara si la caducidad le

refiere al juicio de amparo o al procedimiento de ejecución de la sentencia

sc-¡ñ EoAsA
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de amparo quéremos pensar que se ref¡ere a este último pues tal es el

espír¡tu de la fracción en general, por lo que el pánafo resulta confuso por lo

impreciso, Pero declarar Ia caducidad por inactividad procesal o por falta de

promoción de parte interesada únicamente producirá el efecto de que la

ejecutoria de amparo permanezca tal cual, en los términos en que fue

pronunciada, en esa virtud ya no se exigirá su cumplimiento, !o que la

convertirá en una sentencia meramente declarativa pero sin Íueza coactiva

ni restitutoria.

Ahora bien, el segundo párrafo del artículo noveno transitorio de!

decreto de reformas constitucionales publicado en el Diario Oficial de la

Federación e! 31 de diciembre de 1994, estableció:

"Las reformas a la fracción XVI del artículo 107, entrarán "en vigor en

la misma fecha en que entren en vigor las "reformas a la ley reglamentaria

de los artículos 103y l0T "constitucionales".

De lo anterior se deduce que las reformas hechas a la fracción XVI

del artículo 107 constitucional, aún no han entrado en vigor, pues la única

reforma que ha tenido la Ley de Amparo, es la publicada en el Diario Oficial

de la Federación, el 8 de febrero de 1999, que se refiere a temas e

instituciones muy diversos al cumplimiento de las ejecutorias de amparo.

Luego, si después de casi cinco años de estar plasmada en la Constitución

la reforma a la fracción XVI del artículo 107, la misma todavía no entra en

vigor, sino que debe seguir aplicándose tal y como se encontraba redactada

antes de su reforma, lo mejor sería pugnar porque se derogara y se bonara

de la Constitución e! párralo tercero de la indicada fracción, no solo por
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confuso y contrario a la salvaguardia constitucional, sino también porque

resulta innecesario, dado que no han sido reformados hasta hoy los

artícutos de! 104 al 1 13 de la Ley de Amparo, con posterioridad a la reforma

constitucional del 31 de diciembre de 1994.(Rodolfo Ricardo Ríos

Yázquez, Tomo l, Páginas 430 a 4321

Nuestra propuesta, que ya es un largo e histÓrico debate que se

sostiene en todos tos foros doctrinales y jurisdiccionales del país, es la

siguiente:

Aplicar conforme a la letra de la Ley, puesto que no cabe

interpretación, !a segunda parte del artículo 133 Constitucional que nos dice:

"Los jueces de cada estado se aneglarán a dicha ConstituciÓn, Leyes y

Tratados, a pesar de la disposición en contrario que pueda haber en las

Constituciones o Leyes de los Estados.

Lo anterior significaría ante todo el respeto irrestricto del Poder

Judicial, tanto federal como del orden común, al mandato constitucional; en

segundo lugar, y no menos importante que lo anterior, acabaría con ese

añejo y pernicioso problema del rezago de expedientes que se acumulan,

precisamente, por falta de acatamiento de las disposiciones

constitucionales.

Es por otra parte pertinente y notable señalar que la segunda parte

del artículo 133 de la Constitución ha permanecido sin reformas, sin

adiciones de ningún tipo, sin embargo, subsiste metajurídica e
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inconstitucionatmente la mala costumbre de los juzgadores del fuero comÚn

de no acatar esta disposición constitucional aduciendo que la aplicación de

ta Constitución solo corresponde a los Tribunales Federales, cayendo así de

origen en un grave desfasamiento del estado de derecho que estamos

obligados a defender y aplicar.

Conocemos algunos argumentos a favor del estricto control de la

Constitución, sin embargo en la misma no encontramos ningún asiento para

tales asertos y es obvio que el argumento que esgrime el querido maestro

Tena Ramírez, en cuanto a que e! control difuso de la Constitución que

sostiene nuestra Carta Magna, es una copia inexacta y mal acomodada de

la Legislación Constitucional de los Estados Unidos de Norteamérica, no es

muy sólido y si bastante déb¡l ante e! respeto irrestricto que los juzgadores

debemos a nuestra Constitución de conformidad con el numeral 128 de!

ordenamiento citado.

Basta citar, por otra parte, el artículo 14 de nuestra Ley Suprema en

su párrafo Cuarto, donde nos señala en forma clara que "En los juicios del

orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la
interpretación jurídica de la !ey, y a falta de ésta se fundará en los principios

generales del derecho". La claridad de la segunda parte del artículo 133

Constitucional, no deja lugar a ninguna interpretación, es decir, estamos

ante el caso que se deberá actuar conforme a la letra. A mayor

abundamiento, insistimos en que esta segunda parte del artícuk¡ comentado

con anterioridad no ha sido reformado en ninguna ocasión.

Lo anterior en relación con la tesis que a continuación se cita:
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Octava Epoca

No. de Registro:2zB,225

lnstancia: Tribunales Colegiados

Aislada

Fuente: Semanario Judicial

Materia (s): Administrativa,

de !a Federación

Tomo: lll Segunda Parte-1

Página: 228

Constitucional.

"CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE IJAS

LEYES. (Se transcribe)."

Del análisis de la tesis transcrita, resaltamos un párrafo que no tiene

desperdicio: "El control difuso de la constitucionalidad de las leyes, no ha

sido aceptado por la doctrina jurisprudencial." Lo anterior significa que !a

Corte en su momento ha ido mas atlá de la aplicación e interpretaciÓn de la

Ley encaminándose francamente en una actividad materialmente legislativa,

con la consecuencia de no tomar en cuenta los artículos referentes a la

división de poderes, que son la base fundamental del Estado de Derecho.

Por otra parte, todos sabemos que la jurisprudencia puede ser

confirmatoria de la ley, supletoria de la ley, interpretativa o derogativa de la-

norma jurídica. Las tres primeras tienen validez en nuestro derecho. La

derogativa no la tiene porque esta en pugna con el artículo 14

Constitucional y con lo dispuesto en el articulo 9 del CÓdigo Civil que
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prev¡ene que la ley sólo puede ser abrogada o derogada por otra poster¡or

que así la declare expresamente o que contenga disposiciones total o

parc¡almente incompatibles con la ley anterior. El artículo 10 del Código Civi!

agrega que "contra la observancia de ta ley no puede alegarse desuso o

práctica en contrar¡o".

En cuanto al artículo 103 de la Constitución que se esgrime por los

panegiristas de! control estricto de la Constitución, basándose en e!

concepto de competencia que si bien no se alude en el precepto en cita, si

hay que admitir que se deduce con toda claridad del mismo, afirmando así

que la competencia a que se refiere el numeral señalado es una instancia

superior o como lo considera nuestra ley, un juicio nuevo y no una instancia

primera como sería la de los jueces de! fuero común; dando así una

interpretación congruente de estos dos preceptos -103 y 133 en

apariencia contradictorios, pero que viéndolos a la luz del Derecho

Mexicano que admite las dos instancias y el juicio de amparo, queda

resuelta cualquier sombra de contradicción que pudiera surgir sobre los

artículos 103 y 133 Constitucionales, puesto que son instancias distintas,

una inferior y otra superior. Por otra parte, podemos afirmar que la facultad

para el examen de la constitucionalidad de las Leyes en juicio de Amparo,

es sin lugar a dudas una atribución exclusiva del Poder Judicial Federal, sin

embargo el juez local no esta conociendo de dicha constitucionalidad o

inconstitucionalidad en Amparo, sino lo único que lleva a cabo es la decisión

de saber cuál es el derecho que debe de aplicarse a! caso concreto. A

mayor abundamiento sobre el control difuso de la Constitución que señala el

numeral 133 de la misma, me permito transcribir la siguiente tesis:

2il3
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Octava EPoca

No. de Registro:Zz4,051

lnstancia: Tribunales Colegiados

Aislada

Fuente: Semanario Judicial

Materia (s): Penal

de la FederaciÓn

Tomo: Vll-Enero

Página: 363

PROCEDIMIENTO PENAL. SU REPOSICION. CASO DE

APLICACION DEL PRINCIP¡O DE SUPREMACIA CONSTITUCIONAL. (SE

transcribe)

Por lo anteriormente exPuesto:

A ustedes H. MINISTROS

INTEGRANTES DE LA Comisión de Propuestas

para CREAR una Nueva Ley de Amparo' PROPONGO:

UNICO.- Con el mismo ánimo y buenos propósitos que los guía en

este cambio de la Ley, encabezar también una campaña tendiente a

concientizar y lograr que se acate la segunda parte del artículo 133

Constitucional, a efecto de hacer posible el estado de derecho, en una

cuestión tan delicada como es la jurisdiccional. Es decir, que los juzgadores,'

en su conjunto, deberán respetar ante todo las disposiciones de nuestra

Carta Magna, sin que valgan las interpretaciones que tengan como

264/-
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resultado desacatar el mandato constitucional. (Carlos César Cárdenas

Márquez, Tomo ll, páginas778 a 783)

DINO GRANDI, expresó:

"El problema de la reforma de

las leyes es, ante todo un

problema de hombres".

Nos postulamos por una reforma a la Ley de Amparo. Debemos

cuidar que no se dé el deterioro de las instituciones Republicanas. En

diciembre de 1994 se reforma la Constitución para crear e! Consejo de la

Judicatura Federat, que juristas oficiales y de la zona rosa, la calificaron

como la reforma de! siglo; y con la reciente reforma a la ConstituciÓn, las

facultades del consejo Se anulan, y 'Sin embargo, eSaS facultades

administrativas constituyen el poder, el verdadero control en el Poder

Judicial Federal. El Pleno de la Suprema Corte, por buena o por no tan

buenas razones, no se había resignado a perderlas, cuando las tuvo se dio

un sistema clientelar que dañó el prestigio de la Suprema Corte, del propio

Poder Judicial y de la misma función jurisdiccional... tomada esa decisión

política, hubiera sido preferible eliminar al Consejo de !a Judicatura

Federal... (sic)".

"Tomada esa decisión política, hubiera sido preferible eliminar at

Consejo de la Judicatura Federal". (Jorge Carpizo, E¡ Deterioro de las

Instituciones, Revista NEXOS, No. 262, Octubre 1999).
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eue no suceda similar deterioro con las reformas o con una nueva

Ley de Amparo, que es la institución que ha logrado la unidad nacional y

dado prestigio a México en el ámbito internacional.

'VALLARTA -nos dice- el Ministro GABRTEL GARCIA nO¡nS, le dio

una categoría de attura y de nobleza al JUicio de amparo", el Maestro

BURGOA al igual que VALI-ARTA, ha comprendido todo el valor inmenso

que tiene el Juicio de Amparo; pues, sobre la instituciÓn, nos dice: "... el

amparo se creó con la ConstituciÓn Yucateca de mazo de 1841, bajo el

pensamiento de Don Miguel (sic) Crecencio RejÓn, se implantÓ como un

medio protector de las garantías individuales (correctamente garantías de

los gobernados) y como un medio de control y preservación de toda la

Constitución".

México es grande porque a través del Amparo se ha conservado la

Unidad Nacional, al igual que la unidad que se produjo en lnglaterra con el

"comon !aw".

Todos nuestros amparistas han construido para la República el Juicio

de Amparo, medio de Control de la Constitución, para salvaguardar las

garantías individuales y velar por la democracia y el Sistema Federal'

"Legislar por perdurar es un vano intento de inmortalidad. Los

bárbaros arrasan, o el tiempo las cubre de cenizas y olvido". Las leyes de'

Rejón y Otero perviven, así como la Ley de 1861, el Proyecto de Vallarta de

1869, convertido en la Ley de 1882, la Ley de Mariscal de 1869, el Proyecto

de Lafragua, de Dublán, la Ley de Amparo de 1919 y la Ley de 10 de Enero
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de 1936, "recogió los institutos de la ley anterior", así como las reformas de

1951 ,1957,1968, de 79, 80 y 83. La ConstituciÓn y la Ley de Amparo,

requieren de reformas para amoldarla a las transformaciones político-

sociales.

Don EMILIO RABASA, comentado las leyes de 1836, que crearon EL

SUPREMO PODER CONSERVADOR, nos dice:

"El hecho es que aquellas Constituciones fueron obra de invención

para los legisladores y completa novedad para los pueblos: más que de

hacer leyes de conformidad con los pueblos existentes, parecía que se

trataba de hacer pueblos por medio de leyes inventadas". (E! artículo 14

Constitucional y el Juicio de Amparo, p.175).

Recordemos que en ltalia la debilidad y comrpción de las instituciones

públicas ocasiona fácil acceso al FASCISMO. Nosotros vivimos y nos

desenvolvemos dentro de un régimen democrático, y por !o mismo,

debemos de advertir que previo al proceso de formación de !a ley, autor o

autores deben de explicar su orientación y explicar porqué son necesarias;

subrayando que en la ltalia fascista, el Proyecto del Código Penal de 1927

del Ministro Alfredo Rocco, se dio a la estampa en Noviembre de 1929, y se

promulgó el 19 de Octubre de 1930; "tiempo en que ltalia regia'un régimen

totalitario'; donde la imperante tendencia fascista, reclamaba nuevas leyes y

nuevas fórmulas jurídicas protectoras del régimen italiano de entonces",

afortunadamente en México no ocurre cosa igual.

2il7
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En la presentación del Proyecto del Código de Procedimientos Civiles

para el Uruguay, EDUARDO COUTURE, afirmó:

,,El proyecto aspira, pues, a acentuar el carácter democrático de la

justicia, a asegurar la primacía a que ésta corresponde en el sistema

repubticano de gobierno y a afianzar el libre juego de los derechos

individuales inherentes al orden civi!."

El Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, ¿Fue una obra de una

comisión de juristas cuajados, que crean la nueva Ley de Amparo para la

historia? o ¿es una obra que recoge circunstancias políticas, o que será una

nueva Ley de Amparo mandada al Congreso, como la mejor de las obras

del ingenio humano?, ¿Algunas veces se retocó o se modificÓ por la

opinión de algún ilustre jurista del país, o por algún congreso jurídico, o por

la opinión razonada de algún profesor universitario? ¿La Suprema Corte

tiene en verdad una independencia similar a la Corte de Vallarta, para

redactar una iniciativa de reformas o una nueva Ley de Amparo, que

previamente sea analizada por juristas entendidos en la materia en todo el

país? lndiscutiblemente que los actuales ministros son hombres de buena

fe, de prendas morales, ¿pero tendrán la sapiencia jurídica? ¿serán talentos

de primer orden!. Reconocemos las prendas intelectuales de los ministros

JUVENTINO V CASTRO, de GUDIÑO PEIáYO y de Don MARIANO

MUELA, sin embargo nuestras dudas obedecen a que recientemente a!

resolverse la contradicción número 21t91, relativa al tema de la ORDEN DE'

APREHENSIÓN, la Ministra SÁruCHEZ CORDERO, textualmente afirmó.

2&{8
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"sinceramente si se opta por el otro proyecto (el que yo propongo) y

!a contradicción se resuelve en el sentido que sost¡ene vamos a dejar sa¡¡r a

todos los delincuentes, s¡empre estarán libres. Entonces, la responsabilidad

es muchísima".

u...en verdad me ATERRA +xpresó el ministro GUDIÑO PELAYO-

Dicen que se aplicará la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo tal

como está, con la interpretación que ella le dio originalmente a su proyecto,

todos los delincuentes saldrían libres. Bajo esta perspectiva todos los que

están en !a cárcel se encuentran ahí porque se les violaron sus garantías

individuales. Esto llevaría a la conclusión de que esta Corte debiÓ hacer

algo al respecto desde hace mucho tiempo, sin embargo, considero que es

incorrecto este planteamiento." (Orden de aprehensión, sen'es de debates,

Pleno, pá9. 24,1999).

Además, ahora los Ministros de la Suprema Corte cuentan con

asesores (Revisión adhesiva, series de debates, México 1999).

En una Carta de IGNACIO L. VALTARTA dirigida a Don EZEQUIEL

MONTES, Ministro de Justicia, afirma:

"Ningún deseo es más vivo y más sincero en mí que el de ver

consolidada entre nosotros la sabia y benéfica institución del arnparo; si

alguna vez el abuso que de ella se hizo causó su desprestigio hasta poner

en peligro su existencia sólo por no quererla encerrar en los límites que

debe tener y que le reconoce la ley fundamental, es la institución más sabia,

más liberal, más filosófica que se ha inventado desde que existe la ciencia
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del Derecho Constitucional, que prohibe los poderes arbitrarios; ningún

trabajo, ningún sacrificio debe ser demasiado penoso para contribuir a que

México tenga la gtoria, entre tos países más cultos, de definir, establecer y

consolidar esa institución". (Vatlarta, El Juicio de Amparo y el Writ of Habeas

Corpus, pág. 5).

Debemos conservar, y exhattar la obra presente, lÚcida y generosa de

quienes volcaron sus anhelos de una patria mejor por el sendero de una

justicia mejor.

En los tiempos del Presidente Miguel AIemán y siendo Procurador, el

Maestro FRANCISCO GONTALEZ DE LA VEGA, se elaborÓ un proyecto de

la Ley de Amparo, que alcanzÓ el rango de Ley; "... el proyecto se sometió a

la opinión de las organizaciones de abogados y de los más reputados

juristas del pais". La reforma surgió en un ambiente democrático, se

recuerda la intervención de Don GABRIEL GARC¡A ROJAS que convoca "a

los jusperitos a sesión de mesa redonda" y así nacen los Tribunales

Colegiados de Circuito, con jurisdicción para decidir amparos directos y se

crea la Sala Auxiliar con cinco Ministros supernumerarios, para despachar

amparos directos civiles y se remitió a los Tribunales Colegiados los

asuntos civiles, penales, administrativos y del trabajo.

Los principios sostentdos en la vigente Ley de Amparo no son tan

anacrónicos, que se requiera una nueva Ley, sino que la realidad requiere

de reformas que fortalezcan et sistema democrático de la Justicia Federal,-

para nosotros Son las siguientes:...(Nicolás Martínez Cerda, Tomo ll,

páginas 831 a 837)

2650
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Muy respetuosamente me dirijo a usted, para decirle únicamente a

manera de comentario que me parece que nuestro juicio de amparo se esta

volviendo un juicio de casación cuando se emite una sentencia para efectos,

ya que ta protección constitucional se da únicamente en la forma y no en el

fondo del asunto.

Asimismo me gustaría comentar acerca de la garantía constitucional

de la fracción Vlll del articulo 20 de nuestro pacto federal en donde habla de

los tiempos para ser juzgado una persona, cuando se pide un amparo en tal

caso el amparo se da para el efecto de que se juzgue ipsofacto, y si se

alega como violación en amparo directo dicen que son violaciones

consumadas en forma irreparable, cuestiÓn que me parece ilÓgica y

contradictoria con la esencia de las garantías individuales que son

instrumentos para equilibrar el poder del estado con el individuo. ya que si

bien es cierto que de conceder el amparo en estas cuestiones podrían

algunos decir que los mismos procesados procurarían su letargo, pero

también lo es que el juez tiene facultades jurisdiccionales para suspender el

procedimiento y así evitar dicha transgresión a las garantías individuales de

los ciudadanos. (Roberto Becerra López, Tomo ll, página 873)

Conclusión.

93.- Por último, no hablo de modernidad ni de antigüedad en una ley,

porque no importa en la ley si es antigua o es moderna, lo que importa es

que la ley rija realmente la conducta de los hombres sin que interese si la
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norma es nueva o v¡eja, pues puedo citar preceptos del Código Civil, cuya

existencia tiene, cuando menos, dos milenios. Podría citar el artículo 39 de

la Carta Magna que fue hecha en el siglo Xlll, que vive y se aplica en

nuestro artículo 14 Constitucional. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo ll,

página 1100)

En relación a la Ley de Amparo vigente en su Título Primero, Capítulo

lX, Artículo 74 fracción V en su tercer párrafo, el cual guarda relación con el

artículo 107 tracción XIV Constitucional, establece el sobreseimiento por

inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los amparos en

materia de trabajo, mismo de! cual proponemos su modificaciÓn bajo las

siguientes:

b) coNSIDERAC¡ONES

El sobreseimiento y la caducidad en materia de Amparo se

encuentran regulados en la Ley de la Materia dentro del artículo 74, y en

particular sobre la materia de trabajo señala lo siguiente:

"Art .74.- Procede el sobreseimiento:

t.....

il...
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!v...

V.- En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran

en trámite ante los Jueces de distrito, cuando el acto reclamado sea del

orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se

ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos sesenta

y cinco días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese

mismo lapso.

En los Amparos en Revisión, la inactividad procesal o !a falta de

promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la

caducidad de la instancia. En ese caso, el tribuna! revisor declarará que ha

quedado firme la sentencia recunida.

En los Amparos en materia de trabajo operara el sobreseimiento por

inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes

señalados cuando el quejoso o recurrente, según el caso se el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para

audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la
caducidad de la instancia.

Cabe precisar que el citado artículo 74 de la Ley de Amparo se

sustenta en et artículo 107 fracción XIV de nuestra Constitución Política,

donde se dispone lo siguiente:
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"Art. 107.- Todas las controversias de que habla el Artículo 103 se

sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la

Ley, de acuerdo a las bases siguientes:

XlV.- Salvo !o dispuesto en la parte final de la fracciÓn ll de este

artículo, se decretará el sobreseimiento del Amparo o la caducidad de la

instancia por inactividad del quejoso o del recunente, respectivamente,

cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y

términos que señale la Ley Reglamentaria. La caducidad de la instancia

dejará firme la sentencia recurrida."

De lo anterior se advierte que el artículo 'lO7 Constitucional en su

fracción XIV solamente dispone que la caducidad de la instancia por

inactividad del quejoso o recurrente opera en materia civil o administrativa,

de esta forma, evidentemente se excluye a la materia laboral, en tanto que,

del texto del artículo74 fracción Vde la Ley deAmparo, se desprende que

la caducidad también opera en materia de trabajo, por consiguiente, la ley

secundaria en comento excede lo dispuesto en la propia Carta Magna, lo

que denota la inconstitucionalidad del tercer párrafo de la fracciÓn V del

artículo 74 de la Ley de AmParo.

En efecto, la caducidad en materia de trabajo carece de sustento

dentro de ta Constitución Política, por consiguiente, las disposiciones

establecidas en este rubro en la Ley de Amparo deber ser derogas, en-

atención a que del articulo 133 de la Carta Magna, se deriva el principio de

supremacía constitucionat, según la cual una norma secundaria contraria a

la ley suprema, no tiene posibilidad de existencia dentro del orden jurídico,
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incluso, ta misma Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido la

supremacía absoluta de la Constituc¡ón sobre toda la legislación secundar¡a,

y !a sociedad y el Estado tienen interés en que se apl¡quen desde luego los

preceptos de aquélla y no los textos contrarios de la misma.

Por otra parte, resulta pertinente agregar que al momento en que la

parte agraviada presenta su demanda de Amparo Directo, agota el principio

de instancia por parte y con esto desahoga su actividad procesa!, pues no

existe regulado ningún otro momento en que el quejoso o recurrente pueda

intervenir en el juicio de garantías a excepción de lo dispuesto en el artículo

78 de !a propia Ley de Amparo, por consiguiente, la parte quejosa, al

presentar su demanda, solo debe esperar la resolución de! tribunal que

conozca, misma que debe ser emitida en los términos de Ley, en enseguida

consecuencia, la caducidad resulta ser inadecuada, ya que es resultado de

la inactividad en que incurre el juzgador, y por lo tanto, la caducidad es en

realidad una denegación de justicia, aunada a una sanción grave, como Io

es el sobreseimiento, !o que en nada contribuye a la impartición de justicia

por parte del Estado.

REDACCION.

Bajo las razones señaladas, el texto del artículo 74 fracción V podría

quedar de la siguiente forma:

" Arl. 7 4.- Procede el sobreseimiento:

c)

t....
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1t...

ilt...

|v...

V.- En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran

en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando e! acto reclamado sea de!

orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se

ha efectuado ningún acto procesal durante e! término de trescientos días,

incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en Revisión, la inactividad procesal o la falta de

promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la

caducidad de la instancia. En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha

quedado firme la sentencia recurrida.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para

audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal, ni la

caducidad de la instancia. (Luis Angel Sánchez Albarrán , Tomo ll,

páginas 1107 a 1126)

"El Libro Segundo de la Ley de Amparo fue producto de la

Jurisprudencia acumulada por varios años en atenciÓn a los postulados que

hicieron posible la reforma agraria así como para evitar el uso del amparo
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administrativo por pequeños prop¡etar¡os en perju¡c¡o de ejidos,

comun¡dades o de sus integrantes. Las disposiciones establecidas en ese

libro segundo fueron aplicables al juicio de amparo y no al amparo de

legalidad, debido a la naturaleza de los actos administrativos emitidos por

las autoridades responsables.

Las reformas de 1992 al artículo 27 provocaron la expedición de !a

nueva Ley Agraria y en cumplimiento al mandato Constitucional se

constituyeron los Tribunales Agrarios para impartir Justicia Agraria. La

naturaleza jurídica de estos tribunales determinada en el artículo 27

Constitucional fracción XlX, ha sido calificada de autonomía y jurisdicciÓn

plena, por lo que resultan distintos a los que especifica en el artículo 73

fracción XXIX-H de la misma Carta Magna.

Desde su creación los tribunales agrarios para su funcionamiento

cuentan con su correspondiente ley orgánica, en concordancia con la

agraria, y de manera supletoria con el Código Federal de Procedimientos

Civiles, instrumentos legales que permiten e! desahogo pleno de sus

atribuciones.

Hasta la fecha, en los casos en Ios que se ha solicitado amparo

contra las resoluciones emitidas por estos tribunales, los criterios que el

poder judicial ha adoptado han sido diversos y hasta contradictorios.

Se ha dado el caso de que dos personas afectadas por la misma

autoridad (Tribunal Superior Agrario) interpusieron amparo contra el mismo

acto, y ante la indefinición de la vía, se promovieron como directo e
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indirecto, de donde resuttaron cuatro exped¡entes y cada una de ellos se

integró y resolvió con criterios totalmente diferentes.

Lo anterior obviamente es el resultado de no contemplarse en la

Constitución Federal la materia agraria en los incisos de los amparos

indirecto y directo. En consecuencia ta Ley de Amparo tampoco lo ha

reglamentado en los capítulos correspondientes. EI Único sustento hasta la

fecha ha sido la propia Ley Agraria.

Esta ley en su artículo 200 ordena que contra las sentencias de los

Tribunales Unitarios o del Tribunal Superior Agrario sÓlo procederá el juicio

de amparo ante el tribunal Colegiado de Circuito correspondiente. Así

también ordena que contra los actos de los Tribunales Unitarios en que por

su naturaleza proceda el amparo, conocerá el Juez de Distrito.

En el primer caso se interpreta que se trata del amparo directo y en el

último del juicio de amParo.

La Ley agraria señala los casos en que contra las resoluciones de los

Tribunales Unitarios Agrarios procede el recurso de revisiÓn ante el tribunal

de alzada, esto es el Tribunal Superior Agrario, excluyéndose así de la

aplicación del artículo 104 fracciÓn l.-8.

De ahí la necesidad de que el articulo 107 Constitucional se reforma-

tanto la fracción que determina los casos de procedencia del juicio de

amparo y del amparo directo, como corolario de la fracciÓn ll párrafos

tercero y cuarto reglamentados en libro segundo de la Ley de Amparo. La
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reforma que se propone es en el sentido de adicionar en la fracción tercera

después de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo: "y agrarios".

Y en la fracción V, la adición del inciso e) estableciéndose en ella la

materia agraria de las sentencia dictadas por los tribunales agrarios. Lo

anterior no se expone como propuesta definitiva, por abocarnos a la ley de

amparo, únicamente se menciona la necesidad de ajustar las normas del

sistema jurídico mexicano en un mismo sentido.

En !a Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios se establece la

competencia de los Unitarios. Del total de las atribuciones establecidas en

trecefracciones del artículo 18, lasseñaladas en lasfracciones l, ll, lV, Vlll,

en relación con el artículo 198 de la Ley Agraria, admiten el recurso de

revisión el resto, es decir Ias fracciones lll, V, V!, Vll, lX, X, Xl, Xll y Xlll.

Admiten el amparo directo.

A estos tribunales se les atribuyeron funciones para resolver el

contencioso administrativo, con lo que se ha reducido el ámbito de

aplicación del amparo agrario contemplado en la ley de la materia. (Andrea

Boocanegra Quiroz, Tomo ll, páginas 1287 a 1290)

REFORMAS A IA LEY DE AMPARO EN LO CONCERN¡ENTE A Iá
APLICACIÓN DEL ART¡CULO 33 DE I.A CONSTITUCTÓN FEDERAL.

Alcance del mandato del artículo 33 constitucional en el derecho

interno.
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1.- La historia del artículo 33 de la ConstituciÓn Federal se vincula con

una de las nociones de soberanía que se solidifican con e! Estado moderno:

la potestad del Estado territorial de determinar !a permanencia de los

extranjeros en su suelo sin mayores consideraciones, aduciéndose casi

siempre razones de seguridad nacional. Et caso mexicano de la facuttad de

expulsión de extranjeros se eleva al rango supremo del orden jurídico con la

Constitución Federal de 1857103, sin embargo la fÓrmula de la proscripción

del juicio previo para su ejecución no se incorpora sino hasta el Congreso

Constituyente de 1916-19171u. En donde la ComisiÓn redactora fue vencida

,03 El artículo 33 de la Constitución de 1857, señalaba: "son extranjeros los que no posean

las calidades determinadas en el art. 30. Tienen derecho a las garantías otorgadas en la

sección 10, título 1o de la presente Constitución, salva en todo caso la facultad que el

gobierno tiene para expeler al extranjero pernicioso". Esta figura fue introducida por el

óongresista Joaquin Degollado ante los temores de otro congresista el señor Barrera. Por

iniciátiva de don lgnacio L. Vallarta, la fórmula "Degollado" fue diferida para su estudio,
pero en realidad pasó íntegra al texto deflnitivo. Cfr. Francisco Zarco, Historia del

bongreso Constituyente de 1857, edición facsimilar de la edición de 1916. lnstituto

Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, México 1987, pp.292y 293.

'u De acuerdo al voto particular del congresis Múgica, se podrian haber establecido

determrnadas causales para la expulsión de extranjeros sin juicio previo, entre las que se

encontraban:
"1. A los extranjeros que se inmiscuyan en asuntos políticos;
"ll. A los que se dediquen a oficios inmorales. (Toreros, jugadores, negociantes en trata

de blancas, enganchadores, etc);
"lll. A los vagos, ebrios consuetudinarios e incapacitados físicamente para el trabajo

siempre que aqui no se hayan rncapacitado en el desempeño de sus labores;
"lV. A los que en cualquiera forma pongan trabas al Gobierno legítimo de la República o

conspiren en contra de la integridad de la misma:
"V. A los que, en Éso de pérdida por asonada militar, motín o revolución popular,

presenten reclamaciones falsas al Gobierno de la naciÓn,
"Vl. A los que representen capitales clandestinos del clero,
"Vll. A los ministros de los cultos religiosos:
"Vlll. A los estafadores, timadores o caballeros de industria. En todos estos casos la

determinación que el Ejecutivo dictare en uso de esta facultad no tendrá recurso alguno, y

"lX. Podrá expulsar en la misma forma a todo extranjero cuya permanencia en el pais

juzgue inconveniente, bajo el concepto de que en este último caso, sólo procederá contra

dicha resolución el recurso de
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en sus esfuezos por restringir dicha facultad a fávor del Ejecutivo federa! y

finalmente ret¡ró et texto opositor1os.

2. La expulsión de los extranjeros fue vista hasta la segunda guera

mundial, como una expresión evidente de soberanía, y el ejercicio

irresponsable de esta facultad solía dar cierto prestigio a los Estados

nacionales. Sin embargo, el creciente desarrollo a nivel internacional de,la

doctrina de los derechos humanos y su consecuente incorporación en los

órdenes domésticos, ha generado el acceso compulsivo de los extranjeros a

las instancias nacionales, pues !o contrario conllevaria a la responsabilidad

internacional del Estado Territorial.

"Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políticos del
país, Cfr. Diario de debates, tomo ll, lnstituto Mexicano de Estudios Históricos de la
Revolución Mexicana, México 1985, g. 1126.
ros La Comisión declaró: "La mayoría de la Comisión acordó que deberia suprimirse esta
parte del dictamen; la determinación que el Ejecutivo tiene que dictar, en uso de esta
facultad, no tendrá recurso alguno, con objeto de los extranjeros que fueren expulsados
por el Ejecutivo, en vista de que, según su criterio, fuesen nocivos a la nación, tuviesen el
recurso de amparo, Esto hubiera sido sumamente peligroso, porque de esta manera más
valdría gue no existiera el artículo 33, en el supuesto de que en la mayoría de las veces,
la Suprema Corte impediría al Ejecutivo expulsar a algún extranjero, con lo cual se
acanearian senas consecuencias al Gobierno. El voto particular tiende precisamente a
subsanar este error. Está conforme el voto particular en que es necesario dejar al
Ejecutivo, alguna vez, el derecho absoluto, la gran facultad de poder expulsar a algún
extranjeros, sin recurso alguno: pero también consideramos que en algunos casos sería
muy peligroso que el Ejecutivo estuviese investido de un poder tan amplio para echar del
país a cualquier extranjero. Por esa ¡azón, al formular el voto, enmendamos el proyecto
haciendo una enumeración de individuos que desde luego caen bajo la sanción del
artículo 33, quienes en ningún país tienen garantías. Esas garantíaS laS otorga el
dictamen de la mayoría. Nosotros las quitamos, y restringimos las facultades dadas al
Ejecutivo para poder expulsar a cualquier extranjero, poniéndolo en condiciones de poder
obrar cuerdamente cuando expulse a alguno de los que se enumeran en la fracción, gue
son perniciosos no sólo en México, sino en cualquier parte del mundo." lbidem, gg. 1127 y
1128. Finalmente la votación del dictamen en la que se suprimió definitivamente el voto
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3. El elemento s¡ne qua non, para ta proced¡b¡lidad de la aplicaciÓn del

artículo 33 constitucional es la extranjería. Huelga decir que no se podrían

expulsar a los nac¡onales mexicanos en uso de tal facultad. Consecuente

con lo anterior, ta extranjería debe quedar ptenamente comprobada para el

ejercicio de la facultad del Ejecutivo de ta Unión relativa a la expulsión so

riesgo de expulsar a los propios nacionales, empero, la nacionalidad no es

un hecho físico que distinga a los hombres como lo pudiera ser e! color de la

piel o la estatura, sino que si el Estado es una construcción jurídica, la

membresía a dicho Estado es una ficción de derecho. En consecuencia la

nacionalidad, noción estrictamente jurídica es una cualidad que debe ser

cabalmente demostrada ante el juzgador antes de activar los

procedimientos del artículo 33 en estudio, y eS precisamente tal

demostración lo que escapa a cualquier procedimiento sumarísimo sin

vulnerar el resto de los derechos subjetivos pÚblicos previstos por la propia

Constitución.

4. Cuando el artículo 33 de la Constitución prevé que la expulsiÓn se

hará sin juicio previo, vincula estrictamente la improcedente de dicho juicio

respecto de ta referida expulsión16. En otras palabras, la omisiÓn de la

t* Esta interpretación fue cabalmente desarrollada por la Primera Sala de la Suprema

Corte de Justrcra de la Nación, al siguiente error: 'EXTRANJEROS, SU EXPULSIÓN

DEBE SER JUSTIFICADA. El articulo 1o de la Constitución Federal, establece la
protección de ésta para todo indrviduo, esto es, para mexicanos y extranjeros' sin

distinción de ninguna naturaleza. lgualmente previene que las garantías que otorga no

podrán restringirse nr suspenderse srno en los casos y con las condiciones que la misma -

bonstitución señala. Los articulos 103, fracción l, y 107, que establecen el juicio de

amparo, no hacen distinción alguna sobre los individuos o personas a quienes alcanzan

esa protección. Por tanto, si el artículo 33 de la propia Carta Fundamental, faculta al

E¡ecütivo de la Unión, en forma exclusiva, para hacer abandonar el territorio nacional

inmediatamente sin necesidad de previo juicio, a todo extranjero cuya permanencia

iuzque inconveniente, no exime a dicho alto funcionario, 4e la
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garantía de audiencia a que se ref¡ere el artículo 14 de la Carta Federal se

relac¡ona exclusivamente a las causales de la expulsión - supon¡endo que

éstas estuviesen nltidamente determinadas y la extranjería del sujeto

irrefutablemente comprobada -, de ninguna manera a las cuestiones

periféricas tales como la detención o las formalidades del procedimiento las

cuales deben continuar incólumes hasta el momento en que sobreviniese el

decreto del Ejecutivo declarando la expulsión, eñ donde para que e!

mandato del artículo 33 sea posible, deben lógicamente suspenderse las

demás instancias procesales, a efecto de que aquélla se haga

inmediatamente como lo exige el multicitado artículo 33107. También debe

estudiarse a! detalle el alcance de la palabra "previo", pues es de inferirse

que si la proscripción de Ia garantía de audiencia es preliminar, dicho

toda autoridad en el país, de fundar y motivar la causa legal de su procedimiento, por la
molestia que causa con la deportación, ya que esa garantía está establecida por el
artículo 16 de la propia Constitución. En consecuencia, sus actos no pueden ser
arbitrarios, sino que deben estar sujetos a las normas que la misma Carta Fundamental y
las leyes establecen. Siendo así, procede el juicio de garantías contra sus
determinaciones, conforme al artículo 103, fracción !, expresados, para lo cual debe
seguirse el procedimiento establecido por la ley reglamentaria respectiva." Semanario
Judicialde la Federación, Quinta época, tomo LXXXIX, p. 567.
to' En opinión del profesor Burgoa; "t ...1 Sin embargo, aunque el Presidente de la
República no tiene la obligación de escuchar en defensa al extranjero previamente a la
emisión del acuerdo expulsorio, si está sujeto a la garantía de motivación legal que
consagra el artículo 16 constitucional, en el sentido de que dicho funcionario debe basar
la estimación sobre la inconveniencia de que aquél permanezca en el país, en datos,
hechos o circunstancias, objetivos reales o trascendentes que la justifiquen, factores
todos estos que deben ser apreciados prudente y racionalmente por el Ejecutivo Federal
[...] Debe enfatizarse, además, que el extranjero, frente a la aplicación del artículo 33
constitucional, está legitimado para promover el juicio de amparo contra el acuerdo o
decreto presidencial de expulsión, en cuya demanda pueden invocarse hipotéticamente
como violadas todas las garantías del gobernado con excepción de la de ai¡diencia, la
que, según dijimos, no condiciona dicho acto de autoridad." Derecho Constitucional
Mexicano, editorial Porrúa, tercera edición, México 1979, pp. 124 y 125. Cabe destacar
que el mismo autos reitera el contenido del artículo 33 en su interesante obra de lege
ferenda. Renovación de la Constitución de 1917, edición del lnstituto Mexicano del
Amparo, México 1994, p 62 En el mismo sentido véase: Sánchez Bringas, Enrique,
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derecho queda a salvo para ser ejercitado de manera ulterior. En este

sent¡do, et sujeto expulsado podrá interponer todos los medios de defensa

que le concede el orden jurídico a través de su representante legal en

México, una vez realizada la expulsiÓn.

5. En el derecho internacionat, la .permanencia del postulado

constitucional mexicano de la facultad expulsoria del Ejecutivo Federal sin

juicio previo conlleva en un mundo en pleno desarrollo de la doctrina de los

derechos humanos, a que como consecuencia del principio de reciprocidad

los nacionales de México sean objeto de la aplicación casi exclusiva en el

extranjero de la fórmula de proscripción de juicio previo para su expulsiÓn.

Ciertamente la vieja fórmuta de la reciprocidad en tratándose de derechos

humanos a nivel internacional no responde más a las permisiones que el

derecho internacional general otorga, pues el incumplimiento de una de las

parles en dicho rubro no habilita automáticamente a la otra a actuar en el

mismo sentido conculcatorio dada la jerarquía de tales derechos en el

sistema internacional, sin embargo, no obstante que fuese factible la puesta

en marcha de los lentos mecanismos de responsabilidad respectivos, la

posibilidad de que los Estados afectados utilicen unitateralmente los

procedimientos de represalias, permanece potencialmente.

6. Dado el actual sistema constitucional de la doble nacionalidad

contenido en el artículo 32 de la Constitución General de !a República,

nuestra problemática se agrava, pues para el ejercicio de la facultad

expulsoria del Ejecutivo, complejas cuestiones de derecho conflictual

internacional deberán quedar resueltas de manera preliminar, antes de que

se pueda considerar de manera categórica ambos determinados sujetos
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como extranjeros, y hasta entonces acc¡onar la habilitación del artículo 33

const¡tucional. Ciertamente este tipo de problemas prop¡os del llamado

Derecho lnternaciona! Privado suelen ser de calificación administrativa o

judicial tenta y ruinosa, pero la cohabitación del nuevo artículo 32

constituciona! con el añejo artículo 33, nos imponen nuevas realidades de

interpretación armónica. Para el Derecho lnternacional por su parte, la

atribución formal de la nacionalidad mexicana a un sujeto no implica de

manera ineludible la imposibilidad de su expulsión, cuando aquélla fuese

completamente ficticia y casual. El propio Derecho de Gentes resuelve este

probtema mediante ta regla conocida como de la nacionalidad efectiva'O8.

Empero, resulta evidente que todo lo anterior requiere de una valoración

judicial erudita antes de que la expulsión fuese jurídicamente viable.

EI articulo 33 constitucional en el derecho internacional general.

7. La perspectiva del Derecho lnternacional respecto del mismo

fenómeno se antoja mucho más Severa, aun cuando en último de los

rigores, en el estado actual de desarrollo, ciertamente la expulsión ordenada

de extranjeros por los Estados nacionales no vulnera el Derecho

lnternacional. Como indicamos en el apartado anterior, el Derecho

lnternacional hasta el siglo diecinueve aceptada sin discusión, la facultad de

los Estados miembros de la comunidad internacional de actuar sin mayores

miramientos en la expulsión de extranjeros cuando los considerase

indeseables. Como indicamos líneas arriba, !a evotución de la doctrina

to8 Cfr. Nottebohm case, Judgment, l.C.J.. Reports 1955, p 23.
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internacional de los derechos humanos impone diversos valladares a tales

prácticas.

B. La práctica de algunos Estados a nivel internacional tampoco es

muy distinta; los Estados Unidos, Francia, Suiza1oe, entro otros, son

verdaderos campeones de la expulsión de extranjeros, particularmente por

cuestiones de legal estancia, jamás por narcotráfico o terrorismo, pues en

estos delitos la moda del derecho penal comparado es la de reclamar el

derecho soberano a ajusticiar a narcotraficantes o terroristas. En Francia

por ejemplo también se considera !a expulsión como un acto de gobierno

insusceptible de recurso contencioso, empero, se empieza a establecer una

tendencia a la posibilidad de contienda judicial dependiendo del país de

origen del extranjero (se infiera que por los compromisos internacionales en

la materia adquiridos por el Estado territoria!), En este sentido, las

expulsiones que este país realiza implican un verdadero escollo de

discriminaciones, pues el citado privilegio del Ejecutivo en materia de

'ot El art¡culo 79 de la Constitución Federal de la Confederación Suiza, establece: "La

Confédération a le droit de renvoyer de son territoire les étrangers qui compromettent la

súreté intérieure ou exténeure de la Suisse." Estrictamente hablando, se trata también de

una expulsión sin ¡uicio previo, ya que la propia doctnna constitucional suiza la distingue

de la "expulsión judicial' en donde los tribunales sí intervienen de acuerdo a los artículo

104, fracción ll y 335, del Código Penal; o lncluso la "administrativa" de acuerdo al artículo

10 de la Ley de 1931/1948, realizable por las autoridades cantonales. La expulsión

administrativa de acuerdo al artículo 10B de la ley en cita, se declara: "[....] dont la

conduita, dans son ensemble, et les actes permettent de conclure qu'il en veut pas

s'adapter á I'ordre établi dans le pays qui lui otfre l'hospitalité ou qu'il n'en est pas -

capable'. Según el principal autor de derechos constitucional suizo: "L'expulsion

administrative, dans le premier cas, en double pas á punir I'individu. Elle peut donc étre

décidée méme .si le juge penal y a renoncé". Cfr. Jean-Francois Aubert. Traité de droit

constituionnel suisse, éditions ldes et Calndes, Neuchátel, Suisse 1967, tomo l, p. 386.

Difícilmente se puede establecer alguna diferencia con la fórmula de expulsión sin juicio

previo del articulo 33 de la Constitución Federal mexicana.
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expuls¡ón, comienza a limitarse a países ajenos al sistema de la Unión

Europea.

9. En realidad el derecho internacionat acepta que todos los Estados

se reservan el derecho de expulsar a los extranjeros cuya permanencia en

su territorio amenace el orden públicorlo. En este sentido es preciso

distinguir la facultad que el derecho intemacional reconoce de expulsar

extranjeros respecto de la posibilidad de que tal expulsión se realice '...sin

necesidad de juicio previo..." como lo establece nuestra Constitución, sin

que lo anterior contravenga al derecho internacional generat o regiona!111.

10. La Iicitud de las expulsiones de los extranjeros ante el derecho

internacional podría derivar del propio artículo 12, numeral 3, del Pacto

lnternacional sobre Derechos Civiles y Políticos112, reatizado en e! seno del

sistema de la Naciones Unidas. De su lectura se deriva que los Estados

deben respetar el derecho de toda personal (incluyendo a los extranjeros) a

permanecer en el país de su elección, salvo cuando se actualicen hipótesis

muy puntuales tales como proteger la seguridad nacional, el orden público,

"o Cfr. Nguyen, Quoc Dinh, Droit intemational public, Librairie Générale de Droit et de
Jurisprudence, París, 1992, pá9. 6a8.
"' Al parecer a nivel interamericano la problemática no es del todo grave, dado que la
reserva mexicana a la competencia de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos,
refenda al artículo 33 constitucional ha sido considerada lícita desde el punto de vista del
derecho internacional regional. Como es sabido dicha reserva reza'. "1. Los Estados
Unidos Mexicanos reconocer como obligatoria de pleno derecho, la competencia
contenciosa de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, sobre los casos relativos
a la interpretación o aplicación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de
conformidad con el articulo 62-1 de la misma, a excepción de los casos derivados de la
aplicación del articulo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."
(Enfasis añadido). Cfr. Diario Oficial de la Federación, 24 de febrero de 1999.
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la salud o ta moralidad públicas, o los derechos y libertades del prójimo, y

sean compatibles con tos otros derechos reconocidos por el referido

pacto113. Los casos que el Pacto establece como excepc¡ones son tan

amplios que cuatquier Estado tos puede argüir con facilidad al momento de

justificar una excepción, por lo que es de suponerse que tal habilitación es

lo suficientemente amplia como para que consideremos como licita la

práctica de !a expulsión de extranjeros, Sin embargo, lo que no ha quedado

resuelto es si la multicitada práctica de expulsiÓn sin mediar juicio sobre las

razones de tal determinación, vulnera o no el derecho internacional en el

rubro de los derechos humanos.

11. E! principio jurídico que establece que todos los individuos deben

gozar de las garantías de un juicio, en el que cumpliéndose las formalidades

esenciates del procedimiento se les permita ser escuchados en su defensa

y donde se hayan valorado cabalmente las pruebas ofrecidas en su

descargo, es un principio que en la actualidad rebasa a un orden juridico

determinado para ser uno de los valores esenciales de la cultura universal

contemporánea. Tan es así que cuando en la actualidad presenciamos que

en cualquier Estado de la comunidad internacional dicho principio se

'12 Adoptada y abierta a firma, ratificación y a adhesión por la Asamblea General en su

Resotución 22OO A ()ül) del 16 de diciembre de 1966, cfr. Diario Oficial de la Federación,

20 de mayo de 1981.t" En efecto, el texto del artículo 12 del Pacto en lo conducente eS como sigue:

Cualquier persona que se encuentre legalmente en el tenitorio de un Estado tiene el

derecho a circular en él libremente, y a escoger libremente su residencia.

Toda persona eS libre para abandonar cualquier país, rncluyendo el SUyo.

Los derechos arriba mencionados no pueden ser objeto de restricciones mas que cuando

se encuentren previstos oor la lev. sean necesarios para proteqer la seouridád
national. el orden oúblico, la salud o la moralidad públicas. o los derechos v

librertades del oróiimo. v sean compatibles con los otros derechos reconocidos por el
presente Pacto.
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encuentra ausente por cuatqu¡era de sus formas de hacerse nugatorio, la

comun¡dad internacional reacc¡ona con repugnancialla. El derecho

internacional tutela la referida garantía tanto mediante el artículo 8 de la

Declaración universal de Derechos Humanos"s, como en el artículo 14 del

Pacto tnternacional sobre Derechos Civiles y Políticos, en donde se reitera

de manera general el derecho al acceso a las jurisdicciones"t.

12. Otra limitante que consideramos existe respecto de la procedencia

de medios de control de la constitucionalidad respecto del artículo 33, se

surte a partir del espíritu de la Convención sobre tos Derechos del Niño117,

dado que la expulsión de alguno de los padres, su deportaciÓn por no

acreditar la legal estancia o cualquier otro problema jurídico internacional

que conllevase ta separación de un niño respecto de Sus padres, Su

imposibilidad de acceder a la educación, sistemas de salud o implicase

marginación para el menor, devienen en violaciones de la referida

Convención de la que México es parte.

(El subravado es nueslro).t" Baste recordar el remedo de juicio al que fue sometido el señor Ceaucescu, ex
presidente de la República socialista de Rumania, en el invierno de 1989, cuando de
manera sumaria se le procesó por un tribunal ad hoc, sin valoración de pruebas, de
manera conjunta con otro rndividuo (su cónyuge), sin posibilidades de apelación, etcétera.
La lsentencia" ya esperada fue la e¡ecución de los señores Ceaucescu, lo que sirvió de
testimonio del grado de salvajismo al que se pueden llegar cuando las garantías de
audiencia y debido proceso se ignoran sin más.

'ls Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A (lll) del 10

de diciembre de 1948
"6 El artículo 8 de la Declaración Universal sobre Derechos Humanos establece: Toda
persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionalés eómpetentes,
que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la
constitución o la ley.
t17 Asamblea General, 20 de noviembre de 1989, en vigor a nivel nultilateral a partir del 2
de septiembre de 1990,. Para México, cfr. Diario Oficial de la Federación 25 de enero de
1991. Tal es a nuestro juicio el sentido, verbigracia, del artículo 9 d ella referida
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13. Conclusiones y propuesta de texto:

En nuestra opinión la subsistencia del artículo 33 constitucional en

nuestro orden jurídico y el Derecho lnternacional, pasa necesariamente por

su modernización y por su interpretación armónica con otros preceptos de la

propia Constitución Federal (artículo 32); así como de diversos instrumentos

convencionates de los que México es parte y en general de la altura del

Derecho lnternacional contemporáneo en materia de derechos humanos.

Respetuosamente proponemos a esa Comisión de Estudio de la nueva Ley

de Amparo, una reforma legal en la materia que quizá podrá coadyuvar en

esta empresa.

En materia de términos Procesales:

Artículo 22.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante

demanda de amparo consista en acuerdo de !a Secretaría de Relaciones

Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un

Estado extranjero, el término para interponerla será siempre de 15 días, El-

mismo plazo se computará en tratándose de resoluciones dictadas por el

Ejecutivo Federal en ejercicio de la atribución contenida en el artículo 33 de
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ta Constitución, aun cuando et extranjero afectado ya haya abandonado el

territorio nacional.

En materia de improcedencia deljuicio de amparo:

Artículo 73. Eljuicio de amparo es improcedente:

XVtl. bis. Cuando se trate de resoluciones dictadas por el Ejecutivo

Federal en ejercicio de la facultad contenida en el artículo 33 de la

Constitución. Se exceptúa de dicha improcedencia, las resoluciones que a

juicio del juez de Distrito, contuviesen vicios formales notoriamente

insalvabtes tales como deficiencias en la identidad de la persona o de la

atribución de su nacionalidad extranjera, cuando su expulsiÓn suponga la

desintegración de sus relaciones con menores de edad bajo su custodia, o

cuando se acredita la existencia de un conflicto de normas de doble

nacionalidad del individuo, en donde bajo cualquier título legal pudiese

gozar al propio tiempo de la nacionalidad mexicana.(Juan de Dios

Gutiérrez Baylón, Tomo ll, páginas 1293 a 1305)

NUEVA V¡A CONSTITUCIONAL PARA QUE LOS TRIBUNALES DE

JURISDICCIÓN, DENUNCIEN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES

SUMARIO.- El juicio de amparo, las controversias constitucionales y

las acciones de inconstitucionalidad.- Supremacía Constitucional y Control
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difuso de la Constitución.- Nueva vía const¡tuciona! para que los tribunales

de jurisdicción denuncien la inconstitucionalidad de leyes.- Conclusiones.

EL JUICIO DE AMPARO, IáS CONTROVERSIAS

CONSTITUCIONALES Y IáS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD

La vía para combatir por los particulares ta expedición y aplicaciÓn de

una Ley inconstitucionat es el juicio de amparo, a que se refieren los

artículos 103, y 107, del Pacto Federal y la Ley Reglamentaria de dichos

preceptos.

Entre otros principios que rigen el juicio de amparo se encuentran e!

que debe promoverse por la parte que Se considere agraviada, y el de

relatividad de la sentencia que se pronuncie.

El órgano político, a través de las autoridades expresamente

facultadas por la Ley y en los términos que la misma establece, puede

combatir a través de las acciones y controversias constitucionales la

inconstitucionalidad de la Ley, como lo prescribe el artículo 105, fracciones I

y lt, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su Ley

Reglamentaria.

Este procedimiento no está al alcance de la sociedad, ni de los

juzgadores que tengan que decidir las controversias que les someten los.

particulares conforme al artículo 17, constitucional.
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Una diferencia sustancial en cuanto a las consecuenc¡as de la

decisión que resuelva anular una norma ordinaria, cons¡ste en que cuando

se promueva por la federación o por los'estados o en los casos a que se

refieren tos incisos c), h) y k) de la fracción I del artículo 105 constitucional y

la resolución hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho

votos, tendrá efectos generales, aquí no Se da la relatividad.

No obstante la singular importancia del juicio de amparo, como

institución jurídica mexicana protectora de las garantías individuales, contra

actos y contra leyes inconstitucionales, así como el gran avance que con

motivo de la modificación al artículo 105 constitucional, se dio en 1994, en

los términos que ese precepto y su ley reglamentaria determinan, Se

considera que no se ha agotado la gran labor que debe desplegar el Poder

Judicial Federal en materia de protección a los derechos subjetivos pÚblicos

de los gobemados.

En efecto, los antecedentes de Ia defensa de la ConstituciÓn en

México se encuentran en los orígenes del juicio de amparo, cuando formulÓ

su voto particular Don Mariano Otero, en el cual propuso la creaciÓn del

juicio de amparo, debido a que una de las carencias de la ConstituciÓn de

1824 era precisamente la falta de una institución jurídica que restableciera

el orden constitucional violado por alguna autoridad.

La fórmula Otero es dual y bien clara. Sobre todo en lo que-se refiere

a procedimientos para oponerse a leyes que contradicen a !a Constitución:

1. La ley que se pretenda aplicar a una persona (física o moral), y que ésta

aprecie como inconstitucional. El afectado alega agravio personal y directo,
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y solicita que ta ley anticonstituciona! no se le apl¡que a é1. Si el Poder

Judicial Federal finatmente aprecia como fundado el agravio, así lo declara,

y ordena que no se apl¡que al quejoso. Esta declaración sólo favorece al

demandante, y a nadie más; tiene efectos relativos. 2. Ley que se aprecia

inconstitucional o por una persona, sino por un órgano oficial. Plantea éste

su impugnación ante el Senado. Este ordena se consulte a todos los

cuerpos legislativos de los Estados federados, y envíen su opiniÓn a la

Suprema Corte. Esta última simplemente homologa los votos, y declara el

resultado. El Congreso, -que no actúa inter partes, s¡no en evaluaciÓn de la

ley impugnada-, declara si es el caso que la disposición es inconstituciona!,

y la invalida, o sea le da efectos erga omnes. Esta es la verdadera FÓrmula

de Otero, que es aprobada por el Congreso Constituyente de 1847, el cua!

la incluye en el Acta de reformas del mismo año.l18

El juicio de amparo había sido incorporado en !a ConstituciÓn

yucateca de 1841 por el ilustre Manuel Crescencio Rejón.

El juicio de amparo era un medio de control de la constitucionalidad y

tomó su nombre del juicio sumarísimo de amparo instituido en la colonia

para recuperar los derechos que se le arrebataban al particular.

Al respecto es importante resaltar el contenido de las disposiciones de

la Constitución Política del estado libre y soberano de Yucatán, promulgada el

16 de mayo de 1&41t'e, ta que en su artículo 80 estableció: "Los jueces de

ttt V. Castro, Juventino. Elarttcuto 105 constúuctonal. Segunda edición. Edrtonal Porrúa S.A.
Méxrco 1997 pp 10 y 11

"t Suprema Corte de Justrcia de la Nación Homenaje a Don Manuet Crecencio Reión. Primera
edición. Ed Suprema Corte de Justrcra de la Nación. México 1960. pp. 95 a 116.
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primera instanóia ampararán en el goce de los derechos garant¡zados por el

artícuto anterior, a los que les pidan su protecc¡Ón contra cualesqu¡er

funcionarios que no correspondan al orden judicial, decidiendo breve y

sumariamente tas cuestiones que se susciten sobre tos asuntos indicados."

Por otra parte, ta disposición de tutela de los derechos era extensiva a

los casos en los que los actos de los jueces fueran violatorios de esas

garantías. En efecto, el artículo 90 dispuso lo siguiente:

"De los atentados cometidos por los jueces contra los citados

derechos, conocerán sus respectivos superiores con la misma preferencia

de que se ha hablado en el artículo precedente; remediando desde luego el

mal que se les reclame, y enjuiciando inmediatamente al conculcador de las

mencionadas garantías."

La Constitución yucateca estableció la composición de la Corte

suprema de justicia de la siguiente manera en el artículo 60:

"La corte Suprema Se compondrá de tres ministros y un fiscal;

necesitándose para obtener este ministerio, ser ciudadano yucateco en e!

ejercicio de sus derechos, avecindado en el estado con residencia continua

de cinco años, tener treinta y cinco años cumplidos de edad, ser letrado y

haber ejercido esta profesión ocho años a lo menos.

Cualquiera vacante que ocurra se llenará proponiendo a la cámara de

diputados tres individuos que reúnan las circunstancias indicadas y eligiendo

el senado, de los tres, uno para la plaza de fiscal."
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Con la finalidad de hacer efectiva la protecciÓn de los derechos

estabtecidos en la Constitución y establecer la facultad de la Corte para

tutelar tas garantías contenidas en el artículo 8 de la ConstituciÓn yucateca

la propia carta fundamental dispuso:

"Art. 62. Corresponde a este tribunal reunido:

1tl. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan Su

protección contra las leyes y decretos de la legislatura que sean contrarias

al texto literal de la constitución, o contra las providencias del gobernador,

cuando en ellas se hubiese infringido el código fundamental en los términos

expresados, limitándose en ambos casos, a reparar el agravio en la parte en

la que la constitución hubiese sido violada.

20. lnicrar leyes y decretos para la mejora de la legislación civil y penal,

y de los procedimientos judiciales.

30. Nombrar sus subaltemos y dependientes respectivos, y a los jueces

letrados y asesores, arreglándose a lo que dispongan las leyes'"

En la sesión del 4 de mayo de 1847, en el seno del Congreso

Constituyente fue aprobado por 57 votos el artículo 19, del Acta Constitutiva y

de Reformas, jurada y promulgada el 21 de mayo de 1847 , dio existencia al-

juicio de amparo que fue recogido por los artículos 101, y 102, de la

Constitución de 1857.
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Los Tribunales Colegiados son la última instancia de todos los juicios

que se resuelven por todos tos organismos que desempeñan la funciÓn

jurisdiccional, aunque no estén integrados a! Poder Judicial y es posible con

fundamento en la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo que todos

estos casos lleguen a la Suprema Corte.

E! problema se origina porque se cree que es obligación de la

Judicatura Federal impartir justicia, principalmente a los pobres, y con este

propósito se han creado muchos supuestos de suplencia de la queja

deficiente para que la justicia pueda alcanzar a todos. La procedencia del

amparo indirecto es indiscriminada, y si a ello se agrega que los Tribunales

Colegiados deben resolver sobre inconstitucionalidad de leyes en amparo

directo y de revisiones de amparo indirecto en los casos de las fracciones ll,

llt, tV, V de! artículo 114 de la Ley de Amparo, entonces se entiende el por

qué no pueden con esta carga de trabajo los ya más de doscientos

Tribunales Cotegiados existentes, y a este paso nunca se detendrá el

crecimiento de la Judicatura Federal. La Judicatura Federal ha impreso un

sello populista a su actuación.

2.- EL DEBER SER DE I.A JUDICATURA FEDERAL.

De acuerdo con el párrafo tercero del artículo 14 Constitucional la

Judicatura Federat a través del juicio de amparo debe controlar la aplicaciÓn

de las palabras o expresiones de todas las leyes, desde la ConstituciÓn que

también es ley hasta el último Bando de Policía y Buen Gobierno. Cuando

la ley no sea clara y admita más de una interpretación la Judicatura Federal

debe proporcionarnos el único sentido o glosa del texto legal; en los casos
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en que ex¡stan lagunas en la ley para resolver el caso iusticiable, sólo la

Judicatura Federal nos puede señalar con carácter vinculatorio cuáles son

los principios o lineamientos generales de nuestro s¡stema jurídico que

deben invocarse para suplir la falta de ley expresa en e! caso específico. En

la medida que cumpta con este cometido (creando jurisprudencia) debe

obligarse o imponer que todos los casos iguales Se resuelvan

uniformemente. Así, la función de la Judicatura Federal no es la de impartir

justicia sino la de salvaguardar la ley, dándole un único sentido o significado

y que esta particular interpretación se aplique de manera uniforme a todos

los casos iguales.

Cierto es que el control directo de !a legalidad beneficia

indirectamente a alguna de las partes en el juicio natural, pero esta

circunstancia no debe llevar a invertir o confundir el deber ser de la

Judicatura Federal: Su función es proteger o controlar la ley, no impartir

justicia.

La garantía contenida en el artículo 17 Constitucional de que toda

persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que

estarán expeditos para impartirla en los casos que ftjen las leyes y que ésta

debe ser gratuita; se refiere a los Tribunales Ordinarios. La Judicatura

Federal tiene como función controlar la ley proporcionándonos una sola

interpretación e imponer su aplicación uniforme para casos iguales (debe

legislarse como delito de los jueces ordinarios el no aplicar o desentenderse-

de la jurisprudencia y también el de no resolver todas las cuestiones materia

de litigio, es decir, debe ser delito no cumplir con el principio de

exhaustividad, independientemente de que esto pueda ser modificado por el
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Tribunal de Alzada, y por supuesto, también debe ser delito que los

Tribunales de segunda instancia no resuelvan todas las cuestiones

planteadas en la expresiÓn de agravios).

3.. CONSECUENCIAS DE LA CONFUSION.

El haber convertido a la Judicatura Federal en la última instancia de

todos los juicios, se ha traducido en ta peor de las injusticias: EL REZAGO.

El dedicarse a impartir justicia y posponerla por carga de trabajo y falta de

jueces, es la mejor forma de promover el amparo directo como recurso

dilatorio para que no se cumplan las sentencias ¿Qué significado le dará la

Judicatura Federal al artículo 426, fracción !1, del CÓdigo de Procedimientos

Civiles que dispone que hay cosa juzgada cuando la sentencia causa

ejecutoria. Causan ejecutoria por ministerio de Ley: ll. Las sentencias de

segunda instancia?

El rezago ha pretendido combatirse con el siguiente sucinto itinerario.

a) Se crea la Suprema Corte con once Ministros.

b) Por el rezago en 1928 se eleva el número de sus Ministros

dieciséis y se crean tres Salas de cinco miembros cada una.

c) Por el rezago en 1934 se aumenta el número de Ministros

veintiuno y se crea la Sala Laboral.
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d) Por et rezago a finales de 1943 existen más de diecinueve mil

asuntos sin resolver, de tos cuales doce mil ochocientos setenta y dos son

civiles.

e) Para resolver el rezago en 1944 el Congreso de la Unión aprobÓ

reformas a la Constitución, pero no fueron ratificadas por las Legislaturas

locales o estatales.

0 Por el rezago se crea la Sala Auxiliar con cinco Ministros

Supernumerarios para ayudar sólo a la Sala Civil y se legisla la caducidad

de la instancia por inactividad procesa!, aunque la inactividad es de los

Tribunales de Amparo por exceso de asuntos.

g) En 1950 el rezago ascendía a treinta y siete mil ochocientos

ochenta y un casos.

h) Para combatir el rezago se crean los Tribunales Colegiados.

i) A finales de 1999 violentando la ley se nombran Magistrados y

Jueces de Distrito, creando así nuevos Tribunales Colegiados para combatir

el rezago. El Presidente de la Corte da cifras de rezago en materia penal

para justificar los ilegales nombramientos.

Esta es la consecuencia de convertir a la Judicatura Federal en-

impartidora de Justicia, apartándota en esta materia de su facultad exclusiva

de órgano de control de la Ley.
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Para hacer parecer que el problema del rezago no ex¡ste, la Suprema

Corte que sólo debe hablar a través de la sabiduría de sus sentencias, ha

iniciado una campaña publicitaria en la que se ag¡ganta la figura del Doctor

Zedillo y se pierde, la del Presidente de la Corte; el texto se encabeza a

ocho columnas.

TENEMOS LA CONFIANZA CIUDADANA: OÓT.¡CONN

Y luego las mentiras a repetir mi! veces a cargo del presupuesto de la

Judicatura Federal con estilo goebbeliano

"Apertura y transparencia, compromiso de la Judicatura Federal".

"El PJF, más confiable e independiente que nunca".

.No hay desarrollo ni democracia sin un sistema judicial eficiente".

'Los Juzgadores comprometidos con la justicia".

"Acercamos la justicia, cada vez más, al ciudadano".

"Contamos ya con 366 órganos jurisdiccionales".

"En 1999, Juzgados y Tribunales recibieron quinientos - siete mil

quinientos treinta y siete asuntos" (no ponen si 200 mil o cuántos asuntos no

están resueltos).
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"seleccionamos este año a 87 Magistrados y a40 Jueces".

"Nuestro reto: Una justicia más pronta y exped¡ta"'

7.. LEGISI-ACIÓN UNIFORME.

para que desapareza la dislocación de nuestro sistema jurídico,

como sucede con la clasificación de los delitos graves, todas las

Legislaturas deben celebrar un acuerdo de coordinación, para que con su

participación se propongan códigos o leyes adjetivas y sustantivas tipo o

paradigma en todas las materias, que luego aprobarán en cada Entidad

Federativa,ya que sólo así se puede crear una justicia igual para todos los

mexicanos. (Cartos A. Cruz Morates, Tomo !ll, páginas 1581 a 1593 y

1 5s5)

3.- Siguiendo las ideas expuestas por Don José F. Ramírez en su

voto particular de 1840, sería conveniente otorgarle a la Suprema Corte de

Justicia de la Nación la facultad de iniciar leyes en materia de su

competencra y de que el presupuesto del Poder Judicial Federal no

dependa de lo que quieran darle el ejecutivo o el legislativol23, sino que

tenga una partida predeterminada del presupuesto de egresos, claro está

t2, Este crrle¡o lo ralrfrqué con motrvo de la reducoón al presupuesto al Poder Judrclal Féderal, que

se hEo como resultado de las 'concedaoones' que se h¿o entle el elecutrvo federal y los

legtsladores de la mayoria y de la ogos¡crón. para aprobar el presupuesto de egresos para el año

2ObO. pres las partrdas que el elecutrvo no pudo obtener en un prlmer momento porque los recursos

para sulragartas ta ogosrcrón los destrno a otros con@ptos. el Presrdente las obtuvo reduciendo el

pr"supresio clet Poder Juchcral, lo que parec€ que no le rmportÓ mucho a los leglsladores, tanto de

mayoiia como de oposrc¡ón. pero eso si todos ellos cntrcan las defrcrenoas de la,¡usticia y el retardo

en su rmpartrcrón.
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que etlo implicaría una reforma constitucional, que en su caso sería de las

pocas que estarían justificadas.

Respecto a la facultad para iniciar teyes hay senadores, incluso

algunos que fueron ministros del Poder Judicial Federal, que se han

opuesto ategando que si la Corte es.la autora de la ley por haber ejercido !a

facuttad de iniciarla, implícitamente se estaría pronunciando sobre su

constitucionalidad lo que haría nugatorios los juicios que se interpusieran en

contra de ella, e incluso siguiendo este pensamiento podría afirmarse que

tos ministros que hubieren participado en la iniciativa, estarían impedidos

para conocer de la controversia constitucional que se interpusiere en contra

de la norma producto de ella.

Considero errónea la opinión expresada en el párrafo anterior, pues el

hecho de que Ia Suprema Corte haya iniciado un proyecto de ley, no quiere

decir que el legislativo lo apruebe tal y como le fue propuesto, pues

seguramente habrá modificaciones de mayor o menor relevancia, lo que

hará que la ley aprobada, no sea idéntica al proyecto que recibió, lo que

implica que habrá variantes a lo propuesto por el Poder Judicial y sobre

éstas, evidentemente que la Corte no se habría pronunciado y no podría

existir impedimento de los ministros. Además la historia del Poder Judicial

Federal, enseña que sus criterios no son inamovibles, pues hay

innumerables casos en los ha cambiado, simplemente por estimar que era

erróneo, que las circunstancias cambiaron o porque cambiaron los

ministros.
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En estas cond¡c¡ones creo que debe ambarse con esos temores y

tener un mejor concepto de los integrantes de eses poder, especialmente de

los ministros.

4.- Aunque no está considerado en la convocatoria, sería pertinente

no solo reformar o expedir una nueva Ley de Amparo. Si en verdad se

considera la necesidad de un nuevo ordenamiento, una de sus mejores

justificaciones sería unificar a la Leyes Reglamentarias de los artículos 103

y 107 Constitucionales, con la del artículo 105 de la ley fundamental.

En efecto el juicio de garantías y las mat Ilamadasl2acontroversias

constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, son controversias

constitucionales que con las diferencias pertinentes, deben ser objeto de un

proceso constitucional, por ello debería expedirse un CÓdigo de

Procedimientos Constitucionales que regulara a las tres instituciones, en la

que de ser posible se establecieran reglas comunes a los tres juicios y sÓlo

en lo que no pudieran coincidir se establecieran reglas especiales. De

hecho si uno estudia la Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional,

se puede percibir claramente que se utilizó como modelo la Ley de Amparo.

(Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo lll, páginas l617 a 1619)

Más grave aún es la caducidad de la ejecuciÓn de

amparo, pues es inexplicable que se piense que su

caducar, máxime cuando por la materia de que se

las sentencias de

ejecución puede

trata, en muchas
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ocas¡ones la responsables es la culpable de la tardanza o retraso en su

cumpl¡m¡ento, por lo que más que adicionarse !a Ley de Amparo sobre la

caducidad de la ejecución de las sentenc¡as, lo que debería es proponerse

ta eliminación del último párrafo de la fracción XVI del artículo 107

constitucional. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo lll, pagina 1640)

PRIMERO.- es incuestionable la formidable lucha de todos los días de

este altísimo tribunal en ta consolidación de la independencia de! poder

judicial federal; de ahí que resulte conteste con tan señalada preocupaciÓn,

fijar las bases constitucionales que permitan una mayor solidez y dinámica

en Ia estructura y funciones como entidad independiente de los tribunales

federales, evitando que intereses ajenos a los altos fines de la justicia, a

pretexto de invocar los primigenios del estado nacional mexicano, atenten

contra el estado de derecho de la vida republicana; aSí, proponemos:

1).- proveer el artículo 71 de la constitución general de la república, con la

adición de la fracción lV que así ordenaría:

"artículo 71.- el derecho de iniciar leyes o decretos compete:

t-...
ll.-...

t¡t.-...

lV.- A ta suprema corte de justicia de la nación a través de su

presidente, sólo para el efecto de proponer directamente al congreso federa!

su proyecto de presupuesto de egresos, contando en tal instancia por sí o

t2' Hago esta afirmac¡ón porque el iu¡cro de garantías, la controversia constitucional y la acción de
tnconstituc¡onahdad, son lodos ellos controversras constitucronales que se inician en ejercicio de
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por su representación legat con derecho de voz en las sesiones

correspondientes".

2).- definir e instituir constitucionalmente la razÓn de estado, como

caso de excepción en la aplicación general de! derecho; así proponemos la

incorporación a la constitución general de Ia república del artículo 29 bis,

que ordenaría lo siguiente:

"artículo 29 bis.- en los casos de controversias a las que se refieren

los artículos 103 y 107 de esta ley constitucional, por leyes o actos de

autoridad que atenten contra los valores fundamentales de! estado

mexicano, procederá, con intervención del ejecutivo federal, las cámaras del

congreso de la unión y de la suprema corte de justicia de la nación, la

declaración de razón de estado en los términos que fije Ia ley

reglamentaria". (Jesús González Moreno, Tomo !ll, páginas 1804 y f 805)

Cuarto.- la afirmación constitucional deljuicio de amparo, demanda un

acucioso estudio reservado al elevado talento de vuestras señorías y de

otros juristas verdaderamente calificados del pais, pero lo cierto es que en

los procedimientos de amparo se surten, en forma reiterada y constante,

violaciones a la norma constitucional no definidas ni contenidas en el propio

capítulo i de las garantías indivrduales; de ahí que resulte menester, a fin de

evitar los constantes y también reiterados estados de indefensión en que tal-

omisión coloca a las partes de los juicios de amparo, proveer la reforma del
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"'Art. 19.- Los tribunales de la federación ampararan á cualqu¡er

habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que

te concedan esta constitución y las leyes constitucionales, contra todo

ataque de los poderes legislativo y ejecutivo, ya de !a federación ya de los

estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protecciÓn en el caso

particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaraciÓn general

respecto de ley ó del acto que lo motivare"

Suficientemente discutido, hubo lugar a votar, y se aprobÓ por los 57

Sres. Siguientes: Agredo, Aguilar, Aguirre, Alcalde, Alvares, Banda,

Barandiarán, Bárcena, Bermudez, Buenrostro (D. Manuel), cañas, Cardoso,

Carrasquedo, Castro, Echaiz, Echeverría, Escudero, Flores, Galidno, García

Rojas, González Fentes, Gutiérrez Correa, Herrera (D. Joaquín), Herrera

Campos, Jauregui, Lacunza, Lafragua, Lanuza, Muñoz (D. Manuel), Muñoz

Campuzano, Muñoz Ledo, Noriega, Orteeega (sic), Ortiz de Zárate, Otero,

Oton, Paez, Pana, Ramírez España, Riva palacio, Rivera Lopez, Robredo,

Romero [D Vicente], Rosda, Rubio, Salonio, Sañudo, Talavera, Terreros,

Torres, Urqidi, Valle, Yañez, Zapla [D. Manuel], Zetina Abad y Zincúnegui;

contra los Sres. Arriola, Benites, Carbajal, Castillejos, Gamboa, Garmendia,

Gómez [D. Trinidad], lturribarría, Juárez, Morales, Palacio [D. Ricardo],

Verdugo, Villada y Zubieta...

Es copia, México Mayo 4 de 1847. J.N. Espinoza de tos Monteros."'120

tt GONáLEZ Orogeza, Manuel. Comp. La reforma del Estado Fedenl. Acta de Reformas de
1847. Primera edición UNAM México 1998. pp. 787 y 788
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El principio de relatividad de la sentencia de amparo se refiere a que la

sentencia pronunciada en el juicio de amparo solamente surte efectos entre

las partes que intervinieron en el proceso mismo, sin que otro gobernado

pueda beneficiarse con la determinación de la Justicia de la UniÓn de amparar

y proteger al quejoso, a este principio se le ha denominado "fórmula Otero",

puesto que fue el ilustre jurisconsulto quien lo estableciÓ mediante el voto

particular que posteriormente daría origen al Acta constitutiva y de reformas

de mayo de 1847: dicho documento estableciÓ que la sentencia en que se

decretara la inconstitucionalidad de un acto de autoridad solamente haría la

declaratoria de mérito sobre el caso particular sometido a su jurisdicción, sin

que fuera posible una declaración general sobre el acto de autoridad

imputado. Cabe recordar que el principio ya se encontraba en el proyecto de

Constitución yucateca de Manuel Crescencio Rejón y que existía un confol

constitucional por órgano político que bien pudo ser el motivo determinante

para que la sentencia de amparo sólo tuviera efectos limitados en relaciÓn con

las leyes, por lo que al dejar de tener existencia jurídica dicha institución hizo

necesaria la extensión de los efectos de la jurisprudencia en materia de leyes

inconstitucionales.

Sin emba'rgo, las autoridades judiciales en su delicada y destacada

labor de aplicar el derecho e impartir justicia advierten en ciertos casos, al

llevar a cabo ésta, que Ia ley ordrnaria que regula el asunto y que deben

aplicar, transgrede alguna de las garantías individuales que tutela la

Constitución Federal, sin embargo, no pueden dejar de estarse a dicha

norma ordinaria, porque no ha sido objeto de examen por las autoridades

federates y por ende no se ha emitido determinación que declare la

inconstitucionalidad. Como consecuencia, se ven obligados a aplicar una
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disposición o d¡sposiciones de esa naturaleza, pese a que advierte que es o

Son transgresoras, como Se apunta, de alguna norma const¡tucional.

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y CONTROL D¡FUSO DE LA

CONSTITUCIÓN

Los antecedentes históricos del artículo 133 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos son los siguientes:

El artículo 237, del decreto constitucional para la libertad de la

América Mexicana, sancionado en Apatzingán, el 22 de octubre de 1814,

dispuso que entre tanto la representación nacional no dictase o sancionase

la Constitución permanente de la Nación, se obseruará en forma inviolable

la Constitución.

"ARTICULO 237. Entretanto que la representación nacional de que se

trata el capítulo antecedente, no fuere convocada, y siéndolo, no dictare y

sancionare la constitución permanente de la nación, se observará

inviolablemente el tenor de este decreto, y no podrá proponerse alteración,

adición, ni supresión de ninguno de los artículos, en que consiste

esencialmente la forma de gobierno que prescribe. Cualquier ciudadano

tendrá el derecho para reclamar las infracciones que notare."

2) El reglamento político del imperio Mexicano de 18 de diciembre de

1822. Quedaban vigentes todas las leyes promulgadas hasta el 24 de

febrero de 1821, aboliendo la Constitución española.
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3) El acta constitutiva de ta Federación Mexicana de 31 de enero de

1BZ4 en su artículo 24, dispuso: "Las constituciones de los estados no

podrán oponerse a esta acta ni a !o que establezca la Constitución federal".

4) La Constitución de 4 de octubre de 1824, en su artículo 161,

fracción lll, estableció: "Cada uno de tos estados tiene obligación de guardar

y hacer guardar la ConstituciÓn y leyes generales de la UniÓn".

5) El acta de reformas de 1857, promulgada el 5 de abril de 1U7,

Todos los poderes públicos se arreglarán a ella. Los estados seguirán

observando sus constituciones particulares y conforme a ellas renovarán

sus poderes.

6) Acta constitutiva y reformas de 18 de mayo de 1847 -

7) Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de 1857.

8) Comunicación que dirige José María Lafragua a los gobiernos de

los estados del Estatuto Orgánico provisional.

9) Proyecto de Constitución de 16 de junio de 1856.

10) Constitución Política de 5 de febrero de 1857, que en el artículo

126, contiene una redacciÓn al actual, fue aprobado sin discusión
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11) El actual artículo 133, no tuvo antecedentes en el proyecto de

Venustiano Carranza. La comis¡ón de Constitución lo presentó con el

número 132, a la aprobación del Congreso Constituyente de 1916.

Por reforma de 1934, que condicionó la validez de los tratados, a que

ellos estén de acuerdo con la Constitución, el artículo pasó a ser el 133, de

la Constitución ubicado en el Título Séptimo, denominado "Prevenciones

Generales", establece la supremacía constitucional y una escala jerárquica

de las diferentes disposiciones generales, abstractas y obligatorias que

rigen el país.

Si la Constitución no estuviese investida de supremacía, dejaría de

ser el fundamento de la estructura jurídica del Estado ante Ia posibilidad de

que las normas jurídicas secundarias pudieran contrariarla sin carecer de

validez formal, de ahí que surge el interés de analizar el contenido del

articulo 133, porque se ha advertido que existe diversidad de criterios en

cuanto a la aplicación de este precepto por parte de las autoridades u

órganos estatales, cuando existe contraposición entre una ley ordinaria y lo

que establece la ley fundamental.

En efecto, el citado precepto establece lo siguiente:

"ART|CULO 133. Esta Constitución, tas leyes del Congreso de la

Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la

misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de !a República, con

aprobación del Senado, serán !a Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces

de cada Estado se aneglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar
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de las disposiciones en contrar¡o que pueda haber en las Constituciones o

leyes de los Estados."

La primera parte del artículo, por su forma de redacción, da !a

apariencia que no sóto la Constitución, sino que también las leyes del

Congreso de la Unión y los Tratados lnternacionales, tienen el carácter de

supremacía; al respecto diversos constitucionalistas han considerado que !a

supremacía se reserva al ordenamiento constitucional y que las leyes que

emanan del Congreso de la Unión y los Tratados lnternacionales, están

sujetos a la condición de que no sean atentatorios a la Constitución federal.

De este modo las leyes que emanan del Congreso de la Unión y los

Tratados lnternacionales pueden ser anulados cuando pugnen con el texto

constitucional, y por ende no serán ley suprema; en cambio cuando son

acordes a la ley fundamental, tienen supremacía en relación con las demás

leyes ordinarias. La hegemonía constitucional queda entonces clara y

confirma el proloquio de José María lglesias, sobre la constitución nada ni

nadie.

El principio de Supremacía Constitucional, se reitera además en los

artículos 40, y el primer párrafo del 41, ya que estas disposiciones

establecen:

'ART|CULO 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en -

una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados

libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos
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en una federación establecida según los principios de esta Ley

Fundamental."

'ARTICULO 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los

Poderes de ta Unión, en tos casos de la competencia de éstos, y por los de

los Estados, en lo que toca a sus. regímenes interiores, en los términos

respectivamente establecidos por la Presente ConstituciÓn Federal y las

particutares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las

estipulaciones del Pacto Federal."

Ambos preceptos constituyen enunciados generales y explícitos de!

principio de supremacía constitucional, por cuanto que se refieren a una ley

fundamental, ya que se define la forma de gobierno y se delimita la

competencia para el ejercicio de la soberanía.

Ahora bien, el artículo 133, que se refiere al control difuso de la

constitución, tiene su antecedente en el artículo seis de la Constitución de

los Estados Unidos de América, que sirvió de fuente a los constituyentes

mexicanos para redactar el texto de este artículo, destacando que en la

Constitución norteamericana existe un control de cualquier acto legislativo

repugnante a ella.

En el sistema mexicano, la Suprema Corte de Justicia determinó,

como se explicará posteriormente, que no existe tal- control de

constitucionalidad en el artículo 133 constitucional por parte de las

autoridades distintas del Poder Judicial Federal. En la parte conducente del

artículo dice: "Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha
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Constitución, teyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrar¡o que

pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados"'

Luego apticando et precepto en el sent¡do literal, en la doctrina

constitucional algunas opiniones eran en el sentido de que los jueces de los

estados estaban facultados para desacatar Jas leyes ordinarias, cuando

éstas resulten contrarias a atguna disposición de la ConstituciÓn federal,

pero et criterio opuesto, que es el que ha prevalecido, es en el sentido de

que el citado artículo 133, no es fuente formal de competencia de los jueces

de los estados para ocuparse de aspectos inconstitucionales tratándose de

leyes, reglamentos, decretos, circulares, ya que tal facultad está reservada

a los Tribunales del Poder Judicial Federal conforme a los artículos 103, 105

fracciones ly ll, y 107, o sea que es a instancia de parte agraviada es como

se puede hacer la declaración, ya sea deduciendo la acción constituciona!

mediante el juicio de garantías, promoviendo controversias constitucionales

o la acción de inconstitucionalidad segÚn corresponda.

Estas garantías constitucionales de tipo procesal constituyen la forma

de defensa de la Constitución, o sea que cuando los particulares, la

federación, un estado, el Distrito Federal, un municipio o poderes de un

mismo estado, órganos de gobierno del Distrito Federal estimasen que

ciertas leyes ordinarias afecten intereses institucionales por ser

contraventoras de la Constitución Federal, están en aptitud de plantear ya

sea la acción de controversia constitucional o la acciÓn de-

inconstitucionalidad, a efecto de que se invaliden las leyes tildadas de

inconstitucionales y se imponga el imperio de la Constitución Federal.
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En el artícuto 133 se hallan implicados dos principios de la lÓgica

jurídica: et de ¡azón suficiente y el de contrad¡cción. El primero es la causa,

en el sent¡do de razón de ser o fundamento, la Constitución es el

fundamento o la causa esencial de la legislación, y el segundo de los

principios citados expresa que dos normas de derecho que se oponen

contradictoriamente no pueden ser válidas ambas.

"El pánafo segundo del mismo artículo impone a los jueces locales el

deber de ajustarse a las normas del derecho federal, a pesar de las

disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de

los Estados. Consígnase así la regla lex prior derogat posteriori, de acuerdo

con ta cual los jueces de las entidades federativas están obligados a

resolver, a favor de la norma federal o constitucional, los conflictos

derivados de !a oposición contradictoria entre éstas y las constituciones o

leyes de las mismas entidades.121

Por ello, el que una ley local haya sido creada en la forma prescrita

por la correspondiente constitución, es condición necesaria, pero no

suficiente, de validez. El fundamento sólo es suficiente si el contenido del

precepto no se opone al de ninguno de los integrantes del sistema jurídico

de rango superior."l22

Si partimos del hecho de que la Constitución es el documento formal

que encierra la unidad política y jurídica nacional, entonces resulta

injustificado permitir que la ley suprema sea quebrantada mediante

'2' GARCÍA Maynez, Eduardo Filosofía del Derecho. Op cit. 9.213,r, ldem
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disposiciones secundarias. En un sistema federal si se procura la vigencia

de! estado de derecho, debe de evitarse que se cometan verdaderos

atropeltos por la apticación de normas notoriamente inconstitucionales, de

ahí que el control difuso de la Constitución debe operar con cabalidad para

dar seguridad jurídica a la sociedad, puesto que sería un contrasentido que

los jueces con ta apticación de normas contrarias a la Constitución puedan

crear estados jurídicos que sean totalmente opuestos al mandato

constitucional, y que sÓlo a través del juicio de amparo, se pueda reparar

este tipo de arbitrariedades.

Además, como observación, el citado artículo 133 constitucional, no

fue reformado al mismo tiempo que e! Congreso reformÓ diversas

disposiciones, de esta manera el texto es omiso respecto al Distrito Federal,

que por su conformación política cuenta con órganos de jurisdicciÓn que

resuelven controversias aplicando el derecho; el precepto también es omiso

en relación a las demás autoridades distintas del Poder Judicial como son

las administrativas, que actúan como órganos de jurisdicciÓn, aunque claro

está que por interpretación extensiva se puede decir que el precepto

también se refiere a este tipo de autoridades.

NUEVA ViA CONSTITUCIONAL PARA QUE LOS TRIBUNALES DE

JURISDICCIÓN, DENUNCIEN I.A INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.

Es de señatar que aun cuando el artículo 133 de la Constitución'

Federa! previene. 'Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha

Constitución, teyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que

pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados", sin embargo,
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los tribunales ordinar¡os no pueden desconocer n¡ eludir la aplicación de las

normas emanadas del Congreso, al no autorizar el control difuso dicho

precepto, como así lo ha considerado el Pleno de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación en las Tesis Jurisprudenciales 7411999 y 7311999,

aprobadas en sesión de 13 de julio del año en curso, que dicen:

CONTROL JUDICIAL DE Iá CONSTITUCION. ES ATRIBUCION

EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE lá FEDERACION. La supremacía

constitucional se configura como un principio consubstancia! del sistema

jurídico-po!ítico mexicano, que descansa en la expresión primaria de la

soberanía en la expedición de la Constitución, y que por ello coloca a ésta

por encima de todas las leyes y de todas las autoridades, de ahí que las

actuaciones de éstas deben ajustarse estrictamente a las disposiciones de

aquélla. En este sentido, más que una facultad, la supremacía constitucional

impone a toda autoridad el deber de ajustar a los preceptos fundamentales,

los actos desplegados en ejercicio de sus atribuciones. Por tanto, si bien es

cierto que los tres Poderes de la Unión deben observar la Ley Suprema, no

puede afirmarse que por esta razón, las autoridades puedan, por sí y ante

sí, en el ejercicio de funciones materialmente jurisdiccionales, examinar la

constitucionalidad de sus propios actos o de los ajenos, toda vez que, a!

respecto, la propia Constitución consagra, en sus artículos 103 y 107, un

medio de defensa ex profeso, por vía de acción, como es e! juicio de

amparo y lo encomienda, en exclusiva, al Poder Judicial de la Federación,

sentando las bases de su procedencia y tramitación.

CONTROL DIFUSO

GENEMLES. NO LO

DE I-A CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS

AUTORIZA EL ART¡CULO 133 DE ].A
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CONSTITUCIóN. E¡ texto expreso del artículo 133 de la ConstituciÓn

Federal prev¡ene que "Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha

Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que

pueda haber en Ias Constituciones o leyes de los Estados". En dicho sentido

literal llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, la

postura sustentada con anterioridad por este AIto Tribunal, de manera

predominante, ha sido en otro sentido, tomando en cuenta una

interpretación sistemática del precepto y los principios que conforman

nuestra Constitución. En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la

Nación considera que el artículo 133 constitucional no es fuente de

facultades de controt constitucional para las autoridades que ejercen

funciones materialmente jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como

son tas leyes emanadas del propio Congreso, ni de sus propias

actuaciones, que les permitan desconocer unos y otros, pues dicho

precepto debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por la propia

Carta Magna para ese efecto.

Por lo tanto, para complementar esa relevante labor de las

autondades judiciales y dado que son quienes conocen de manera

inmediata los asuntos y deben aplicar el derecho, se considera que de

estimar éstas, por razones fundadas, que deben plasmar en la resolución

que deberán emitir, que alguna de las normas ordinarias que en el juicio

respectivo del que conozcan sea transgresora de garantías individuales,

deberán abstenerse de continuar el procedimiento, decretando - la-

suspensión relativa y remitirán las actuaciones a la Suprema Corte de

Justicia de la Nación y señatarán el precepto que estimen inconstitucional y

que por ta naturaleza de la controversia deba aplicarse; lo anterior para que
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con c¡tación de las partes, det Poder legislativo, y oyendo la opinión del

Ministerio Público Federal, en una audiencia, la Suprema Corte de Justicia

de la Nación, por mayoría calificada de cuando menos ocho votos decida si

la ley o disposición legal es contraventora de la ConstituciÓn Federal y será

a través de esta vía, diversa a las existentes, como la Suprema Corte de

Justicia de la Nación tomará conocimiento y decidirá en consecuencia si

resulta inconstitucional o no una norma ordinaria.

Para llevar a cabo lo anterior, se propone:

Adicionar una fracciÓn, que será la lV al Artículo 105, de la

Constitución Federal, en los siguientes términos:

"Las autoridades jurisdiccionales que en el juicio respectivo del que

conozcan, por razones fundadas estimen que alguna de las normas

ordinarias sea transgresora de garantías individuales; deberán abstenerse

de continuar el procedimiento, y decretando la suspensión relativa remitirán

tas actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando con

precisión el precepto que estimen inconstitucional y que por !a naturaleza de

la controversia deba aplicarse. La Suprema Corte de Justicia, en una

audiencia, con citación de las partes, del Poder legislativo, y oyendo la

opinión del Ministerio Público Federal, decidirá por una mayoría de cuando

menos ocho votos, si la ley o disposición legal contraviene la ConstituciÓn

Federal."

ll. Emitir la Ley Reglamentaria de la fracción lV del Artículo 105

constitucional.
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lll. La declaratoria impedirá gue la

inconstitucional se aplique por la autoridad judicial.

norma declarada

La propuesta se considera viable a nuestra conformaciÓn jurídica, y

trascendente a la vida social y po!ítica del. país, y de interés para los

Tribunales y jueces de los estados federados, porque con nuestra

aportación podremos en su caso, impedir que continúen rigiendo

disposiciones ordinarias que abiertamente contravienen las garantías

individuales que nuestra Ley Suprema tutela en favor de todo gobernado.

CONCLUSIONES

1. La vía para combatir por los particulares la expedición y aplicaciÓn

de una Ley inconstitucional es el juicio de amparo, a que se refieren los

artículos 103, y 107, del Pacto Federal y la Ley Reglamentaria de dichos

preceptos, por otra parte, el órgano político, a través de las autoridades

expresamente facultadas por la Ley y en los términos que la misma

establece, puede combatlr a través de las acciones y controversias

constitucionales la inconstitucionalidad de la Ley, como lo prescribe el

artículo 105, fracciones ly ll, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y su Ley Reglamentaria, aunque este procedimiento no

está al alcance de la sociedad, ni de los juzgadores que tengan que decidir

tas controversias que les someten los particulares conforme al artículo 17,-

constituciona!.
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Z. Aún cuando el artícuto 133 de la Constitución Federal previene:

"Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha ConstituciÓn, leyes y

tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las

Constituciones o leyes de los Estados", sin embargo, los tribunales

ordinarios no pueden desconocer ni eludir la aplicación de las normas

emanadas del Congreso, at no autorizar el control difuso dicho precepto de

acuerdo con jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn.

3. Las autoridades judiciales en su delicada y destacada Iabor de

aplicar el derecho e impartir justicia advierten en ciertos casos, al llevar a

cabo ésta, que la ley ordinaria que regula el asunto y que deben aplicar,

transgrede alguna de las garantías individuales que tutela la ConstituciÓn

Federal, sin embargo, no pueden dejar de estarse a dicha norma ordinaria,

porque no ha sido objeto de examen por las autoridades federales y por

ende no se ha emitido determinación que declare la inconstitucionalidad.

Como consecuencia, se ven obligados a aplicar una disposiciÓn o

disposiciones de esa naturaleza, pese a que advierte que eS o Son

transgresoras, como se apunta, de alguna norma constitucional. Por tanto,

se propone:

Adicionar una fracción, que será la !V al Artículo 105, de la
Constitución Federal, en los siguientes términos:

"Las autoridades jurisdiccionales que en el juicio respectivo de! que

conozcan, por razones fundadas estimen que alguna de las normas

ordinarias sea transgresora de garantías individuales, deberán abstenerse

de continuar et procedimiento, y decretando la suspensión relativa remitirán
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las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn, señalando con

precisión el precepto que estimen inconstitucional y que por la naturaleza de

la controversia deba aplicarse. La Suprema Corte de Justicia, en una

audiencia, con citación de las partes, del Poder legislativo, y oyendo la

opinión del Ministerio Público Federal, decidirá por una mayoría de cuando

menos ocho votos, si la ley o disposición legal contraviene la ConstituciÓn

Federal."

ll. Emitir la Ley Reglamentaria de la fracción lV del Artículo 105

constitucional.

l¡1. La declaratoria impedirá que la norma declarada

inconstitucional se aplique por la autoridad judicial. (Francisco Martínez

Sánchez, Tomo ll, páginas 1490 a l5ll)

LOS DERECHOS HUMANOS.

Ya es tiempo de que se Sepa, que el juicio de amparo no sirve, es

ineficaz o no tiene como teleología la protección de los derechos humanos.

Nadie puede controvertir, que el primer y fundamental derecho

humano es el derecho a la vida; porque cuando ésta se acaba, con ella

desaparece cualquier derecho de cualquier índole que haya tenido el-

privado de ésta.
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Me pregunto, ¿Qué vía jurldica o de cualqu¡er naturaleza ex¡ste para

evitar, eludir o impedir el cumptimiento de la decisión de la autoridad de

privar de la vida a alguien? ¿Cómo se pudo impedir e! caso de Aguas

Blancas, o de los cientos de perredistas acribillados por el régimen de

Satinas; ¿Cómo se pudo impedir lo sucedido el2 de octubre o en ACTEAL?

Subrayo que menciono sólo mayúsculos crímenes de estado, pues de

tos periodistas o de enemigos de políticos rebasan cualquier estadística. En

estos casos et juicio de amparo es improcedente porque se trata de hechos

consumados de un modo irreparable; tampoco hay forma de sancionar a la

autoridad homicida, merced a que tiene fuero o porque no lo decide el titular

del Ejecutivo que es Jefe de! Ministerio Público que monopoliza el ejercicio

de la acción penal.

Yo defino al Derecho como protección de intereses, y afirmo que el

Derecho protege los intereses de quienes tienen la facultad de crearlo. La

responsabilidad de los servidores públicos se trata en los artículos 108 a

114 Constitucionales. El artículo 108 dispone que es servidor púbtico

cualquier empleado del gobierno. Las sanciones que se pueden imponer

mediante juicio político en términos del artículo 110 se limitan a destitución

del cargo o inhabilitación. El artículo 111 dispone que para proceder

penalmente contra los altos funcionarios del gobierno en sus tres ramas, por

la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, !a Cámara de

Diputados dictará por mayoría absoluta de sus miembros presentes si ha o

no lugar a proceder en contra el inculpado (desaforarlo). Como aparente

reminiscencia perturbadora se conserva el texto de que el Presidente de la

República durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser acusado por
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traición a la patria y delitos graves del orden común; esta redacción v¡ene

desde la Constitución de cinco de febrero de mil novecientos diecisiete,

cuando no existían detitos graves ni posibilidad de definirlos; del listado que

ahora existe creo que sólo puede cometer el delito de violaciÓn, pero si

nunca se desafu era a nadie, !a única solución es que se acabe con el fuero

constitucional o como ahora se dice: "requisito.de procedencia".

Se propone que desaparezca por anacrónico, pero fundamentalmente

porque impide que impere el estado de Derecho, el 'requisito de

procedencia" o fuero constitucional para perseguir delitos cometidos por

altos funcionarios, y de esta forma lograr sin garantizar el derecho a la vida,

cuando menos sancionar a quienes ahora impunemente ordenan se prive

de ésta; el único amparo que existe sobre el particular, es el amparo que da

el poder o fuero constitucional o requisito de procedencia a los altos

funcionarios para privar de la vida.

Después de la vida el más preciado derecho humano es la libertad

personal. Este derecho no puede ser protegido mediante el juicio de

amparo. Se puede decir que hay dos tipos de privación de la libertad

personal: La hecha por la autoridad en forma completamente ilegal y la

privación de ta libertad en que la autoridad asume haberla ejecutado, pero

que manifiesta que ta efectuó por mandato o acatamiento de la ley; en

ambos casos el amparo no es el medio para recuperar !a libertad personal

perdida o para evitar que esta pérdida se consume.

La publicidad oficial con frecuencia afirma que nuestro país rige la

disposición contenida en la declaración universal de los derechos del
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hombre de las Naciones Unidas, que d¡ce que todo mundo Se presume

inocente hasta en tanto no se demuestre su responsabilidad penal. En los

países en que ex¡ste este derecho, primero se juzga y se Sentenc¡a y en

acatam¡ento a la resoluc¡ón que def¡ne que el acusado es plenamente

responsable se le priva de su Iibertad personal; pero durante el proceso

puede estar en libertad si por sus circunstancias personales existe la

seguridad de que no se va a sustraer de la acciÓn de la justicia.

Mediante el juicio de amparo es posible que funcionarios de

Tribunales de Amparo personalmente busquen a los privados de la libertad

en los separos o lugares de detención que oficialmente opera la autoridad

administrativa; sin embargo, si la detención es arbitraria y la autoridad tiene

interés en negar la privación de la libertad personal, es común retener a la

persona en cárceles privadas, pero como éstas pueden ser descubiertas, la

manera de burlar al funcionario que busca al detenido, es la de establecer

estas cárceles privadas en msas particulares fuera del estado en donde

tiene competencia de investigación el Juez de Distrito; es decir,

simplemente se pone la cárcel privada en una msa dentro de un estado

colindante, y de esta forma a ella no puede llegar la autoridad buscadora,

además de que es imposible conocer la ubicación de estos lugares.

Por lo que toca a la privación de la libertad con visos de legalidad, el

artículo 20 Constitucional dispone que en todo proceso de orden penal el

inculpado inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad

provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que por

su gravedad la ley expresamente prohíba conceder este beneficio, y en

casos de delitos no graves, el juez puede negar la libertad provisional
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cuando el inculpado sea un r¡esgo para el ofendido o para la sociedad; y

luego insiste: La ley determinará los casos graves en los cuales el juez

podrá revocar la libertad provisional. En los términos anteriores la

Constitución se supedita a sí m¡sma a lo que dispone la ley común en

cuanto a la determinaciÓn de que es un delito grave, lo cual crea un

aquelarre imposible de ordenar. La Ley Pena! para delitos comunes

cometidos en el Distrito Federal clasifica como delitos graves los que tengan

una penalidad cuyo promedio aritmético exceda los cinco años de prisión y

casi todos los delitos exceden este promedio: en cambio la Ley Federal

hace un tistado de tos delitos que considera graves, y cada Estado de la

República hace su propio listado de delitos graves, de donde se llega a que

la Constitución se supedita a las teyes, para que sean éstas las que decidan

en qué casos se puede obtener la libertad provisional, o en su caso, no ser

privado de la libertad personal; así, es por disposición de la ley ordinaria

como muy limitadamente se puede garantizar la libertad personal, pero no

es un derecho que conceda !a Constitución, y por lo mismo la libertad

personal no forma parte de las garantías individuales que pueden ser

protegidas mediante eljuicio de amparo.

La fracción l! del artículo 20 Constitucional dispone que el inculpado

no podrá ser obligado a declarar, y el segundo párrafo de la fracción X del

mismo artículo 20 Constitucional dispone que la garantía prevista en la

fracción ll también será observada durante la averiguaciÓn previa y que lo

previsto en la fracción ll no estará sujeto a condiciÓn alguna. Este derecho

a no declarar en perjuicio propio durante la averiguación previa no se hace

del conocimiento de los privados de !a libertad, y lo más comÚn es ver que

siempre tienen la mejor intención de declarar ante el Ministerio Público y
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con todo entusiasmo se incriminan. Como estas declaraciones

evidentemente son obtenidas mediante coacc¡ón o tortura, parece que en

esto último luchamos por el primer lugar internacional; ante la ausencia de

derecho a la libertad personal, porque todo mundo es culpable hasta en

tanto no demuestre su inocencia mediante una sentencia absolutoria, por

ello propongo: Que se reforme la Constitución y las Leyes a efecto de que

no se conceda valor probatorio alguno a !a declaración obtenida del

inculpado por e! Ministerio Público, y que sólo tenga validez la declaración

preparatoria hecha en audiencia pública. También procede como peticiÓn de

principio, que en la Constitución Federal se haga el listado de los delitos

graves.

Me parece ocioso continuar hablando de Derechos Humanos, ya que

podemos acreditar que en nuestro régimen jurídico no existen; como

corolario también se sugiere que se suprima la obligaciÓn que como

garantía individual impone el artículo 8o Constitucional de dirigirse a la

autoridad de manera respetuosa aunque ésta no Sea respetable, ya que

basta que no se profieran injurias. lo que constituye delito, pero es risible el

derecho de reverenciar a la autoridad.

Aunque nuestro gobierno ocupa un destacadísimo lugar como uno de

los principales violadores de derechos humanos, es palmario que la

creación de las Comisiones de Derechos Humanos al principio mucho

avanzaron para lograr la sanción de los conculcadores de esta-clase de

derechos aunque sus observaciones no tuvieran más carácter que el de

recomendaciones. Es claro, que los principales destinatarios de los actos

de autoridad violatorios de derechos humanos son delincuentes, pero
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también es c¡erto que los delincuentes son seres humanos con derechos y

que con demasiada frecuencia ta autoridad puede convertir en delincuente a

quien se le antoje aunque jamás haya cometido delito alguno. Muchas

voces se alzaron contra tas Comisiones de Derechos Humanos, y parece

que estos organismos están destinados a conservar una vida vegetativa; no

obstante lo anterior y si en verdad se pretende que impere el estado de

derecho, se deben dar nuevas fuezas a las Comisiones de Derechos

Humanos, y que en los estados dejen de ser oficinas al servicio del

gobernador que jamás hace recomendaciones; hay que seleccionar y de ser

posible elegir a los individuos más honestos y respetuosos de la dignidad

humana, para que presidan las Comisiones de Derechos Humanos y

produzcan las recomendaciones que como en e! pasado, con gran sabiduría

lograron sancionar y reparar muchos atropellos.

Toda vez que hasta ahora las Comisiones de Derechos Humanos

sólo producen recomendaciones que pueden Ser o no atendidas, S€

propone que un Tribunal Colegiado de Control de !a Legalidad que más

adelante se propondrá, después de un año de no ser atendida una

recomendación, conozca de ella este Tribunal para el efecto de Su

homologación y así adquiera la Íuerza ejecutiva de una sentencia de

amparo.

CONTROL DE LA LEY

1.. EL SER DE I.A JUDICATURA FEDERAL.
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artícuto 103 constitucional y 10. de la ley de amparo, en los siguientes

términos:

"artículo 103.- tos tribunales de la federación resolverán toda

controversia que se suscite:

l.- Por leyes o actos de la autoridad que violen los preceptos

contenidos en esta constituciÓn general.

il.-...

lll.-...".

"Artículo 1o.- el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda

controversia que se suscite:

l.- por leyes o actos de la autoridad que violen algún precepto de Ia

norma constitucional en agravio de los gobernados.

il.- ...

lll.- ... ". (Jesús González Moreno, Tomo lll, páginas 1806 y 1807)

Artículo 107 .- Todas las controversias de que habla e! artículo 103 se

sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la

ley, de acuerdo con las bases siguientes:

V.- El Amparo contra sentencias definitivas...
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t-" Srpr"ma Corte de Justicia, de oficio o a peticiÓn fundada del

correspondiente Tribuna! Colegiado de Circuito, o de! Procurador General

de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y

trascendencia así lo ameriten.

CONSIDERACIONES:

DEFINICION SIMPLE:

Facultad.- Aptitud o capacidad para ejercer una funciÓn. Derecho de

Poder para hacer o no hacer una cosa.

Atracción.- Acción y efecto de atraer.

Atraer.- Traer hacia sí una cosa.

DEFlN ICION DOCTRINARIA:

Facultad.- El origen de la palabra facultad arraiga en la antigua voz

latina "facul" equiparada etimológicamente a faculis, voz del verbo facere,

que significa hacer.

Atracción.- Del latín attractio, la atracción procesal es consecuencia y-

efecto de la atractividad que caracteriza a los procesos universales, tanto

intervivos como mortis causa.
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La actractividad determina los efectos modificativos sobre !a

competencia de los tribunates y acarrea como consecuencia la acumulación

de los juicios singulares aljuicio universa!.

DEFI N ICIÓI.¡ CONSTITUCIONAL:

La fracción V parte in fine del artículo 107 de la ConstituciÓn,

establece que la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá de oficio o a

petición del Procurador General de la República o del Tribunal Colegiado

correspondiente, atraer Ios asuntos de mayor trascendencia o relevancia.

La facultad de atracción es una facultad meramente potestativa y

discrecional otorgada a la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn, sin que

exista bilateralmente la obligación de exponer los motivos que se tuvieron

para ejercitarla.

Resulta una actividad potestativa de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación y se considera una invasión a la competencia de los Tribunales

Colegiados en el ámbito federal, a fin de delimitar la esfera competencial

entre estos dos órganos jurisdiccionales.

En la esfera del amparo, la competencia es el conjunto de facultades

que la normatividad jurídica otorga a determinadas autoridades estatales,

con el fin de establecer el control constitucional en los casos previstos por el

artículo 103 de la Ley Suprema.
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Es preciso hacer notar que en el actuar del Poder Judicial Federal

encontramos dos grandes partes que son: La función judicial propiamente

dicha y la de control constitucional.

La función judicial, es en exctusiva, una facultad de los Tribunales

Federales para conocer del juicio de amparQ, pero también sabemos que

esta integrado por autoridades que, lejos de resolver conflictos

constitucionales, se dedican a ventilar controversias jurídicas. Dentro de

éstas encontramos a los Tribunates Unitarios de Circuito y los Juzgados de

Distrito; cabe advertir que ambas autoridades asumen en algunos casos el

papet de autoridad ya que a partir de 1995, los Tribunales Unitarios, antes

sólo Tribunales de Alzada, se les otorga !a facultad de conocer de

determinados Juicios de Amparo lndirectos, y los Juzgados de Distrito que

hace mucho juegan un doble papel, el de autoridad judicial y el de autoridad

constitucional.

La función de control constitucional, le corresponde en exclusiva a los

Tribunales Colegiados de Circuito y a la Suprema Corte de Justicia de la

Nación.

De acuerdo al artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la

Federación, en ejercicio de sus atribuciones conocerá funcionando en

Pleno:

l.- De las controversias constitucionales y acciones de

inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones !y ll del artículo 105 de

!a Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
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!1.- Del recurso de revis¡ón contra sentenc¡as pronunc¡adas en la

audiencia const¡tucional por jueces de distrito o los tribunales unitarios de

circuito, en los siguientes casos:

a).- Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad

de normas generales si en la demanda de amparo se hubiera impugnado

una ley federal, locat, del distrito federal, o un tratado internaciona!, por

estimarlos directamente violatorios de un precepto de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos;

b).- Cuando se ejercite !a facultad de atracción contenida en el

segundo párrafo del inciso b) de la fracción Vlll del artículo 107 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un

amparo en revisión que por su interés y trascendencia así lo amerite; y

c).- Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones ll y

lll del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, sin que baste la afirmación del quejoso sobre Ia existencia de un

problema de esa naturaleza.

lll.- Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo

pronuncien los tribunales colegiados de circuito, cuando habiéndose

impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, local, del distrito

federal o de un tratado internacional, o cuando en los preceptos de violaciÓn

se haya planteado la interpretación directa de un precepto de ia

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dichas sentencias
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decidan u om¡tan decidir sobre tales mater¡as, debiendo limitarse en estos

casos la materia del recurso a ta decisión de las cuestiones propiamente

constitucionales.

Así mismo, señala e! artículo 37 de la Ley citada, que de acuerdo con

sus atribuciones los Tribunales Colegiados de Circuito son competentes

para conocer:

Vl.- De los conflictos de competencia que se susciten entre Tribunales

Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de su jurisdicciÓn en juicios de

amparo. Cuando el conflicto de competencia se suscite entre Tribunales

Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de distinta jurisdicciÓn sobre el

órgano que previno.

lX.- Las demás que expresamente les encomiende la Ley o los

acuerdos generales emitidos por la Suprema Corte de Justicia funcionando

en Pleno o la Sala de la misma.

Estos son algunos casos que constituyen la competencia de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de

Circuito, pero, para ese alto tribunal no existe además otra forma de

conocer y resolver directamente determinados asuntos, y esto es, hacer uso

de su facultad de atracción, es decir la posibilidad que tiene la Suprema

corte de Justicia de atraer hacia su competencia algún asunto del que-

originalmente conoce el Tribunal Colegiado de Circuito.

2714



Propuestas Conelacionadas con la Ley de Amparo Vigente Constitución

Es evidente que dicha facultad resulta ser algo vaga e incongruente

ya que la ley en n¡ngún momento establece qué debemos entender por

interés y trascendenc¡a, o en qué casos Se presenta ese interés y

trascendencia.

1.- Ley Orgánica del Poder Judicial de la FederaciÓn.

No obstante haberse reformado recientemente, es todavía más

imprecisa, por to que se aborda et tema relativo a la facultad de atracciÓn,

de la siguiente manera:

"Artícuto 21.- Corresponde conocer a las Salas: ...- Del recurso de

revisión en amparo contra sentencias pronunciadas en la audiencia

constituciona! por los Jueces de Distrito o Tribunales Unitarios de Circuito,

en los siguientes casos:

b).- Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el

segundo párrafo del inciso b) de la fracción Vlll del artículo 107 de la

Constitución Potítica de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un

amparo en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.".

La citada fracción lll en su inciso b) segundo párrafo dispone: "La

Suprema Corte de Justicia de oficio o a peticiÓn fundada del

correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General

de la República, podrá conocer de los amparos en revisiÓn que por Su

interés y trascendencia así lo ameriten.".
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Es evidente que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la FederaciÓn,

en este caso, resulta Ser máS prec¡sa que la prop¡a Carta Magna, ya que

ésta no nos br¡nda un cr¡terio o un panorama ampl¡o acerca del verdadero

fundamento para ejercitar dicha facultad.

Det estudio que se realizó al Reglamento lnterno de la Suprema Corte

de Justicia de la Nación, se desprende que nuestro más alto Tribunal

Judiciat no tiene delimitadas sus atribuciones con los Tribunales Colegiados

en razón de la facultad de atracción que ejerce nuestro Órgano federal.

La implantación de la facultad de atracción, resulta ser a todas luces

una inequidad para la administración de justicia, toda vez que no determina

los asuntos que deben considerarse como trascendentes o de interés y se

deja a la buena fe de la Corte atraer los asuntos que los considere como tal,

sin tener un apoyo jurídico que así lo disponga, lo cual constituye un

detrimento a las partes, ya que ésta facultad de atracción no puede ser

solicitada por el quejoso u otra parte en eljuicio.

2.- Procedibilidad de la facultad de atracciÓn.

a).- Por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Si cualquiera de los Tnbunales Colegiados de los veintitrés circuitos

existentes en toda la República solicrtan el ejercicio de la Facultad de-

Atracción, Io harán saber a la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

expresando las razones en que funde su solicitud petición y remitirá los
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autos a la Suprema Corte, la cual dentro del término de treinta días

siguientes a la recepciÓn de los mismos, resolverá si !a ejercita o no.

b).- Por parte del Procurador General de la RepÚblica'

Cuando el Procurador General de !a República solicita se ejercite esa

facultad, presenta la petición a la Suprema Corte y lo comunicará al Tribunal

Colegiado, la primera pedirá al segundo que te remita los autos y dentro del

término de treinta días contados a partir de la recepción de los mismos

resolverá lo que proceda, si decide ejercitar la Facultad de AtracciÓn, lo hará

saber al Tribunal y proced e¡á a dictar la resoluciÓn correspondiente, en caso

contrario devolverá los autos al tribunal de su origen.

c).- Por parte de la suprema corte de Justicia de la NaciÓn.

De acuerdo al último párrafo de la fracción V del artículo 107 de la

Constitución, la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn, de oficio o a

petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado del Circuito o del

procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos

que por interés y trascendencia así lo ameriten.

Si se ejerce de oficio esta facultad, la Suprema Corte de Justicia de la

Nación lo comunicará por escrito al Tribunal Colegiado, quien dentro de

quince días hábiles le remitirá los autos

En el caso de que la Suprema Corte de Justicia se aboque al

conocimiento del amparo directo, mandará turnar e! expediente dentro del
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término de diez días at Ministro retator que corresponda, para que dentro de

treinta días, que puede Ser ampliado, formule por escrito el proyecto de

resolución redactando en forma de sentencia y se pasará copia del mismo a

los demás Ministros, quedando los autos a su disposición para su estudio

en la Secretaría.

Cuando el Ministro relator estime que no sea bastante el plazo'de

treinta días para formular proyecto, por la importancia del negocio o lo

voluminoso del expediente, pedirá !a ampliación de dicho término por el

tiempo que sea necesario, formulando el proyecto de sentencia, se señalará

día y hora para su discusión y resolución en sesión pública, pudiendo

aplazarse la resolución por una sola vez.

3.- La Supremacía de la Suprema Corte para ejercitar la facultad de

atracción.

Le corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejercitar

la facultad de atracción, ya que queda a su arbitrio estimar la trascendencia

e interés que determine la misma.

Por lo que si se emplea este concepto mediante el ejercicio de esta

facultad, se quebranta todo el sistema competencia! de los Tribunales

Colegiados de Circuito en el amparo uni-instancial, segregando de su

conocimiento cualquier caso que en opinión mayoritaria de los Ministros de-

la Corte presenten esas características especiales, cuya apreciación es

meramente subjetivo. Así dentro de la connotación de esta expresión tan
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vaga e ¡mprecÍsa, se pueden comprender mot¡vos que no trasc¡endan del

fuero íntimo de dichos Ministros.

HIPOTESIS:

Encontramos que la facultad de atracción prev¡sta en el artículo 107

fracción V último párrafo de la Constitución General de la RepÚblica, así

como !a señalada en et artículo 10 fracción ll inciso b) de la Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación, es inequitativa.

La subjetividad de los criterios de interés y trascendencia que fundan

el ejercicio de la facultad de atracción, provoca inequidad jurídica hacia la

Corte, ya que este alto Tribunal puede o no ejercitar dicha facultad, aún

cuando exista solicitud de los Tribunales Colegiados de Circuito o del

Procurador General de la República.

La facultad de atracciÓn

presenta en el amparo directo

indirecto o bi-instancial.

es una figura jurídica relevante que se

o uni-instancial y en revisiÓn del amparo

Se establece que la facultad de atracción se crea con la ConstituciÓn

de 1917 y con la Ley Orgánica del PoderJudicial de la FederaciÓn, sin que

se establezcan criterios objetivos que funden los casos de ejercicio

constitucional a la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn
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Se debe espec¡f¡car los criterios de interés y trascendencia para saber

los casos en que !a Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda hacer

uso de esa facultad.

PROPUESTA:

Se propone modificar el último párrafo de la fracción V del artículo 107

Constitucional y preceptos correspondientes, con el objeto de equilibrar y

subsanar una laguna jurídica contenida en la citada fracción constituciona!,

tomando en consideración y especificando: El tipo de interés y de

trascendencia por la que necesariamente deberá atraerse el expediente y

no dejarse al arbitrio del juzgador, quien tiene la facultad de sobreseer el

amparo dejando al quejoso en estado de indefensión. (Luis lgnacio M.

Lujano Rivera, Tomo lll, páginas 1936 a 19471

PROPUESTA DE REFORMA AL ART|CULO 107

CONSTITUCIONAL, HACIA UN VERDADERO FEDERALISMO JUDICIAL.

Este trabajo sólo es un intento de cambiar el paradigma que vivimos

dentro del Poder Judicial de los Estados, porque a través del trámite judicial

del proceso de amparo, se da una subordinación total y absoluta de la

justicia local a la federal, situación que es contraria y está por encima de las

declaraciones constitucionales sobre federalismo que el constituyente

originario desde 1824 estableció y que siguen vigentes, en el sentido de que

la justicia local tuvie¡a la capacidad no únicamente de hacer, sino también

de interpretar y aplicar en forma definitiva sus propias leyes.



Propuestas Correlacionadas con ta Ley de Amparo

No pretendo habtar mal del juicio de amparo, al contrar¡o, pretendo su

defensa, pero convencida de que la justicia local es mejor de lo que se cree

y que como Jueces, Abogados y Magistrados, debemos alzar la voz en

cualquier espacio que sea pertinente para expresar libremente nuestras

ideas y lograr que et derecho local, su interpretación y su aplicaciÓn tenga la

importancia, la categoría y !a fueza que hoy no tiene, pero que podemos

alcanzar, si empujamos con ahínco y retomamos el sentido de lo que

significa en su origen el federalismo en nuestro México.

Seguramente y en su historia las sociedades erigidas en Estados, que

son capaces de dictar sus propias normas para hacer posible su vida social

no se habían enfrentado a cambios tan radicales y profundos como los que

hoy se experimentan.- Todo cambia, todo se modifica y todo se trasmuta

con una velocidad tan sorprendente que apenas Se diseñan los

instrumentos necesarios para afrontarlos, cuando ya se presenta otro y ello

obliga a tener Ia capacidad de proponer las modificaciones que se

demanden.

Por ello, ahora que hemos sido convocados a este proyecto de

reforma, todos los que participamos, tenemos que ser claros en lo que

propongamos y cuidad que el Estado como Federación por creer que puede

ser más fuerte, busque ser más represivo a través de nuestras reformas

legislativas.

Existe también la necesidad de rescatar, el sentido original del

proceso de amparo, que fue concebido por grandes pensadores como una
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lnstitución promotora del equilibrio y de la seguridad social y como la más

noble y generosa de tas instituc¡ones jurídicas; los excesos nac¡dos de la

práct¡ca del amparo tiene a la justicia de los Estados de la RepÚblica en

sometimiento y a los jueces federales en cambio, les ha ido creando un

poder que nadie puede controlar.- Hace más de 100 años, un gran jurista

como Vallarta, denunció los riesgos de Ia garantía de legalidad y se opuso a

lo que é! vislumbraba en el futuro de la justicia local, en el sentido de

convertir a los Jueces Federales en superiores jerárquicos de los Jueces y

Magistrados de los Estados.- Es vidente por ello, que necesitamos una

reforma profunda de todo el sistema judicial, porque no existe duda alguna

de que a través del amparo está centralizada la justicia en México.

El artículo 40 Constitucional establece "Es voluntad del pueblo

mexicano, constituirse en una República, representativa, democrática y

federal, compuesta de Estados libres, soberanos en todo lo concerniente a

su régimen interior pero unidos en una federación establecida según los

principios de esta ley fundamental".

Esto quiere decir que en México somos un conjunto de partes

federadas, que forman la unidad federativa, pero que bajo el esquema

constitucional están distribuidas claramente las competencias entre el orden

federal y cada una de las entidades locales, sólo bajo estos principios se

garantiza y se hace posible el federalismo judicial.

Por muchos años existe la confusión y se pone de manifiesto día a

dia, que la jurisdicción constitucional y la jurisdicción federa! son una sola y

que la jurisdicción local debe estar subordinada.
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En particutar, el artículo 1OT Constitucional consagra esa terrible

central¡zación de la justicia en el Poder Judicial Federal.

Es impostergable que Se rev¡Se, en este proyecto de reforma a que

hemos sido convocados, to que está pasando con esta centralizaciÓn y

tograr una renovación de! pacto federal que regenere el federalismo y

establecer una correcta distribución de competencias entre las dos

jurisdicciones: la Federal y la Local.

En efecto, el sistema de los dos órdenes coexistentes en un mismo

territorio, cada cua! con SuS propias atribuciones, pero separados e

independientes se establecieron desde que somos un país independiente

constitucionalmente en 1824 y que legatmente Se mantienen en los

principios constitucionales, pero que de hecho es falacia o mentira.

Nació el juicio de garantías para proteger los derechos fundamentales

del gobernado, pero sin desptazar a tos Jueces Locales, pero en 1857 al

establecerse la garantia de legalidad que en aquella época fue combatida

por Vallarta y Rabasa, fue adquiriendo más prestigio y autoridad en perjuicio

de las autoridades judiciales de los Estados hasta nuestros días.

En nuestra práctica jurisdiccionat, nos damos cuenta que al Poder

Judicial de la Federación a través de los Juzgados de Distrito y los

Tribunales Colegiados de Circuito, monopoliza innegablemente las

resoluciones judiciales en cuestiones de constitucionalidad y de legalidad.-

Los jueces federales no únicamente se limitan como debe ser, a interpretar
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y aplicar Ia ley federal, también son jueces constitucíonales en grave

deterioro det pacto federal.- Los órganos jurisdiccionales de las entidades

tramitan la Primera y Segunda instancia, forman expedientes y tocas en

asuntos importantísimos que atañen a !a libertad, a la propiedad y a la

seguridad de las personas, pero sin la responsabilidad de que su sentencia

es definitiva y va a ejecutarse, pues sí se promueve el amparo contra su

decisión el que va a decir la última palabra es el juez federal.- Así, si e!

Supremo Tribuna! de Justicia de un Estado ordena una aprehensión contra

una persona, un embargo, o un lanzamiento judicial, pero estas Órdenes,

sólo se cumplirán si no se anulan con Ia sentencia de amparo y a veces y

en asuntos de cualquier materia, el aniquilamiento de la sentencia del juez

local, se hace no porque actuó incorrectamente o se equivocó este Órgano,

sino porque el juez federal piensa distinto de aquél en interpretación

jurídica.

Me pregunto si todos nos hemos dado cuenta de esta realidad, como

órganos judiciales de los Estados, y si esto ha sido benéfico para la

sociedad, o seguiremos considerando que no pasa nada y que todo está

bien en materia de justicia.- ¿Será correcto en una organización federal

como la nuestra, que jueces federales se consideren superiores de los

jueces de los Estados?, ¿Será correcto y benéfico para la sociedad que un

Juez de Distrito o un Tribunal Colegiado nulifique una resolución de un

Tribunal Superior de Justicia en un Estado?.- ¿Los gobernados sólo tienen

confianza en los jueces federales?, ¿Está mejor calificada la justicia federal'

que la local?.
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Considero que la intención del Constituyente fue diversa, su intención

fue establecer explícitamente el principio de que los jueces federales deben

aplicar las leyes federates y los jueces de los Estados, resolver su propios

conflictos con sus propias teyes.- Lo que ocurre es un verdadero

centratismo judicial y el resultado a pesar de ello, es que la sociedad no se

encuentra satisfecha en materia de justicia.- Lastimosa y vergonzosamente

el mismo Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn,

públicamente se refirió a una encuesta, que el Centro Empresarial Nacional

hizo en México para calificar la función de los jueces y en una escala del 1

al 10, los jueces federales fueron calificados con un 5 y los Estados con un

2; ambas jurisdicciones reprobadas.

Tenemos el deber por tanto, como representantes de la justicia local,

en nuestro carácter de jueces, magistrados, litigantes, de exigir la reforma h

proponer nuevos esquemas y no permitir que los Estados sigan resolviendo

los conflictos judiciales de su competencia, sólo en forma provisional; es

necesario en estos momentos de democracia y cambio y por tanto de

pluralidad, repensar en nuevos paradigmas en materia judicial y contestar

estas y muchas inquietudes más, entre ellas: cómo lograr una justicia local

de calidad; cómo lograr no caer en el menosprecio público; analizar y

comprender que las condiciones potíticas, económicas y sociales en

México, no son las mismas de hace 100 años al nacer el amparo; que no es

cierto que son mejores los jueces federales que los locales y que no

podemos seguir confundiendo la jurisdicción Constitucional con la-Federal y

desplazar la justicia de los Estados.
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Los Tribunales de'los Estados de la República desde 1994 hicieron

una declaración pública, que han ratificado recientemente, sobre la

necesidad de reformar la estructura judicia! en México, para que los Estados

decidan hasta sus úttimas consecuencias, los negocios judiciales de su

competencia. Esta declaración no debe ser ignorada por nadie; debe ser

difundida constantemente y no dejarla en el olvido, sÓlo así podremos

recuperar el federalismo. Debe exigirse, pues, en una palabra, que los

Estados de la República tenga su propio sistema de justicia, para que los

conflictos que surjan en ellos, sean resueltos en definitiva, incluyendo

cuestiones de inconstitucionalidad, porque es una competencia que nos

otorga la Constitución General de la República en el artículo 133 , a pesar

de las interpretaciones que la Corte ha sostenido al respecto, y exista así,

una verdadera autonomía entre éstos y al federación.

La reforma que se propone, por tanto, es que el artículo 107

Constitucional señale exp!ícitamente la competencia de los Tribunales

Federales en materia de amparo, pero para que resuelvan sus propios

conflictos, es decir debe limitarse la competencia de los Tribunales

Colegiados de Circuito para resolver el litigio de amparo en asuntos

federales y que sean los Tribunales Supremos de Justicia, los que en cada

entidad federativa sustituyan a los Tribunales Colegiados en la misma

competencia que ahora tienen sobre la justicia local.

En la estructura del Poder Judicial de la Federación, quedarían-

contemplados los mismos órganos jurisdiccionales que actualmente existen,

es decir, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las facultades
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const¡tucionales que actualmente tiene: Acción de inconstitucionalidad;

controversia constituciona! y facultad de atracciÓn en amparo.

La Primera lnstancia: Jueces de Distrito.

La Segunda lnstancia: Tribunales Unitarios.

La Primera lnstancia: Jueces de Distrito.

La Segunda lnstancia: Tribunales Unitarios.

Y et amparo en asuntos federales al Tribunal Colegiado de Circuito.

En Ia estructura del Poder Judicial de los Estados, los Tribunales

Superiores de Justicia tendrían la competencia de amparo de legalidad y

casasional en asuntos propios, cuando el acto reclamado derive de

procedimientos judiciales y se crearán los Tribunales de apelación para

resolver la Segunda lnstancia.

Sonora, como estado de vanguardia, hoy en día tiene la estructura

que se necesitaria para desterrar el centralismo judicial; tenemos a los

Jueces de Primera lnstancia; los Tribunales Regionales de Circuito que

pueden tener la competencia total de la apelación, y el Supremo Tribunal

de Justicia, como tribunal de amparo directo e indirecto cuando sereclamen

actos emanados de un juicio.

CONCLUSIONES:
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PRIMERA.- El artículo 40 de ta Constitución General establece el

federalismo como forma de organizaciÓn nacional.

SEGUNDA.- El artículo 107 Constituciona!, al consagrar la

centralización de la justicia en el Poder Judicial Federal, a través del

proceso constitucionat de amparo, contradice evidentemente el texto del

artículo 40 referido.

TERCERA.- Por ser de gran importancia en la vida de Ia naciÓn, debe

revisarse lo que está pasando desde que nace el amparo legalidad y

renovarse el pacto federal para que se hagan exp!ícitas las facultades de los

órganos jurisdiccionales coexistentes en nuestro territorio.

CUARTA.- La justicia local sólo resuelve provisionalmente los

conflictos judiciales en contra de los principios constitucionales.

QUINTA.- Es necesario que se reforme el artículo 107 Constitucional,

para que las entidades federativas cuenten con su propio sistema de justicia

(amparo directo e indirecto), logrando su verdadera autonomía frente a los

jueces federales.

SEXTA.- Se limite la competencia de los Tribunales Colegiados de

Circuito a los conflictos federales y que los Tribunales Superiores de Justicia

de los Estados, sustituyan a los Tribunales Colegiados en materia de

amparo para conflictos locales. Sólo bajo estos principios será posible un
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verdadero federalismo judicial. (Elizabeth Rosas Robles, Tomo lll'

páginas 2028 a 2036)

SEGUNDA.- Derogar del artículo 107 constitucional en su Fracción

XVl, segundo párrafo, parte in fine que expresa:

"lgualmente, e! quejoso podrá solicitar ante el órgano que

corresponda, el cumptimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre

que la naturaleza del acto lo permita."

Lo anterior, por contrario al interés público y social y, por ende, a Ia

naturaleza jurídica de! juicio constitucional.

Por otro lado, se debe derogar del artículo 105 de la Ley de Amparo,

en su último párrafo, el cual se refiere al cumplimiento sustituto de ejecución

de sentencias federales por contravenir lo dispuesto por el artículo 80 de

ese mismo ordenamiento jurídico, así como la ratio essendi de la misma ley.

Cabe señalar que dicho párrafo expresa:

"El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria

mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de

distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, - resolverá lo

conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la

restitución".
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Atento a lo anterior, podemos aseverar que en caso de seguirse

observando dicho precepto se estará beneficiando únicamente a un

individuo lo cual es contrario al bien común que es !o que persigue nuestra

Ley de Amparo. (Mario Luis Pérez Méndez, Tomo lll, páginas 2061 y

20621

Otro aspecto de suma trascendencia para la vida misma del juicio de

amparo en lo que se refiere a las sentencias en las cuales se conceda al

quejoso la protección de la justicia federal seria, si bien es cierto que no es

materia de estas propuestas, consistiría en no permitir que en esta nueva

ley de amparo se dé o exista el procedimiento a que se refiere é! articulo

107 base XVI párrafo tercero que textualmente menciona:

"la inactividad procesal o la falta de promoción de la parte interesada,

en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de

amparo, produciría su caducidad en los términos de la ley reglamentaria."

Ya que es bien explorado que la propia autoridad que conoce de juicio

de amparo se le dan términos para dictar su sentencia en determinados

casos y creemos por demás innecesaria que este párrafo en comento

pueda tener vida jurídica ya que sé desvirtuaría en forma total el objetivo

fundamental de propio juicio de amparo. el volver al estado en el que se

encontraba el acto reclamado hasta antes de que la garantía individual fuera

violada.
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Siendo una verdadera obligación de la propia autoridad en d¡ctar en

los plazos establecidos su sentencia en cualqu¡er sent¡do y no es pos¡ble

pensar en que el propio quejoso tenga que impulsar el procedimiento a fin

de que se cumpta la sentencia que le fue favorable'

Nos oponemos rotundamente a que en la nueva ley de amparo Se

agregue el procedimiento de caducidad de incumplimiento de sentencia,

como seria de igual forma et otro procedimiento de caducidad de la

instancia por inactividad procesal en el procedimiento de amparo.

Sin olvidar de ninguna manera que otro de los aspectos de suma

importancia dentro del Poder Judicial de la FederaciÓn es el rezago de

asuntos. en este aspecto sé tendría que pensar en mecanismos a través de

los cuales se sancionara a los litigantes que abusan del propio juicio de

amparo imponiendo en forma valedera multas o hasta suspensión de la

profesión.

Ojalá que esta modesta aportación sea tomada en consideración en

el nuevo proyecto de la ley de amparo, que estamos Seguros no tendrá

mayor modificación sino únicamente adecuaciones que vendrán a hacer

más fácil y más sencillo el procedimiento de amparo. (Guillermo Pacheco

de la Rosa, Tomo lll, páginas 2139 y 2140)

Propuestas de reformas a la Ley de Amparo

Antecedentes
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Una apreciación de la soc¡edad, que s¡ bien puede resultar

controvers¡al, es que el sistema judicia! no cumple cabalmente con lo

dispuesto en el artículo 17 constitucional, pues ello implicaría, no sólo el

acceso irrestricto a los tribunales, sino un servicio eficiente y rápido.

En efecto, al estar saturado el sistema judicia! nac¡onal, es incapaz de

reaccionar con celeridad y eficiencia a los reclamos cada vez mayores que

le impone la sociedad. Esto implica que es especialmente previsible y que

irá en aumento la demanda de justicia, en una época en que el hombre se

ha vuelto más egoísta y materialista, lo que exacerba los casos de injusticia,

deltncuencia, violaciones a deberes de todo tipo, etc.

Cada día es mayor el número de conflictos que se dan a! interior de Ia

sociedad y que no tienen definida una solución en el marco legal, el cual

constantemente es superado y, hasta podríamos decir, está en ocasiones

agotado y resulta insuficiente ante una sociedad en crisis moral.

En efecto, las necesidades actuales de justicia, han rebasado a la
capacidad del Estado. Hace falta un poder judicial que alcance niveles de

credibilidad, certidumbre, eficiencia y legitimidad, acordes a los

requenmientos y consensos sociales actuales.

Sin embargo, cada día

amparo para ganar tiempo

después estar en aptitud de

en disputa.

un mayor número de gobernados acuden al-

o conseguir privilegios o prerrogativas para

negociar en relación con el verdadero interés
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En asuntos de conten¡do patrimonial a favor del fisco, es un hecho

notor¡o que esta resultando mucho más oneroso pretender recuperar

ex¡guos créditos fiscales que seguir todo un juicio.

En la praxis resulta usual y característ¡co de múltiples negoc¡os

judiciales, donde concurren los "Enemigos de soluciones rápidas", de entre

los cuales pueden señalarse:

Ventajas por dilación. Es un "modus vivendi" de abogados y grupos

sociales "Caso de los bazonistas".

La propia ineficiencia y lentitud del sistema judicial es el medio

aprovechado. Luego, al sobre explotarlo o abusar de é1, se le hace más

ineficiente, especialmente lento, y coadyuva o fomenta a utilizarlo de

manera más intensa. Es un círculo vicioso.

Ventajas al perdedor (circunstancias tales como el tiempo, el azar

puede generar por razones procesales el conseguir mejor posición que

permita negociar en un caso que originalmente estaba perdido).

Libertinaje en el acceso aljuicio de amparo.

Multas y sanciones penales. No existen en la práctica;- debieran

imptementarse para hacer frente a los abusos.
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ya en el caso de los medios alternativos podría cons¡derarse la

imposición de correctivos o responsabilidades de carácter trascendente al

que desprecie el arreglo, no acate lo convenido en juicio, o incluso, en

medios atternativos. Alguna especulación pudiera ser que se podría aplicar

hasta una sanción penal, pues es claro que con la dilación o diferimiento

para conctuir conflictos, se están lesionando intereses de la sociedad.

Pérdida de la patente a abogados.

Razones meta jurídicas correspondientes a los contendientes, que no

Son resueltas en la sentencia y, entonces, el juicio Se usa como medio o

instrumento para negociar.

Propuesta general

La tendencia mundial ante la incapacidad del sistema judicial oficial

para resolver los conflictos que se le plantean es:

La conciliación y la mediación, esencialmente consisten en prácticas

de entendimiento con flexibilidad, atendiendo al caso concreto, e incluso,

apelando a la actitud de las partes en el momento.

Su base es el diálogo, el cual, a veces debe de tozarse cuando es

refractario o reticente a los intereses no conciliatorios de una de las partes.-

Debe ser un medio para "convence/'.
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Son orales y deben ser s¡empre conducentes a buscar la concertac¡Ón

y e! entendimiento a part¡r de actitudes voluntar¡as, soluc¡ones resolut¡vas, la

orientación y tos criterios de un tercero conducentes a la negociaciÓn.

En muchos casos, tas personas no conciben o vislumbran una

solución o satida negociada a! problema, una alternativa que siempre puede

ser hallada y aplicada. Rige aquí aquella frase comercial: "Hablando se

entiende la gente", y más aún, se dispone a negociar.

El juicio de amparo puede ser actualmente conceptualizado de las

siguientes maneras:

Amparo

Como

Amparo

Contra
i

{

{

Controt constitucional (sÓlo en casos que haya garantías

pues es requisito de procedencia deljuicio de amparo )

Casación o último control de legalidad

Leyes'25

Juicios

Actos

urisdiccionales 126 127 Procedimientos en forma de

juicio

t" 
El trámite debe ser con sencillez procesal pues en general no hay situaciones de facto

complelas que acreditar y el pronunciamiento se apoya en cuestiones de estricta
constitucionalidad.
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Actos

administrativos

lnconstitucionales 128

tlegales 12s

Sobre la base de lo anterior resulta que hay un buen nÚmero de

casos en donde el juicio de amparo no implica solución de conflictos, sino

apenas un medio preparatorio a tal fin, ya que puede implicar hasta varios

amparos de rebote, atendiendo a lo que sea materia de la ejecutoria-

lnstrumentos

Se propone la creación de un órgano especializado con el siguiente

perfil:

Debe de ser un órgano (de conciliación o mediación) verdaderamente

profesional y eficiente, de acuerdo con la experiencia y técnicas más

modernas y eficientes de negociación.

t26 
La actual apertura del luicio de amparo ha llevado a la federahzaclón de la justicia, pues casi

todos los Juroos acaban en el amparo lo cual debería de reglamentarse de manera inteligente.
t2' Por la matena a que se refieren y al ser práctrcamente un recurso de legalidad, se impone

establecer reglas exrgentes, prectsas y exactas de rnterés ¡urídrco y procedencia, como en la
casación Una propuesta es que <omo en realrdad se le da el sentldo de 3" instancia- el

tribunal actúe con plenttud de ¡urrsdrccron tal y como sucede actualmente con la casaciÓn en
Europa para evrtar el frecuente reenvíot" Se propone que el trámite del amparo sea sencillo y sumarro, de barandilla, probablemente de
única instancta st es que se apoya en ¡urrsprudencra, cnterios reiterados o casos poco

trascendentes podría pensarse ahora en un cert¡orari semeJante alque aplica la Suprema Corte
(writ of certioran para trrbunal colegtado de ctrcutto)

"t Por analogía con el amparo ¡urisdrccronal, se proponen reglas exrgentes, precisas y exactas de
rnterés,uridico y procedencra, análogo a la casación
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E! objetivo como ya se apuntó, que no debe abandonarse, ha de ser

conseguir soluciones verdaderas, atractivas, radicales, definitivas y

ejecutorias.

Para los casos de juicios federales o de amparo, en los que se

estimara adecuado el empteo de medios alternativos (Vgr. Caso de

amparos jurisdiccionales donde solo se ventilen intereses particulares y

especialmente los estrictamente pecuniarios) el órgano respectivo podría

estar inserto o incorporado en el lnstituto de !e Defensoría Pública.

Siempre sería más barato abrir y seguir un procedimiento conciliatorio

que seguir un juicio.

En todos los casos, deberá de aplicar, con el mayor respeto a las

partes, los principios de la psicología de los arreglos o concertaciones,

aprovechando experiencias de otras latitudes y las propias que han dado

resultados en el país.

Finalidad y conclusiones

La propuesta es establecer medios alternativos para resolver

controversias con las siguientes características:

Filtro eficiente ante la potestad común. Establecerlo como obligatorio

y previo en casos de intereses particulares, especialmente cuando estos

son pecuniarios.
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En los amparos jurisdiccionales de carácter estr¡ctamente patrimonial,

a moc¡ón de una de las partes (sujeto a resolución discrecional deljuzgador)

o det propio tribunal, se acuda a Ia mediación o conciliación, antes o durante

eljuicio.

Se sugiere y propone que en !a Ley de Amparo se establezca la

facultad deljuzgador para promover y decidir que las partes intenten alguno

de los medios alternativos.

El cuerpo de mediadores o conciliadores ad hoc que pudiera

depender del lnstituto de la Defensoría Pública se encargaría de invitar a las

partes a negociar, buscando y puntualizando las conveniencias que a cada

uno beneficien.

Establecer sanciones relevantes para los sujetos procesales que sea

ctaro, o Se presuma fundadamente, que usan el juicio de amparo para

evadir una obligación o dilatar sin razón la solución del conflicto a través de

la presunción resultante en negarse o evitar acudir a los medios

alternativos.

Una alternativa, podria ser un certiorari u opinión del tribunal

colegiado de circuito, rechazando conocer de ciertos amparos en donde se

advierta que hay un abuso no justificado en su promoción, que se trata de

un asunto poco trascendente, o bien, que resulta anti-económico Su

tramitación para la sociedad y que dificulta la vigencia del artículo 17-

constitucional.
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Crear esquemas y procedimientos eficaces y funcionales de medios

alternativos.

Definir y aplicar medidas conducentes a exigir responsabitidad de

autoridades por violación de garantías, civil y administrativa, solo en México

es gratis violar garantías, eso genera impunidad y altera la paz social.

Podría considerarse el crear una sanción disciplinaria que pueda incluir

hasta la inhabilitación a los violadores de garantías o a los no dispuestos a

negociar.

Finalmente se propondría también que el juicio de amparo

jurisdiccional sea de plena jurisdicción para evitar amparos por violaciones

formales (de rebote) que dilatan de manera innecesaria la solución de las

controversias.

Como un complemento de las ideas anteriores y un mayor desarrollo,

me permito acompañar !a ponencia que en el Congreso Nacional de

Magistrados de Circuito presentamos los señores licenciados Marco Antonio

Arroyo Montero y Jean Claude Tron Petit respecto al tema de los medios

alternativos.

MEDIOS ALTERNATIVOS.

La finalidad de este trabajo es meramente informativa y propositiva de

ideas y motivos aun que no concluyente de soluciones absotutas, las que se

invita al lector, de considerarlo conducente, su aportación.
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Antecedentes

Lafinalidaddelosjuiciosy,másaún,delafunciónjurisdiccionaldel

Estado es poner fin a controversias y conflictos, esencialmente a través de

la aplicaciÓn del Derecho o incluso de ta equidad, artículo 14 in fine

constitucional.

Es una de las razones básicas y de subsistencia y, hasta razÓn de

ser, del Estado y una de las causas que forman parte de !a reforma actua!

queaúnnosehalogradooconsolidadoenplenitud.

Los conflictos o controversias se dan por la concurrencia de intereses

opuestos entre:

a) personas,

b) autoridades y órganos de gobierno. Una fÓrmula para resolverlos

son las controversias constitucionales y las acciones de

inconstitucionalidad,

c) sociedad o grupos representativos de sectores,

d) países.

La naturaleza o etiología de

mixta. Pueden ser furídicos, Pero

los intereses es variada, multifacética y

también económicos, sociales, políticos,
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cutturales, morales, rel¡g¡osos, tecnolÓgicos, de partidos, de grupos de

poder, ideológicos, etc.

A este respecto y sobre ta base de los atudidos intereses, pueden

considerarse o se desarrollan determinados principios de justicia y algo que

la sociedad concibe todavía más personal: el principio de equidad; que no

siempre se refleja o advierte en el orden jurídico y en las decisiones

judiciales. De ahí, en ocasiones, la falta de legitimidad de algunos fallos y la

frase "decisiones o soluciones injustas aunque jurídicas", dado que no

reflejan los valores y principios que el gobernado considera que inspiran el

orden jurídico y quiere que determinen a las decisiones'

Los intereses que subyacen en todas las controversias y, por ende,

también en los juicios pueden ser:

Generales.- Deben necesariamente ser resueltas por los tribunales

oficiales.

lndividuales.- Pueden delegarse a mecanismos no oficiales o

tradicionales.

Por otra parte, cabe considerar que la administración de justicia está

colapsada por:

Cargas excesivas de trabajo.

Falta de soluciones al quid del conflicto.
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En el ámbito nac¡onal es notor¡o y exagerado el incremento de cargas

de trabajo en los tribunales colegiados de circuito.

c.ra.¡ a. tr.¡.r. t lta

r rcr

¡00 -

-o-¡iñr.-i.-..

-¡l:!:1!!l:a!r!1.-

Pero además, hay límites para el incremento del número de

tribunales, tales como:

Presupuestos limitados e inmuebles existentes.

Personal capacitado. Faltan esguemas profesionales y masivos para

la formación de funcionarios (carrera judicial). Capacitación en lo jurídico y

tecnológico, pero sin descuidar o pasar por alto la formación humana de los

juzgadores.

No hay capacidad de respuesta a la constante y cada día más

abundante y abrumadora demanda social de justicia. Por eso es imperioso
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Propuestas Gorretacionadas con la Ley de Amparo Vigente Constitución

encontrar attefnativas viables a lo que hasta ahora ha sido la funciÓn

jurisdiccional tradicional.
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La primera objeción que se

solución de conflictos es la garantía

:::5r 
r0!! !e9o tce¡ ttos rgec rc07 reot

formula a los medios alternativos de

constitucional de acceso irrestricto a los

tribunales estatales, sobre todo, cuando hay disposiciones que obliguen o

impongan agotar los medios referidos,

inconstitucionales.

pues se les tacha de

A ese respecto conviene recordar y diferenciar:

A la jurisdicción.

De acción.

El Derecho
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En efecto, el artículo 17 const¡tucional lo que tutela es el libre acceso

a la jurisdicción pero condiciona el ejercicio de la acción a los requisitos o

presupuestos que contemplen los códigos procesales. El derecho de acciÓn

no es entonces irrestricto.

El caso de una ley que establezca un medio alternativo -previo o

concomitante a la tramitación de un juicio-, no restringe el derecho a la

jurisdicción, tan es asÍ que una vez agotado el medio se admitirá la

demanda, o bien, se proseguirá con el juicio y es en aras de resolver el

fondo del conflicto que se propone agotar los medios aludidos. Por tanto, no

son más que una condición previa o suspensiva (cuando es durante el

juicio) para ejercitar o continuar con el ejercicio del derecho de acciÓn.

Sobre el tema existen criterios recientes del Pleno de la Suprema

Corte de Justicia, en el sentido de que no se puede condicionar el acceso a

la jurisdicción, pues ello conlleva la inconstitucionalidad de las leyes

respectivas. Sin embargo, cabe la reflexión ¿Qué no vale !a pena ensayar la

solución definitiva y expedita de conflictos en su esencia?. Los precedentes

de referencia son los siguientes:

Novena Epoca

lnstancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo. Vl, Julio de 1997

Tesis: P. CXll/97

Página. 15
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JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA. LA OBLIGATORIEDAD DE

AGOTAR UN PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO, PREVIAMENTE A

ACUDTR ANTE LOS TRIBUNALES JUDICIALES, CONTRAVIENE Iá

GARANTíA PREV¡STA EN EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. E!

derecho fundamental contenido en et segundo párrafo del artículo 17 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado por

reforma publicada en el Diario Oficial de la FederaciÓn el diecisiete de

marzo de mil novecientos ochenta y siete, garantiza que cualquier persona

pueda acudir ante los tribunales y que éstos le administren justicia pronta y

expedita, pues los conflictos que surjan entre los gobernados deben ser

resueltos por un órgano del Estado facultado para ello, ante la prohibiciÓn

de que los particulares se hagan justicia por sí mismos. Ahora bien, este

mandato constitucional no permite que, previamente a la soluciÓn que se dé

a las controversias, los gobernados deban acudir obligatoria y

necesariamente a instancias conciliatorias, ya que el derecho a la justicia

que se consigna en éste, no puede ser menguado o contradicho por leyes

secundarias federales o locales, sino únicamente por la propia ConstituciÓn,

la que establece expresamente cuáles son las limitaciones a que están

sujetas las garantías individuales que ella otorga. Además, debe

considerarse que la reserva de ley en virtud de la cual el citado precepto

constitucional señata que la justicia se administrará en los plazos y términos

que fijen las leyes, no debe interpretarse en el sentido de que se otorga al

legislador la facultad para reglamentar el derecho a la justicia de manera

discrecional sino que, con esta reglamentaciÓn, debe perseguir la

consecución de sus fines, los que no se logran si entre el ejercicio del

derecho y su obtención se establecen trabas o etapas previas no previstas
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en et texto const¡tucional; por tanto, si un ordenamiento secundar¡o limita

esa garant¡a, retardando o entorpeciendo indefinidamente la función de

administrar justicia, estará en contravención con el precepto constitucional

aludido.

Novena Epoca

lnstancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la FederaciÓn y su Gaceta

Tomo: Vl, Julio de 1997

Tesis: P. CXlll/97

Página: 18

SEGUROS, ¡NSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE.

I-A FRACCIÓN IDEL ARTÍCULO 136 DE LA LEY QUE LAS REGULA,

VIOI-A EL ART¡CULO 17 CONSTITUCIONAL, EN TANTO QUE

ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD DE AGOTAR UN PROCED¡MIENTO

CONCILIATORIO ANTES DE ACUDIR A LOS TRIBUNALES JUDICIALES.

Al disponer la fracción I del articulo 136 de la Ley General de lnstituciones y

Sociedades Mutualistas de Seguros que "Los tribunales no darán entrada a

demanda alguna contra una empresa de seguros si el actor en ella no

afirma bajo protesta de decir verdad, que ante la Comisión Naciona! de

Seguros y Fianzas se agotó el procedimiento conciliatorio a que se refiere la

fracción I del articulo anterior.", limita la garantía de administración de

justicia pronta y expedita consagrada en el segundo párrafo de! artículo 17-

constitucional, ya que obliga a los gobernados que poseen una pretensión

en contra de una institución o sociedad mutualista de seguros a agotar un

procedimiento de conciliación ante dicha comisión, que es un órgano
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administrativo que no ejerce formalmente funciones jurisdiccionales, e

impone al actor la sanción adicional de pagar las costas del juicio si no

actúa en los términos previstos en el citado precepto, y si bien dichos

procedimientos alternativos de resolución de controversias constituyen vías

expeditas que atigeran ta carga de trabajo de la potestad comÚn, éstas

deben ser optativas y no obligatorias, pues todos los gobernados tienen

derecho a que se les administre justicia sin obstáculos o trabas, lo que no

acontece cuando el legislador establece etapas conciliatorias, no previstas

en el texto constituciona!, que deben agotarse obligatoria y necesariamente

antes de acudir a los tribunales judiciales.

Función jurisdiccional

Actuatmente y aunque resulta controversial, es posible afirmar que el

sistema judicial no cumple cabalmente con lo dispuesto en el artículo 17

constitucional, pues ello implicaría, no sólo el acceso irrestricto a los

tribunales, sino un servicio:

Expedito.

Rápido.

Completo.

lmparcial.

Gratuito y,

Sujeto a reglas y plazos razonables e idóneos.

La realidad es distinta a! deber ser, pues el sistema judicial nacional

(especialmente por lo que concierne al fuero común, en ocasiones) es lento
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y tortuoso. lncluso hay dudas de su imparcialidad y esto data desde 1917,

consideraciones que tuvo en mente el presidente Venust¡ano Cananza y

que es la razon de ser de los amparos jurisdiccionales.

En cuanto a tribunales cotegiados de circuito, existen buen número de

circuitos que reportan más de 1000 asuntos en trámite, por no hablar hasta

de 1500 en algunos como en el 1'. Esto conlleva a que los tiempos de

resolución Sean hasta de 6 o 8 meses, en el mejor de los casos.

En efecto, at estar saturado el sistema judicial nacional, es incapaz de

reaccionar con celeridad y eficiencia a los reclamos cada vez mayores que

le impone la sociedad. Esto implica que es especialmente previsible y que

irá en aumento la demanda de justicia, en una época en que el hombre se

ha vuelto más egoísta y materialista, Io que exacerba los casos de injusticia,

delincuencia, violaciones a deberes de todo tipo, etc.

Cada día es mayor el número de conflictos que se dan a! interior de la

sociedad y que no tienen definida una solución en el marco legal, el cual

constantemente es superado y, hasta podríamos decir, está en ocasiones

agotado y resulta insuficiente ante una sociedad en crisis moral.

Un ejemplo de ello es la serie constante de reformas, ya no solo

legales, sino también constitucionales, que una vez en vigor ya resultan

muchas veces caducas e insuficrentes para resolver los cada día nuevos y-

variados desafíos de un orden social que no logra consolidarse, a pesar de

tantas reformas. Parece ser que la causa es la fibra moral del hombre que

está en franca decadencia y crisis.
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lmpartición de

justicia depende de:

Cambios sociales.

Proliferación de leYes ante

descomposición social.

Múltiples conflictos a resolver.

En efecto, las necesidades actuales de justicia, han rebasado a la

capacidad del Estado. Hace falta un poder judicial que alcance niveles de

credibilidad, certidumbre, eficiencia y legitimidad, acordes a los

requerimientos y consensos sociales actuales.

La solución de controversias, puede ser a través de:

Auto composición.- Mediación, conciliación, recursos administrativos.

Hetero composición.- Juicios y arbitraje.

Otra clasificación consiste en medios

Jurisdiccionales.- Ante jueces profesionales y oficiales.

No jurisdiccionales.- Ante árbitros,

conciliadores.

paneles, mediadores,

En los variados conflictos que Se suceden, pueden deducirse o

controvertirse i ntereses :
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públicos.- Corresponde a requer¡m¡entos de la sociedad en su

conjunto y el Estado los asume como propios. Dan origen a leyes de orden

público que imptican restricciones a las garantías const¡tucionales. Un

ejemplo claro son los límites a la libertad individual.

Ahora hasta el fisco busca arreglarse o negociar con los

contribuyentes, a través de programas de facilidades y descuentos,

concesiones y negociaciones particulares. La querella en el caso de los

delitos fiscales es una forma de torzar el arreglo y la recuperaciÓn de

créditos tributarios.

Sociales.- Pertenecen a la sociedad en su conjunto o a sectores de

ésta.

No existen sujetos representativos y organizados, comprometidos. El

ministerio público no funciona adecuadamente y los casos de interés

legítimo tienen pocos medios y reconocimiento efectivo.

Privados.- Corresponden al contexto de la órbita jurídica de las

personas.

Puede delegarse la solución de conflictos de esta clase a

mecanismos no oficiales o tradicionales.

El reto, es abrir alternativas de solución ahora inexistentes, Vgr.

lnterés legitimo, aspectos económicos, sociales, morales, etc. Un ejemplo

es el daño moral que por tratamiento médico desafortunado, lo resuelve la
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Comisión Nacional de Arbitraje Médico, decretando, más que todo, una

indemnizac¡ón y "disculpa" o reconoc¡m¡ento de culpa del causante a los

afectados u ofendidos.

En cuanto al juicio de amparo, cabe destacar que existen juicios

(especialmente en los jurisdiccionales) en los que no siempre es claro el

interés que anima a las partes, o bien, es discutible el derecho que

deduzcan o se aprecia como negociable.

Sin embargo, cada día un mayor número de gobernados acuden al

amparo para ganar tiempo o conseguir privilegios o prerrogativas para

después estar en aptitud de negociar en relación con el verdadero interés

en disputa.

El costo de un juicio

político y económica

siempre es muy alto

para

Partes

Buscar

Sociedad masivamente

conflictos

alternativas que

converjan a dirimir

.o"i"{
,"r1

En asuntos de contenido patrimonial a favor del fisco, es un hecho

notorio que al fisco -y por supuesto entiéndase a quien lo financia que

somos los contribuyentes- esta resultando mucho más oneroso pretender

recuperar exiguos créditos fiscates que seguir todo un juicio. Un ejempto es

e! uso irresponsable que las autoridades hacendarias hacen del recurso de

revisión fiscal, reclamando sistemáticamente casi la totalidad de sentencias

adversas de salas regionales del Tribunal Fisca! de la Federación. El
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ejercicio de esta facultad se antoja absurdo, pues sería mucho más

redituable para tas finanzas públicas consegu¡r un arreglo y recuperar el

importe total o parcial de créditos menores que interponer recursos

indiscriminadamente. ¡Cuánto cuesta !a tramitación de cada recurso! Y

además ¡Cuantos asuntos verdaderamente importantes se ven paralizados

por tener que desahogar esas instancias!-

En la praxis resulta usua! y característico de múltiples negocios

judiciales, donde concurren los "Enemigos de soluciones rápidas", d€ entre

los cuales pueden señalarse:

Ventajas por dilación. Es un "modus vivendi" de abogados y grupos

sociales "Caso de los bazonistas".

La propia ineficiencia y lentitud del sistema judicial es el medio

aprovechado. Luego, al sobre explotarlo o abusar de é1, se le hace más

ineficiente, especialmente lento, y coadyuva o fomenta a utilizarlo de

manera más intensa. Es un círculo vicioso.

Ventajas al perdedor (circunstancias tales como el tiempo, el azar

puede generar por razones procesales el conseguir mejor posición que

permita negociar en un caso que originalmente estaba perdido).

Libertinaje en el acceso aljuicio de amparo.

Multas y sanciones penales. No existen en la práctica, debieran

implementarse para hacer frente a los abusos.
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ya en el caso de los medios alternativos podría cons¡derarse !a

imposición de correctivos o responsabilidades de carácter trascendente a!

que desprecie el arreglo, no acate lo convenido en juicio, o incluso, en

medios alternativos. Alguna especulación pudiera ser que se podría aplicar

hasta una sanción penal, pues es claro que con la dilación o diferimiento

para concluir conflictos, se están lesionando intereses de la sociedad.

Pérdida de la patente a abogados.

Razones meta jurídicas correspondientes a los contendientes, que no

son resueltas en la sentencia y, entonces, el juicio Se usa como medio o

instrumento para negociar.

Mercantil

Civil

Laboral

Propiedad

industrial

Fiscal

r En un buen
I

I porcentaje, predominan
f

J los intereses privados y

dentro de estos los de

contenido estrictamente

patrimonial.

Uso y abuso del amparo

(Demasiado bondadoso)

Administrativo

Agrario

Es más, incluso en la materia penal son de comentar los delitos del

orden patrimonia! que se persiguen por querella; la razón de ello parece que
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es brindar los medios para que se indemnice al ofendido, más que el interés

social de apl¡car sanciones penales. Es una modalidad de medios

alternativos para resolver conflictos. Al igua!, los delitos fiscales que se

pers¡guen mediante querelta, donde es más importante recuperar el crédito

fisca! que imponer una sanciÓn penal.

Concepto general de los medios atternativos 130

Arbitraje

Este mecanismo es el más próximo al modelo adversarial del litigio

común. Se caracteriza por ser una solución a un conflicto establecida por un

tercero imparcial, reconocido por las partes en pugna. En el caso de no

existir el consentimiento de las partes en el nombramiento de ese tercero,

pero existiendo su voluntad de sujetarse al arbitraje, lo puede designar un

juez.

El procedimiento arbitral generalmente es regulado por una ley

adjetiva y tiene un carácter menos rígido que el jurisdiccional. Las

resoluciones obtenidas en este proceso se denominan laudos, cuya eficacia

se relaciona con la voluntad de las partes o de la intervenciÓn judicial, para

hacerlas valer.

's Reflexiones en torno a los mecanismos no ¡urrsdiccronales de resolución de conflictos
Exposición del Lrc Rodolfo H. Lara Ponte, durante la conmemoración delTrigésimo Aniversario de

la Creación del Octavo Circuito
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El arbitraje se inscribe dentro de tas vías voluntarias más antiguas de

resolución de confl ictos jurídicos.

Hoy día, tiene ganado un importante espacio en el orden

internacional, y en el privado, crece su importancia como instrumento de

gran utilidad para evitar la incursión a etapas contenciosas además de

contar con la posibilidad de participación de un tercero capacitado

jurídicamente y exento de las presiones del trabajo judicial.

El arbitraje, en tanto forma de heterocomposición de una controversia,

sigue siempre un procedimiento que en mucho equivale al jurisdiccional,

incluyendo plazos y formas tribunalicias. Asimismo, la labor arbitral está

obligada a recibir pruebas y escuchar alegatos, si así lo requiere una de Ias

partes.

El probtema de la naturaleza de la heterocomposición arbitra! se

centra principalmente en e! dictado de la resolución del laudo y en el origen

de ta designación de los árbitros; es decir, sí las partes convienen llegar a

un laudo a partir de la designación de los árbitros, se le considera de

naturaleza contractual.

En cambio, cuando no eS nombrado por las partes, Sino por un

juzgador, basado en una ley adjetiva, se trata de un arbitraje jurisdiccional,

donde proceden incluso las impugnaciones contra las resoluciones del

árbitro por vía de un juicio de garantías, conforme a las leyes establecidas.
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Pa¡a este caso, et arbitraje se equipararía a la primera ¡nstancia ante

un juez. Cabe señalar que en caso de desobediencia del vencido al

cumplimiento de! laudo que haya sido emitido, la contraparte puede solicitar

la homotogación ante un juez para garantizar su eficaz cumplimiento.

Como puede advertirse, el arbitraje puede presentarse como

voluntario o como forzoso, en el primer caso se produce sin un compromiso

preexistente que vincule a las partes y, en el segundo, por una cláusula

legat, por el sometimiento de las partes antes de ocurrir el conflicto o

finalmente porque la ley en alguna materia lo establezca como vía original.

A su vez, puede tratarse de arbitraje de equidad donde se busca la

amigable composición a partir de los buenos oficios de un tercero o,

arbitraje jurídico, donde se requiere de árbitros capacitados en la materia a

resolver, en cuyo caso estaríamos en el supuesto de un arbitraje

institucionalizado.

Conciliación

La idea se refiere al acuerdo al que llegan las partes en un proceso

controversial sobre la aplicación o interpretación de sus derechos. La

conciliación incluye tanto a la solución de las diferencias como a la actividad

que sirve para encontrar el derecho que regule las relaciones entre los

contendientes.

La conciliación puede producirse en dos sentidos, proveniente de

actitudes libres y privadas de los sujetos en conflicto o bien de la actividad

dispuesta por el conciliador determinado ya sea conforme a la ley o,
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voluntariamente. En este sent¡do, este mecanismo puede también estar

prev¡sto por algún ordenamiento, como presupuesto previo a la

formalización de un requerimiento ante la jurisdicción.

La conciliación reviste un amplio espectro jurídico como parte del

Derecho Procesa! del Trabajo, del Derecho lnternaciona! Público e inclusive

del Derecho Civil. Actualmente, se reconocen actos conciliatorios

voluntarios u obligatorios- en un gran número de ámbitos como el

crediticio, de seguros, de protección al consumidor y de defensa de

personas o menores, entre otros.

En nuestro país, la conciliación se vincula generalmente a las

cuestiones laborales, donde constituye un trámite obligatorio previo al

arbitraje, que debe ser buscado durante todo el proceso por los tribunales

del trabajo, mediante soluciones amigables. lgualmente, nuestro orden

jurídico laboral marca !a obligatoriedad de intentar la conciliación en los

procedimientos ordinarios y especiales, en los conflictos colectivos de

naturaleza económica y en el procedimiento de huelga.

Asimismo, en el campo civil, ta conciliación es un deber jurídico, al

aceptar nuestras normas que las personas pueden concluir sus diferencias

en este campo. Por ello, la conciliación es a la vez el acto procesal que se

verifica principalmente en los juicios del orden familiar y ante los juzgados

de paz, con el resultado de un acuerdo de amigable composieión. A !a

conciliación se llega cuando se obtiene un acuerdo que finiquita un conflicto

de intereses.
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Actuatmente, en tos procesos civiles en general, la actividad

conciliatoria incluye ta participación de conciliadores especializados

adscritos a los juzgados respectivos, con lo que se pretende superar la

etapa en la que solamente el juez exhortaba a las partes sin mayor

resultado.

En nuestro país, algunos de los casos de mayor proyecciÓn de la

conciliación lo representan, por una parte, la funciÓn de la Comisión

Nacional de Arbitraje Médico y de !a Procuraduría Federal del Consumidor,

ante los reclamos a proveedores de bienes y servicios, buscando antes que

el castigo, ta consecución de acuerdos entre partes; y de otro modo, la labor

de protección al menor (a cargo de la Procuraduría de Defensa del Menor y

la Familia), !a cual no sería materialmente posible sin el acuerdo entre sus

padres o tutores, de ser el caso.

Mediación

Este mecanismo de solución de conflictos es el que representa una

mayor novedad respecto de un orden jurídico como el nuestro. De aquí, la

importancia de analizar en detalle sus posibilidades como instrumento

alternativo.

La mediación se define como un proceso en el cual las partes en

conflicto buscan una solución a sus intereses de una manera voluntaria y-

cooperativa, con la ayuda de un tercero en funciÓn de mediador.

2758



Propuestas Gorrelacionadas con la Ley de Ampqg VQglte Constitución

Por tanto, qu¡enes deciden formar parte de un proceso de mediación

para solucionar sus diferenc¡as, inician un ejerc¡cio de sus acc¡ones por

fuera de !a esfera jurisdiccional. EI hecho de iniciar la mediación implica,

para las partes, un mutuo reconocimiento, basado en la certeza de que al

otro te asiste, aunque sea hipotéticamente, un derecho. Sin embargo, optan

por contar con una instancia en cuyo transcurso sus acciones no salen del

ámbito de su poder como partes en pugna.

Así, todo et proceso de mediación -de principio a fin- queda fuera de

la jurisdicción. Cuando en el proceso se alcanza alguna soluciÓn, las partes

la asientan en un acuerdo privado, el que sólo a peticiÓn de las partes, se

puede homologar judicialmente.

En la mediación, las partes conservan la autonomía de su voluntad,

ayudados sólo por el mediador, en una búsqueda cooperativa de las

soluciones. Quedando en entera libertad de desechar el proceso y recurrir a

la sentencia de un juez (incursionando con ello al niveljurisdiccional).

El origen de la mediación ocurre por Ia existencia de intereses

contrapuestos. En tal sentido, es un proceso contencioso, pero su sello

particular surge por el carácter cooperativo que reviste. Se le puede

considerar una forma no adversarial de resolución de conflictos ya que las

partes no se oponen como contendientes litigiosos, sino que cooperan con

el mediador para alcanzar una solución satisfactoria para las mismas. Cabe

anotar que a diferencia de la conciliación, aquí no hay un derecho en

disputa que ocasione un vencedor y un vencido. En la mediación se procura

que nadie pierda, sino que ambas ganen (win-win).
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De lo anter¡or, se colige que la mediación rev¡]te un carácter pr¡vado

en la resoluc¡ón de confl¡ctos y que puede impulsar modelos cooperativos

en la superaciÓn de controvers¡as.

Con interesantes resultados, la mediación estp institucionalizada en

los Estados Unidos de Norteamérica, donde se cuenta con centros que

atienden conflictos sobre vecindad, laborales y aÚn escolares. Por su parte

Argentina cuenta con un Programa Naciona! de Medifción, mediante el que

se auspicia un sistema tendiente a evitar la concre"fOn O" la controversia,

para lo cual crea un cuerpo de mediadores para elerper sus funciones ante

el propio Poder Judicial de la Nación y tes otorga capacitaciÓn para su

especialización en mediaciones sobre materias como la familia y

patrimonial.

Un ejemplo reciente, previsto en la ConstituciQn, es la clara decisiÓn

de política judicial del Constituyente Permanente dp dotar a la Suprema

Corte de Justicia de facultades discrecionales {mplias para resotver

controversias, al tenor de lo previsto en el artículo 10[, fracción XVl, párrafo

segundo constitucional.

En efecto, ahí se prevé drsponer de oficio el cu¡nplimiento sustituto de

las sentencias de amparo, en aras de salvaguardBr los intereses de la

sociedad o de un tercero que pudiera resentir graves consecuencias con eI

cumplimtento del fallo, siempre en tratándose ,de casos en donde

prevalezcan los intereses económrcos. La idea es (irimir la controversia a

toda costa. Es un caso de medio alternativo que ra incluso después de
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dictada la sentenc¡a pero donde todavía subsiste un confl¡cto y la

Constitución permite por encima de los derechos adquiridos en el juicio de

amparo, que participe y resuelva de manera ejecutoria !a Corte disponiendo

lo más equitativo y, siempre conducente, a dirimir la controversia en el

fondo.

Finalidades de los medios alternativos

Fines

Conseguir arreglos y satisfacción de intereses entre sujetos

contendientes.

Poner fin a controversias al margen o en consideraciÓn con los

tribunales.

Hay conflictos o intereseS económicos, sOcialeS, morales, etc., pero

no jurídicos. Por tanto, las solas reglas jurídicas y procedimientos que

dependan de su aplicación -tal y como los judiciales-, Íara vez resuelven

la esencia de esos conflictos, que generan zozob¡a e inconformidad socia!.

Hay casos no reparables pero si compensables. Un ejemplo de ello

sería trato diferente en casos futuros, paralelos o derivados. En esos

supuestos, tampoco existe una soluciÓn a través de los - procesos

tradicionales y solo se pretende conseguir, en el mejor de los casos, una

opción de negociación.
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Definir y conceder to que pretenden las parte$, dárselos de manera

rápida y acces¡ble; pues una compensac¡ón oportuna vale más que un buen

pleito. Debe de reflexionarse en la frase que dice: Ju§ticia dilatada equivale

a justicia denegada y es violatoria det artícuto 17 conqtitucional.

En este sentido, hay que buscar alternatfvas negociadas que

respondan a los intereses de las partes en conflicto.

Sistema judicial estata! u oficia! está en drisis de saturaciÓn y

eficiencia ante los reclamos actuales.

tncapaz de flexibilizar condena (equidad de la norma a veces no

existe, puede ser exagerada o impropia).

Soluciones rápidas no formulistas, el derecho y los procesos

tradicionales cada dia son menos idÓneos para ellq. En cambio, se debe

pretender conseguir soluciones o alternativas:

Definitivas de la controversia.

Ejecución rápida e inmediata de lo concertado.

Eliminar, simplificar o reducir los

integración de procesos o procedimientos.

La dificultad para alcanzar estos fines ha gene¡ado, el llamado "Forum

shopping". Consiste en promover y ofrecer trib de un cierto país que

oroblenias de instrucción o



Propuestas Correlacionadas con la Ley de

sean más eficaces que otros, en función de lo que los litigantes pretenden

obtener de un juez y, eS aSí, que Se pactan Sometim¡entos a c¡ertas

jurisdicciones. Holanda es famoso y apreciado por sus tribunales y orden

jurídico para resolver controversias de Derecho Marítimo.

Otras variantes, es que existan vías alternas para resolver un mismo

problema.

En México, un ejemplo de ello es el reclamo de cuotas

compensatorias decretadas por dumping o subsidios, que puede ser a

través de un panel previsto en el TLC o del juicio contencioso administrativo

ante la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la FederaciÓn'

Pero todavía más, puede convenirse por las partes, previamente al

evento conflictual, someter a juicio arbitral o instancias de mediaciÓn o

conciliación los conflictos derivados de ciertos casos o contratos, por

acuerdo espontáneo de las partes

Algo que se pretende con los medios alternativos es fomentar una:

Cultura de

Hablar con la verdad y cumplir.

Disposición abierta, conducente al arreglo o

negociación.

Respetabilidad, fomentar y privilegiar !a responsabilidad

y moralidad de contendientes.
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Desahogar, descargar o descongestionar

limitaciones.

lrezagos y actuales

Respuestas reales, efectivas y ágiles que at¡endan a los motivos meta

jurídicos de la controversia.

La fllosofía de los medios alternativos es que antes de que se de el

conflicto judicial, o aún, cuando ya existe una controJers¡a o juicio, se debe

buscar conseguir o conciliar en un:

Arreglo

A

través de

f Espontánea

Voluntaria {

Convenc¡endb

a una

ambas parté

para ello

debe de:

Hacer atractiva y

redituable la negociación.

Ello requiere desentrañar

los verdaderos intereses

en conflicto y dar una

solución real, ad hoc a

ellos

fI fI f)

Sanción

En muchos casos es imprescindible

que haya una sanción para "Apremia/' y

"Convenc ef' a !a parte que no está abierta

o dispuesta a la negociación. Un ejemplo

son los conocidos en lenguaje coloquial

como "chicaneros" o "pleitistas".
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Principios que deben contemplar los Medios Altemativos

No deben suplantar o sust¡tu¡r a los juicios.

Deben Ser instancias diferentes a los juicios, en Su caso,

complementarios.

Ser flexibles y ágites, suscept¡bles de acomodarse para dirimir

conflictos no resueltos o difíciles de resolver a través de medios

tradicionales.

Deben ttenar o colmar espacios donde no responde el sistema judicial

a la dinámica social.

El crecimiento de la población; la crisis moral y espiritual de la

humanidad; la complejidad de las relaciones que actualmente se suceden

entre los individuos de nuestra sociedad; la dinámica de las relaciones

comerciales; el establecimiento de tecnologías cada vez más complejas en

apoyo a la vida cotidiana, y el incremento, diversidad y tecnificación de las

actitudes tipificadas como delitos, entre otras causas, han motivado un

incremento desmesurado de asuntos que requieren para su resoluciÓn, de

ta participación de los órganos establecidos por el Estado para la imparticiÓn

de justicia. Y más que eso, para la solución del conflicto pues de otra suerte

se pone en riesgo la paz y convivencia social armÓnica.

Caracteristicas de los Medios Alternativos
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como:

cuando en la controversia esté de por medio la:

Soberanía del Estado.

lntereses gubernamentales

mantenimiento del orden público.

Existen varios enfoques a este respecto y puPden conceptualizarse

Equivalentes a un proceso civil, o

Substitutivos de la funciÓn judicial estatal, o

Auxiliares de la función judicial estatal.

Limitantes de los Medios Alternativos

No es factible el uso de los medios alternativqs y de la negociaciÓn

irrenunciables, concretamente el

lntereses sociales.

lntereses de terceros, ajenos a la negociación.

Ejemplos de Medios Alternativos '3'

'3' Rodolfo H. Lara Ponte, Conferencia citada
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En e! sistema de common law, lnglatena por ejemplo, pudo supl¡r las

neces¡dades prácticas de la vida sin abandonar su trad¡ción conservadora,

ya que mantuvo e! aparato de las cortes, pero al propio tiempo popularizÓ la

creación empírica y consetudinaria de medios racionales y expeditos de

solución a las controversias.

También con importantes resultados, Estados Unidos generÓ un

mecanismo prejudicial en e! Estado de Detroit en 1929, donde por medio de

encuentros previos al proceso, jueces, partes y abogados Se reunían para

encontrar solución a las controversias con el propósito de ahorrar tiempo y

dinero justamente en etapa de crisis.

En estas materias se podrían refozar los mecanismos ya existentes o

establecer nuevos aprovechando experiencias, en donde las partes podrían

dirimir sus controversias, siempre y cuando no se involucraran o lesionaran

derechos de terceros; o de ser el caso, profundizar en la forma de

participación de ellos en la operación de los mecanismos.

En el ámbito del derecho del trabajo, las disposiciones de la materia

ya recogen la "conciliación y el arbitraje". Parece, sin embargo, poco eficaz

dejar al simple acuerdo de las partes la resolución de los conflictos

individuales, porque como han hecho notar connotados autores del derecho

del trabajo, existe una evidente desproporción en la fueza económica y

posibilidades de defensa jurídica del patrón frente al trabajador.

Adicionalmente, como las disposiciones laborales son en esencia

irrenunciables, habría que analizar detenidamente este principio para

facilitar que, dentro de la resolución de conflictos, el trabajador pudiera
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desistir legalmente, de algunos de sus derechos, aspqcto que en la práctica

en algunos casos efectivamente ocurre, para evitar u¡ litigo, mismo que, por

otra parte, el trabajador muchas veces abandona por el tiempo que tarda en

obtener un laudo y lograr su ejecuciÓn.

i

Reglas y metodología de los medios alternativog

Métodos

Barato.- Siempre debe de serlo en con los juicios. Tanto

para Ia sociedad como para las partes. Y en ese , cabe hacer la

pregunta: ¿Cuánto nos cuesta a la sociedad patrocinar juicios dilatados y

engorrosos que pudieran evitarse? En una época pe carencias: ¿No es

recomendable buscar soluciones que representen ahprros pecuniarios y de

tiempo que generan los juicios innecesarios?

Eficiente. - Para ello, es menester, en algunos qasos, que se disponga

de medios de coerción o "convencimiento". La actitud de no negociar o

dilatar la solución deben de tener un "costo" Se? económico, político,

profesional, penal o de prestigio personal.

Para el caso de las autoridades, podría confiderarse el crear una

sanción disciplinaria que pueda incluir hasta la inhabifitación a los violadores

de garantías o a los no dispuestos a negociar.

La CNDH ha logrado excelentes negociapiones, partiendo del

supuesto que de progresar una queja generaría una [ecomendación para la
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autoridad responsable, con el consecuente desprest¡g¡o soc¡al y político.

Esto es un factor que "activa" la negoc¡ación. Y vale la pena cons¡derar,

¿Convendría o no que la misma publicidad se d¡era a las autoridades

responsables contumaces en eljuicio de amparo?

Es una práctica común en México y Estados Unidos de Norteamér¡ca,

ante la lentitud o ineficiencia de los procesos civiles y mercantiles,

encontrarles un cariz de penal para facilitar y hacer posible un arreglo

adecuado y rápido.

Es fácil negociar cuando se tiene al deudor en la cárcel o en la puefta

de ella.

Rápido.- Debe ser expedito, sencillo, atractivo y conveniente en

comparación con los juicios.

Por su relación con los juicios, pueden ser:

Previos.- En algunos casos lo es la conciliación.

Adicionales o auxiliares.- Arbitraje, ConciliaciÓn o MediaciÓn.

Son ya una institución:

Formal en Estados Unidos de Norteamérica, y en Argentina como

medio descongestivo.
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tnformal en Europa. Se sug¡ere y hasta pres¡bna a las partes para

motivar arreglos antes o fuera de sentencia.

No suplantar, desplazar o sustituir a med¡os jupiciales tradicionales u

oficiales, sino complementarlos Y

de:

dar soluciones nue[as y diversas. Deben

Poder resolver conflictos basados en cuestifnes aún de carácter

metajurídico, respecto de

idóneos.

Dejar al sistema

o no negociables.

Dar flexibilidad y agilidad en relación con la terltitud que resulta de las

formalidades que tutelan la seguridad jurídica, que crean en casos

específicos ad hoc, acartonamientos o fórmutas rígilas que entorpecen ta

solución de los litigios y la concesión de una nlgociaciÓn, oportuna y

satisfactoria.

También se les conceptúa como un "descongestionante" del rezago

judicial.

Filtros que resuelvan controversias que pueda! ser negociables. Bien

sea, evitando o resolviendo anticipadamente elluicio'

las cuales los sistemasl tradicionales no son

judicial estatal la solución de asuntos trascendentes-

2770
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La conciliación y !a mediación, esenc¡almente consisten en práct¡cas

de entendimiento con flexibilidad, atendiendo al caso concreto, e incluso,

apelando a la actitud de las partes en e! momento.

Su base es e! diálogo, el cual, a veces debe de forzarse cuando es

refractario o reticente a los intereses no conciliatorios de una de las partes.

Debe ser un medio para "convence/'.

Son orates y deben ser siempre conducentes a buscar la concertación

y el entendimiento a partir de actitudes voluntarias, soluciones resolutivas, la

orientación y los criterios de un tercero conducentes a la negociación.

En muchos casos, las personas no conciben o vislumbran una

solución o salida negociada al problema, una alternativa que siempre puede

ser hallada y aplicada. Rige aquí aquella frase comercial: "Hablando se

entiende !a gente", y más aún, se dispone a negociar.

En el mundo comercial y de las inversiones se trabaja en:

Soluciones de conflictos extra proceso o extra judicial. Proactivos y no

reactivos. Tener previamente preparadas y diseñadas las soluciones

alternativas.

La dinámica es como sigue: Diálogo + Animo de concertación +
Entendimiento + Actitudes voluntarias o Negociación + Cumplimiento.
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Se están prev¡endo y creando esquemas prev¡os de sotuciÓn

anticipada en casos de conflicto y al margen del sistepa judicial oficial, o se

acude al "forum shoPPing".

Pruebas y ategaciones diversas y encontradas, de carácter conflictua!

son causa generadora de muchos amparos de rebote. Buscar otra

alternativa que ponga fin a lo que irrita, a lo que esencialmente causa

molestia. Al verdadero interés de las partes.

Algunos principios de la conciliaciÓn

OBLIGATOR¡EDAD.

La conciliación debe de ser obligatoria parh tas partes en todo

proceso y pudiera concebirse como presupuesto progesal, para el ejercicio

de la acción, sobre todo en casos de intere$es privados y, más

especialmente, cuando estos son de carácter estrictainente patrimonial.

Por etlo, se debe de diseñar y preparar esquenf", bg"les y humanos,

conducentes en conjunto, a conseguir la negociació[t, Que bien planteada,

tiene muchas posibilidades de ser aceptada.

En la actualidad, simplemente se notifica y prgviene a las partes con

una multa, lo cual es ocioso y poco eficaz porqlte resulta ilusorio que-

puedan pagarse; o bien, pueden impugnarse. Sin erfbargo, no se consigue

la finatidad de arreglar la controversia. Es por tanto, que en ocasiones será

menester el empleo de medios de presión o convenóimiento, propios de las
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prácticas negoc¡ates que son usados por los comerc¡antes, los psicólogos y

consultores en todos los ámbitos y, que a veces, Son ¡mprescindibles.

PERSONAL.

En la conc¡l¡ac¡ón o advenimiento deben de concurrir las partes que

tengan legitimación ad causam, sin estar asistidos de sus abogados. Y para

el caso, de personas morales, quien laS represente, deberá de estar

debidamente facultado para tomar decisiones que lleven a arreglos, sin

necesidad de consultar a sus Órganos de representaciÓn.

El objetivo es abrir un verdadero "cana! de comunicaciÓn" entre los

contendientes y explotarlo oportunamente para resolver el conflicto.

PROHIBICION.

El conciliador en ningún momento decidirá sobre las cuestiones de

fondo, ni aplicará mutta o sanción alguna derivada de una posible infracciÓn.

Sin embargo, en la práctica Se estila que, en ocasiones, Se amenace con

denunciar situaciones irregulares de quien se resiste a la negociaciÓn ante

las autoridades que puedan aplicar sanciones. Es una forma de ejercer

represalias y coacción para motivar el advenimiento.

MULTIPLICIDAD.
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La

veces e

partes.

conciliación no'se c¡rcunscribirá a una solal audiencia, sino a las

instancias que Sean necesarias para llegar 4 un acuerdo entre las

FUNCIONES.

cuanto que

deberán de proponer posibles soluciones al conflicto.

CAPAC¡TACION Y ADI ESTRAM I ENTO.

Los conciliadores deberán de tener cursos

ilustren o los versen sobre las diversas formas de

El conciliador, sin entrar al fondo del asunt{, será propositivo en

las partes lleguen a un feliz acuerdo. Y éstas, igualmente

dé capacitación que los

nelociación, mediación y

conciliación, a fin de que estén capacitados para lpgrar un alto índice o

porcentaje de advenimientos entre

psicólogos, sociólogos y políticos

carismáticos).

PROCEDIBILIDAD

partes. Más

(entendidos

Cualquiera de las partes podrá pedir que

ante el conciliador, para llevar a cabo una

bastando para ello: a) Exponer su queja, b) La

Una posible solución.

bien, negociadores,

como conciliadores

se{ citada su

audiencia de

maleria de la

contraparte

conciliación,

misma y, c)-
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O bien, el propio juez podrá proponerla si advierte razones adecuadas

para ello.

PLAZO.

Las audiencias deberán de realizarse a la brevedad posible, (sin

formulismos, usarlos solo para iorzar negociación como PROFECO) pues

su prolongación va en demérito de una solución eficaz.

TITULO EJECUTIVO.

El acuerdo a que lleguen las partes tendrá el carácter de título

ejecutivo para lograr, en su caso, su eficaz cumplimiento.

NO PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO.

En el caso de que las partes hayan llegado a un acuerdo conciliatorio,

no será procedente recurso alguno ni eljuicio de amparo.

lnstrumentación de los medios alternativos

Categorías deljuicio de amparo

Concretando las conclusiones anteriores y con una visión actual y

futurista del juicio de amparo, cuyo carácter y naturaleza es variada y

multifacética, se puede clasificar de la manera que se presenta en los

siguientes cuadros y que las categorías aludidas debieran de tener las

peculiaridades y características que se mencionan:
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Leyes 132

Amparo

Contra

Actos

risdiccionales

Actos

administrativos

133 134

Juicio§

Procedimientos en forma de

lnconftitucionales 135

tlegatps rs

juicio

{

Arbitraje y amparo

"' El trám'te debe ser con sencillez procesal pues en general no hay situaciones de facto
complelas que acredrtar y el pronunciamrento se apoya en cuestiones de estrlcta
constrtucionahdad

t33 
La actuat apertura del¡uicro de amparo ha llevado a la federahzación de la justicra, pues casi

todos los Jutctos acaban en el amparo, lo cual deberia de reglamenfarse de manera inteligente.
t* Por la materra a que se refieren y al ser práctrcamente un recurso de legalidad, se impone

establecer reglas exigentes, precrsas y exactas de lnterés ¡urídico ¡i procedencia, como en la
casacron Una propuesta es que <omo en realidad se le da el seqtido de 3" instancia- el

tribunal actúe con plenrtud de ¡unsdicción tal y como sucede actuafrnente con la casaciÓn en - -

Europa para evitar el frecuente reenvio.tdé" pro'pone que el trámite del amparo sea sencillo y sumario, de farandilla, probablemente de

única lnstancta st es que se apoya en ¡urrsprudencia, critertos reitelados o casos poco

trascendentes podría pensarse ahora en un certiorari seme¡ante alque aplica la Suprema Corte
(wnt of certroran para tribunal colegrado de circuito).

{
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Como

pues es requ¡sito de procedenc¡a

r efl

del

Control const¡tucional (sólo que haya garantías

de amparo )

Casación o último contro! de legalipad
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Todo to que se ha dicho a propósito de los medios alternos para la

solución de los conflictos ha sido con el propós¡to de evitar una contienda

cuya duración y costo, a nadie beneficia, ya que la solución de la

controversia se ve diferida hasta que concluye el procedimiento judicial.

Aquí sería interesante observar los datos estadísticos acerca del número de

conflictos taborales que se previenen con la etapa de conciliaciÓn, que se

practica ante las juntas locales y federales de conciliación y arbitraje, como

también el de remitirnos a los datos que arrojan los sistemas de mediaciÓn

que se practican, tratándose de la procuraduría del consumidor. Pues bien,

¿de qué forma podría auxiliar este sistema aljuicio de amparo? como medio

legal para evitar la proliferación innecesaria de juicios de garantías; y sobre

todo ¿qué tan factible resulta implementarlo?, pues a todos nos resulta

difícil pensar, en que pueda substituirse el enjuiciamiento de los actos de las

autoridades responsables, por una mediación entre particulares; lo que

desde luego nos lleva a otra reflexión ¿será factible sugerirlo en todos los

conflictos judiciales?, tales como aquellos en donde se ventilan derechos

que no se refieran a cuestiones patrimoniales. Evidentemente que las

preguntas y las respuestas que nos podemos hacer, dependerá de la forma

en que podamos solucionar tales cuestionamientos.

Por principio de cuenta, debemos de tener presente que el origen del

arbitraje es netamente consensual, en el cual la voluntad de las partes es

determinante, esto es, existe arbitraje porque las partes así lo han

convenido. Al arbitraje se llega por acuerdo y solamente se puede someter

al arbitraje, litigios que versan sobre derechos respecto de los cuales las

'* Por analogía con el amparo ¡urrsdiccional, se proponen reglas exigentes, precisas y exactas de
interés jurídico y procedencia, análogo a la casación
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partes tienen libre disposición. Otra situación es quf entre la función del

juez y la del árbitro, existen diferencias. El árbitro a$lica un procedimiento

convenido por las partes; por el contrario el juez ps un funcionario del

estado que pertenece at poder judicial, y administra n¡r consiguiente justicia

a nombre del estado, en síntesis su funciÓn queda sujeta a un

procedimiento estricto enunciado por un código; y §¡ bien ambos realizan

funciones jurisdiccionales en cuanto deciden el dereclo, sin embargo como

juris-dictio difieren en cuanto que no les es comÚn llas características que

les son propias a las autoridades, que es el del "imperium", con todas las

consecuencias como to es la posibilidad no sólo de d{cir el derecho, sino de

ejecutarlo. 137

Ahora bien, que relación de proximidad existe efitre eljuez y el árbitro,

ante la diferencia tan marcada como Io es la caren(ia del imperio de este

ultimo, lo anterior queda resuelto por los sistemas qfe operan, uno que Se

denomina de "separación" en el cual la autonomía del la voluntad predomina

y que constituye un sistema favorable al arbitraje, en donde la actuaciÓn del

juez es casi inexistente; y otro de "asimilación", en el cual al árbitro se le da

poderes similares al deljuez.

En este último sistema, si los poderes son Oiln ejercidos, el árbitro

contará con et poder necesario para efectuar una btfena administración de

las pruebas y tomar directamente las medidas pre:autorias sin necesidad

de pasar por una autoridad judicial, dotándolo así,

sólo estaba reservado al funcionario judicia!.

dé cierto "imperium" que

2778
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Cualquiera de los sistemas que se implementen no puede escapar a

la realidad de que entre árbitro y juez existan sus diferencias precisamente

porque se trata de instituciones de naturaleza distinta, que responden a

necesidades diferentes.

El juez es muy importante porque encarna la función pública de

administrar justicia; por su parte el árbitro existe porque las partes desean

implementar una solución mediante la persona que consideren más

preparada para decidir su Pleito.

Ahora bien, debe tenerse presente, que el arbitraje es un instrumento

esencialmente práctico para resolver controversias derivadas del comercio y

de aquellos problemas en donde predominan los intereses patrimoniales, de

ahí que no es extraño que ese sistema se haya desarrollado en Ias

comunidades de comerciantes. En la actualidad en que se cuenta con una

economía abierta y un mundo globalizado, los asuntos que se someten al

arbitraje llegan a é! porque las partes no tienen otra opciÓn, y el arbitraje

representa la única instancia a la cual dos contratantes en un mercado

internacional acordaron someter su litigio. 138

Con base en esta consideraciÓn, y como forma práctica en que

pudieran utilizarse los medios alternos para la solución de los conflictos, lo

sería en las controversias del orden civil o administrativos en donde los

intereses patrimoniales fueran el principal motivo de la controversia, y no así

'38 Fernando Mantilla Serrano.

2779



Gomisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de

de acciones que afectan el orden y la estabilidad de lla familia , ni tampoco

tos casos de los confl¡ctos taborales, en donde anted del inicio de ta causa

exista mediación, n¡ en las causas penales o en aqu$llos asuntos en que el

estado nacional y sus órganos descentralizados seanlPartes; como tampoco

en los amparo en donde existan violaciones directas á la Constitución.

Una última reflexión, la mediaciÓn no Rodrfl sustituir al juicio de

amparo, ni podría interpretarse así, lo que Se pretende eS de que

previamente a la procedencia del amparo se cumpla con el requisito de

procedibilidad, de agotar la mediación como forma {e resolver el conflicto.

Mas aun, lo anterior operaría en los problemas de le§alidad en los juicios de

amparo directos civiles o administrativos, en donde 
¡o 

existe una violación

directa a una garantía individual del gobernado, §ino que en estos se

reclamen ta afectación al principio de legatidad por inexacta aplicaciÓn de la

ley, o por su incorrecta interpretación jurídica o por gontrariar los principios

generales del derecho.

las disposiciones que

lnstituto Federal de

Así, podria instituirse la mediación con caráctQr obligatorio previo a la

interposición del juicio de amparo y regirse ese Oro¡edimiento conforme a

efecto se expidan, fungiendo como mediador el

Defensoría Pública del Poder Judicial de !a

Federación, aplicándose como se dijo en ese proce(imiento de mediación y

conciliación, únicamente para los asuntos de pago de pesos, y

controversias administrativas y del orden civil que l no afectan el orden y-

estabilidad de la familia y en donde no exista tampo[o ,n, violación directa

a la Constitución.

al

la
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Sobre la base de lo anterior (con el perdón por la expres¡Ón de

ampar¡tos de juguete) resulta que hay un buen número de casos en donde

e! juicio de amparo no implica solución de conflictos, sino apenas un medio

preparatorio a tat fin, ya que puede implicar hasta varios amparos de rebote,

atendiendo a lo que sea materia de la ejecutoria. El cuadro y alternativas

que se proponen es el siguiente:

Congruencia'

Violaciones

Formales

Exhaustividad

Motivación

Audiencia

Violaciones

in

procedendo

Emplazamie

nto

Amparitos

de

juguete

Violaciones

procesales

larlos o

Encadenarlos

a^

"En
casos de

intereses

privados y de

carácter

estrictamente

patrimonial.

Poder

poner

fin al

conflicto
139

Resuelven aspectos

no finales o que no son

trascendentes o relevantes

de la esencia del verdadero

conflicto
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Debe de ser un órgano (de conciliación o med¡áción) verdaderamente

profesional y eficiente, de acuerdo con la experiQncia y técnicas más

lnstrumentos

modernas y eficientes de negociaciÓn.

El objetivo como ya se apuntÓ, que no debe ahandonarse, ha de ser

consegulr

ejecutorias.

soluciones verdaderas, atractivas, ra{icales, definitivas y

Para los casos de juicios federales o de arfparo, en los que se

estimara adecuado el empleo de medios alternltivos (Vgr. Caso de

amparos jurisdiccionales donde solo se ventilen iritereses particulares y

especialmente los estrictamente pecuniarios) el órlano respectivo podría

estar inserto o incorporado en el lnstituto de le Defenloría Pública.

Siempre sería más barato abrir y seguir rn profeOimiento concitiatorio

que seguir un juicio.

En todos los casos, deberá de aplicar, con él mayor respeto a las

partes, los principios de ta psicología de los arre§los o concertaciones,

aprovechando experiencias de otras latitudes y las propias que han dado

resultados en el país.

t3e Y no solo dilatar la solución de la con[oversia con amparos de rebote

i¿7E?,
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En alguna época se comentaba que el secretar¡o del Trabajo y

Previsión Social, conveÍtía las ses¡ones de conc¡liac¡ón de huelgas

trascendentes en "reuniones a puerta cerrada"; pues obligaba a las partes a

dirimir el conflicto a como diera lugar, ya que de lo contrario había

impedimento para poderse ir a casa.

Solución frontal a problemas básicos y reales.

Reingeniería I Actualizar procedimientos.

Nuevos mecanismos ágiles y econÓmicos. Deben

Procesal I frascender formalidades.

Conseguir arreglos que acepten las partes porque

se adecuen a solucionar sus intereses. LegitimaciÓn de!

arreglo.

Tribunales especializados

Una experiencia más, conducente a la solución de las causas

auténticas de los conflictos, es la consideración de ciertos tribunales como

los que en seguida se mencionan, donde siempre se busca conseguir y

privilegiar una negociación o, cuando menos, resolver de lleno el conflicto

inter partes de manera cabal. Algunos ejemplos de ello son:

Juicio mercantil entre comerciantes. Es el caso de! juicio de árbitros

que existió en el siglo pasado. La idea era que el propio gremio o sector de

comerciantes, en conciencia y tomando en cuenta la problemática de la
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actividad, reso¡v¡eran sus confl¡ctos. Era un caso

mismo tiempo un comerciante.

fondo.

éxito y eficiencia que otros) medios alternativos.

Los principales son:

que el juez

Organos especializados:

En el país tenemos variados Órganos que trarpitan (algunos con más

PROFECO Procuraduría Federal de ProtecciÓfr al Consumidor.

El artículo 4", primer párrafo constitucional, rePonoce y privilegia las

decisiones de tos jueces locales, espec¡almente de zonas culturalmente

incomunicadas, a fin de que se resuelvan los liti$ios con base en las

costumbres y tradiciones

Tribunal en Propiedad lndustrial.- Es un caso interesante que existe

en Alemania, que atendiendo a ta litis que se de e1 cada caso (nulidad o

uso indebido, plagio o copia de marcas, invasiÓn rde patentes, etc.), se

integra con paneles que los conforman abogados, ingenieros y técnicos

(multidisciplinarios), pudiendo prevalecer el número dp Juristas en el panel si

la materia del debate es jurídica; o bien, ingenieros y técnicos, si es

económico o tecnotógico el sustrato del debate. !o importante es que

entienden y conocen la esencia del conflicto o co¡troversia (económico,

tecnológico o jurídico, según sea el caso) y pueden proveer una solución de
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CNSF Comisión Nacional de Seguros y F¡anzas.

lMPl lnstituto Mexicano de la Propiedad lndustrial.

CNDH Comisión Nacional de Derechos Humanos. Presiona con

exhibir políticamente al infractor.

STPS Secretaría de! Trabajo y Previsión Social, en conflictos

colectivos, especialmente huelgas e individuales.

Procuraduría de Defensa del Menor y la Familia.

Arbitraje médico CNAM ComisiÓn Nacional de Arbitraje Médico.

Procuradurías Fiscal / Justicia / Agraria / Laboral'

Ministerio público puede actuar como conciliador.

Conciliadores profesionales que puedan "chantajea/' convencer.

Propuestas

Filtro eficiente ante la potestad común. Establecerlo como obligatorio

y previo en casos de intereses particulares, especialmente cuando estos

son pecuniarios.
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a moción de una de las partes (sujeto a resolución dis¡reciona! deljuzgador)

o del propio tribunat, se acuda a la mediación o conciliáciÓn, antes o durante

eljuicio.

Se sugiere y propone que en la Ley de Am

En los amparos jurisdiccionales de carácter estfictamente patrimoniat,

se establezca !a

I

paro

facultad deljuzgador para promover y decidir que las partes intenten alguno

de los medios alternativos.

El cuerpo de mediadores o conciliadores ¡O hoc que pudiera

depender del lnstituto de la Defensoría Pública se endargaría de invitar a las

partes a negociar, buscando y puntualizando las confeniencias que a cada

uno beneficien.

Establecer sanciones relevantes para los sujetps procesales que sea

claro, o Se presuma fundadamente, que usan el juicio de amparo para

evadir una obligación o dilatar sin razón la solución Opt conflicto a través de

la presunción resultante en negarse o evitar

alternativos.

cudir a los medios

Una alternativa, podría ser un certiorari u opinión del tribunal

colegiado de circuito, rechazando conocer de ciertos amparos en donde se

advierta que hay un abuso no justificado en su prorrloción, que se trata de

un asunto poco trascendente, o bien, que resulta anti-económico-su

tramitación para la sociedad y que dificulta la vi$encia de! artículo 17

constitucional.

a
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Crear esquemas y procedimientos eficaces y funcionales de med¡os

alternativos. (Jean Ctaude Tron Petit, Tomo lV, páginas 2309 a 23571-

Es así, que nuestra propuesta va hacia el artículo 107 constitucional

porque de ahí habrá de derivarse necesariamente la nueva Ley de Amparo,

y es entonces que proponemos reformas a la fracción l, en el principio

retativo a instancia de parte agraviada, para que dicho principio se

enriquezca con el interés público del estado para que la prosecuciÓn y

resolución det juicio de amparo sea siempre oficiosa, pues al ser el amparo

un procedimiento protector de las garantías individuales del gobernado, es

trascendente que no quede al sólo arbitrio de la parte agraviada, puesto que

la plena vigencia de los derechos humanos conlleva el más alto interés

político en la realización de todo Estado de Derecho democrático, por

cuanto que los derechos humanos son de alto contenido legitimador en la

vida del Estado.

Otra reforma que se propone es la reducción de la fórmula Otero en la

fracción ll del supracitado artículo 107, sin que Ia propuesta llegue a romper

con la fórmula Otero en sentido estricto, toda vez que ya existe la acciÓn de

inconstitucionalidad en el articulo 105 que prevé la abrogación automática

de una ley inconstitucional por mandato de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, órgano ante el que se sustancia la acción de inconstitucionalidad.

Por ello nuestra propuesta es sólo en el sentido de que en el amparo contra

leyes, el órgano legislativo emisor del acto reclamado y que tenga carácter

de autoridad responsable, deba cumplir con la sentencia de amparo,

derogando o reformando la parte que haya sido declarada inconstitucional
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por !a resoluc¡ón judicial, con lo que formalmente no 1se dá la derogación o

abrogación automática de la ley como en la acción de inconstitucionalidad, y

sí en cambio, se pugna porque el Legislador ajuste sr¡s actos a! régimen de

constitucionalidad, sin perjuicio de que la nueva Ley He Amparo establezca

ciertos mecanismos de excepción en virtud del fu$ro de que gozan los

legisladores.

En la fracción Xl se propone que en el amppro directo cuando se

promueva ante el Tribunal Colegiado contra actos de las Salas de los

Tribunales Superiores de Justicia; la suspensión se¡ resuelta por un sala

distinta a la que constituya la autoridad responsable ¡f que tendrá que ser !a

Sala que en materia de Amparo esté de turno, dent[o del correspondiente

Tribunal Superior de Justicia, con lo cual pretendemos que la medida

suspensional como está ahora legislada, no fonstituya una mera

providencia dictada como un procedimiento de eleculión de la sentencia de

la misma autoridad responsable, y sí en cambio cori nuestra propuesta se

busca que la medida suspensional constituya un verJadero incidente dentro

deljuicio de amparo.

También se propone en la fracción Xll, la creagión de Jueces y Salas

de Amparo dentro de los Poderes Judicial de los estJOos, que conozcan del

Amparo de Legalidad; de esta forma nuestra propuegta es en el sentido que

el llamado Amparo Legalidad disminuya cargas de t(abajo al Poder Judicial

Federal para que dicho Poder disponga de mayorfs recursos técnicos y-

humanos para resolver Ios amparos de constitucionálidad, y a la vez con el

amparo legalidad, los Poderes Judiciales de los Estados recobran su
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soberanía o autonomía jurisdiccional con jueces que conozcan de amparo

indirecto y salas que conozcan el recurso de revisión y del Amparo Directo.

Así mismo en la fracciÓn Xll que se comenta, se propone ta

jurisdicción concurrente de los Jueces de Amparo local para conocer de

violación de garantías de los artículos 16, 19 y 20, de la propia ConstituciÓn

en materia penal, sin perjuicio de la jurisdicción auxiliar de los jueces de

primera instancia más cercanos a la autoridad responsable.

Por lo expuesto y considerado el Supremo Tribunal de Justicia del

Estado de Colima, tiene a bien poner a su consideraciÓn la siguiente:

PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL

EN MATERIA DE AMPARO

Que se reforme el articulo 107 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos en sus fracciones l, ll, Xl y Xll, mismas

fracciones que en el texto vigente disponen:

"Artículo 107.-

l.- El juicio de Amparo se seguirá siempre a instancia de parte

agraviada.

ll. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos

particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial

sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de

la Ley o acto que la motivare.
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En el juicio de amparo deberá suplirse la defi4ienc¡a de la queja de

acuerdo con lo que disponga la Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107

de esta Constitución

se reclamen actos que tengan o puedan tener comoCuando

consecuencia

tierras, aguas,

privar de la propiedad o de la posesiÓn y disfrute de sus

pastos y montes a los Ejidos o a tos núcleos de poblaciÓn

que de hecho o por derecho guarden el estado comulnal, o a los ejidatarios

o comuneros, deberán recabarse de oficio todas Aquellas pruebas que

puedan beneflciar a las entidades o individuos menci{naOos y acordarse tas

diligencias que se estimen necesarias para precisar qus derechos agrarios,

así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anteflor no procederán, en

perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o

comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesá! ni !a caducidad de la

instancia, pero uno y otra si podrán decretarse en sul beneficio. Cuando se

reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco

procederán el desistimiento ni el consentimiento ef,preso de los propios

actos, salvo que el primero sea acordado por la 
lsamblea 

general o el

segundo emane de ésta.

Xl.- La suspensión se pedirá ante la autoridld responsable cuando-

se trate de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de

Circuito y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. En todo

caso, el agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia



autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás

partes en eljuicio, incluyendo al Ministerio Público y una para el expediente.

En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los

Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito.

Xll.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia

penal, 1g y 20 se reclamará ante el Superior del Tribunal que la cometa o

ante el Juez de Distrito o Tribunat Unitario de Circuito que corresponda,

pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien,

en los términos prescritos por la fracciÓn Vlll.

Si el Juez de Distrito o et Tribunal Unitario de Circuito no residieren en

el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el

Juez o Tribunal ante et que se ha de presentar el escrito de Amparo, el que

podrá suspender provisionalmente el acto reclamado en los casos y

términos que la misma Ley establezca".

Las fracciones l, ll, Xl y Xll, del artículo 107 constitucional que se han

transcrito en letra cursiva, en su texto actualmente vigente, se propone que

se reformen o adicionen con los textos que en letra cursiva negrita, a

continuación se transcriben:

"Artículo 107.-

l.- El juicio de Amparo y sus recursos, se iniciarán siempre a instancia

de parte agraviada, pero su prosecuciÓn y resoluciÓn será oficiosa.
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ll.- La sentencia será siemPre tal,

particulares, limitándose a ampararlos y

que sólo sf ocupe de individuos

protegerlod en el caso esPecial

sobre el que verse la queja, sin hacer una declaracióh general respecto det

acto que la motivare.

Cuando el acto reclamado sea una Ley, el Ór{ano legislativo emisor

del acto en su carácter de autoridad responsabie deberá cumplir ta

sentencia de amparo, reformando o derogando Ia pbrte relativa de la Ley

que haya sido declarada inconstituciona! por la resolu§ión judiciat.

En el juicio de amparo deberá suptirse la defibiencia de la queja de

acuerdo con lo que disponga la Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107

de esta Constitución.

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como

consecuencia privar de la propiedad o de la posepión y disfrute de sus

tierras, aguas, pastos y montes a los Ejidos o a loq núcleos de poblaciÓn

que de hecho o por derecho guarden el estado compnal, o a los ejidatarios

o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que

puedan beneficiar a las entidades o individuos mencipnados y acordarse las

diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios,

así como la naturaleza y efectos de los actos reclamgdos.

En los juicios a que se refiere el párrafo antgrior no procederán, en

perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, ? de Ios ejidatarios o

comuneros, el sobreseimiento por inactividad Oroce¡a! ni la caducidad de la

instancia, pero uno y otra si podrán decretarse en sy beneficio. Cuando se
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reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco

procederán el desistimiento ni et consentimiento expreso de los propios

actos, salvo que e! primero sea acordado por la asamblea general o el

segundo emane de ésta.

Xl.- Cuando se trate de amparos directos promovidos ante los

Tribunales Colegiados, contra actos de las Salas de los Tribunales

Superiores de Justicia de los Estados, lo relativo a la suspensión lo

resolverá la Sala que en materia de amparo esté de turno, dentro del

correspondiente Tribunal Superior de Justicia. En todo caso, el agraviado

deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad

responsable, acompañando copias de la demanda para las demás partes en

el juicio, incluyendo al Ministerio Público y una para el expediente. En los

demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los Juzgados de

Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito.

Xll.- La violación de las garantías de legalidad establecidas en los

artículos 14 y 16 , y sus incidentes de suspensión, se reclamarán y

tramitarán en amparo indirecto ante los Jueces y en revisiÓn o en amparo

directo ante las Salas, que en materias de amparo establezcan los

Tribunales Superiores de Justicia de los Estados en los términos de la

propia Ley de Amparo.

La violación de las garantías de los artículos 16, en materiapenal, 19

y Zg se podrá reclamar ante el Juez de Amparo del Poder Judicial del

Estado que resulte competente o ante el Juez de Distrito que corresponda,

2793



Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de

pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resolucionps que se pronunc¡en,

en los términos prescritos por la Ley de Amparo. 
i

l

Si el Juez de Distrito o el Juez local de AmparD, no residieren en el

mismo lugar en que reside la autoridad responsable, podrá presentarse e!

escrito de Amparo ante el Juez de Primera. lnstan{ia mas cercano a !a

autoridad responsable, el que podrá suspender prfvisionalmente el acto

reclamado en los casos y términos que la misma Le¡i establezca". (Felipe

Chávez Carrillo, Tomo lV, páginas 2561 a 2568).

FORO DE ESTUDIO DE Iá
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS

pRopuESTA DE REFORMA A LOS ART|CU+OS 105 Y 107 DE LA

CONSTITUC¡ÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIIDOS MEXICANOS.

Para poder sostener el orden público como ]ambiente o estructura

objetiva, el Estado requiere necesariamente del esta{lecimiento de un orden

jurídico que asegure e! mantenimiento de aqué|, délimitando la esfera del

poder de la autoridad e impidiendo la invasión tarito de la esfera de los

derechos de los gobernados como de la esfera Oe c{mpetencia de la propia

autoridad, a través de la ordenación y planificación, {ue impidan se caiga en

un régimen de arbitrariedad.

i

Asi el Derecho da al individuo la estructrra q,,ie da forma at Estado a

través de la Ley Constitucional en el mayor nivel, 
]Ror 

to que debe existir



congruencia absotuta y totat entre el orden jurídico creado por ésta y las

leyes secundarias.

Dentro de un Estado federal, como lo es el nuestro, coexisten tres

tipos de competencia: ta competencia del Estado federal, la competencia de

Ia Federación y la competencia de los Estados locales. A cada una de ellas

le corresponden funciones diferentes entre sí, por lo que la ejecución de Ias

mismas tocan a órganos diferentes.

Conesponden al Estado Federal, en forma exclusiva, las siguientes

funciones o facultades:

Las reformas o adiciones a la Constitución Federal;

La reforma de la Constitución en su parte geográfica;

La suspensión de las garantías constitucionales; y

El control de la constitucionalidad.

De ellas nos interesa, en el caso, la última, que corresponde al control

de la constitucionalidad de los actos de autoridad, cuyo objeto consiste en

mantener la regularidad de las relaciones entre la ConstituciÓn como norma

superior y las normas federales y locales, en su carácter de normas

inferiores a ella.
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Tal función la ejerce a través de uno de bs] órganos del Estado

Federat, que s¡ bien no deja de ser un órgano constiluido, tampoco puede

dejarse de tomar en consideraciÓn que, al mismo tiempo, Se le da la

categoría de "pode f , y la propia Constitución le otorg{ la facultad de ejercer

la función de control de ta constitucionalidad de lo! actos de los demás

órganos constituidos.

La clase de órgano que tiene la facuttad de cfntrolar la regularidad

constitucional, así como e! tipo de resultado que arrQja su función, son los

dos elementos que determinan cuál es el procedimie¡to que se sigue para

obtener el control de constitucionatidad. 
i

En nuestro sistema jurídico, el control de constitucionalidad se

contiene en lo dispuesto por los artícutos 103, tb¿, 105 y 107 de Ia

Constitución Política de los Estados Unidos M$xicanos, y en tales

disposiciones se faculta a la Suprema Corte de JustiDia de la Nación como

el órgano encargado de vetar porque las norm", ffO"rrles y locales, en

cuanto normas de carácter secundario, manten$an una relación de

regularidad con la Constitución Federal como normal superior, así como de

aplicar la coacción en contra de los órganos federales y locales, cuando

reaficen actos o emitan leyes que contradigan el texio Constitucionat. Todo

ello a través de lo dispuesto en ta Ley Reglamentari{ de los Artículos 103 y

107, de !a Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mejor

conocida como Ley de Amparo, y por la Ley ]negtamentaria de las-

fracciones I y lt de! Artículo 105, de la propia Constitulción.
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El control de constitucionatidad se sigue, como es sabido, por dos

vías:

El procedimiento jurisdiccional, y

El procedimiento pol ítico-jurisdiccional.

EL PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL

Conforme a lo dispuesto por las tres fracciones del artículo 103 de la

Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tribunales de la

Federación son los encargados de resolver toda controversia que se

suscite:

por leyes o actos de !a autoridad que viole las garantías

constitucionales;

por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la

soberanía de los Estados o !a esfera de competencia del Distrito Federal, y

por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito

Federal que invadan ta esfera de competencia de la autoridad federal.

por su parte, el artícuto 107 Constitucional establece las bases que

rigen al Juicio de Amparo para resolver las controversias que se susciten

conforme a lo dispuesto por las tres fracciones del referido artículo 103;

juicios que estarán sujetos a los procedimientos y formas del orden jurídico
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que se cont¡enen en la Ley Reglamentaria i de tales Normas

Constitucionales.

Es a través det Juicio de Amparo, pues, que s{ tutetan los derechos

que la Constitución Federat otorga a los goberna{os, mismos que son

conocidos con el nombre genérico de Garantíaf Constitucionales o

Garantías lndividuales, y, al mismo tiempo, se presenla la supremacía de la

Constitución Federal en contra de los actos y las 
]leVes 

emitidas por la

autoridad, tanto federal como local.

El derecho de examen que el gobernado tiene 4especto de las leyes o

de los actos de la autoridad, constituye un derecho sqbjetivo, entendido éste

como la posibilidad jurídica de participar en el proceso de creación de una

sentencia constitucionat, por lo que bien puede ] ser identificado, ese

derecho, como el ejercicio de una acción constitucionfl.
l

Por tanto, el Juicio de Amparo es un fnedio de control de

constitucionalidad que se lleva a cabo con base eh un procedimiento de

carácter jurisdiccional de orden Federal, que se ini-qia con una demanda y

concluye con una sentencia en la que se determina la constitucionalidad o

inconstitucionalidad de las leyes o actos de la au¡[ridad, que trae como

consecuencia la nulidad de la ley o del acto que qe reclama, siendo sus
i

efectos relativos, puesto que sólo benefician al golernado o gobernados

que solicitaron la protección constitucional por tal mepio de control.
i

Por cuanto hace a! amparo contra leyes ]debe decirse, que el

legislador, federal o local, dentro de sus facultades gpza de absoluta libertad
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para crear ¡eyes, pero tal facultad no excluye de la obligaciÓn de ajustar su

actuación a la regutaridad const¡tucional, y cuando llega a exped¡r una

norma contrar¡a al texto constitucional, ésta afecta a todo el orden jurídico

del Estado, por to que debe repararse el daño causado, ya que siendo la ley

la primera de las fuentes del Derecho, la ley secundaria debe ser

congruente con ta Constitución, que es la cristalización de la supremacía

misma del Estado y como tal, tiene una doble característica: supremacía y

primacía.

La supremacía significa que la Constitución, es la ley de mayor

jerarquía para la organización política, jurídica y social del Estado. Por su

parte, la primacía implica que la ley primera, de la cual derivan las demás

leyes del orden jurídico.

por tanto, el legistador no puede actuar de manera irresponsable,

pues de existir una ley que lesione las garantías constitucionales en

perjuicio de los gobernados en contravención de las disposiciones

constitucionales, el Juicio de Amparo es el instrumento idÓneo para atacar

la inconstitucionalidad de tales disposiciones de contenido normativo y

observancia general.

El resuttado del control de !a constitucionalidad lo constituye la

sentencia, que se dicta al concluir el procedimiento, y en el caso del Juicio

de amparo, la sentencia que concede la protección constitucional tiene por

objeto suspender la ley impugnada y dar la bases de su ejecuciÓn, sin que

exista suplantación de aquélla.
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lugar, sino que

Constitución.

Por tanto, la sentencia de amparo no solo an[la la norma que eS

declarada inconstitucional, sino que obliga a la autbridad responsable a

actuar de tal manera que se restituya at agraviado en pl goce de la garantía

constitucional violada, de manera que las cosas v\ilelvan al estado que

guardaban antes de la violación. Aquí, el Ó(ano de control de

constitucionalidad no suple a la autoridad responsablp, no se coloca en su

la obliga a comportarse de manera rQgular en relaciÓn a la

La sentencia de amparo, pues, al declarar la ilconstitucionalidad de

una ley, declara su nulidad con las siguientes caractedísticas:

Es una nulidad establecida

constitucionalidad;

Es una nulidad con efectos restitutorios,

retrotraen a la fecha en que entró en vigor la ley; y

La nulidad de la ley que se declara inconstitu{ional, sólo se ocupará

de los individuos particulares que hubieren promovido el juicio, limitándose

al caso sobre el que versó la demanda, debido a la rélatividad de los efectos

de la sentencia, los cuales están previstos por la frapción ll del artículo 107

Constitucional, y por et artículo 76 de ta Ley de Ampfro.

b) EL PROCEDTMTENTO POLITTCO-JURISDIoCTONAL

por el órgano el control de

es decir, sus efectos se
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Tanto la fracción lV del artículo 1U como el artículo 105 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen que las

controversias constitucionales y la acción de inconstitucionalidad, a que se

refieren las fracciones I y tl del referido artículo 105, serán del conocimiento

exclusivo de ta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos del

procedimiento que se señale en !a tey reglamentaria correspondiente.

I.AS CONTROVE RSIAS CONST¡TUCIONALES

conforme a lo dispuesto por la fracciÓn l, del artículo 105

Constituciona!, una controversia constitucional puede surgir exclusivamente

entre Poderes, Entidades, ya de la Federación, ya de los Estados o con el

Dist¡to Federat o con los Municipios o, finalmente, entre órganos de tales

Entidades.

Por lo tanto, la controversia puede suscitarse entre:

La FederaciÓn y un Estado o el Distrito Federal;

La FederaciÓn Y un MuniciPio;

El poder Ejecutivo y Con§,-eso de la Unión; aquél y cualquiera de tas

Cámaras de éste o en su caso, la ComisiÓn Permanente, Sean como

órganos federales o del Distrito Federal.

En estos tres primero casos, se comprenden todas las controversias

que puedan tener como fin dirimir conflictos motivados por leyes o actos que
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se den dentro de las tres esferas de competencfa: Federal, Local o

Municipal.

Un Estado y otro Estado;

Un Estado y el Distrito Federal;

El Distrito Federal y un Municipio;

Dos Municipios de diversos Estados.

En estas cuatro hipótesis se contempla la po$iOitiOad de que surjan

conflictos exclusivamente entre Entidades locates eirtre sí, incluyendo en

ellas a los Municipios, y serán materia de la ]controversia única y

exclusivamente actos reatizados entre tales partes. 
l

i

Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la co[rstitucionalidad de sus

actos o disposiciones generales;

Un Estado y uno de sus Municipios,

actos o disposiciones generales;

Un Estado y un Municipio de otro Estado,

de sus actos o disposiciones generales; y,

Dos órganos de gobierno del Distritor Federal, sobre la

constitucionalidad de sus actos o disposiciones gene¡ates.

sobre la cdnstitucionalidad de sus

sobre la constitucionalidad
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En estas últimas cuatro hipótesis se comprenden a aquellos casos en

tos que ta controversia se centra en ta regularidad constitucional de los

actos o leyes que emitan los estados o el Distrito Federal, o atguna

disposición general que pudieran emitir tos Municipios dentro de su esfera

de competencia, y que pudieran estar en contravención con la ConstituciÓn

Federal.

Esta diferencia, entre los grupos señalados anteriormente, permite

establecer el alcance y efectos que tendrán las sentencias que al respecto

se dicten por ta Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn, al resolver cada

una de ellas, los cuales difieren según el caso de que se trate.

En efecto, los dos últimos párrafos de la fracciÓn I que se analiza,

establecen que:

"Siempre que las controversias versen sobre disposiciones "generales

de los estados o de los Municipios impugnadas por la "FederaciÓn, de los

Municipios impugnadas por los estados, o en "los casos a que se refieren

los incisos c), h) y k) anteriores, la "resoluciÓn de la Suprema Corte de

Justicia las declare inválidas, "dicha resoluciÓn tendrá efectos generales

cuando hubiera sido "aprobada por una mayoría de por lo menos ocho

votos.

"En los demáS casos, las resoluciones de la Suprema Corte

Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes

"controversia".

"dg

en
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Por su parte, et artículo 42 de la Ley Reglamentflria de dicha fracciÓn,

re¡tera el contenido del primero de los párrafos que anteceden y agrega al

mismo lo siguiente:

'En aquellas controversias respecto de normas]generales en "que no

se alcance la votación mencionada en el párrafo ariterior, "e! Pleno de la

Suprema Corte de Justicia declarará desestimadas ]"dichas controversias.

En estos casos no será aplicable lo "dispuesto en el artículo siguiente: En

todos los demás casos las "resoluciones tendrá4 efectos únicamente

respecto de las partes "en controversia".

Atento al contenido de las disposiciones transfritas, debe concluirse

que la sentencia que se dicte en la controversia con§tituciona! puede tener

dos clases de efectos:

Efectos generales, y

Efectos relativos únicamente entre las partes ep controversia.

Para que tenga efectos generales la senteincia se requiere que

cumpla con los siguientes requisitos:

Debe versar exclusivamente

sobre leyes,

sobre disposiciories generales, es decir,-
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Tales disposiciones generales pueden ser em¡tidas por los Estados o

los Municipios:

En estos casos, !a impugnac¡ón debe ser promovida por la Federación

en contra de teyes de los Estados o de los Municipios, o bien, por los

Estados en contra de leyes emitidas.por los Municipios;

Que la controversia surja entre el Poder Ejecutivo Federal y el

Congreso de la UniÓn; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su

caso, ta Comisión Permanente, sea como órganos federales o de! distrito

Federal;

Que la controversia surja entre dos Poderes de un mismo Estado;

Que la controversia se de entre dos órganos de gobierno del Distrito

Federa!, y

Que la resoluciÓn que se dicte sea aprobada por una mayoría de,

cuando menos, ocho votos de los Ministros presentes en el Tribunal Pleno

en el momento de dictarse la misma.

Reunidos los requisitos antes señalados, la sentencia tendrá efectos

generales, es decir, erga omnes, alcanzándose así la plenitud de la

protección constitucional a través de un órgano de contro!, toda vez que la

declaración de invalidez constitucional de la ley extenderá sus efectos de

nulidad a todas aquellas normas cuya validez dependa de !a propia norma
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invatidada, según lo dispone la fracción lV del adtículo 41 de la Ley

Reglamentaria.

No obstante, et legislador federal va más allá deitas disposiciones que

se comentan, ya que en el artículo 43 de la propi]a Ley Reglamentaria

amplía más tos efectos de la sentencia que declara fa inconstitucionalidad

de una disposición general, cuando dispone:

i

'Las razones contenidas en los consideran]Oo. que funden los

resolutivos de las sentencias aprobadas por cuand! menos ocho votos,

serán obligatorias para las Salas, Tribunales Unitdrios y Colegiados de

Circuito, Juzgados de Distrito, Tribunales Militares, A§rarios y judiciales del

orden común de los Estados y del Distrito Federal,l y Administrativos del

Trabajo, sean éstos federales o Iocales".

El sueño de los juristas del control de constitucionalidad, al fin, se

encuentra realizado 
]

Nunca antes una sentencia del Pleno de la Suflrema Corte de Justicia

habia alcanzado una plenitud total en sus efectos, cpmo !o puede tener en

la actualidad la sentencia que se dicte dentro flsll juicio de controversia

constitucional. Nunca antes una sentencia había logrado preservar la

supremacía de la Constitución Federal como debe flracerto la sentencia de

controversia constitucional.

Ante tal plenitud de los efectos de la sentencia de controversia

constitucional, es admisible la disposición contenidat en el segundo párrafo
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del artículo 42 de ta Ley Regtamentar¡a en el sent¡do de que, si en e! juicio

que verse sobre una d¡sposición general, la sentencia que se dicte no

alcanza ta mayoría de votos exigidos por el texto constitucional para que

tenga efectos generales, el Tribunat Pleno debe declarar desestimada dicha

controversia.

Es decir, si los efectos de sentencia no van a tener el carácter de

generales; si no van a obtigar a todas las autoridades, Entidades, Poderes u

órganos de gobierno, no tiene objeto declarar inválida una disposición

generat, pues su nulidad sólo tendría efectos particulares y relativos entre

las partes del juicio, y ese no es el objeto de la controversia constitucional

cuando ésta se promueve en contra de disposiciones generales, en los

casos previstos Por la leY.

DE LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD

En la fracción ll del artículo 105 Constitucional, se establece un nuevo

procedimiento que se designa con el nombre de "Acción "de

tnconstitucionalidad", que también tiene como fin establecer un medio de

control de constitucionalidad a través del cual la Suprema Corte de Justicia

de la Nación, determina si una norma de carácter general se encuentra en

contradicción con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Este nuevo medio de control de constitucionalidad - tiene la

característica de ser un procedimiento sumario, a virtud de que en él no

existe controversia entre poderes, sino que a través este medio de control

las llamadas minorías partamentarias existentes en las Cámaras de
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Diputados o de Senadores, por lo que ve al am{ito federal, o en las

Legislaturas de los Estados o en la Asambtea L]egistativa del Distrito

Federat, o bien el Procurador General de la RepúHfca, pueden promover

esta acción que tiene por objeto plantear la posible cpntradicción entre una

norma general y la Constitución Federal.

Es de significarse el hecho de que este medid de control sirve a tas

minorías parlamentarias, de oportunidad para hacer Valer ante el órgano de

control de constitucionalidad todos aquellos argurpentos lógico-jurídico-

político-sociales que, debido a su escasa rqpresentación en los

correspondientes cuerpos legislativos. No les es Oafle oponer durante los

debates que tienen lugar con motivo de ta discusión y aprobación de los

proyectos de ley que se ventilan en los mismos i y qr" tales minorías

consideran contrarios al texto constitucional, permitiéf'rdose así el nivelar las

fuerzas a través del examen constitucional de talef normas, sin importar

que este se lleve a cabo por un órgano diferente ll creador de la norma,

pues, en primer lugar, se tiene la seguridad de lque los conceptos de

invalidez que se expongan al respecto serán analizados sin ánimo ni interés

partidista y, en segundo, el medio de control es el idóneo para llevar a cabo

tal examen.

Es de hacerse notar también, el hecho de quq al adicionarse el inciso

f) a la fracción segunda y permitirse a los partidos] políticos, nacionales o

locales, plantear la no conformidad de las leyes [lectorales federales o

locales, a ta Constitución, se cubrió la taguna quf existía en ésta al no

permitirse el análisis Constitucional de las leyes eleptorales, corrección que
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trae como consecuencia el no permitir que ninguna disposiciÓn general

contraríe a la Constitución, y se preserve así Su Supremacía'

Dentro de este procedimiento la sentencia es también et resultado de!

control de regularidad Constitucional, y al igual que !a sentencia de

controversia Constitucional, puede tener como efecto que se suspenda la

ley que se estime contraria al texto Constitucional Y, en su caso, además se

den tas bases de la ejecución de las mismas, con la diferencia de que la

sentencia que se dicta en ta acción de inconstitucionalidad no tendrá efectos

generales, como los que tiene la de controversia, según lo dispone la propia

fracción ll del Artículo 105 Constitucional y el Artículo 73 de su Ley

Reglamentaria, en los que respectivamente se dispone:

"Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sÓlo "podrán

declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre "que fueren

aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho "votos'.

"Artículo 7g.- Las sentencias se regirán por lo dispuesto en "los

Artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley".

CONCLUSIONES

por todo lo expuesto se puede determinar que en la actualidad

nuestra Constitución Federal ha creado el Derecho Procesal Constitucional,

al establecer tres vías para llegar a obtener la declaraciÓn de

inconstitucionalidad de una ley sea Federal o Local:
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El Juicio de Amparo;

El Juicio de Controvers¡a Constituciona!, y

El Juicio de Acción de lnconstitucionalidad.

En los tres casos se ejercita una acción de ca(cter constitucional por

la vía jurisdiccional, del cua! va a conocer de man{ra exclusiva el Poder

Judicial de !a Federación, mediante la tramitación de $endos procedimientos

que van a culminar en una sentencia, a través de la ]cual puede decretarse

ta inconstitucionalidad o invalidez de una norma ]o disposición general

nulificando !a misma, y cuyos efectos serán de carácler particular o relativos

tanto en el juicio de amparo como en la acción de in{onstitucionalidad, y de

carácter o erga omnes en la controversia constitufional, sentencias que

podrán ejecutarse bajo un mismo sistema y procediiniento previsto por los

dos primeros pánafos de la fracción XVl, del Artículo ]107 Constitucional.

l

Estos tres sistemas de control de la reg]ularidad constitucional

presentan semejanzas y diferencias entre sí:

SEMEJANZAS. Son semejantes los

constitucional en lo siguiente.

La acción es única y tiene el carácter de ser cQnstitucional.

Es única en atención a que, si bien se idpntifican bajo nombres

diversos: acción de amparo, acción de controversid constitucional y acción

tre§ medios de control
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de inconstitucionalidad, to cierto es que las tres acciones se dan para

combatir teyes o actos de autoridad que, en un momento determinado, son

considerados como contrarios a la Constitución, por lo que su diferencia de

nombre o designación únicamente permite identificar al sujeto que es titular

de la acción, que en su orden son: los gobemados, un poder, una entidad,

un órgano de gobierno, et Procurador General de la RepÚblica o un partido

po!ítico, en su caso.

Es una acciÓn que en todos los casos se ejercita por la vía

jurisdiccionat y con ello da lugar al establecimiento de un procedimiento del

mismo tipo.

se da siempre en contra de leyes o actos de autoridad.

El procedimiento siempre culmina con una sentencia declarativa, que

puede tener alguno e los siguientes sentidos:

Puede ser sobreseído eljuicio;

puede declararse la constitucionalidad o validez de la ley o del acto

que se reclame,

puede ser declarada la inconstitucionalidad o invalidez de la ley o del

acto que se impugna y, de darse ese caso, se nulifica la ley o el ac{o;
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Los efectos de la sentencia que verse contra actos, s¡empre serán

relativos y surtirán únicamente entre las partes en eljUic¡o.

de Acción de lnconstitucionalidad

Ante el incumplimiento de la sentencia,

mediante el mismo procedimiento previsto por la

segundo párrafo, delArtículo 107 Constitucional, y

El procedimiento de Amparo y el

son sumarios.

2.- DIFERENCIAS. La acción de amparo

controversia y de inconstitucionalidad en que:

Mientras que la acción de amparo tiende a

ésta puede ejecutarse

fracción XV, primero y

las acciones de

proteger las garantías

difiere de

constitucionales de los gobernados de manera directf e indirectamente a la

Constitución, las acciones de controversia y de incorlstitucionalidad tienden

a proteger de manera directa la supremacía ] de la Constitución,

garantizando así la existencia y la primacía del ordeñ jurídico federa! en su

totalidad.

El procedimiento de amparo y el de acción de inconstitucionalidad

tiene una forma de prosecución sumaria, en camOio el procedimiento de

controversia constitucional es un proceso ordinario y extenso en relación a

aquellos, asemejándose at procedimiento ordinario clfit feOerat.

l

La diferencia mayor y más importante se encu{ntre en los efectos que

produce la sentencia que se dicta en estos procedifrientos cuando el acto
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reclamado es una ley, En efecto mientras que las sentenc¡as de amparo y

de acción de inconstitucionalidad surte efectos de manera relativas entre las

partes en el juicio, !a que se dicta en la controversia constitucional, siempre

que declare ta invalidez de la ley impugnada y se aprobada por una mayoría

de ocho votos de los Ministros presentes, surtirá efectos generales, es decir

erga omnes.

Del juicio de amparo puede conocer el Tribunal Pleno, las Salas, los

Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito y el

Superior Jerárquico de la Autoridad responsable en los casos de los

Articulos 16 en materia penal, 19 y 20 Constitucionales.

En cambio, de las controversias constitucionales y de las acciones de

inconstitucionalidad conoce exclusivamente el Tribunal Pleno de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación.

Estas diferencias no permiten establecer una separación total y

absoluta de los tres medios de control de constitucionalidad a que se hace

referencia, y a pesar de ellas existe entre aquéllos unidad e identidad de

materia, de acción y, sobre todo, el objeto es el mismo: Controlar las leyes y

los actos de la autoridad con el fin de preservar la supremacía de la

Constitución y mantener el orden Jurídico total del Estado Federal.

Todo ello nos lleva a formular a la COMISIÓN DE ESTUDIOS

LEGISLATIVOS DE LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE

tA UNIÓN, la siguiente.
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pRopuESTA DE REFORMA A LOS ARTICULbS r05 Y 107 DE LA

coNST¡TUCtÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDpS MEXICANOS,

Bajo las siguientes cons¡derac¡ones:

Toda vez que el control de la regularidad consfitucional de las leyes

es único, aún cuando el procedimiento establecido 
]Rara 

llevar a cabo ta

tramitación de los juicios de amparo, controversia con§titucional y de acción

de inconstitucionalidad, se establezca en normas con$t¡tucionales diferentes

y se rijan por leyes reglamentarias también diferentep, debe admitirse que

entre ellos existen unidad e identidad de materia, la alción es la misma y e!

objeto de los tres juicios es controlar la actividad dp las autoridades que

están facultadas para crear y emitir leyes federales $ locales, con el fin de

mantener la regularidad constitucional entre éstas y lf Constitución Federal

para preservar la supremacía de ésta y mantener el lrden jurídico total del

Estado Federal.

Que, en la práctica, puede darse el caso dé que se impugne de

manera simultánea una misma ley a través de un juipio de amparo, de una

controversia constitucronal y de una acción de inco¡rstitucionalidad, dando

lugar con ello a que exista entre tales procedimfentos constitucionales

conexidad de causa, y a fin de gue no se f,roduzcan sentencias

contradictorias, los Artículos 37, 38 y 69, ."grn{o párrafo, de la Ley

Reglamentaria de las fracciones ly ll del Artículo 10§ Constitucional, prevén-

que, mediante acuerdos generales, a soticitud de al$uno de los integrantes

de la Suprema Corte de Justicia de la Naciór!, podrá acordarse el

aplazamiento de la resolución de los juicios de ainparo y de acción de
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inconstitucionalidad, hasta en tanto se resuelva la controvers¡a

constitucional.

Esto es así, a virtud de que los efectos de la sentenc¡a que se ttegare

a dictar en la controversia constitucional pueden ser de carácter general, es

decir, erga omnes, como se deja señalado con anterioridad.

Lo anterior permite establecer, que es incuestionable que el Órgano

encargado de conocer de tales procedimientos debe ser el mismo, a fin de

que Ias sentencias que se dicten tengan el mismo fundamento y motivación

jurídicos, conforme lo prevén los señalados Artículos 37, 38 y 69, segundo

párrafo, de ta Ley Reglamentaria de las fracciones I y ll del Artículo 105

Constitucional.

Y, por otra parte, las sentencias que se dicten en tales procedimientos

de control de constitucionatidad deben tener los mismo efectos, cuando

decreten !a inconstitucionalidad o invalidez de la norma o disposición

general impugnada.

Consecuentemente deben reformarse el primer párrafo de Ia fracciÓn

It, y crearse una fracción "ll bis", del Artículo 107 Constitucional, así como et

último párrafo de la fracción ll del Artículo 105 Constitucional, a fin de

establecer que cuando se trate del juicio de amparo en contra de leyes el

competente para conocer del mismo lo será el Tribunal -Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el objeto de que !a sentencia

que se dicte tanto en tal juicio como en el de acción de inconstitucionalidad,
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tengan efectos generales al igual que la sentenc¡a g{e se dicte cuando se

trate de una controvers¡a const¡tucional.

Así se uniformará el procedimiento y contFnido de los juicios

constitucionales que tengan por objeto dirimir controversias mediante las

cuates se impugne a las leyes por cuanto hale a su regularidad

constituciona!, haciendo congruente el Derecho Procefal Constitucional.

Por tanto se propone que el primer párrafo de la fracción li del Artículo

107 Constitucional debe quedar de la manera siguiente:

Debe incluirse una nueva fracción al Artículo 107 Constitucional bajo-

la numeración "ll bis', cuyo texto deberá establecer:

A DE REFORMATEXTO ACTUAL

ll.- La sQntencia será siempre

tal, que sólo se ocupe de individuos

particulares, limitándose a

ampararlos y qrotegerlos en el caso

especial sobre el que verse !a queja,

sin hacer un4 declaración general

respecto de lá ley o acto que la

motivare, con excepción de lo que se

establece para el amparo contra

!1.- La sentencia será siempre

tal que, sólo se ocupe de individuos

particulares limitándose a ampararlos

y protegerlos en e! caso especial

sobre el que verse la queja, sin hacer

una declaración general respecto de

la ley o acto que la motivare.
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ll Bis. El amparo contra leyes federales o locales, expedidas por e!

Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estado o la Asamblea

Legislativa del Distrito Federal, que por su sola entrada en vigor o con

motivo del primer acto de aplicación causen perjuicio a un gobernado, se

interpondrá ante la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn, y será

competencia exclusiva de su Tribunal Pleno.

La sentencia que se dicte por el Tribunal Pleno, en los casos a que se

refiere el párrafo anterior, y declare inconstitucional la ley que se impugne,

tendrá efectos generales cuando sea aprobada por una mayoría de cuando

menos ocho votos de los Ministros presentes, y sus efectos deberán

extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia

norma inconstitucional.

La reforma al último pánafo de la fracción ll de artículo 105

Constituciona! deberá contener lo siguiente:

TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE REFORMA

Las resoluciones de la

Suprema Corte de Justicta sólo

podrán declarar la invalidez de las

normas impugnadas, siempre que

fueren aprobadas por una mayoría

de cuando menos ocho votos.

Las resoluciones de la

Suprema Corte de Justicia que

declare inválidas las normas

impugnadas, tendrá efectos

generales cuando hubiera sido

aprobada por una -mayoría de

cuando menos ocho votos.
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Las propuestas de reformas al texto const¡tucipnal que se propone,

implican reformar también tanto la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y

107 Constitucionales como a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y ll

del Artículo 105 de la Constitución Política de,los Estados Unidos

Mexicanos. (Jutio B. Enriquez Uscanga, Tomo lV, p{ginas 2800 a 28221-

a" *r"""oría Pública.

En este contexto, las instituciones que tienen $l cometido de brindar

asistencia jurídica eficiente, a una mayoría superior ll 70Yo de mexicanos

carentes de recursos económicos para solventar sy patrocinio en juicio,

deben resolver al menos las siguientes cuestiones: "Qué posición deben de

asumir frente a ta reforma de la Ley de Amparo?, ¿Cómo garantizar el

acceso a la jurisdicción del juicio de amparo de !a poblaciÓn en general?,

¿Cuáles serían los mecanismos y procedimientos para dar mayor eficiencia,

eficacia y equidad mediante !a defensoría pública en el juicio de amparo?,

¿Cómo accederían las personas a esta jurisdicciQn en su calidad de

beneficiarios de la defensoría pública?, ¿la defensoría pública federal

también sería garante del acceso a la justicia conftitucional cuando los

actos reclamados provengan de autoridades del fuJro común?, ¿De qué

manera contribuiría a la equidad procesal en el juicio de amparo la

introducción de la figura del Defensor Público Constltucional? y finalmente

¿Cómo impactaría en la sociedad en el foro jurídicQ el acopio del mayor-

número de patrocinios jurisdiccionales?

2818



Propuestas Gonelacionadas con la Ley de Amparo

Todas estas interrogantes, y otras que se les deriven, encontrarán

respuesta a cont¡nuaciÓn.

LOS PROBLEMAS DEL ACCESO A LA JURISDICCIÓN DEL JUICIO

DE AMPARO.

La impartición del amparo para el sistema jurídico mexicanos, radica

en que es la única instancia que tiene por finalidad solicitar la protecciÓn

jurisdiccional contra una ley o un acto de autoridad que se estime

inconstitucional. Para ello resulta indispensable, que la persona a quien se

le ha causado el agravio, su representante legal u otro a nombre de! directo

agraviado, en algunos €sos de violaciones graves, acuda a la instancia

jurisdicciona! por medio de la demanda de amparo; posteriormente el Juez

de Distrito habrá de examinar la cuestión fundamental para ver si procede o

no la protección de la Justicia Federal, a través de los conceptos de

violación; sin embargo, antes de entrar al estudio de fondo del asunto el

juez de oficio habrá de estudiar que no exista alguna causa de

improcedencia.

Estos dos aspectos formales del juicio de amparo, es decir !a

formulación de la demanda de amparo y el estudio de las causas de

improcedencia, constituyen factores que han creado barreras para el

equitativo acceso de la población a la jurisdicción del juicio de amparo,

violando la garantía de igualdad de los gobernados frente a la [ey: Factores

que inciden de manera poderosa en la equidad y eficacia de reclamar vía

amparo la violación de las garantías consagradas en la Constitución; y

encuentran su causa mediata en que los servicios de asesoría legal no
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están al alcance econÓmico de una gran mayoría, aunque silenciosa

reclama justicia. Contar con la asesoría de un de calidad sin cuyo

apoyo no es posible acceder a !a jurisdicción del amparo, debido a la

comptejidad técnica y excesivo formatismo que I ha alcanzado esta

institución, en perjuicio de los justiciabtes.

El principio de igualdad de los gobernadqs consagrado en la

Constitución, tiene varias repercusiones en el ámbito procesal del juicio de

amparo, una de ellas y quizá la más importante se refiere al principio

dialéctico del proceso o contradictorio, por el cual la intervención de Ias

partes en el proceso requiere de una intervención eqruilibrada, es decir que

el acceso de las partes a la instancia en igualdad de condiciones, tanto

juridicas como sociales y económicas. Esta nueva dimensión del principio

de igualdad ha sido denominada como el deregho de acceso a la

jurisdicción, y constituye una piedra angular en 14 construcción de los

sistemas jurídicos contemporáneos.

EL ACCESO A Iá JURISDICCIÓN DE AMPARO COMO DERECHO

CONSTITUC IONAL AUTÓNOMO.

El derecho de acceso a la jurisdicción del mparo debe de ser

considerado como un derecho autónomo de ca constitucional, que

habría de incluirse de manera expresa en el de los derechos

fundamentales de los gobernados; bajo una nueva

la hasta ahora imperante en el ordenamiento

caracteriza por ser un derecho individual frente al

consideración los obstáculos de orden económico

que supere

stitucional, que se

que no toma en

socia! que
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libre desenvolvimiento del derecho de acud¡r a las instancias

jurisdiccionates, y entorpecen la rea! participación igualitaria de los

justiciables y la eficacia del proceso.

El acceso a la jurisdicción del juicio de amparo tiene por objeto

garantizar y no únicamente proclamar el derecho de todos los justiciables de

acudir a los tribunales federales con jurisdicción de amparo, es decir

consiste en una nueva dimensión procesal del derecho de exigir al Estado

una participación igualitaria frente a los tribunales federales con jurisdicción

de amparo en igualdad de circunstancias, para la solución sobre Ia

constitucionalidad de actos o leyes; equilibrio procesal que dad la

trascendencia de las controversias, no puede únicamente adquirir un

carácter formal, sino que deben de aspirar a la concreciÓn social.

Con la formulación constitucional de la Garantía de Acceso a la
Jurisdicción Constitucional, el estado mexicano asumiría el compromiso

social de que los justiciables, puedan superar las barreras de acceso

efectivo al amparo; que este acceso se produzca con !a adecuado

asistencia jurídica a efecto de garanlizar la participación en igualdad de

circunstancias de las partes, y la eficacia en el proceso jurisdiccional.

Con estos lineamientos reflejados directamente en el ámbito

constitucional se estaría dotando de una dimensión social a la instituciÓn del

juicio de amparo, garantizando que la poblaciÓn pueda acceder a la

protección de la Justicia Federal.
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tA DEFENSOR¡A PÚBLICA FEDERAL COMO INSTANCIA

ADJETIVA DEL ACCESO A lá JURISDICCIÓN DE AMPARO.

La exigencia de las partes equ¡d¡stantes, iguales y contrapuestas en

igualdad de circunstancias se ha interpretado de diversas formas, segÚn el

contexto jurídico-político imperante. En efecto la ¡gf¡aldad de las partes,

aunque formatmente expresada por la Ley de Amparg, en la realidad social

del proceso no existe, por los factores que se han enqnciado anteriormente.

De ahí que en los tiempos recientes se hayan adoptaQo instituciones para el

auxilio de los justiciables que se encuentran en condiciones de inferioridad

social, económica y cultural; tales como los sister4as de asesoramiento

legal gratuito que intenta ser una solución efectiva pflra lograr que amplios

sectores de la población puedan lograr la prestapión jurisdiccional en

condiciones de igualdad y de equilibrio.

Estos servicios de seguridad socialjurídica les proporciona de manera

incipiente en materia de amparo, el lnstituto Federa! fle Defensoría Pública,

a través de los servicios de Asesoría Jurídica, pero hasta ahora han sido

sólo una extensión burocrática de la defensoría púbfica, de ahí que en la

posibilidad de ampliar la cobertura de los servicios er¡ materia de amparo, a

la par de la reforma al institución del amparo, se podrían encontrar los ejes

para reestructurar y dar coherencia a la asistencia lpgal gratuita, a fin de

hacer accesible para la población la jurisdicción de lqs tribunales federales,

objetivo primordial del planteamimiento de la actual rpforma a la institución

del amparo.
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Para ttevar adelante una reforma ¡ntegral del amparo que !o haga

acces¡bte a toda la población, resulta indispensable articular los

instrumentos jurídicos adjetivos suficientes, para que el contenido de la

reforma sea una realidad cotidiana, y no una pura reforma de escritorio.

La ampliación de la cobertura de la defensa pública en materia de

amparo puede llegar a Ser uno de esos instrumentos, por lo que !a

aportación de esta propuesta esta focalizada sobre el objetivo de llevar la

defensoría pública en un instrumento adjetivo que garantice materialmente

el acceso a la jurisdicción del juicio de amparo de todas aquellas personas

que así lo requieran, que puedan ser sujetos de servicio y cuya pretensiÓn

no sea ostensiblemente infundada; prestando los servicios de defensoría

pública federal de amparo, gratuitamente con un alto sentido de

responsabilidad social, bajo los lineamientos de honradez, profesionalismos,

autonomía y probidad.

Además podría asignársele la enorme responsabilidad de mantener

una función preventiva de las controversias jurisdiccionales, a través de la

promoción efectiva de los derechos, y con carácter educativo, entre la

ciudadanía extendiendo dicha promoción a las entidades públicas no

jurisdiccionales, llegando a emitir para éstas las opiniones jurídicas que le

soliciten previamente a emitir actos, mediante dictámenes fundados, lo

mismo para los particulares respecto de los actos jurídicos que preparen o

negocios en que intervengan; también se le facultaría para fungir como

árbitros o amigables componedores en determinados asuntos. Todo ello

propiciaría entre los ciudadanos un mayor conocimiento y defensa directa

de sus derechos, y permitiría concluir las controversias antes que llevarlas
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por vías ordinarias o de amparo ante tas instancias de jurisdicción federal,

de suerte que se ev¡ten prácticas viciosas que generan o incrementan el

rezagojudicial.

El Defensor Público en jurisdicción de amparo.

La inclusión de Ia figura del Defensor Público Constitucional a la Ley

de Amparo, tendría que diseñarse como instituciÓn procesal para hacer

efectiva la garantía de acceso a la jurisdicción del juicio de amparo, a toda

!a población que así lo requiera, y cuya pretensión np resulte notoriamente

infundada, correspondiéndole a este Defensor la legitimación procesal para

interponer la demanda de amparo ante los órganos jurisdiccionales

federales, así como de dar seguimiento procesal a los asuntos en que tenga

intervención y gestionar lo conducente para la ejeguciÓn de la sentencia

para la adecuada defensa de los derechos fu¡ndamentales de los

gobernados, que hatlan sido vulnerados, por algÚn acto o ley, en todas las

materias.

El Defensor Público en jurisdicción de amparo, estaría al alcance de

cuatquier persona que considere vulnerados Sus derechos, y que desee

plantear su caso a la defensoria pública, por el mal funcionamiento de la

administración pública, mas desempeño de algún funcionario o responsable

de los servicios públicas, que le esté ocasionando o lp haya ocasionado una

vulneración o desconocimiento de sus derpchos y libertadas.

Correspondiéndole a dicha institución, una vez anali4ado el caso, promover

y gestionar el juicio de amparo para la restitución del goce de las mismas, o

su indemnización, si así procediese.
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El acceso a! defensor públ¡ca en amparo deberá estar abierto a toda

persona física que reúna los requ¡s¡tos para ser sujeto de servicio, pero

además, a las personas jurídicas nacionales o extranjeras, para la defensa

de los derechos difusos o de los derechos de las minorías establecidos por

la Constitución.

Para que se pueda comparecer ante el defensor público en amparo,

cumplidos los requisitos no habrá de ser necesario ningún otro. Ni edad

específica, ni representación por abogado o fórmulas de nombramiento de

índole jurisdiccional, ni pago de cantidad alguna. El acceso al defensor

público en amparo habrá de ser asimismo directo, sin necesidad de algún

otro refrendo o trámite intermedio; sin remisión de la noticia de la

vulneración de las garantías por alguna otra instancia.

El defensor público en amparo se configura de esta manera como una

vía, con legitimación procesa! reconocida por la ley, para garantizar e!

acceso a !a jurisdicción de amparo, y un garante de la seguridad jurídica.

Las razones fundamentales para la creación del defensor público en

amparo, fuera del acceso a la jurisdicción del juicio de amparo; por una

parte el mayor cuidado que el Estado mexicano ha mostrado hacia la

defensa de los derechos y libertades de la persona, y en especial en

sociedad como la mexicana que ha sufrido en su historia por !a complejidad

de las relaciones entre e! ciudadano y los gobernantes, dominadas en

muchas ocasiones por la arbitrariedad y la intervención en la vida privada de

las personas.
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Se trataría en consecuenc¡a de articular ur! instrumento jurídico

adecuado para que el ciudadano se encuentre' rea¡ y efectivamente

defendido y amparado ante cualquier vulneraciónr de sus derechos y

libertades; propiciando una vía de acceso fácit, infor{nal y gratuita al juicio

de amparo.

PROPUESTA DE REFORMA

AL MARCO JURIDICO POS¡TIVO

CONSTITUCION POLITICA DE LOS

MEXICANOS.

Artículo 17.

ESTADOS UNIDOS

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer

violencia para reclamar su derecho.

DEBERÁ DECIR:

Artículo 17.

Ninguna persona

violencia para reclamar

jurídica necesaria para

podrá hacerse

su derecho. Al

justicia por sí misma, ni ejercer

efecto contará con la asistencia

prevenir, conocer y dirimir lfls controversias de su



Propuestas Corrctacionadas con ta Ley de Amparo Vigente Gonstitución

interés y la defensa de los derechos que le otorga el orden jurídico

mex¡cano.

Artículo 102

La Ley organ¡zará el Ministerio Público de la FederaciÓn...

El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el

ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de

protección de los Derechos Humanos...

DEBERÁ DECIR:

Artículo 102

A. La Ley organizará el Ministerio Público de la Federación...

B. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el

ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de

protección de los Derechos Humanos...

C. Los mismos órganos legislativos, en el ámbito de sus respectivas

competencias, establecerán organismos para la asistencia jurídica,

promoción con carácter educativo, defensa y solución no jurisdiccional de

controversias. En el ejercicio de sus funciones contarán con autonomía

técnica e independencia funcional.
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En et ámbito federat dicho organ¡smo tendrá a pu cargo la defensoría

pública en materia de amparo en los términos que establezcan las leyes

respectivas. Su titular y los abogados adscritos serán responsables de toda

falta, omisión o viotaciÓn a la ley en que incurraf con motivo de sus

funciones, pero solamente podrán ser separados de $us mrgos en términos

del Título Cuarto de esta Constitución. (José Resérldiz García, Tomo lV,

páginas 2860 a 28701.

EL ARTícULo ios coMO ESTABILIZADOR DEL PODER

POLTT!CO

Hablar del papel del articulo 105 Constitucional como estabilizador del

Poder Público, sin duda alguna nos lleva a hablar de los medios de control

de la constitucionalidad, de sus finalidades, de sus procedimientos y

consecuentemente también de los Órganos que Se enpargan de ellos.

Nada más difícil que simplificar lo complejo y unificar y generalizar lo

que no es uniforme y que es diferenciado. Tarea de¡ sabios dicen algunos,

afán de necios dicen otros. Por esta razón en est{ ocasión se hará una

exposición muy general de los medios de contfol constitucional que

consagra nuestra Constitución tratando solamente de dar una idea general

de cada uno de ellos y así tratar de descubrir un pocq de mayor profundidad

el papel de la Suprema corte de Justicia de la Nacióft (SCJN) como órgano

estabilizador del poder Público, a través de su intervfnción en la resolución

de las controversias constitucionales cuya competencia !e atribuye de

manera exclusiva el artículo 105 Constitucional.t De igual forma, es
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importante hacer notar que el presente trabajo no pretende analizar en su

totalidad al art. 105 ni agotar todos los aspectos y particularidades de las

controversias constitucionales y menos aún de todos los otros medios de

control constitucional; sino que sólo pretende presentar una noción genérica

de to que estos medios representan y esbozar unas cuantas ideas en torno

al papel que la Suprema Corte cumple como órgano estabilizador del Poder

Público en nuestro país.

En un sistema de Derecho Constitucional como el nuestro en donde la

Constitución que es expresión de la soberanía y ésta es escrita y rígida (es

decir que no puede ser cambiada o modificada por los poderes constituidos

encargados normalmente de gobernar y en especial por el poder legislativo

ordinario), y en donde ésta asigna como parte de su contenido fundamental

la forma de Estado, ta forma de gobiemo, así como la creación de los

poderes públicos: Ejecutivo, Legislativo y Judicia! (principales Órganos

encargados de gobernar) y la competencia de los mismos (facultades que

en concreto se les asignado),lse hace necesaria la existencia de medios

tendientes a garantizar que sea respetada !a voluntad expresada a través

de ta propia Constitución. Es decir, es imperativa la existencia de medios de

control de la constitucionalidad que garanticen que los mandatos

constitucionales sean obedecidos por las autoridades a ella sometidas al

¡ealizar sus tareas cotidianas en el ejercicio de sus funciones.

t Conviene aqui recordar lo señalado por Jellinek en torno a la constitución al decir 'La
Constitución abarca los prrncrpios ¡urídrcos que designan a los órganos Supremos del Estado,
los modos de su creación, sus relaciones mutuas, fijan el círculo se su acción, y , por último, la
srtuación de cada uno de ellos respecto del poder del Estado". -JELLINEK George, Teoría
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Así pues, todo sistema jurídico es necesar¡o se garant¡ce la

vigencia real de su Constitución (normas jurídicas supremas) y gue existan

sistemas en virtud de los cuales los particutares y las 
[utoridades, 

en forma

voluntaria o forzosa, adecuen sus actos a lo man{ado por ella. Dichos

medios o sistemas constituyen propiamente lo que algunos han llamado el

control o defensa de la Constitución. En este.orden 
1" 

ideas y siguiendo a

Elisur Arteaga Nava, el contro! constitucional serí{ todo el complejo y

variado sistema de principios e instituciones previstos en la propia

Constitución, encaminados a imponer en lo intqrior, el principio de

supremacía constitucional.2

Es obvio pues también que dichos procedimiqntos de contro! de !a

constitucionalidad requerirían reglas propias p"r, .,J, substanciación y se

llevarán a cabo ante determinados órganos previf,mente determinados,

como veremos a continuaciÓn.

En los distintos países del mundo, múltiples hafr sido los sistemas de

defensa de la Constitución que se han establecidol los cuales podemos

clasificarlos atendiendo al órgano que realiza dichas flefensas en 2 grandes

categorías:

A) Por un lado, las realizadas por un órgano qolítico que pude ser el

Poder Ejecutivo, el Legislativo u otro órgano espefial. (Ejemplo de esto

último lo tuvimos en el Supremo Poder Conservador que estableciÓ la-

Constitución de las 7 Leyes).

2 IRTERGA Nava, Elisur, Tratado de Derecho Constitucional,
't317, 13't8

!dit. Oford Universi§ Press,

México, 1999.
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B) Por el otro, aquellas defensas realizadas por un órgano judicial en

donde et control de la constitucionalidad se lleva a cabo por medio de la

actividad jurisdiccional.

Es precisamente a esta última categoría a la que corresponden

nuestros principales medios de control constitucional, como son el juicio de

amparo, ta controversia constitucional, la acción de inconstitucionalidad y

los medios de impugnación ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial,

procedimientos todos, de carácter jurisdiccional que como sabemos se

llevan a cabo ante órganos del Poder Judicial Federal, a quienes en

principio corresponde de manera general la atribución del control de la

constitucionalidad.

En lo esenciat, el confiar el control de la constitucionalidad de las

leyes a un juez profesional, racionalmente satisface más que la soluciÓn de

confiarlo a un órgano político.

Aunque cabe mencionar que este procedimiento tampoco está exento

de peligros. Por otro lado, desde el punto de vista técnico se puede confiar

el control al cuidado tanto de una jurisdicción especial ( contro! por vía de

acción) como de la jurisdicción ordinaria o de derecho común (control difuso

por vía de excepción).3

Derecho Constitucional e lnstituciones Polfticas, Edit. Ariel,
P.p. 371 y 372.

HAURIOU, André et al.
Barcelona, España 1980

2.. Ed.
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Es importante señalar que todos los mediot f" control que hemos

menc¡onado son medios que se ejercitan por vía {e acción, es decir, a

pedimento expreso de una parte interesada y anle órganos del Poder

Judiciat Federal. Sin embargo, en nuestra Constituqión también existe un

medio de control difuso de la constitucionalidad estaplecido en la segunda

parte de! artículo 133 constitucional, que establece la posibilidad de que los

jueces comunes de los estados decidan, en atención al principio de

supremacía constitucional, aplicar un dispositivo conptitucional en lugar de

una ley ordinaria, es dec¡r, otorga la posibilidad a l{s jueces estatates de

decidir sobre !a constitucionalidad de las leyes. Qabe señalar que este

medio de control no ha sido usado y el propio PodeÍ Judicial Federal lo ha

rechazado diciendo que sólo a él compete 
1 

resolver cuestiones

constitucionales en funciones de control de la constiltucionalidad, por tener

asignadas expresamente dichas funciones por nuestra Carta Magna.a

Resulta muy debatile dicho criterio, sin embargo en este momento dicha

temática no será el objeto del estudio que nos ocupa.

Otro aspecto importante a considerar es el relativo al Órgano u

órganos encargados del control de la constitucionalipad y a! procedimiento

para su substanciación, la cual nos referiremos 
" "oniinraciÓn 

brevemente.

En este caso nos ocuparemos únicamente de los medios de control

directos de la constitucionalidad, entendiendo por clntrol o defensa directa

de la constitucionalidad el resultado de la utilizfciÓn de los distintos

instrumentos jurídico -procesales, encaminad a salvaguardar la

Tena Ramírez, Felipe, Derecho Const¡tuoonal Mexicano, Edit.

1 997

31 edición, México, D.F.
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Constitución, es decir, es e! efecto producido por las acciones de naturaleza

meramente const¡tucional (la naturaleza del juicio es propiamente

constitucional a través del proceso jurisdiccional).s

Los medios de control directo que existen en nuestro país (uicio de

amparo, controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad y

medios de impugnación electoral), todos ellos con procedimientos de

carácter jurisdiccional en los cuales, órganos jurisdiccionales tanto material

como formalmente hablando se encargan de substanciarlos y resolverlos y

como es bien sabido corresponde conocer de ellos al Poder Judicial

Federal; tratándose del amparo, por conducto principalmente de los

Juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito y también de la

Suprema Corte: en el caso de los medios de impugnación electorales por

medio del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y respecto

de las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad

de manera exclusiva, por conducto de la Suprema Corte de Justicia de la

Naicón.6

Resulta interesante mencionar aquí, el hecho de que en nuestro país

el Poder Judicial Federal realiza la función de control constitucional a la vez

que realiza una función jurisdiccional ordinaria. Existen otros países como

España, que tiene órganos diversos para cada función en especia!:

GARZA Garcla. César Carlos, Derecho Constitucional Mexicano, Edit. MC. Graw Hill, México
D.F., 1997, p.p 185.,
Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, (artículos 99, 103, 105, 107), Edit.
Porrua, 128r Edición, México, 1999.

5
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Tribunates para la función Jurisprudencial ordi4aria y un Tribunal

Constituciona! para el control constitucional.T

Vale la pena mencionar que la creación de tribünales constitucionales

que se dio en Europa a partir de la segunda década fle este siglo se ha ido

extendiendo a múltiples países en la actuatidad. E§tos tribunales, en su

modelo original diseñado por Hans Kelsen y adoptad9 pot la Constitución de

Austria de 1920, no están encuadrados dentro del Ppder Judicial ordinario,

sino que forman !o que podrían llamarse un cua(o poder, o un poder

"vigilante" de la constitucionalidad de Ios actos de los 
femás 

poderes.E

Nuestro país como ya mencionamos, no ha seguido ese modelo

kelseniano de jurisdicción constitucional, sino más bien modelo americano

al incluir el control de la constitucionalidad dentro Od ¡as competencias del

Poder Judicial Federal ordinario.

Desde mi particular punto de vista estimo glre sería benéfico que

nuestro país considerara la existencia de un verdadero Tribunal

Constituctonal como en el modelo de Kelsen, no sólo distinguiendo ta

jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, 
lsino 

estableciendo un

órgano controlador de la legalidad y otro distirlto dedicado única y

exclusivamente a los asuntos de constitucionalidad.

' nRUnlOU, André et al. Derecho Constrtucronal e lnstrtuciones folÍticas, Edit. Ariel Barcelona,
2' Edicrón, 1980, p p 10a2
CARBONELL. Mrguel, Constituc¡ón, Reforma Const¡tucional y F
Edit. Porrúa,2" Edrción, Méxrco, 1999. p p 55 y 56

del Derecho en México,



Para poder entender un poco mejor la intervención de la Suprema

Corte en ta resolución de las controversias constitucionales conviene

mencionar a grandes rasgos en qué consisten los medios de defensa de la

Constitución antes mencionados:s

EL JUICIO DE AMPARO: Es.un procedimiento que se ejerce por vía

jurisdiccional a instancia de parte agraviada y por parte del gobernado en

contra de leyes o actos de autoridades del Estado, que al violar garantías

individuales o invadir esferas de competencia puedan causar una afectaciÓn

actual o inminente al gobernado y que tiene como fin proteger al gobernado

en contra de abusos de autoridad por violación a garantías individuales o

invasión a esferas competenciales entre órganos estatales. Se tramita

habitualmente ante Juzgados de Distrito y Tribunales Colegidos. (Art. 103 y

107 Constitucionales)

LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN ANTE EL TRIBUNAL

ELECTORAL: Son como su nombre Io dice medio de impugnación de actos

etectorales que vulneran los derechos políticos constitucionales y en materia

electoral de los gobernados, sean estos ciudadanos o partidos políticos.

Corresponde su ejercicio a los propios ciudadanos y a dichos partidos

políticos. Se ejercitan ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial Federa!

(Art. 99 Constitucional).

Para mayores datos relativos a la tramitación de los procedimientos respectivos ver Ley de
Amparo, Ley General de Sistema de Medios de lmpugnación en Materia Electoral y Ley
Reglamentana de las fracciones ly ll delArtfculo 105 de la Constitución Polftica de los Estados
Unidos Mexicanos.
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ACCTONES DE !NCONSTITUCIONALIDAD: Son proced¡mientos

jurisdiccionales de competencia exclus¡va de la Suprpma Corte de Justicia

de la Nación y representan una vía de impugnaciSn directa de normas

jurídicas generates, abstractas, impersonales (Leyeg Federales, Tratados

lnternacionates y Leyes Estatales) que contraventan a ta Constitución

Federal. Es decir, tiene por objeto dejar sin efecto (fbrogar) una Ley o un

Tratado por ser inconstitucionales. Estas acciones pueden ser ejercitadas

por et 33% de los miembros de alguna de las *r"r[, del Congreso de la

dirigencias de los partidos políticos o e! Procurador Géneral de la República,

según el caso. Como se puede apreciar es un pto"fOlriento, a diferencia

del amparo, contra leyes cuyo derecho de acciÓn

particulares (art. 105 Constitucional fracciÓn ll).
ino 

corresponde a Ios

Unión, de las legislaturas locales o de los asampleístas del D.F., las

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES: E§te medio de control

constitucional es un juicio que permite resolver un donflicto sobre invasión

de competencias entre los diversos ámbitos de golierno que conforman

nuestra forma de Estado Federal (Federación, Estadls V Municipios) o entre

los distintos poderes de cada uno de estos niveles. Estos procedimientos

defensa de la Constitución son, según !o disfrone el artícuto 105

constitucional, competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación y se inician por vía de acción, corresponb¡enOo el derecho de

ejercitarla a los poderes u órganos de gobierno cuya lompetencia haya sido

invadida por otro órgano o poder. Como podemos ver, en este medio de

defensa constitucional también se excluye a lo§ particulares y sólo

corresponde actuar a las autoridades. Su finali{ad es hacer que los

2836
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órganos del Estados se ciñan a su competenc¡a y no usurpen funciones y

facuttades de otro órgano. (art. 105, fracciÓn I de la ConstituciÓn)

Una vez hechas las precisiones anteriores, nos centraremos en

comentar la actuación de ta Suprema Corte como órgano encargado del

contro! constitucional al resotver las llamadas controversias constitucionales.

Al respecto, el artículo 105 Constituciona! en su fracciÓn I establece

que: "La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá en los términos

que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

De tas Controversias Constitucionales que, con excepciÓn de las que

se refieran a la materia electora!, se suscitan entre:

La Federación y un estado o e! Distrito Federal;

La Federación y una municiPio;

El Poder Ejecutivo y el Congreso de la UniÓn; aquél y cualquiera de

las Cámaras de éste o, en Su caso, la ComisiÓn Permanente, Sean Como

órganos federales o del Distrito Federal;

Un Estado y otro;

Un Estado y el Distrito Federal;

El Distrito Federal y un municipio;
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Dos municipios de diversos estados;

sobre la codtstitucionalidad de sus

sobre la constitucionalidadUn estado y un municipio de otro estado,

de sus actos o disposiciones generales; y

constitucionalidad de sus actos o disposiciones g"n"tfl"t

Dos Poderes de un mismo estado, sobre la corfstitucionalidad de sus

actos o disposiciones generales,

Un estado y uno de sus municiPios,

actos o disposiciones generales;

Al hablar de las controversias constitucionales debemos recordar que

se trata de un procedimiento jurisdiccional realizaOo {amUién por un órgano

jurisdiccional (SCJN), pero cuya naturaleza es erfrinentemente política,

entendiendo aquí por política en un sentido amplio, tPdo lo relativo al poder

del Estado.

Muy a menudo habíamos oído decir que el Plder Judicial no tenía y

no debía tener funciones políticas y que por !o tañto para garantizar su

carácter de órgano técnico, así había prevalecer. huizá por el error de-

considerar lo "político" únicamente como lo "elector¡|" es que semejantes

afirmaciones e habían hecho; sin embargo esto ha sido bastante alejado de

Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la

la realidad, no sólo práctica sino jurídica de nr"ltro paÍs, pues como



Propuestas Correlacionadas con la Ley !9 4mParo VEente Constitución

sabemos desde et momento en que el Poder Judicial tiene a su cargo e!

control de la constitucionalidad, además de su competencia jurisdiccional

ordinaria; su función (la de defensa de la Constitución) se vuelve de índole

político, puesto que tiene que ver directamente con el Poder del Estado y

las regtas de su estructura y organización que conforman precisamente a

nuestra Constitución. No debemos olvidar que incluso el nombre de nuestra

constitución es "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos",

justamente por ser et documento que establece las bases políticas (de

organización y funcionamiento de los poderes públicos) conforme a los

cuales se constituye el Estado Mexicano.

Como puede apreciarse no encontramos ante una auténtica

Judicialización de la política" volviendo a los jueces "árbitros definitivos de

los procesos políticos y guardianes de los postulados valorativos

consagrados por la Constitución" trasladándose así al campo de la justicia

temas que antaño se debatían y solucionaban únicamente en el terreno

estrictamente político. La confianza mostrada en los siglos XVll y XIX hacia

el legislador se ha cambiado en el siglo XX para ser depositada en los

jueces y especialmente en los jueces constitucionales.l0

Así pues, en este orden de ideas, los procedimientos de control

constitucional tienen como finalidad preservar el orden jurídico-político

constitucional y hacer que los órganos de poder cumplan y se ajusten a las

disposiciones que la propia Constitución establece (sean éstas- garantías

individuales, esferas competenciales o cualquiera otra disposiciÓn

'o CARBONELL, Miquel, Op. Cit. P.p 57
2839
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const¡tucional). Más' aún cuando hablamos de las controvers¡as

constitucionales nos encontramos ante una verdader{ función política de un

órgano jurisdicciona!, como es la Suprema Co{te quien resolverá

controversias entre órganos o entidades políticas soble la constitucionalidad

de sus actos, eso sí, no políticamente (es decir no coh criterio político), sino

legatmente, jurídicamente y a tra'ves de un pro""llriento jurisdiccional

(uicio) debidamente establecido en el que se det$rminará acerca de la

actuación de poderes del Estado y su apego o n? a las atribuciones y

competencias que ta Constitución Federal establece ](es necesario recalcar

aquí que su resolución es conforme a Derecho y nó en base a criterios e

intereses políticos).

Es importante hacer notar que este tipo de controversias se

establecen entre poderes u órganos det Estado {ntre sí y en ellas no

intervienen particulares, correspondiendo por ello el perecho de ejercitarlas

sólo a las autoridades. Así, la controversia constit¡rcional viene a ser un

medio para controlar la actividad estatal y que se ejercita en Ia vía

jurisdiccional de manera exclusiva ante la Suprema Corte de Justicia de la

Nación para resolver conflictos de competencia jntre los tres ámbitos

federales (Federal, Estatal y Municipio) como entre los distintos poderes de

cada ámbito.

La Controversia Constitucional es por tanto u1 verdadero juicio entre

poderes u órganos que gozan de autoridad y que cuando hacen uso de su

autonomía, ejercen las facultades o atribuciones qr{ t"t han sido confiadas

u otorgadas por !a Constitución General, por est{ raz6n la controversia

persigue constreñir !a actuación de los poderes y

2840
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la propia Constitución Política del país, a !o que ella dispone; pues cuando

las partes plantean ta controvers¡a, buscan cesar una ¡nvasión al campo de

acción que como autonomía, facultades o atribuciones tiene concedida, y

anular el acto de autoridad contrario a la Constitución que las agravia. Es

importante precisar que la controversia solamente deberá plantearse

cuando se traten probtemas de constitucionalidad y no en asuntos de mera

tegalidad".11

Como podemos apreciar, las controversias constitucionales son

procesos jurisdiccionales que van a preservar nuestro régimen federal y el

sistema de división de poderes y funciones que establece nuestra

constitución. De esta manera la función que cumple la Suprema Corte

como órgano encargado de resolver esta cuestiones es una funciÓn que

tiene que ver de manera directa con el poder del Estado, los ámbitos que lo

conforman, los órganos encargados de su ejercicio y la competencia

concreta de estos últimos, función que como ya Se mencionó, eS

eminentemente política no sólo por la naturaleza de los involucrados en la

controversia sino por la finalidad misma del procedimiento, que es la de

preservar el Orden Político Constitucional.

Por ello resulta lógico que si la Constitución como orden jurídico

supremo marca a cada órgano del Estado su competencia, deberá existir

algún mecanismo y algún órgano encargado de hacer que los órganos

renuentes que violen la esfera de competencia que se les asignó por la

Constitución, saliéndose de esta y transgrediendo otra, vuelvan a la

t' ARTEAGA Nava, Elisur, Op Cit, p.p.13v7 y 1378
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normatividad Constitucional establecida, ajustándosg a esta e impidiendo

así el rompimiento det orden jurídico que establece 
lnuestra 

Carta Magna

para lograr un equilibrio en el poder público estatal. Y]es así que en México,

dicho mecanismo to constituye la propia controverJ," .onrtitucional y et

órgano encargado de conocer de ella lo es la Supren'ia Corte de Justicia de

la Nación.

Es preciso volver a hacer notar que la actuacióh de la Suprema Corte

en estos asuntos no es en su carácter de órgano jur¡bOiccional ordinario de

la Federación, sino en su carácter de Tribunal Constit[rcional por encima del

propio orden federal, estatal o municipal, y por tanto, su actuaciÓn se eleva

por encima de estos tres niveles para constituirse y {uncionar como Órgano

supremo (es decir como órgano del "Estado Global") encargado de

determinar la competencia de las partes que a$uden ante ella para

solucionar sus diferencias. La Corte se constituye pQuí, no en un simple

órgano guardián de Ia superlegalidad de la Constit¡tción, es decir, en un

órgano encargado de preservar y dar validdz a las decisiones

fundamentales que constituyen al Estado Mexicano

En el México de hoy en donde se vive un plufpartidismo activo y en

donde los órganos de gobierno de los diferentes niyeles (federal, estatal y

municipal) se encuentran integrados por miembros de diferentes partidos o

incluso del mismo partido pero con posturas discrepántes, podemos darnos

cuenta de que la controversia constitucional jjega una papel muy-

importante para alcanzar un sano equilibrio de ppderes y una relación

armónica entre ellos; evitando largas confrontaciones estériles, toda vez que

permite solucionar sus diferencias conforme a estrictb derecho y a través de
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un juicio perfectamente regulado que determinará de manera clara y prec¡sa

el ámbito competencial de dichos poderes públicos, perm¡tiendo por tanto,

así, e! correcto y normal desarrollo de su funciones y facultades

constitucionales; contribuyendo de esta manera al adecuado funcionamiento

político del Estado Mexicano, garantizando y preservando el respeto a

nuestra Constitución y a dos de sus principios básicos y fundamentales de

nuestra estructura jurídica - política como son la división de poderes y el

federalismo.

No obstante to anterior, es innegable que en México ha existido un

pobre respeto por la normatividad constitucional, y la jurisdicciÓn

constituciona! no ha sido capaz de someter cabalmente a un control efectivo

a los poderes constituidos ni de vigilar minuciosamente la aplicaciÓn

correcta de las normas constitucionales.

Como ya se apuntó, la jurisdicción constitucional en Europa surgiÓ a

principios de este siglo en medio de una crisis generalizada de Ia

Constitución, con el deseo de fortalecerla y lograr su plena aplicaciÓn. En

México, setenta años después y en una crisis semejante, se ha tratado de

encontrar el camino que Kelsen ya había trazado en 1928.12

Por ello consideramos importante el fortalecimiento de las funciones

de control constitucional y de los órganos encargados de ejercerlas,

buscando establecer en lo posible un auténtico Tribunal Constitucional

encargado única y exclusivamente de asuntos de constitucionalidad.

" CARBoNELL, Miguel, op P.p. 153y 154
2[m
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Conviene aquí menc¡onar la expresión de Lord Bryce al referirse a ta

Suprema Corte de los E.E.U.U. diciendo que e$ "la voz viva de la

Constitución", cuando interpretando !a ley máxima 
feclara 

si un acto de

autoridad está o no de acuerdo con la misma.l3 lndi¡dabtemente creo que

podemos decir lo mismo de nuestra propia Suprema borte de Justicia de la

Nación, por lo que hace a sus funciones

tema que nos ocupa.

de control constituciona!, en el

Por otra parte, el mismo Bryce señala "La Supr$ma Corte es la voz de

la Constitución, esto e, de la voluntad del pueblo, d$ quien es expresiÓn a

su vez la ley fundamental que él ha votado. Eq por ello la Corte, la

conciencia del pueblo. Resuelto a preservarse a sl mismo de todo acto

injusto e irreflexivo, el pueblo ha cotocado por encinfra de sus mandatarios

una ley permanente, que es el seguro de la minoría. Es esa ley la que la

minoría puede invocar cuando está amenazada por la mayoría y es en la

Corte colocada más allá de los asaltos de las faccionés, donde encuentra su

intérprete y su defensor. Para estar a la altura de tan importantes funciones,

la Corte debe ser tan firme como la Constitución. Su espíritu y su tono

deben ser los del pueblo en sus momentos más fqlices. Es preciso que

resista a los impulsos transitorios y con mayor firmezá si aumentan en vigor.

Amurallada detrás de defensas inexpugnables, dpbe al mismo tiempo

desafiar los ataques abiertos de los otros Órgan¡s del gobierno y las

seducciones más peligrosas por impalpables, del serltimiento populaflo

TENA Ramirez, Fehpe, Derecho Constrtucional Mexrcano, Edrt Pfrrúa, 31 edrción, México D.F.,
1997,pp 15y16
BRINCE, James, La Repúblca Améncarne (Traducción Francesa de The Ameircan
Commonwealth). París 1900. p.p 338 y 339. L _

13

'ta
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Sin lugar a dudas esta bellas palabras llenas de profundidad y con un

gran conten¡do a pesar de haber sido dichas mucho tiempo atrás,

constituyen el espíritu y el motor que debe mantener y hacer funcional a

nuestra Suprema Corte como máximo órgano encargado de preservar la

superlegalidad constitucionat, a fin de que todos: gobemados y gobernantes

(autoridades) podemos vivir y convivir no sólo conforme al Derecho del

Estado sino conforme a un auténtico de Estado de Derecho. (Cuauhtémoc

M. De Dienhein B., Tomo lV, páginas 2877 a 2893).

2f,4,5
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El artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Juficial de la FederaciÓn

dispone: "Los magistrados listarán los asuntos con tres días de anticipaciÓn

cuando menos, y se resolverán en su orden. tos RrpVectos desechados o

retirados para mejor estudio deberán discutirse en ul plazo menor a quince

días, no pudiendo retirarse un mismo negocio Ror má1 de una vez".

Me referiré en primer término a la última parte del mismo, en cuanto

ordena que los proyectos desechados o retirados paT mayor estudio deben

discutirse en un plazo menor a quince días. Si bien es verdad que así lo

hacemos cumpliendo !a disposición legal, recQnozco que es muy

apresurada la forma como se hace el nuevo proyecto, por las mismas

razones anteriormente expresadas en relación a la premura del tiempo y a

la cantidad de negocios que se están manejando.

Estimo que un buen estudio en un asunto cornp!¡cado, como son los

que se desechan o retiran, requiere de mayor t¡empJ y que el plazo puede

ampliarse a un mes. (Ma. De los Angeles Chavi[a Martínez, Tomo l,

página 455)

LA LÉY ORGÁNICA DELPROPUESTAS VINCULADAS CON

PODER JUDICIAL DE LA FEDERAC¡ÓN.

JUD!CIAL FEDERAL.

(Lo subrayado es lo que propone derogar):

PROPUESTAS DE REFORMA A I.A LEY OTGÁNICA DEL PODER
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Prcpuestas Correlacionadas con la Ley de

PRIMERA PROPUESTA: Reformar el artículo 14 para derogar la

fracción ll y modificar la fracción !ll.

Artículo 14. Son atribuciones del Presidente de la Suprema Corte de

Justicia:

ll. Tramitar los asuntos de la competencia del Pleno de la

Suprema Corte de Justicia. y turnar los expedientes entre sus integrantes

para que formulen los correspondientes proyectos de resoluciÓn.

En caso de que el Presidente estime dudoso o trascendente aloún

trámite. desionará a un ministro ponente para que someta un proYecto de

resotución a la consideración de la Suprema Corte de Justicia. a fin de que

esta última determine el trámite que deba corresponder.

Itl. Autorizar las listas de los asuntos, dirigir los debates y

conservar el orden en las sesiones del Pleno de la Suprema Corte de

Justicia;

SEGUNDA PROPUESTA: Adicionar un artículo 14 bis, en los

siguientes términos.

Artículo 14 bis. Son atribuciones del subsecretario de acuerdos de la

Suprema Corte de Justicia:

2f,d7
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Subsecretario estime dudoso o trascendente algún trámite. solicitará a!

ll. Autorizar las listas de los asuntos que debdn ser resueltos por el

Pleno de la Suprema Corte de Justicia.

TERCERA PROPUESTA: Reformar el artículq 25 para derogar las

fracciones ly ll.

Artículo 25. Son atribuciones de los Presidenteg de las Salas:

dudoso o trascendente aloún trámite. desiqnará a un ministro para que

someta un proyecto a la misma Sala. a fin de qt{e ésta decida lo que

corresoonda:

las sesiones:

28É,8



Propuestas Corrctacionadas con la Ley de Amparo Vigente Ley Orgánica

CUARTA PROPUESTA: Adicionar un artículo 25 bis, en los siguientes

términos:

Artículo 25 bis. Son atribuciones de los subsecretarios de

acuerdos de las Salas:

de la Sala respectiva. En caso de oue e! subsecretario de acuerdos de una

Sala estime dudoso o trascendente algún trámite solicitará a! Presidente de

la misma designe a un ministro para que someta un proyecto a la misma

Sala a fin de oue ésta decida lo que corresponda:

tl. Regular el turno de los asuntos entre los ministros que inteqren

la Sala y autorizar las listas de los propios asuntos que deban resolverse en

las sesiones:

QUINTA PROPUESTA: Reformar el artículo 41 para derogar las

fracciones ll y lll.

Artículo 41. Son atribuciones de los Presidentes de los Tribunales

Colegiados de Circuito:

ll. Turnar los asuntos entre los maoistrados que inteoren el

tribunal;

lll. Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la

comoetencia del tribunal hasta ponerlos en estado de resolución. En caso
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estime procedente;

SEXTA PROPUESTA: Agregar una secciÓn cjarta y un artículo 41-

bis, en los siguientes términos.

SECCION CUARTA

Del Secretario de Acuerdos.

Artículo 41-bis. Son atribuciones de los Secretarios de Acuerdos de

los Tribunales Coleoiados de Circuito:

ll. Turnar los asuntos entre los maoistrados qud inteoren el tribunal.

sesión en que habrán de discutirse y resolverse. (

Tomo l, páginas 521 a 525)

io Pallares y Lara,

l. Dictar los trámites que orocedan en 105 asuntos de la competencia

2850
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Propuestas Correlacionaclas con !a Ley de AmParo Vigente Ley Orgánica

En otro orden de ideas, es también oportuno reformar las

disposiciones que cont¡enen ta reglamentac¡ón de los impedimentos y de

las quejas administrativas en ta medida de que si estos son promovidos sin

causa o no son probados, no sólo se imponga la multa correspondiente a la

persona que lo intente, sino también se sancione at abogado que lo asesore

con la suspensión temporal del ejercicio de la profesión de abogado, ello

con independencia también de las sanciones penales que en su caso

pudiera incurrir.

Para estos efectos es necesario que los Recursos de Reclamación,

los lmpedimentos y las Quejas Administrativas, fozosamente estén

formuladas no sólo por el gobernado, sino por el abogado que presta sus

servicios profesionales a éste y que desde luego lo asesorÓ para la

formulación de la demanda de garantías.

Cabe agregar, que la sanción determinada en la resolución que

imponga la suspensión temporal del ejercicio de la abogacía, debe ser

publicada en los diarios de mayor circulación y boletinada a todos los

órganos jurisdiccionales de la República Mexicana, puesto que de otra

manera carecería de eficacia absoluta.

Resutta obvio señalar, que en la materia de las quejas

administrativas ésta facultad queda a cargo del Secretario Ejecutivo de

Disciplina y que la determinación por él tomada, en el evento-de ¡o admitir

quejas notoriamente improcedentes, pueda ser recurrida ante el Pleno del

Consejo de la Judicatura Federal quien en este caso, de confirmar la

resolución impondrá la multa y la suspensión del ejercicio profesional.
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Estos aspectos son o forman parte de algunos pe los med¡os por los

cuales, se pretende que la promoción del juicio corlst¡tucional se formule

cuando efectivamente deba hacerse es decir 
"u"tfdo 

en verdad exista

violación a las garantías individuales del gobernado, qlre los impedimentos y

las quejas administrativas también se promuevan cualdo existan pruebas y

bases fundadas que ameriten la interposición de las ri¡ismas. Se estima que

con ello, dejarán de proliferar juicios de amparo, quplas administrativas e

impedimentos que no tienen más fin que el de retlrdar la aplicaciÓn del

derecho. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo ll, pálginas 724 a7261

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL

DE LA FEDERACION.

ART. 41.- Son atribuciones.... Fracción Vl. Exqminar la demanda de

garantías con base en los planteamientos que en la inisma se efectúan y a

las constancias de autos así como a los informes renf,idos, para determinar,

si en el caso, el Tribunal Colegiado debe o no ponocer del juicio de

garantías, exponiendo lo anterior en forma fundada y inotivada.

ART. 132. Párrato tercero. El Secretario EjBcutivo de Disciplina

analizará e! escrito de denuncia y de estimarlo procedente le dará curso, y

cuando advierta que la queja administrativa no encu{entra sustento jurídico-

alguno ni tampoco está apoyada en pruebas o elempntos suficientes como

lo señala el párrafo anterior, o bien que con ella sólq se pretende dilatar la

ejecución del acto reclamado, la desechará de ptano.



Propuestas Conelacionadas con !a Ley de Amparo Vigente Ley Orgánica

De esta resoluc¡ón procederá e! recurso de revocación que deberá

intentarse en el término de tres días ante el Pleno del Consejo de la

Judicatura Federal.

ART. 139. S¡ el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, el Consejo de

la Judicatura Federal o su Presidente estimaren que la queja fue interpuesta

sin motivo se impondrá al quejoso una multa de treinta a ciento ochenta

días de salario y a! abogado de éste una suspensión en el ejercicio de la

abogacía, por el término de quince días a seis meses, de acuerdo a la

gravedad de caso y, de existir reincidencia, la suspensión será en forma

definitiva.

De esta resolución, se remitirá copia a todos los órganos federales y

del orden común de la República para el efectivo cumplimiento de la

sanción impuesta, debiendo darse publicidad a la misma, en el Diario Oficial

de la Federación. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo ll, páginas 728 y

7zel

Propongo que en todos los Circuitos existan Tribunales Colegiados

por materia, ya que actualmente es inadmisible que un abogado se dedique

a ver todo tipo de asuntos. Es indudable que la ciencia jurídica se ha

extendido tanto o más que la Medicina, a tal grado que -Se +equieren

verdaderos especialistas en las diversas materias jurídicas. Desde luego

que esta Propuesta más bien está referida a la Ley Orgánica del Poder
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Judicial

1253)

de ta Federación. (Martín González Gambpa, Tomo ll, página

=t*"**^ClÓN DE LOS TRIBUNALES. Si bien ta propuesta no

está directamente vinculada con ta Ley de Amparo, sería conven¡ente la

especiatización por materia (competencia económical propiedad industrial,

protección a! consumidor, etc.) de los Juzgados dF Distrito en Materia

Administrativa. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo ll!'1RáSina 1798)

1.- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federáción.

No obstante haberse reformado recientemefrte, es todavía más

imprecisa, por lo que se aborda el tema relativo a lalfacultad de atracciÓn,

de la siguiente manera: 
i

"Artículo 21.- Corresponde conocer

revisión en amparo contra sentencias

a las Salás: ...- Del recurso de

pronunciadas en la audiencia

constitucional por los Jueces de Distrito o Tribunale$ Unitarios de Circuito,

en los siguientes casos.

b).- Cuando se ejercite la facultad de atragción contenida en e!

segundo párrafo del inciso b) de la fracción Vlll del artículo 107 de la-

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanós, para conocer de un

amparo en revisión que por su interés y trascendenciá así lo ameriten.".



Propuestas Corretacionadas con la Ley de Amparo Vigente Ley Orgánica

La citada fracción lll en su inc¡so b) segundo pánafo dispone: "La

Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del

correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General

de ta República, podrá conocer de los amparos en revisiÓn que por su

interés y trascendencia así lo ameriten.".

Es evidente que la Ley Organ¡ca det Poder Judicial de ta FederaciÓn,

en este caso, resulta ser más precisa que la propia Carta Magna, ya que

ésta no nos brinda un criterio o un panorama amplio acerca del verdadero

fundamento para ejercitar dicha facultad.

Del estudio que se realizó al Reglamento lnterno de la Suprema Corte

de Justicia de !a Nación, se desprende que nuestro más alto Tribunal

Judicial no tiene delimitadas sus atribuciones con los Tribunales Colegiados

en razón de la facultad de atracción que ejerce nuestro órgano federal.

La implantación de la facultad de atracción, resulta ser a todas luces

una inequidad para la administración de justicia, toda vez que no determina

los asuntos que deben considerarse como trascendentes o de interés y se

deja a la buena fe de la Corte atraer los asuntos que los considere como tal,

sin tener un apoyo jurídico que así lo disponga, !o cual constituye un

detrimento a las partes, ya que ésta facultad de atracción no puede ser

solicitada por e! quejoso u otra parte en eljuicio.

2.- Procedibilidad de la facultad de atracción.

a).- Por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito.
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Si cualquiera de tos Tribunates Colegiados Oe Los veintitrés circuitos

existentes en toda ta Repúbtica solicitan el ejercicio de la Facultad de

Atracción, lo harán saber a la Suprema Corte de .fusticia de la Nación,

expresando las razones en que funde su solicitud petición y remitirá los

autos a la Suprema Corte, la cual dentro. del térlm¡no de treinta días

siguientes a la recepción de los mismos, resolverá si lfl ejercita o no.

b).- Por parte del Procurador General de la Rep{¡blica.

Cuando et Procurador General de la República policita se ejercite esa

facultad, presenta la petición a la Suprema Corte y lo 
¡omunicará 

al Tribunal

Colegiado, la primera pedirá al segundo que le remita los autos y dentro de!

término de treinta días contados a partir de ta rec$pción de los mismos

resolverá lo que proceda, si decide ejercitar la Facultap de Atracción, lo hará

saber al Tribuna! y procederá a dictar la resolución correspondiente, en caso

contrario devolverá los autos al tribunal de su origen.

c).- Por parte de la Suprema Corte de Justicia dp la NaciÓn.

l

De acuerdo al último párrafo de la fracción V del artículo 107 de la

Constitución, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de oficio o a

petición fundada del correspondiente Tribunal ColeOiado del Circuito o del

Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos-

que por interés y trascendencia así lo ameriten.
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Si se ejerce de oficio esta facultad, la Suprema Corte de Justicia de la

Nación lo comunicará por escrito al Tribunal Colegiado, quien dentro de

quince días hábiles !e remitirá los autos.

En el caso de que la Suprema Corte de Justicia se aboque al

conocimiento del amparo directo, mandará tumar e! expediente dentro del

término de diez días al Ministro relator que corresponda, para que dentro de

treinta días, que puede ser ampliado, formule por escrito el proyecto de

resolución redactando en forma de sentencia y se pasará copia del mismo a

los demás Ministros, quedando Ios autos a su disposición para su estudio

en la Secretaría.

Cuando el Ministro relator estime que no sea bastante el plazo de

treinta días para formular proyecto, por la importancia del negocio o !o

voluminoso del expediente, pedirá la ampliación de dicho término por el

tiempo que sea necesario, formulando el proyecto de sentencia, se señalará

día y hora para su discusión y resolución en sesión pública, pudiendo

aplazarse la resolución por una sola vez.

3.- La Supremacía de la Suprema Corte para ejercitar la facultad de

atracción.

Le corresponde a la Suprema Corte de Justicia de Ia Nación ejercitar

ta facultad de atracción, ya que queda a su arbitrio estimar la trascendencia

e interés que determine la misma.
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Por to que s¡ se emplea este concepto med¡anle el ejercicio de esta

facuttad, se quebranta todo el sistema competenc¡Fl de los Tribunales

Cotegiados de Circuito en el amparo uni-instanciaf, segregando de su

conocimiento cualquier caso que en opinión mayor¡taqia de los Ministros de

ta Corte presenten esas características especiales, cuya apreciación es

meramente subjetivo. Así dentro de la connotación $e esta expresiÓn tan

vaga e imprecisa, se pueden comprender motivos gtJe no trasciendan del

fuero íntimo de dichos Ministros.

HIPOTESIS:

Encontramos que la facultad de atracción prevista en el artículo 107

fracción V último párraio de la Constitución Generaf de la República, así

como la señalada en el artículo 10 fracción ll inciso D) de !a Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación, es inequitativa.

La subjetividad de los criterios de interés y tra§cendencia que fundan

el ejercicio de la facultad de atracción, provoca ineqlidad jurídica hacia la

Corte, ya que este alto Tribunal puede o no ejercitpr dicha facultad, aún

cuando exista solicitud de los Tribunales ColegiaQos de Circuito o del

Procurador General de la República.

La facultad de atracción es una figura jurí(ica relevante que se

presenta en el amparo directo o unr-instancial y eh revisión del amparo-

indirecto o bi-instancial.

EF{I
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Se establece que la facultad de atracción se crea con la ConstituciÓn

de 1917 y con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la FederaciÓn, sin que

se establezcan criterios objetivos que funden los casos de ejercicio

constitucionat a la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn.

Se debe especificar los criterios de interés y trascendencia para saber

tos casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda hacer

uso de esa facultad.

PROPUESTA:

Se propone modificar el úttimo párrafo de la fracción V del artículo 107

Constitucional y preceptos correspondientes, con el objeto de equilibrat y

subsanar una laguna jurídica contenida en la citada fracción constitucional,

tomando en consideración y especificando: E¡ tipo de interés y de

trascendencia por la que necesariamente deberá atraerse e! expediente y

no dejarse al arbitrio del juzgador, quien tiene !a facultad de sobreseer el

amparo dejando al quejoso en estado de indefensión. (Luis lgnacio M.

Lujano Rivera, Tomo lll, páginas 1942 a 19471

CONGRUENTEMENTE A I.-A REFORMA

DEBE REFORMARSE LA LEY ORGANICA DEL

FEDERACIÓN.

DE Iá LEY DE AMPARO

PODER JUDICIAL DE I.A

EFECTIVAMENTE, EN LA MAYORIA DE LOS ESTADOS DE I.A

REPÚBLICA EXISTEN JUZGADOS DE DISTRITO DE JURISDICCIÓN
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MIXTA, QUE SE ENCARGAN DE I,A TRAMITACIÓN ]'= LO' JUICIOS DE

AMPARO EN MATERIA PENAL, ADMINTSTRATIVAI RERNN¡R, CIVIL Y

I-ABoRAL, ASI coMo DE LoS PRoCESoS peÑa¡-eS FEDERALES,

CIVILES FEDERALES Y DEL JUICIO ORD¡NARIO FEDERAL. EN

cAMBtO, LOS JUZGADOS ESPECIALIZADOS PpR RnzÓN DE 1-A

MATERTA SólO CONOCEN DE LA QUE LES ES AqlcNADA, TANTO EN

LO QUE SE REFIEREN AL JUICIO DE AMPARO, qOMO AL PROCESO.

(cAPfTULO SEGUNDO L.O.P.J.F).

ESTO ES, UN JUEZ DE DISTRITO TIENE i*"OM=NDADA UNA

DOBLE FUNCIÓN: POR UNA PARTE NCtÚN COMO JUEZ

CONSTITUCIONAL, Y POR LA OTRA, COMO JUEL DE INSTRUCCIÓN,

JUEZ DE PROCESO O JUEZ NATURAL.

CONSIDERAMOS QUE ESA DUALIDAD NO OEBE EX¡STIR, PUES

poR LA PROPTA NATURALÉ7A JURIDICA DEL JU4GADO DE D¡STR!rO,

poR RAZONES TECNTCA Y ADMINISTRATIYAS, SU FUNCIÓN

PRIMORDIAL DEBE SER LA DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y NO LA

DE ACTUAR COMO JUZGADOS DE INSTRUCCIÓNI

EN EFECTO, EL JUICIO DE AMPARO CONSJT¡TUYE UNO DE LOS

ELEMENTOS BASTCOS PARA GARANTTZARI LOS DERECHOS

FUNDAMENTALES DEL HOMBRE, NO OBSTANTE EN Iá ACTUALIDAD

HA tDO ADQUTRTENDO CARACTERES MAS COMRLEJOS Y TECNICOS,-

ASPECTO OUE SE AGRAVA CON l-A DUALTDAD DF FUNCIONES A QUE

HEMOS HECHO REFERENCIA.
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PRECISAMENTE, Y EN ATENC!ÓN A LA COMPLEJIDAD DEL

JUICIO DE AMPARO, Y A FIN DE PROPORCTONAR UNA MEJOR

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, LA COMPETENCIA DE LOS

JUZGADOS DE DISTRITO DEBE RESTRINGIRSE AL CONTROL

CONSTITUCIONAL, EVITANDO INCLUSO ABRUMAR DE TRABAJO A

ESTE TIPO DE ÓRGANOS JURISDTCCIONALES, QUE, POR SU PROPIA

NATURALEZA DEBEN VEISR POR LA DEFENSA DE LOS DEREGHOS

DEL HOMBRE.

EN CAMB¡O, DEBEN CREARSE JUZGADOS FEDERALES QUE

coNozcAN DEL PROCESO NATURAL. (José Francisco Becerril

Mendoza, Tomo lll, páginas 2054 y 2055)

Como sucedió con las propuestas a la Ley de Amparo, igualmente

debe decirse que las relativas a la Ley Orgánica coinciden en términos

generales con el primer proyecto al que me he referido. No obstante ello,

sin olvidar que ya fueron expedidos por el Tribunal Pleno los Acuerdos 5 y

6, respetuosamente me permito someter a usted algunos comentarios y

reflexiones sobre este nuevo proyecto en los términos siguientes:

En principio, a manera de reflexiÓn general, me parece adecuado que

la Suprema Corte, funcionando en Pleno, conozca únicamente de leyes

federales y que las Saias conozcan de leyes locales y del Distrito Federal, lo

que incluso no se contrapone con el texto constitucional ya que en él no se

especifica tal situación; sin embargo, estimo que tratándose de tratados

internacionates y reglamentos, debe seguir conociendo, ya que el artículo
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1OT, Íracción Vttt, inciso a), de la Constitución ¡e cdnceOe esa facultad a

esta Corte y el artículo no fue reformado.

Por otro lado, en el documento en estudio, 9e propone establecer

como facultad del Tribunal Pteno, conocer dq las denuncias de

contradicción de criterios entre los sustentados po¡ el propio tribunal y

atguna de las Salas de la Corte, los Tribunales ColeOfados de Circuito y las

Salas del Tribunat Electoral, así como las que se suspiten entre las Salas y

los Tribunales Colegiados de Circuito.

Sobre el particular estimo conveniente revisa, [on mucho cuidado el

alcance que se pretende con esta inclusión. Lo anierior ya que es cierto

que deben resolverse las posibles contradicciones (ue surjan por criterios

de la Corte y del Tribunal Electoral y que estos debfn ser resueltos por el

Tribunal Pteno de la Suprema Corte de Justicia, sln embargo sugiero la

conveniencia de reflexionar respecto de que pu(iera presentarse una

diferencia de criterio entre el Tribunal Pleno con 
i 
las Salas o con los

Tribunales Colegiados o de aquellas con estos últimqs ya gue precisamente

los criterios de esta Suprema Corte deben prevaleceri

Asimismo, por la trascendencia que conllevan y por ser casos de

excepción tos asuntos de Reconocimiento de lnocenNia, me permito sugerir

la reconsideración de la competencia de este Alto Trlbunal para resolver los

que se consideren fundados, posiblemente con alguna modalidad - de-

revisión previa de Tribunales Colegiados.
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Respecto del artículo 90 referente a los requis¡tos necesar¡os para la

designación de los Secretarios de Estudio y Cuenta, esta propuesta es

coherente con los nuevos criterios de esta época al institucionalizar el

nombramiento y por to tanto establecerse requisitos elementates, sin

embargo ta duda surge en et sentido de si es conveniente incluir en ley una

timitante que impida que se pueda nombrar con libertad a persona de

confianza del Ministro.

lgualmente considero conveniente que se incluya al paquete la

propuesta de modificación al Código Federal de Procedimientos Civiles que

presentó el Tribunal Pleno el año próximo pasado y que también se refiere a

la competencia de los Tribunales Colegiados para resolver los conflictos

competenciales.

Por otra parte, es importante tener en cuenta la diversa propuesta de

reforma relativa a la conversión de los Tribunales Unitarios en Tribunales

Colegiados. (Roberto Javier Ortega Pineda, Tomo lV, páginas 2711 a

27131.

a) La propuesta de reforma lo constituye el TITULO SEGUNDO, de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Capitulo ll del Pleno. Sección 24.

De sus atribuciones, artículo 10, fracción ll, inciso c) de la Ley Orgánica del

Poder Judicial Federal.
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b) Las cons¡deraciones o mot¡vos que expl¡canlla aportac¡Ón, Son las

siguientes:

Consideramos que la facultad de atracción, Ou1 es el carácter que se

ha conferido a !a Suprema Corte de Justicia de la NáciÓn, en las reformas

constitucionales y tegales de 1988 y 1995, deben atrfbuirse a los tribunales

colegiados, toda vez de que la atracción se aplicp no a los juicios de

amparo en los cuates se plantean cuestiones dirgctamente de carácter

constitucionat, sino de aplicación de disposiciones le§islativas ordinarias, ya

sean federales o locales, no obstante que según las rleglas de competencia,

correspondieran a los tribunales colegiados de circuitg. flranquilino Juárez

Ortega, Tomo lV, páginas 2854 y 2855).

Se adicione una fracción al artículo 146 en donde se les impida

conocer a los funcionarios que señala, de algún tasunto en el que Se

encuentre involucrado un oficial judicial o secretalio o empleado de la

oficina a su cargo, para lograr una completa impprcialidad y seguridad

jurídica del gobernado, y conservar la buena imaSe¡ ante la sociedad, de

los Órganos del Poder Judicial de

Lerma, Tomo V, página 39)

la Federación. (Josefina Mondragón

Artículo 37 .- Pár¡afo

lX, igual.

primero y las fracciones l¡ ll, lV, V, Vl, Vll, Vlll y
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Fracción lll.- Del recurso de queja en los casos de las fracciones lV

Bis a Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99

de la misma ley.

Artículo 163.- En los órganos del Poder Judicial de la FederaciÓn, se

considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1o de enero, 5

de febrero, 21 de marzo, 1o y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de

octubre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán

actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la

ley. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 46)

Propuesta de reforma a los artículos 30, fracción 11, 56, 103, 177,

178, 179, 181, y 184 de la Ley de Amparo; 33, 40 y 41 de !a Ley Orgánica

de¡ Poder Judicial de la Federación.

a) Título, Capitulo o artículo de la Ley de Amparo actual con que

están relacionadas las propuestas.

'artículo 30, fracción ll

* articulo 56

' artículo 103

' artículo 177
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* artículo 178

* artículo 179

* artíulo 181

* artículo 184

También propiciaría la reforma de los siguientps artículos de la Ley

Orgánica de/ Poder Judicia! de !a FederaciÓn:

. artículo 33

. artículo 40

. artículo 41

b) Consideraciones o motivos que explican la aportac¡ón

La práctica diaria en los Tribunales Colegiadós pone de manifiesto

que en numerosos casos los Magistrados no desepn ser Presidente de¡

Tribunal, no por irresponsabilidad, sino por que aun lcuando es un honroso

cargo representar al órgano colegiado, las funcignes inherentes a tal

titularidad repercuten

integrantes de¡ Pleno.

en sus labores jurisdiccionafes como Ponentes e
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Frecuente resutta que la atención de¡ Magistrado Presidente a los

asuntos de su Ponencia se vea limitada por algunas de las actividades de

índole administrativo y de mero trámite correspondientes a la Presidencia

(correspondencia oficiat de¡ tribunal, trámite de asuntos para ponerlos en

estado de resolución, expedición de nombramientos, estadística, entre

otras, previstas por el artículo 41 dela Ley Orgánica de¡ Poder Judicial de la

Federación, así como atender las visitas de inspecciÓn)

Es así que el Magistrado a quien corresponde desempeñarse como

presidente de¡ Tribunal tiene además el deber de llevar las labores de su

ponencia a! mismo ritmo que las restantes, lo cual propicia una mayor

cantidad de trabajo a Ia de sus compañeros, con incremento de tensiÓn y el

mismo sueldo.

Las cargas de trabajo que deben soportar los Tribunales Colegiados

quedan de manifiesto con el necesario incremento de las cuentas por

ponencia ante e! aumento de¡ ingreso de los asuntos durante los últimos

años.

PROPUESTA DE REFORMA:

Por las razones antes expuestas se propone modificar el sistema de

integración y trabajo de los Tribunales Colegiados en la siguiente forma:

Los Tribunales Colegiados se integrarán por cuatro magistrados (por

consiguiente debe reformarse el artículo 33 de la Ley Orgánica de¡ Poder

Judicial de la FederaciÓn que actualmente comprende tres)
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De entre los cuatro mag¡strados ¡ntegrantes de¡ Tribunal Colegiado se

designará a un Magistrado lnstructor de¡ Tribunal quifn durará en su cargo

dos años y no podrá ser reelecto para el período inmepiato posterior.

i

Dado que e! Magistrado lnstructor sólo pre¡entaría proyectos al

Pleno, sin posibilidad de votar (evitándose así un Qmpate), no integraría

Ponencia '; junto con el personal profeslonal y de apoyo a su cargo'

desempeñarán las funciones inherentes actualmente I la Presidencia, y que

son:

Aquéllas que le confiere el articulo 41 de la LEY Orgánica de¡ Poder

Judicial de !a Federación, hecha excepción de la prevlsta en la fracciones lV

y V (Dirigir los debates y conservar el orden durante lps sesiones; firmar Ias

resoluciones de¡ tribunal, con el magistrado pone4te y el secretario de

acuerdos), excepciones que serán desempeñad1s por el Magistrado

Podría existir el riesgo inherente a la situación del pgrsonal que dependa del
Magistrado lnstructor del Tribunal; si ordinariamente uh Magistrado de Tribunal
Colegiado cuenta con tres Secrelanbs, al momento de per desrgnado Magistrado
lnstructor y no integrar Ponencia se generaría la ine$tabilidad de su personal
profesional, al dejar de ser lnstructor y ser Magistrado del Pleno. Es factible
solucionarlo al pensar que de sus tres Secretarios, uno pa§aria a ser el Secretario de
Acuerdos, otro el Secretario de Tesis v Provectos. quienl también proyectaría y se
requiere crear una plaza de Secretario más en el Tibunatlno serian once, sino doce
Secretarios) este tercer Secretario fungiria como Secretari4 Provectista encargado de
realizar las proyectos correspondientes al Magistrado lnslructor y demás funciones
administrativas en coordinación con el Secretario de Acuerdos, quien tambié¡
proyectari).

Se propicia en cierta forma la rotación funcional del perso1al profesional y de apoyo
quien estaría capacitado tanto en el desempeño de /as laóores de la Magistratura
lnstructora como de Ponencia.
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Presidente de Debates, qu¡en tendrá dicha calidad exclusivamente para

esos efectos.

Presentará al Pteno del Tribunat Colegiado los proyectos sobre:

el cumplimiento de las ejecutorias de amparo,

las quejas previstas en el artículo 95, fracciones 1 (admisiÓn -de

demandas notoriamente improcedentes) y Xl (concesión o negativa de

suspensión provisional) y aquetlos recursos de revisión contemplados en el

artícuto 83, fracciones 1 (desechamiento no interposiciÓn de demandas de

amparo por jueces de Distrito o superior de¡ Tribunal responsable); fracciÓn

ll (resoluciones referentes a suspensión definitiva), y fracciÓn lll (autos de

sobreseimiento e interlocutorias de reposición de autos).

Conflictos competenciales (artículos 51, 56 y 70 de la Ley de Amparo)

Conflictos de acumulaciÓn (artículo 61 de la Ley de Amparo)

lmpedimentos y excusas (artículo 68, fracciÓn 111, de la Ley de

Amparo).

Actividades administrativas (tramitación de nombramientos a

propuesta del Magistrado a quien corresponda la designaciÓn)-

Estadística

i.

rlllDlliirl .

l.r, ¡¡Ll¡L -
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Preparación de visitas de inspecciÓn, etcétera.

La intención de Ia reforma es propiciar que los flagistrados Ponentes

recursos de queja de las fracciones V a X del

Amparo (artículo 37, fracción !ll, de la Ley Orgánica

Federación).

recursos de revisión (artículo 37, t¡acción lV,

Poder Judicial de la Federación).

se ocupen exclusivamente de estudiar en primer térmi1o, listar y resolver los

asuntos por cuanto se refieren a:

Amparos directos (artículo 37, fracciÓn 1, Le1 Orgánica del Poder

Judicial de Ia Federación).

artículo 95 de la Ley de

de! Poder Judicial de la

dp !a Ley Orgánica de¡

recursos de revisión fiscal (artículo 37, fracción V, de la Ley Orgánica

del Poder Judicial de !a Federación) 
I

recursos de reclamación contra el Magistrado 
llnstructor 

(artículo 37,

fracción Vll, de la Ley Orgánica de¡ Poder Judicial de la Federación).

No listarían los asuntos correspondientes al lMagistrado lnstructor,

sino que éste les presentaría los proyectos at PlQno, cuyos integrantes-

procederían ya a resolverlos mediante su votación.
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c) La redacción que resultaría al incorporar los comentarios. (Gloria

Tello Cuevas, Anexo, páginas 289 a 2941

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación:

ARTICULO 33. Los tribunales cotegiados de circuito se compondrán

de cuatro magistrados, de un secretario de acuerdos y de! número de

secretarios, actuarios y empleados que determine el presupuesto.

ARTICULO 40. Cada tribunal nombrará a su Magistrado lnstructor el

cual durará dos años en su cargo y no podrá ser reelecto para el período

inmediato posterior.

Concluida la votación para designar Magistrado Instructor,

inmediatamente tos restantes tres integrantes del Tribuna Colegiado

nombrarán a su Magistrado Presidente de Debates, quien de igual forma

durará en su cargo dos años y no podrá ser reelecto para el período

inmediato posterior,

ARTICULO 41. Son atribuciones del Magistrado lnstructor del Tribunal

Colegiado de Circuito:

l. Llevar la representación y la correspondencia oficial del tribunal,

ll. Turnar los asuntos entre los magistrados que integren el tribunal,
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lll. Dictar los trámites que procedan en los asunios de la competenc¡a

del tribunal hasta ponerlos en estado de resolución. d¡ caso de que estime

dudoso o trascendente algún trámite, dispondrá qr" ei secretario respectivo

dé cuenta at tribunal para que éste decida to que estim! procedente;

lV (Se reforma) Presentar ante los Magistrados Ponentes integrantes

de/ Pleno los proyectos de los asuntos siguientes:

a) et cumptimiento de las ejecutorias de amparo ldirecto,

b) las quejas previstas en el artículo 95, fracQiones 1 (admisión de

demandas notoriamente improcedentes) y Xl (con$esión o negativa de

suspensión provisional) y aquellos recursos de revisiQn contemplados en e!

artículo 83, fracciones 1 (desechamiento o no interpo§ición de demandas de

amparo por jueces de Distrito o superior de/ Tribunal ¡esponsable); fracción

ll (resoluciones referentes a suspensión definitiva), y fracción lll (autos de

sobreseimiento e interlocutorias de reposición de putos), de la Ley de

Amparo).

c) Conflictos competenciales (artículos 51. 156 y 70 de la Ley de

Amparo). 
i

d) Conflictos de acumulación (artículo 61 de la \ey de Amparo).

e) lmpedimentos y excusas (artículo 68, fracgión llí,

Amparo).

de la Ley de



Prcpuestas Correlac¡onadas con ta Ley de AmParo V¡gente Ley Orgán¡ca

En las ses¡ones respectivas et Magistrado lnstructor no intervendrá en

la votación.

V. (Se supr¡me, pues ta firma de las resoluc¡ones sería a cargo del

Magistrado Presidente de Debates, con el Magistrado Ponente y el

Secretario de Acuerdos)

Tramitar los nombramientos de/ personal del Tribunal a propuesta de!

Magistrado a quien corresponda por tumo realizar la designación

Vl. Llevar la Estadística del Tribunal VIL Preparar las visitas de

inspección, en coordinaciÓn con los integrantes del Pleno.

Vll. Las demás que establezcan las leyes.

ART|CULO 41 bis.- Son atribuciones de! Magistrado Presidente de

Debates ole/ Tribunal Colegiado de Circuito:

Dirigir los debates y conservar el orden durante las sesiones.

ll. Firmar las resoluciones del tribunal, con el Magistrado Ponente

y el Secretario de Acuerdos
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PROPUESTA DE INTEGRACION DEL TRIBU COLEGIADO

(Gloria Tello Cuevas, Tomo V, páginas 297 a

Magistrado

lnstructor

Secretario

Proyectista

Secretario de

Tesis y

Proyectos

Secretario de

Acuerdos
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PLANTEAMIENTOS GENERALES SOBRE LA NUEVA LEY DE

AMPARO

OTRAS SUGERENCIAS

Acrecentar tos conoc¡mientos de los jueces de Distrito y Mag¡strados

en Materia Penat, así como a los Secretarios de Estudio y Cuenta adscritos

a ellos, respecto de los delitos Fiscales y Financieros, pues en ocasiones

ante un deficiente conocimiento en dichos delitos, (Código Fiscal; Leyes de

lnstituciones de Crédito; General de Organizaciones y Actividades Auxiliares

de Crédito; Mercado de Valores; lnstituciones de Seguros; lnstituciones de

Fianzas.) emiten resotuciones que afectan los intereses del Fisco Federal y

de las lnstituciones de Banca Múltiple y de Desarrollo, favoreciendo a

verdaderos delincuentes. (Armando Díaz Olivares, Tomo l, páginas 96 y

e7)

ASf MTSMO SE FORMUIá UNA SEGUNDA PROPUESTA:

Esto se basa principalmente a los amparos que han surgido en forma

novedosa en contra de resoluciones emitidas por el Congreso y Órganos de

control hacendario o de auditoría interna a los Municipios que se han

magnificado por medio de las revisiones a las cuentas públicas, de donde

se han fincado responsabilidades civiles y hasta penales donde los

funcionarios han recurrido al amparo, y cuestiones econÓmicas de

programas de Gobierno y de Bancos, lnstituciones de Crédito así como

manejo de la deuda pública, etc. Todo ello basado en e! derecho económico
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y hacendar¡o; lo que hace necesar¡o cons¡derar la for¡nación de un capítulo

espec¡al como se hizo en Materia Agraria como Lipro Segundo, y Título

único, y Capítulo único, con artículos del 212 al234.

El tema sería:

LIBRO TERCERO

DER¡VADO DEL EJERCICIO D]E LOS PODERES DEDEL AMPARO

GOBIERNO

Título único.

Capítulo único.

Primer artículo que se crearía con la propuesta pería:

235.- Para Garantizar et manejo de la Economía Nacionat, su

utilización y transparencia en su manejo de los dineros, los Poderes de la

Unión el Ejecutivo, Judicial y Legislativo, podrán requrrir a la presentación

de amparos para exigir el cabal cumptimiento de las buentas públicas, para

que los derechos de sus representados que es el priteblo mexicano, tenga

tranquilidad y paz social al saber el buen ma/¡ejo de los recursos

económicos de los diferentes niveles de gobienno principalmente la

Federación, los Estados y los Municipios, sin dejar fuera las delegaciones,-

agencias municipales y toda agrupación legalmente rfeconocida; y para ese

efecto se establecerán las disposiciones del presen[e libro tercero en los

siguientes juicios de amparo.
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La redacción que resuttaría sería enr¡quec¡da con otros comentar¡os

poster¡ores.

Hasta crear artículos que llegaren al nÚmero 250 en la Ley de

Amparo, incluyendo casos de tecnología y cibernética que influyen.

(Lorenzo Sánchez Bravo, Tomo ll, páginas 799 a 801)

De todas las instituciones jurídicas mexicanas, es sin lugar a dudas, el

Juicio de Amparo la que ha alcanzado mayor anaigo.

En efecto, se trata de una institución profundamente unida a nuestra

historia, a nuestras necesidades, a nuestros dolores, que ha crecido

desmesuradamente a instancia de urgentes requerimientos y ha venido

evolucionando como algo vivo a! compás del existir mismo de nuestro

pueblo.

Por eso, el Amparo es tan mexicano, tan popular y tan estudiado por

juristas propios y extraños; Amparo que es el instrumento jurídico que

resulta necesario para satisfacer una teleología básica: DEFENDER Y

RECONOCER LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL HOMBRE

GARANTIZADOS A N IVEL CONSTITUCIONAL.

Por ello de esta lnstitución, se ha dicho con frecuencia, que está y

estará siempre ligada a la vida nacional, siempre cambiante, siempre viva y
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s¡empre voraz de un ordenamiento que sea auténticQ reflejo del acontecer

humano y de nuestra patria.

Hablar del amparo mexicano, ES HABLAR DE UNA INSTITUCIÓN

eUE TUVO SUS ORíGENES A MEDIADOS DEL iSIGLO PASADO, su

despegue fue lento y cautetoso, su marcha cavilosq y dubitativa, pero su

éxito le ha dado impulso y audacia, y ahora los rTribunales Federales

resuttan insuficientes, para atender e! caudal de dempndas de amparo que

son alud y avalancha.

Me consta que los Ministros de la Corte, tvta$istrados y Jueces de

Distrito, luchan contra reloj, duplican esfuezos y se enfrentan al desaliento,

porque el número de asuntos de esta naturalezq, cada vez es más

dramático, pero lejos de ser un desaliento, e!!o d$be de ser motivo de

regocijo, porque significa que a la fecha se conserva en el pueblo mexicano,

sobre esta lnstitución, un voto de confianza y de c[edibilidad, COMO EL

MEJOR SALVOCONDUCTO PARA TUTELAR TA E§FERA JURIDICA DE

LOS GOBERNADOS.

Nuestra lnstitución Jurídica TIENE 153 AÑOS DE NACIM¡ENTO,

PUES SURG!Ó EN EL ACTA DE REFORMA DE 1 UY y si bien tardÓ en ser

reglamentado y puesto auténticamente en marcha, de inmediato captó la

atención de los estudiosos del derecho, no sólo ide nuestro país sino

también fuera de nuestras fronteras, al observdr en él un procesG

Constitucional que pretende y logra obtenqr, UNA EFECTIVA

pRorEccrÓN DE Los DERECHOS DEL HOMBRq Y DEL CIUDADANO,

en forma tal, que las declaraciones constitucionales correspondientes, o sea
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nuestras garantías individuales, no signifiquen número ideal o un Código

ffioráli que pueda o no ser cumplimentado por el Poder Público.

A la fecha ta Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107

const¡tucionales, tiene una antigüedad de 64 años, pues entrÓ en vigencia

en enero de 1936; a través de !a cuál ha sufrido 25 reformas (hasta 1994).

Todas ellas encaminadas a hacer del Juicio de Amparo el medio más

eficaz para poner un alto a las arbitrariedades del poder pÚblico, pero a

pesar del esfuezo realizado, siguen apareciendo aspectos negativos o al

menos no evolucionados.

Nuestro Amparo tiene carencias e imperfecciones y también puntos

patológicos, pero quizás entre éstos últimos, los más impresionantes son:

El rezago acumulado en los Tribunales Federales;

El excesivo tecnicismo que lo hacen aparecer como una Justicia

Elitista, Aristocrática y Cara, ya que para su tramitación, se requerirá de

verdaderos conocimientos, dignos de un especialista, con un buen cúmulo

de años en la práctica de esta materia; volviéndose un medio de defensa

inaccesible para los más necesitados.

La oscuridad en el trámite de los recursos (esencialmente el de

queja).

El abuso del otorgamiento del Amparo para efectos.
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La temerosa act¡tud de "Los Nuevos Jueces o ]Magistrados" que con

frecuencia y de manera ligera y poco profunda "Sopreseen" o "Niegan la

Protección Federal", por dos razones básicas: a). Np tener roces con las

autoridades responsables; y b). No entrar al fondo dpl asunto, forzando la

resolución so pretexto de "Atguna Gausal de lmproce{encia".

El sobreseimiento y la caducidad de la instancia por inactividad

procesa!, lo cual constituye un premio a la ineficacia ldel Juzgador, pues el

Amparo es de orden público y oficioso en su trámitf una vez admitida ta

demanda.

La inútil presencia como parte del Ministerio Púplico Federal.

El no respetar los Jueces o Magistrados el orden cronológico de los

asuntos turnados para sentencia; donde la ley debe Prever que los asuntos

se fallen estrictamente por su antigüedad.

Que las sesiones de los Tribunales Colegiadoq ya no sean privadas,

lo cuat es absurdo, cuando a la fecha la Corte las reafiza públicamente.

La falta de sanción cuando se deje de

jurisprudencia existente a un caso concreto.

Mayor penalidad en los casos de responsabilidad contemplados en el

Título Quinto, artículos del 198 al 211 de la Ley de Aniparo.
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Que los jueces sean más celosos en el cumpl¡m¡ento de las

sentencias de Amparo.

Reunir en un capítulo especial todos los tipos de incidente que con

muy mala técnica juridica están diseminados sin orden ni congruencia en la

ley misma.

Prever el medio de impugnación adecuado y concreto para el caso,

de que et Juez de Distrito, no de cumplimiento a una ejecutoria de Queja

resuelta por el Tribunal Colegiado.

El impedir que el ofendido en un asunto del orden penal no tenga la

calidad de parte dentro del Juicio de Amparo.

Especificar ante quien debe interponerse el Recurso de Queja,

tratándose en la hipótesis prevista en el artículo 95, ftacción Vll! de la Ley

de Arnparo

Dlchas carenoas amenazan ahogar a la justicia constitucional,

impidiéndole real¡zar la alta misión que le fue encomendada hace más de un

siglo; por lo que se estrma necesario que la comisión organizadora se ocupe

de ellas. pues resulta de imperiosa necesidad que en el proyecto de la

nueva Ley de Amparo o en las reformas que a la misma se le realicen, no

se soslayen dichas cuestiones porque cada una de e!!as a la fecha

pequdican la buena marcfia de la administración de la jusücia en nuestra

patria.
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Por úlümo, felicito al señor Ministro Presidente ppr la brillante idea de

promover un Congreso Nacionat de Juristas que corlnRarta, el justificado

interés, que se üene por peleccionar

medio de defensa constitucional.

nuestro más hermoso e importante

Lo que resulta urgente, pues el pueblo de México está agobiado por la

brutal crisis que estamos viviendo. la cuál está a la vistl de todos:

Desempleo asfixiante

Problemas económicos

Problemas sociales

Pobreza Elrema

Falta de Segundad

Del¡ncuenc¡a

Sueldos Ba¡os

Desorden Gubemamental

Falta de Credibldad Gn nuestras lnst¡tuoone$ (espeoalmente las

encargadas de la procuracón e rmpartroón de justioa)
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Contaminac¡ón ambiental

Tráfico de drogas

Tráfico de indocumentados

Malos Servicios Públicos

Déficit en la Mvienda

Tasas de Recaudación Ercesivas

Lo anterior exige de todos los mexicanos una rigurosa preparación y

un mayor esfuezo en todas nuestras aclividades, ramas, oficios y cienc¡as.

Pero es muy importante recalcar. que de ésta crisis no escapa el

Derecho, pues la ¡ustroa y la segundad social se han constituido en uno de

los pnnopales reclamos de nuestra socredad (Rodolfo Campos Montejo,

Tomo ll, páglnas 992 a 997)

4.- Por b que toce al segundo tema, hay gue aceptar que la
prornoción del iuico @ amparo no está al alcance de lodos los abogados:

pero no kc es por el ¡uroo de anrparo en sl mismo. sino por la naturaleza de

los actos que se impugnan. p{res, y se verá más adelante, el procedimiento

del fuicio es lo más senollo posrble y se resume en lo siguiente:
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lo hay, una aud¡enc¡a de pruebas y una sentenc¡a: pero el problema, rep¡to,

no res¡de en et juicio en s¡, sino en gue hay que demolttrt que los actos de

autoridad rectamados son contrarios a la Constitución. Y esto es parte de la

acción de amparo. Y para demostrar lo inconstitücional de los actos

impugnados, además de @nocer a fondo !a ConqütuciÓn, se requiere

conocer bien las diversas norrnas jurldicas que integran el sistema

mexicano. La dificultad se acrecienta cuando se trafa del amparo contra

leyes, y es obvio que muchos hay, incluso abogados, que al no dominar la

materia constitucional hacen mal las demandas de amparo.

No puede pensarse para remedrar esto que el Juez de amparo haga

la demanda que no hizo el queioso. porqu€ én tal situación se

desnaturalizarla la función del Juez que, por eseno{. debe ser imparcial,

guardar cierta distanoa respeclo de las partes y fallar de acuerdo con lo que

existe en los autos, corno drce el pnncrpro rula alle§ata et probata, iudex

judicare debet. Adelante se profundrera esta Éea

Lo importante es no de¡arse llevar cuando de lla Ley de Amparo se

trata, de ob¡eciones que no trenen razón y que ddben ser desechadas

prevtamente, tenendo en cuenta que al €ual que el ,gtcto de amparo, todos

los oúos juroos orúnano3. $rmarao3. concr¡rs¿les. pgnales son técnicos y

requieren de un profesronaf que domrnc la matefla. sr lno fuera asl. ¿porque

se requiere que el procesaclo tenga un delensor btrado? Y si se piensa en

la mediona. en la ingeneria. s€ requreren profesionafes bien entrenados y

por ello existen las leyes de profesones ¿Puede plañear la cimentación de

un edifioo quten no sabe? ¿Habrá alguren que a sablendas se deje operar
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por un charlatán? La afirmación de que la Ley de Amparo es técnica, es

cierta, pero no puede ser de otro modo y para remediar el hecho - cierto -
de que hay quienes no acuden al juicio de garantías por pobreza o

ignorancia, propongo un medio del que hablaré al tratar del principio de

estricto derecho y de la suplencia de la queja.

5.- Este es el panorama actual en relación con la Ley de Amparo y

considero que para poder formular una propuesta que valga la pena, hay

que considerar diversas circr.¡nstancias que frecuentemente no se toman en

cuenta.

6.- En México se reforman los cuerpos legales, incluso la

Constitución, por r¿vones deleznables, como pueden ser el caprictto de un

Presidente; la adopción de una legrslacbn e:rfanjera; los alegatos de un

grupo de presión, algún acontecimtento relevante. Y. como es lógico, las

reformas no üenen el énto que s€ esperaba de ellas, cuando no son un

fracaso que obhga a deshacer la relorma, y los ejemplos abundan, pero sólo

diré uno: las relormas y contra reformas al artlct¡lo 16 de la Constitución en

la matena penal

Hay veces que con toda la br.pna fe del mundo, con todos los deseos

de hacer une coc¡r bren hecha, se hace una barbaridad y voy a dar un

e¡emplo: hace a§unos allos se erprdró en Tamaulipas un nuevo Código de

Prrcedimientos Cmles, srgurendo fielmente la doctrina procesal más

modema, Có<rpq que, en teorla, era mejor que el que existla; pero es el

caso, que al poco bempo hubo que derogarlo y volver al antiguo Código por

las protestas, tanto de los rueoes cofilo del foro, pues no estaba adecuado

F.;TR
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al momento y a los conoc¡m¡entos existentes. lnnbvar, cambiar de un

momento a otro una @stumbre, son actitudes que van a llevar al fracaso,

porque no es fácil de cambiar de costumbres o de leyfs, ya que se requiere

üempo y Se requiere, también, dar a conocer verdafleramente lo que se

desea con el cambio legislativo y que sea aceptadg por quienes deben

cumplirlo. De otra manera et cambio no funciona, no es útil, salvo que sea

deseado y pedido por la sociedad de que se trata.

7.- La nueva ley o la reforma que se haga a urla ley deben ser muy

claras en cuanto a la finalidad que se busca: deben estar acordes, no sólo

con la Constitución, sino también con el conjunto de lap instituciones y leyes

del pais, y no deben olvidar la tradición y la historia. auln cuando se mejore y

se renueve una insütución hay que tener en cuqnta que un cambio

excesivamente brusco será rechazado.

Esta reflexión parecerá excesivamente conservfdora, pues abundan

aquellos que creen que lo absolutamente nuevo, por serlo, es lo mejor; pero

en la histona legislativa mexicana. incluso la más (ercana, abundan los

ejemplos de las leyes o reformas inaplicadas y cito algunos: la Ley de !a

Propiedad lndustrial, de la época del licenoado Echefenia, que no tuvo el

efecto gue se buscaba y entre sus instrtuciones, el llamado certificado de

invenoón fue abandonado por inúül e imprácliq, incluso la nueva

denominacón se abandorÉ y se destgnó a la ley cQn el nombre antiguo.

Está tiambién la Ley de Responsabilidad Civil por Dañfs Nucleares, que por

lo que sé jamás se ha aplicaclo a pesar de sus 25 años de existencia y se

promulgó esa ley, a¡ando en Mérico no habia energll nuclear, olvidando e!

capitulo del Código Civil. que habla del riesgo creado.
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Se pueden objetar estas reflex¡ones, pues no faltará quien p¡ense que

lo absolutamente nuevo es lo mejor, lo que puede ser cierto en una

máquina; pero en las sociedades no lo es. En las sociedades el cambio se

hace de manera lenta, con las generaciones, y si de las normas jurídicas se

trata, el cambio debe hacerse con cuidado, para que sea cumplido por

todos, sin originar hostitidad general.

8.- En materia de amparo, la ley actual, en vigor desde 1936, ha

sufrido un sinnúmero de reformas, tantas, que pocos artfculos se han

salvado de ellas. Y cuando estas reformas tienen como fuente la

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia generalmente son muy

buenas, cuando tienen como fuente el capricho de un gobemante o la moda

o realizar una obra populista, las reformas son nefastas.

Hay que tener en cuenta, cr.¡ando de reformar una ley procesal se

trata, la capacidad de los Tribunales; la sabidurfa del foro y de los jueces,

porque una ley puede ser perfecta desde el punto de vista teórico y ser un

fracaso en la practica. En la teorla todo es terso, sin montañas ni

banancas; pero en la practica hay que tomar en cuenta la ignorancia de

funcionarios y postulantes, los hábitos, los elementos materiales con los que

se cuenta, el nivel cultural de la sociedad de que se trata y tantos otros

factores que el teórico no mide o mide mal y ese desconocimiento, ese no

darle valor a factores elemos a la ley, llevan al fracaso al mejor de los

esfuerzos. porque no hay que olvidar gue las leyes procesales - como ta de

amparo - sori leyes que rigen la practica de los Tribunales: jueces y
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abogados y que s¡empre habrá quienes tratan de tener en su favor el texto

legal.

Por otra parte, el que sólo se dedica a la practicÍ¡ no será cap¿v, en

términos generales, a hacer bien una reforma o nuev{ by, porque además

de los datos objetivos, se requiere conocer el sistemf, iuridico al que la ley

pertenece, y tratándose de una ley procesal, la teoría general de proceso y

el proceso de que se trata y, valga ta frase, hay que saber derecho y hay

que conocer, lo mejor posible al ámbito de aplicación {e la ley, la historia de

ésta, para que la reforma sea @ngruente, y si es un¡ nueva ley, hay que

considerar los aciertos y los defectos de la aplicación $e la ley anterior, para

aceptar los aciertos y desechar los errores y defectos.

9.- Un elemento al que actualmente sa üene muy poco en ct¡enta

cuando se redacüa una ley o una reforma legal. es ef lenguaie. La norma

debe ser clara. precrsa. $n palabras sobrantes; Éara ello s€ requiere

redactarla en el meror español posrble, evit{ndo ambigüedades,

anfrbologias: evrtando ut¡lizar srnónrrnos o a la rnve$a. utilzar antÓnimos:

procurar que la ley peda tomarse como un r@elo por lo gue a la

redacoón se refiere con frases cortas y claras galá ocuniera con la ley

mexrcana. lo que cuentan que ocumó con el Códrgo SMI de NapoleÓn, que

un novelrsta francés de pr¡mera categoria. antes de spntarse a escribir. leia

algunos de sus añiculos por la pure¿a del francés y p+ su h¡ena redacción.

10.- Y si asl son ües @!t¡ls, para @er propQner las que cre{o son

reformas necesarias a la Ley cle Amparo. antes habrá lgue cofiocer que es el

juicio de amparo, y arales son los pflnopros que lo ngen.

ñrn
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Aun cuando se habla deljuicio de amparo, en real¡dad son d¡versos el

amparo ante el Juez de Distrito, llamado indirecto y el amparo ante el

Tribunal Colegiado, llamado directo. Hay también el amparo agrario, que

puede considerarse como otro tipo del juicio de amparo. Sin embargo,

como en mi concepto debe desaparecer por las razones que adelante se

expresan, no tiene objeto especificar su procedimiento, ni examinar sus

diferencias con el amparo indirecto.

El procedimiento y fines de cada üpo de iuicio son los siguientes:

A. E! juicio de amparo directo. del que @nocen los Tribunales

Cotegiados de Circuito se promueve en contra de sentencias definitivas

(oviles, penales o admtnistrativas), de laudos de las Juntas de Conciliación

y Arbitra¡e y de resoluoones que ponen ñn aljuicio, sin ulterior recunio.

Este es un juroo de legalidad y ha srdo llamado amparo -casación.

En él se examinan las vrolaoones 'tn procedendo' o 'in fudicando', en que

haya incr¡rrido la autondad ¡udicial, sea en el procedimiento, sea en la

resolución que haya puesto fin al ,utcto

Los pasos que se dan. desde la presentación de la demanda hasta la

sentencla. son los srguienles:

Presentación de la demanda ante la autoridad responsable.

Emplazamiento a los lerceros periudicados.
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Envío al Tribunal Colegiado del exped¡ente o expedientes del juicio y

del informe justificado.

Admisión o, en su caso, aclaración o rechazo de fa demanda.

y alegatos del tercero perjudicado.

Proyecto

ponente.

Sentencra, que puede adoptarse por mayorla de votos.

B. El juicio de amparo lndlrecto del que corlocen los Jueces de

Distrito, se promueve contra toda clase de actos de aqtoridad, que no sean

resoluciones que termrnen defrn:t¡vamente el ¡urao, lsatvo que éstas se

reclamen por un tercero extraño al¡uroo en que se drcilaron o por aquél que

debiendo haber sido emplazado, no lo fue, scmpre que la demanda se

presente después de drctada la sentenoa

Si se admite la demanda en su caso, pedimento pel Ministerio Público

de resolución presentado por el f¡Iagistrado relator o

En éste iuso. cori un nornbre únrco y un proopdimiento unitario, se

encuentran involucradas onoo instnrrcDnes drversas. a saber:

' El amparo @ntra leyes
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' El amparo por antonomasia, es decir el amparo protector directo de

los derechos fundamentales de la persona humana.

' El amparo, segunda instancia de las resoluciones de autoridades

administrativas, dictadas en procedimientos seguidos en forma de juicio,

amparo epn tendencia casacionista.

' Et amparo como tutelador -a través del agravio personal y directo-

de las respectivas competencias, federa! o locales.

'El amparo, control de legalidad.

En otras palabras, mediante un iuicio sumarisimo, flexible y ágil, los

Jueces de Distrito pueden declarar gue una ley no se ajusta a los preceptos

constitucionales o proteger al indryiduo contra los abusos más initantes de

la autondad. como son los atentados a la libertad o a la vida.

Tambrén t¡ene por mrsrón el Juez de amparo conocer de las

resotuciones que drctan kcs órganos de la administraciÓn, en los

procedimientos que s€uen en forma de ¡uuo, mediante las cuales afectan a

los particulares. sempre y cuando contra ellas no proceda recurso alguno.

En estos c:tsos, el ¡uroo de amparo strve como una especie de segunda

instanc¡a. para votver a examinar la contienda y mediante ello procurar que

se a¡usten a la ley, los actos clé las autondades administraüvas.

Es mlsrón. rgualmente, del juroo de amparo indirecto, reprimir las

invastones que haga la autondad federal en la esfera competencial de los
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Estados o las que real¡cen estos en la esfera del competencia de la

autoridad federal, cuando esas invasiones son recldmadas por él o los

particulares a quienes afectan.

i

Por úlümo, se pueden reclamar en amparo i(directo, actos de la

autoridad judicial o administrativa, disüntos a lot ya mencionados,

tutelándose asf la legatid ad a través de la garantía dq audiencia, en todas

las materias o de la exacta aplicación de la Ley en maferia penal y de la de

fundamentación y motivación, que contienen los artípulos 14 y 16 de la

Constitución, en cualquier materia.

La enumeración anterior permite apreciar la riq[reza y !a flexibilidad

deljuicio de amparo: pues el campo en que actúa no puede ser más amplio.

Y todo elto graoas a un proced¡miento sumarísimo, buyo esguema es et

siguiente;

Presentaoón de la demanda ante el Juez de Dist¡ito.

Admlsón o. en su caso, aclaracrón o rechazo de fa demanda.

Sr la demanda se admrte, petroón del informe jlstificado y fijación de

fecha para la audlenc¡a

Emplazamrento del tercero pe4udicado. si lo hay.
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Audiencia de pruebas, alegatos y sentenc¡a, bien entendido que el

periodo probatorio empieza con la admisión de la demanda y termina en la

audiencia, donde se ofrecen y desahogan las pruebas.

Sentencia.

11.- Uno de los elementos que hacen posible la eficacia del juicio es

la suspensión de los actos reclamados, pues en muchas ocasiones si la

suspensión no se otorga, el juicio de amparo es inútil, ya que la ejecución

de los actos puede implicar su @nsumación total, sin posibilidad de que se

pueda volver al estado anterior. Actualmente la suspensión puede ser de

oficio, lo que significa que en ciertos casos, fundamentalmente en materia

pena!, cuando hay peligro de pérdida de la vida, de deportación o de

destieno. et Juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda, debe

otorgar ta suspensión, para evitar que el acto reclamado quede consumado

o que se causen daños graves al quejoso.

Lo normal, en el amparo ante el Juez de Distrito, es que la suspensión

sólo proceda a petroón de parte y se otorga siempre y cuando no se violen

drsposioones de orden público o se vulnere el interés social y se causen

daños de difiol reparaoón al quejoso, teniendo en cuenta que el artfculo

124,lracaón ll. contiene vanos casos en que la suspensión debe negarse,

de los que algunos son absurdos y otros son ridfculos; en general se tiene la

impresión de que el legislador consideró a los Jueces de Distrito como seres

sin criterio e incapaces de ruzgar. en la inteligencia de que este precepto se

ha reformado en diversas ocasiones. Más adelante justificaré mis

aseveraciones.
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i

La suspens¡ón a pet¡c¡ón de parte puede ser pro|¡sional, que el Juez

otorga o niega con el simple escrito de demanda. En ¡el auto cabeza de la

suspensión señala e! Juez una fecha para una audiOncia, en la cual las

partes deben rendir pruebas respecto de la suspen§ión y el Juez dicta

sentencia interlocutoria, negando o concediendo la rpedida cautelar, que

ahora se llama suspensión definitiva, que tiene dos caraclerfsticas: que la

medida dura tanto tiempo cuanto dure el juicio de afnparo, y que jamás

causa estiado, porque puede ser modificada. revocadp o ampliada, según

circunsüancias postenores al momento en que se concdda.

En el amparo directo la suspensión en matena 4enal es de oficio. en

las demás matenas habrá que so[otarla y @noce de ella la autoridad

responsable, quien la debe otorgar preyras las garanflas que la ley exige

que se tomen.

12 - Vanos son los pnnopros que ngen el ¡uroo de amparo. el primero

es la llamada formula de Otero, que se refiere a fa relatrvidad de las

sentenoas. b que srgnrfrca que las sentenoas que se dictan en el juicio de

amparo sólo aprovechan o per¡udrcan a qurenes lrtrgar§n, sin que se pueda

hacer una declarasón gencral rcbre la ley o el acto qu? se reclama.

El segundo cons¡ste en que el¡urco sremge se fromoverá a instancia

de parte agraviada o s€a que ¡amás pr,reda rnroarsq de olioo, pues se

requiere sempre gue la acsón s€a e,ercrtada por aquél a quién pequdica el

aclo de autondad gue se consrdera uolatono de garanlias y para que pueda
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concederse el amparo Se requ¡ere que el quejoso, aclor, promovente de!

amparo o petic¡onario, reciba un agrz¡v¡o en su persona y en forma directa.

El amparo según el tercer principio, sólo puede promoverse contra

aclos definitivos, pues es la última trinchera para defenderse de los actos

abusivos de la autoridad; por tal motivo, antes de promover el juicio, se

requiere que se hayan agotado todos los recursos o medios de defensa que

las diversas leyes establecen y cuyo efecto sea confirmar, modificar,

revocar o nulificar el acto de autoridad, aunque éste principio tiene varias

excepciones.

Otro prinopio. el cuarto. que es el de estriclo derecho, prácticamente

ha desaparecido.

El quinto y último pnnopro es el de proseoción judicial del juicio.

13.- Una buena reforma a la ley debe tomar en consideración todos

los elementos que la rntegran, porque la Ley de Amparo, con sus ventajas y

con sus desventa,as, en térmrnos generales, no es produclo de un capricho

legislatlvo. sino d resuttado de décadas de traba¡o de los Tribunales, en

espeoal de la Suprema Corte de Justic¡a med¡ante la junsprudencta. A

parttr de la pnmera ley de amparo de t86t a la actual, se fueron creando las

instituciones que ahora @nocemos: se fueron perfeccionando; se ñle, en

pocas palabras. haoendo una rey que ha sido eficaz. pero que al cabo del

tiempo requiere de una revlsión. en pnmer lugar, ga¡e quitarie los

elementos, inútiles unos. abenantes otros, que el capricho de los diversos

Presidentes o el popuhsmo y la demagogia le han agregado. En segundo
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tugar, para que se tomen en cons¡derac¡ón hechos o acontecimientos que

antes no eran conoc¡dos o no tenlan relevancia y, Fn tercer lugar, para

abandonar o modificar principios que en su momenio fueron necesarios,

pero que hoy se antojan

páginas 1013 a 1025)

inútiles. (Jesús A. Arroyp Moreno, Tomo ll,

Conclusión.

92.- La Ley de Amparo, en cuanto su estrucluraf en cuanto a muchas

de sus instituciones. no requrere un cambio y este úabpjo lo ha demostrado.

Se necesita quitarle a la ley las tncongruerrc¡as. las ir{sütrrciones obsoletas,

la mala redacción para hacerla más dráfana. más dara; requiere también

elimtnar toda palabra rnútll y entender una regla que n§e a toda ley: una ley

no es un tratiado de doclnna. nr es un conrunlo de d{rnoones. aunque en

este último caso pudrera haber a§una ercepoón Por otra parte, por el

tiempo que ha Eanscumdo desde gue está en v€of la ley, es deseable

agregar rnst¡tuoones que la hagan más ágrl. rnás eñc$2, y que respondan a

problemas que antes no exrstran (Jo¡úg A. Arroyp Moreno, Tomo ll,

página 1100)

PARTTCTPAR EN r-A NOBtLiStMA TAREA DEI ADECUAR CON EL

RELOJ DE 1.A HISTORLA. Iá LEY REGTAMENTARIA DE I.A

tNsflTUCtÓN 'GENUtr{AMENTE NACTONAL' FOn EXCELENCIA,

OBEDECE A LAS SIGUIENTES RAZONES FUNDA¡\,IENTALES:

ETTX
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EL SUPERIOR COMPROMISO CIUDADANO DE PARTICIPAR EN

IJA TMNSFORMACIÓN DE NUESTRO ORDEN JURIDICO, COMO

RESPUESTA NECESARIA E IMPOSTERGABLE DE I.A DINAMICA

SOCIAL.

RECONOCIENDO EL ADMIRABLE TALENTO Y USIÓN JURIDICA

DE LOS PADRES DE NUESTRO JUICIO DE Ai,iPARO, DE LOS

ILUSTRES iTANUEL CRESENC¡O REJÓN Y MARL\NO OTERO, CUYA

ENORME CONTRIBUCIÓN AL UNIVERSO JURIDEO REBASA I.AS

FRONTERAS NACIONALES. MERECIENDO Iá ADMIRACÓN DE IáS

NACIONES UAS CULTAS DE 1A TIERRA, SIN MENOSCABO DE TAN

TRASCENDENTE APORTACIÓN Y DE Iá SERIE DE ENMIENDAS QUE

DESDE EL INICIO DE SU VIGENCIA HASTA EL PRESENTE SE HAN

HECHO A NUESTM LEY DE AftrPARO, SOSTENEMOS QUE TODA

OBRA HUi,IANA ES PERFECTIBLE. PARTICUTARMENTE CUANDO VA

DIRIGIDA A REGUIAR TAS NECESIDADES CAII,BIANTES DE LOS

SERES HUMANOS. CONTEMPTADOS EN SU FORMA DE

ORGANIZACÓN PERFECTA OUE ES EL ESTADO.

NUESTRA VOCAC|ÓN DEMOCRATICA SUSTENTADA EN I.A
IDIOSINCRASLA DE LOS MEXICANOS Y NUESTRA CONDICÉN DE

ABOGADOS COTTPROMETIDOS CON EL DESTINO DEL MEDIO DE

CONTROL CONSTITUCIOT{AL. PROTECTOR DE LOS DERECHOS

SU&TETIVOS PUBLICOS. EQUIVALENCL¡A PERFECTA DE LOS

DERECHOS UNA/ERSALES DEL HOMBRE FRENTE A LOS ABUSOS

DEL PODER, PERMITIENDO OUE RESPLANDEZCA Iá AUGUSTA

II,IA'ESTAD DE I..A LEY UBICADA EN Iá CÚSPIDE DE NUESTRA



Gomlslón dc Análi¡i¡ de Propuettar para una Nueva Ley de

PIRAMIDE JURIDICA, NOS SffÚA EN t.A IMPERIO§A ruECCSIDAD DE

RESPONDER A rA CONVOCATORIA DEL PRESIDENTE DE LA

HONOMBLE SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE IU T.¡NCIÓN Y DEL

CoNSEJO DE lá JUDICATURA FEDERAL, Et{ l.A MEDIDA DE

NUESTROS LTMTTADOS CONOCTMTENTOS EN EL Jt{rClO DE AMPARO.

l

ESTE MUNDO EN QUE VIVIMOS, MAS ALlá DE ACCIDENTES

CALENDARTCOS, DE CONMEMORACTONES FEST|VAS, pOR RAZONES

DE EVOLUCTÓN SOCTAL yA ES OTRO MUNDO. EV9CANDO AL POETA,

NOSOTROS. LOS DE ANTES, YA NO SOMOS LO$ M|SMOS. UÉXICO

ESTA INMERSO EN UN MUNDO GLOBALIZADO OUE COMPRENDE LA

ECONOMIA, IáS COMUNICACIONES. Iá CULTURA Y SIN DUDA, EL

FENóMENo JURlDrco. FoRTALECER tNSTtruFtoNES coMo EL

AITiPARO. OUE ES UNO DE LOS UAS GRANpES TTMBRES DE

oRGULLO NACTONAL. ES AS|ST|R A ESE ¡ NUEVO MUNDO

RESPETANDO NUESTRA PROPIA IDENTIDAD. 
'

PARADÓJICAIÚENTE ESTANDO FRENTE AL FUTURO, TENEMOS

QUE MIRAR RETROSPECTIVAA'ENTE HACIA LOS ORIGENES DEL

MED|O PROTECTOR DE rAS LTBERTADES SURG|Dp DE tá MAS PURA

ENTRAÑA DE NUESTRO MÉX|CO, COMO UN PBOCEDIM|ENTO AL

ALCANCE DEL PUEBLO. DESPROVISTO DEL ASFIXIANTE RIGORISMO

DE [.AS FORMAS Y DE TAS INTRINCADAS Y CONTRADICTORIAS

REGI,AÍTTENTACIONES. PARA QUE SIN DISTINGO§ LA PROTECCIÓN

DE 1á JUSTTCUA FEDERAL SE OTORGUE qONDE EXTSTA tá
vrorAcrÓN DE GARANTIAS IND|V|DUALES, iAL MARGEN DE
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CONSIDERACIONES SUBJETIVAS DEL QUEJOSO O DEL TERCERO

PERJUDICADO.

TALES SON LOS MOTIVOS QUE NOS INSPIRAN, TAL ES

NUESTRA META, APOYADOS EN Iá BUENA FE Y EN EL AMOR A

MEXICO. (Fidencio Ramlrez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo ll, páginas

1132 a 1134)

En atención a las convocatorias que se han publicado en diversos

medios, nos enteramos con sumo agrado que el Poder Judicial Federal que

Usted dignamente preside, está promoüendo los estudios para elaborar el

anteproyeclo de una nueva Ley de Amparo, o sus reformas; invención

jurldica orgullo de nuestro Sistema Jurldico Mexic¿no.

Estamos seguros que el anteproyecto de ley o reformas que se

elabore, cubnrá de manera más efie.z las reglamentaciones sobre la

protección de las garantias que otorga nuestra Norma Fundamental, en

virtud de que intervendrán juristas del Poder Judicial Federal que viven a

diano la intensidad del control consütucional.

Nos atrevemos a sugerirle, gue el proyecto de Ley de Amparo o sus

reformas, que suria del grupo del trabajo, se maneje hacia la opiniÓn

pública, como una iniciativa del Presidente de la República ylo de la
Honorables Cámara de Diputados y Senadores; es decir, buscar la

concertación con el Titular del Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la

Consejeria Juridica del Ejecutivo Federal y/o con las comisiones respectivas
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de amabas cámaras en razón de que se ha dado lF ¡mpresión, ante la

opinión pública, de que e! Poder Judicial Federal "invpde' las atribuciones

que se consagran en nuestra Norma Fundamental a fAvor del Congreso de

la Unión y del Poder Ejecutivo Federat, porgue algr¡nos periodistas han

insinuado que el Poder Judicial carece de atribuci§nes para proponer

iniciativas de ley.

Que claro que, el hecho de elaborar un antqproyecto de ley, no

implica un acto constitucional para proponer iniciatiyas de leyes ante el

Congreso Federal.

Pa¡a dar transparencia y un éxito rotundo a la noüable tarea que ha

iniciado, conviene que se comisione a personas ad hop, pam que cabildeen

en las Cámaras legislativas la inioatrya de la Ley de $mparo (y en su caso

de la Ley Orgánica del Poder Judual Federal). o ibien, someterlo a la
consrderación del Presidente de la Repúblrca por conpucto de la Comisión

Jurídica del E¡ecutro Federal 
l

Logrando el objeüvo antes menoonado. la inioafrva de ley. podrla ser

presentada ba¡o el sgutente enunoado

'Erposroón de Motryos cle la lnsativa (de ¡eformas) de Ley de

Amparo, Reglamentana de k¡s Articulr¡s 103 y 10f de h Constitución

Politlca de los Estados Unidos Mexrcanos'

CC. SECRETARIOS DE tA H CATúARA DE DIPUTADOS

DEL CONGRESO DE t.A UNION
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PRESENTES

El Ciudadano Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,

conjuntamente, con los Diputados y Senadores integrantes de las

Comisiones de Justicia y Derechos Humanos, de Puntos Consütucionales y

de Estudios Legislativos del Honorable Congreso de la Unión, con

fundamento en los principios constitucionales que definen sus

responsabilidades y funciones y de acuerdo a las facultades expresadas en

los artlcr¡los 71 fracciones I y ll y 73 fracción )0(X de la Consütución Política

de los Estados Unidos Mexicanos, someten a esa Representación Nacional,

por su digno conducto. la presente iniciativa de la Ley de Amparo,

Reglamentana de los Articulos 103 y 107 de la Constitución Polfüca de los

Estados Unidos Mexicanos.

La inioativa de Ley que se propone, es producto de los estudios

realtzados por el Poder Judlcral de la Federación, asl como de las

consideraciones, recomendaciones e inquietudes que fueron propuestas por

los diversos ¡unstas espeoalrzados en la materia. durante la consulta

naoonal sobre una nueva Ley Amparo, convocada a finales del año de

1999.

A través de drcha consulta. se reclbió un gran número de trabajos, en

bs que se expresar»n yanadas preoarpaciones y propuestas respecto a la

legislación naoonal en matena de reglamentación de protección de las

garantías indlviduales, por parte de los junstas del Poder Judicial Federal,

de abogados especrales en Amparo, de organizaciones de abogados, de

2001
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centros de investigación jurídica, de universidades, de investigadores y

académicos.

I

La presente iniciativa es et resultado del esfuefzo conjunto realizado

por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judiciat, en ellemO¡to intemo de sus

respectivas competencias, desanollado a lo largo lde varios meses, y

orientando el estudio de la problemática y dinámica # las circr.¡nstancias y

necesidades del control constitucional en relació¡fr con las garantlas

individuales, con el lin de actualizar nuesEo marco jurldico reglamentario de

los artículos 103 y 107 de la Carta Magna, y haqer más accesible su

apticación a los casos concretos que requiere la socie{ad.

Esta iniciativa responde a los pnncipios cofrtenidos en el Plan

Nacional de Desanollo 1995 2OOO. cuyo espíritu es la bonsolidar un régimen

de convivencia social regido plenamente por el Dergcho, donde la ley se

aplicada a todos por rgual y la ¡ustroe sea la vla pAra la solución de los

conflictos. En congruenoa con el Plan Naoonal de Qesarrollo, la iniciativa

seria un instrumento más para la conuvenoa socrql. y que sus normas

regulen. con mayor precrsón. las relaoones entre lns integrantes de la

sociedad y sus autondades. con la ñnaldad supenpr de garantizar para

todos la segundad y el acceso a la ¡ustroa. el gpce de los derechos

fundamentales y el dlsfrute del benestar general. Por todo ello, las

autoridades y los partratlares tenemos la obhgaoón rrfeludible de coadywar

al desanollo y al fortalec¡mrento clel Estatlo de Derecfio.

El Estado de Derecho consütuye la soluoón g[E los mexicanos nos

hemos dado ante el reto de const¡tulr un orden juridico que nos dé
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certidumbre y seguridad en el goce de nuestros derechos y en el ejercicio

de nuestras libertades. Sólo el Estado de Derecho es garantía para una

convivencia social armónica y el pleno desanollo nacional. Por definiciÓn, el

Estado de Derecho excluye la imposición unilateral de la voluntad de unos

sobre otros, la violencia y el ejercicio de la justicia por propia mano. Exige,

por el contrario, que todos re@nozcan los derechos y obligaciones de cada

uno y que las controversias se resuelvan por la vla legal. Sólo ei Estado de

Derecho permite el despliegue en la libertad de las potencialidades de cada

individuo y de la sociedad en su confunto. En este orden, la iniciativa que

se propone salvaguarda los principios antes mencionados.

Asi, el Poder Ejecuüvo Federal y los miembros del Senado de la

República y de la Cámara de Diputados que suscriben la presente iniciativa,

y con base en los estudps juridicos realizados por el Poder Judicial Federal,

tomando en cuenta las propuestas de los abogados especialistas en

Amparo, han reconoodo la necestdad de promulgar una nueva Ley de

Amparo (o reformas) gue actuahce las necesidades jurldicas gue requieren

las generactones presentes y futuras

Seria váldo tambrén tratar únrcamente de reformas a la Ley de

Amparo vigente, para subr*rnar las rmperfecciones que tiene la misma. (por

ejemplo aqueltn articr.¡los que están derogados tácitamente por la Ley

Orgánica del Poder Judrc¡al de la Federación o las últimas reformas a la

Constitución Federal, perfeccionar las causales de sobreseimiento o

improcedencra del ¡uroo de garantias para aplicar la recla y expedita
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administración de justicia, y, como atgo novedoso, §eñalar los alcances

reales de la jurisprudencaa, en tratándose de asuntos del orden común, toda

vez que la Ley de Amparo es del orden federal, y no sé aclara si aplica para

cuestiones del orden común: situación oportuna par¡ establecerlo en las

reformas, lo que daría lugar a que la Ley de Afiparo también sería

reglamentaria de! pánafo sépümo del artículo 94 de la f.lorma Fundamental).

Esperando que tenga un éxito más en qsta groeza iurídica,

aprovechamos la oportunidad de reiterar a Usted nuestra más alta y

distinguida consideración. (Francisco F. Cervante{ Ramlrez, Tomo ll,

páginas 1211a 1216)

Después del capitulo 1 de la Ley de Amparo se propone aumentar un

capitulo I Bis relativo a la funoón de los Secretarios g$e sería el siguiente:

I

dejarse constancia en autos,

su frrma¡ hecha excepción de

CAPITULO 1 BIS

DE LOS SECRETARIOS

Articulo 1 En todo aclo de gue deba

intervendrá el Secretar¡o y lo autonzará con

los encomendados a otros funclonanos

Articulo 2. El Secretano hará constar el día y la hora en que se

presenle un escr¡to. y dará cuenta con él dentro fel dfa siguiente, sin

per¡uioo de hacerlo desde luego. cuando se trate de u¡ asunto urgente.
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Artículo 3. Los Secretarios cuidarán de que los expedientes sean

exactamente foliados al agregarse cada una de las hojas, rubricarán o

firmarán todas éstas en el centro del escrito, y pondrán el sello de la

Secretarla en el centro del cuademo, de manera que abarque las dos caras.

Artículo 4. El Secretario guardará, con la seguridad debida, bajo su

responsabilidad, los documentos originales que presenten los interesados al

expediente, se agregarán copias cuidadosamente cotejadas y autorizadas

por el mismo Secretario. sin perjuicio de que, a petición verbal de cualquiera

de los interesados, se le muestren los originales.

Artículo 5. Los Secretarios son responsables de los expedientes,

libros y documentos y valores que existan en el tribunal y archivo

correspondiente, cuando, por disposición de la ley o del tribunal, deban

entregar alguno de los mencionados objetos a otro funcionario o empleado,

recabarán recibo para su resguardo. en este caso la responsabilidad pasará

a la persona que lo reciba

Articulo 6 Nunca, ni por orden judicial, entregará el Secretario los

expedientes a las partes, para llevarlos fuera del tribunal, hecha excepciÓn

del Ministerio Público.

La frase 'dar vrsta' o 'coner traslado' sólo significa que los autos

quedan en la Secretarla, para que se impongan de ellos los interesados, o

que se entreguen las copias. (Guillermo Arturo Medel Garcfa, Tomo ll,

páglnas 1121a 1226)
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Reformas a la Ley de Amparo, Reglamentaria $e los Articulo 103 y

107 de la Constitución Politica de tos Estados Unidos Mexicanos. Una

propuesta metodológi€. 
I

Objetivo

Por virtud de la convocatona dirigida a la 1'comunidad 
juridica

mexicana' en noviembre de 1999, la Suprema Code de Jusücia de la

Nación ha tomado la inioatrva para reformular la legislación de amparo. en

aras de'construir un mejor sistema de ¡usticia, más opQrtuno y expedito'.

Semejante proceder es loable. A esa actitud. no cabe más que

sumarse y contribuir. en la medrda de las propias posifilidades. Este trabajo

üene la finalidad de aportar elementos para la drsa.rpón: sin embargo, a

diferencla de muchos otros que seguramente han de versar sobre el

contenido mrsmo de un nuevo artrcutado. sobre las ¡uesüones de fondo.

éste aborda el tema desde una perspectrva metodQlóg¡ca y de técnica

legislatrva

Aqui se sugreren maneras de proceder y algt¡nas de las grandes

onentaoones que @rian anrmar una Ley cle Amparo ajustada a nuestros

tiempos. Pa¡a lograrlo. nos hernos certdo a los sabrof consejos expuestos

por Eduaróo J Cot¡ture. Gn su Proyecto cle Códrgo d€ Procedimiento Civi!

con exposreüt de rpüvo, gue rios garecen aphcabteS al eventual proyecto

de nueva Ley de Amparo que se espera En la nfente de este jurista

quedaba claro que 'la redacoón de un Códrgo no es una obra académica,



sino una obra potítica. No üene por finalidad @nsagrar principios de

cátedra, sino soluciones los problemas que la realidad social, económica,

cultural y ética presenta al legislado/; sobre esta base, y quizá sin quererlo

conscientemente, Couture redactÓ, además de un proyecto de ley procesal

para su patria, un verdadero programa de trabajo para legislar, sucinto,

claro, riguroso.

Elogio de los Jueces Federales

Al §ual que la del jurista uruguayo, esta exposición arte de una

premisa que no es simple fórmula de cortesfa, sin reconocimiento de lo

evidente: el pals está satisfecho con los juzgadores de amparo que tiene.

Las sentencias y demás resoluciones de los jueces de distrito, de los

magistrados de circuito, de los ministros de la Suprema Corte gozan, en

términos generales. de prestrgio entre la comunidad. lncluso en aquello

asuntos polémrcos, en los que las opiniones están divididas, las soluciones

dadas por los juzgadores de amparo son respetadas, aun cuando no se

comparta su p,trnto de vlsta En las tesis y ejecutorias transcritas en el

Semanano Judsal de la Federaoón. y su Gaceta se relleja el ato nivel de

a¡ttura juridica de nuestros rueces El comportamiento público y privado de

estos funoonanos, @fl lnev¡tables pero minimas excepciones, es

reconoodo ¡ooalmente Su esfuezo diario. permanente, firme. aplicado

para enfrentar un desmedrdo número de asuntos y resolverlos con atención

a la calidad técnica y al esprntu de ¡ustrcia no ¡rede ser calíficado con

desdoro.

z§t
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Existen, ciertamente, problemas que es necesario afrontar y resolver,

como el de qué manera han de seleccionarse a ilos jueces y demás

servidores públicos judiciales, cómo conseguir efibientar et despacho

judicial, qué políticas públicas Wra la administración de justicia cabe

formutar, etétera, pero que no destruyen el alto @ncepto que tiene la

sociedad mexicana de la Justicia de la Unión.

La Ley de Amparo es una Ley Procesal

Esta verdad de Perogrullo no debe perderse nurica de vista: la Ley

de Amparo establece y regula procedimientos. y na<t{ más. Si esto es asl,

ha de quedar claro que la reforrna a la Ley de Amparg o la creación de una

nuevas sólo puede inc¡drr y estar refenda a cr¡estiones eminentemente

procesates que faciliten el e¡erooo de la aaión srmflfquen la ejecución de

las resoluctones judiciales en la matena üpos de pqocedimientos, partes,

presupuestos, procesales, ¡nc¡dentes, medros de img¡gnación. prueba.

efectos de las sentenoas. e¡ecr.roÓn de rescfuoonet. Las a¡estiones de

celendad en los procercs el abatrmrenlo del fe¿ago. la preparaciÓn

suficlente de los ¡uzgadores la ehm¡naoón de las flotenciales c¿¡usas de

comrpción de los servdores púUrcos que traba,an 1€n los tribunales. la

supresión del llamado'abuso clel ¡urcro de amparo', sDlr cr¡estiones que no

podrán ser resueltas con la mera rnodúcaoón. adrcr{n o $¡presión de las

actuales reglas que rpen al ¡uroo de garantias: aqenas si con esto se

podrán poner bases minrmas para la sofuoón cte drchps males. Como dice

Couture. 'Los más graves problemas ¡udroales se atn[ryen norrnalmente a

la ley procesal, cuando en verdad ellos dependen de las leyes de

organización [y en muclros casos de las sustantivail y no de las Leyes
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procesales prop¡amente dichas. Tal es el caso de todo lo relativo a elección

y aptitud de los jueces o al recargo de trabajo en los tribunales'.

El Factor Tiempo

Una nueva Ley de Amparo o la reforma de la acfual legislación deben

ser producto de sesuda y detenida reflexión. No ha de importar cuánto

tiempo tome elaborarla (si acaso es necesario crear una) o cr.¡ánto tiempo

lleve reformularla (si acaso lo conveniente es reformar algunos y sólo

algunos de los preceptos de la ley vigente). El üempo es lo que menos

debe atosigar al redactor del proyecto. S(¡lo por el transcurso del tiempo es

que se podrá obtener información relevante, evaluarla, elaborar

anteproyectos, discutrrlos, recoger las observaciones gue quepan y deiar

listo un documento que efectrvamente responda a las necesidades de los

fusticiable y a las condrcrones humanes y materiales de los órganos

jurisdiccionales, que pueda Eer sometido a la decisión final de los

legisladores Una cuestrón tan trascendente para la vida social, pnlltica y

económica de Mér¡co no puede ser rosuetta con premura. Si bien se

antoran nscesanas modrficaoones al estatuto del amparo, no s€ ve que

§ean de tal urgenc¡as que deban proporlerE€ a la brevedad aun a costa de

un mal estudo La legrslaoón en v€or funciona, mal que bien. Podemos

contlnuar con ella $n graye paqurcro Asl, un lapso menor a un año quizá

fio sea b mqpr par¡¡ que esta rncatva a la que @nvoc¿l la Suprema Corte

sea lo fructffera que debe ser Deben tenerse asidos todos los cabos antes

de elevar formalmente un documento aceptable a al consideración del

Congreso de la Unón
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i

Los enunc¡ados contenidos en cada artículo dqt proyecto no deben

pecar ni en extensión ni en parquedad. El lenguaje lque se emplee para

redactar cada numeral ha de ser conciso y clara, Coriciso en el sentido de

que con brevedad y economía de medios se exprese una regla jurídica con

pocas palabras; ctaro, en e! sentido de que su compregión no se dificulte por

la sintaxis inconecta o por ambigüedad o vaguedad de los términos usados.

Las más novedosas y efectivas técnicas legislatfvas enseñan que los

articulos deben idenüficarse por dos vias. por un códi§o numérico y por un

rubro (o encabezamiento). En relación a este úlümo, aabe entenderlo como

el enunciado gramatical que identifica el contenido del prtículo. Su objeto es

reflejar con precisión la esencia temática de un pre@pto jurídico y facilitar

su localzación proporcionando una idea de la mismA. Para ello, el rubro

debe ser conciso. en el sentldo de que con brevedad yleconomfa de medios

se exprese con pocas palabras el contenido fundafnental de una regla

juridrca; debe ser congruente con el contenido misnlo del precepto, para

evitar que su texto esté referido a un cuestión distintalde la prescrita por la

norma: debe ser claro. en el sentldo de que comprendá todos los elementos

neces¿lnos para captar la esencra del telo legal¡ y debe facilitar la

localización, por lo que ha de empezar con ta voz qpe refleje de manera

clara y terminante la insütuoón juridica y el aspecto Carticular sobre el que

versa el artict¡lo. El articulado de la nueva Ley de Amparo debe tener

encabezamientos.

29r0
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Una vez analizadas las propuestas remitidas y aprobadas las bases

generales que informarán su trabajo, la Comisión encargará a un de sus

miembros de la redacción de un anteproyecto, cuyos capítulos deben ser

estudiados y conegidos en conjunto conforme se terminen. E¡ texto

conegido por la Comisión no perdería su carácter de anteproyecto.

Conforme se vayan terminando tos capltulos, resultará necesario que se

den a @nocer al público, para recibir sugerencias y observaciones, que

clasificará el redactor, para considerarlas en la segunda revisiÓn. Al mismo

üempo, también sobre los puntos de importancia, deben producirse

@nversaciones (menos intercambios de ideas) con grupos selectos de

juristas provenientes del foro, la academia y, desde luego, la judicatura.

Concluido el anteproyeclo y clasificadas las observaciones recibidas,

procederá una revisión integra por parte de la Comisión. El texto aprobado

en esta segunda revisión será nuevamente repasado por el autor del

anteproyecto para asegurar la unidad de etilo y la necesaria coordinaciÓn y

sistematización de las diversas partes de la obra. Además, habrá de

solicitar la intervención de especialistas del idioma, para lograr la más

exacta expresión, subsanando las posibles inconecciones gramaticales.

Ese texto será el proyecto que se pondrá en @nocimiento del Congreso y

que habrá de ser publicados conjuntamente con un fndice alfabético de

encabezamientos y una tabla de concordancias con la Ley de Amparo

aciual.

EL Costo de la Reforma

?pí1
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Con miras a lograr la plena efectividad de las ireforma, e¡ proyecto,

además de contar con una expos¡ción de motivos y ellarticulado propuesto,

debe acompañarse de un estudio sobre los cosps económicos que

importarán la introducción de la nueva Ley, en cfpacitaciÓn, difusiÓn,

creación de tribunales, etétera.

Principios de la Nueva Ley 
I

I

Juez y Partes. La nueva Ley de Amparo debq ajustarse at sistema

democrático consagrado en la Consütución y, por fllo. deQg repudiarse

cualquier rasgo de 'autontansn'ro-, que subordina ] la voluntad de los

particulares at arbitrio judicial. Esto no significa. sin erfrbargo. que no deban

refozarse los poderes del juez, del tribunal, aunque la iniciativa y la

disponibilidad del proceso permanezcan en n¡anc,s de fas partes.

i

Pnncipios Técnicos Procesales Senollez. prupiedad y eficacia son

los grandes prinopros que deben anrmar la reforma. lserrc¡llez. para que et

procedimiento sea un ¡nstrumento srmple para regtr lel debate. Probrdad.

porque el tradroonal desprestrgro del lrtpro sólo se er¡mienda convirtiéndolo

en una leal y hanca exposroón de los rntereses o¡¡estos, sometidos a la

decrsrón del poder púbhco Efrcac¡a. para evrtar quq las solmones de la

¡usticia estén destinadas a llegar ca$ srempre demasládo üarde'.

Srmplificaoón. La nueva Ley debe propenderla la justicia de costo

razonable. Esto se logra, en qerta medrda, srmplificpndo el trámite de las

actuaciones procesales y del procedrm¡ento de e¡ecución, sin menoscabo de

las garantias procesales Una de las formas para lograr lo anterior es

2et2
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suprim¡r todo aquel escrito que pueda suplirse mediante peticiones verbales

o que corresponden a trámites virtualmente inútiles: otra forma, es suprim¡r

todo proveldo judicial referido a cuestiones gue "nadie ha puesto en duda ni

podrá jamás en duda', que sólo fatiga al tribunal con tareas de escribir,

registrar, anotar, etétera.

Tipos de Procedimiento. Los tipos principales pueden diferenciarse

en tres procesos para: 1) La impugnación de resoluciones fudiciales, 2l Pa¡a

la impugnación de normas juridicas generales, abstractas e impersonales, y

3) Para la impugnación de actos materialmente admilisbativos, con reglas

especiales para los casos en que los actos reclamados involucren más de

uno de tales casos. Esto permitirla ajustar Para cada caso las

particularidades de tramitación. resoluoón. Efectos de las sentencias,

etétera.

Probidad en el Debate Judioal. En el proyecto ha de re@nocerse el

principio de probidad en el debate judicial en normas positivas.

Asistenoa Juridrca Obhgatona Debe establecerse la asistencia

¡uridica obligatona. bren graturta, ben onerosa. En este caso, también debe

preverse una regla de aranceles de honoranos profesionales, a fin de limitar

los abusos que se dan en ocasión de estas cuestiones por parte de

abogados inescrupulosos

lntenogatono a la Partes El ¡uez o el tribunal deben tener la facultad

de llamar a zu despacho a cualesquiera de las partes, sus representantes o

2¡lt
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abogados, para intenogarlos s¡n forma solemne, spbre cuest¡ones det

debate. I

i

Limitación de los Recursos. Los recursos seránl suprimidos, en aras

de la prontitud y expedites.

Ley Procesal. La nueva Ley debe contener tan sólo disposiciones

procesales. Las de organización y las sustanüvas Opben mantenerse en

telos independientes, como la Ley Orgánica del Foder Judiciat de la
Federación o el Código Penat (como la materia de re§ponsabilidades). Un

modelo de estruclura para la

siguiente:

nueva legislación de amparo podrla ser el

Titulo Pnmero. Drsposioones Generales

Capitulo Pnmero Competenoa

Capitulo Segundo Partes

Capitulo Tercero Actos Procesales

Sección Pnmera Térmrnos

Secclón Segunda

Sección Tercera

Formaldades

291a
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Sección Cuarta. Medios de apremio y conecciones disciplinarias

Capltulo Quinto. lmpedimentos y excusas'

capitulo sexto. De la suplencia de la queja deficiente

Tftulo Segundo. Procesos de Conocimiento

Capltulo Pnmero. Del juicio de amparo contra actos emanados de

autoridad administrativa

Capitulo Segundo Del juicio de amparo contra normas jurldicas

generales, abstractas e impersonales

Capitulo Tercero Del ¡uroo de amparo contra resoluciones judiciales

y otros actos materralmente ¡unsdrcoonales

Titulo Tercero Proceso de E¡ecuoÓn

Tltulo Cualo Ntematlvas Comunes a Todos los Procesos

Capitub Pnmero Recursos

CapltuloSegundo lrsdbntes

Capibkr Tercero lmprocedenoa y modos anormales determinación

del proceso

2t16
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Título Quinto. De la jurisprudencia

I

Vacatio Legis. La sanción de esta ley sólo podra gestionarse una vez

aprobada la Ley y dentro del plazo que debe señalarge (no menor de seis

meSeSnimayordeunaño)parasuentradaenvigor.

i

lncorporación de Criterios Jurisprudenciales. En términos generales,

no deben incorporarse tesis aisladas ni los criterios juripprudenciales firmes,

referidos a la interpretación o rntegración de las normag jurídicas contenidas

en la Ley de Amparo, en los que la votación hubiese qstado marcadamente

dividida. (Julio César Vázquez Mellado Garcfa, Tomp lll, páginas 1763 a

17731

INTRODUCCIÓN

Para todos los que hemos vivido et amparo degde cuatquiera de tas

posiciones procesales que legitrman la intervención en é1, o de la

relatlvamenle tranquila y poco estresante perspectival de la academia y la
docencia. la dea de una nueva ley de amparo resultal muy sugerente. Ante

el compromiso, suscnto por el Presrdente de ta Suprema Corte de Justicia

de la Nacrón, de que'todas y cada una de las propue$tas serán analizadas,

a mediados del año próx¡mo. en un Congreso Nacional de Juristas que

determinará lo conducente'. esa rdea adquiere un poper seductor difícil de

resrstrr.
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Los estudiosos del amparo y qu¡enes hacemos de él parte importante

de nuestra actividad profesional, tenemos, con seguridad, diversas

convicciones acerca de la estructura, contenido y alcance que debe darse a

la nueva Ley de Amparo. Las razones y experiencias profeslonales en que

se funde cada una de dichas convicciones merecen compartirse, analizarse

y discutirse por una asamblea de abogados lo bastante amplia y plural para

que represente de modo leglümo a la comunidad jurldica naciona! y, a

través de ella, a los potenciales justiciables, lo que se pretende lograr con la

convocatoria de un Congreso Nacional de Juristas.

Ma propósito en este ensayo es compartir mi convicciÓn personal

respeclo a la estructura, alcance y contenido que debe tener a la nueva Ley

de Amparo.

La probtemática que se plantea y la solución legislativa que se

propone, hace impresondible abordar en forma previa una cuestión

metodológica fundamental la ingenierla social gradual que toda obra

legislativa realmente efiaz supone.

II I-A INGENIERIA SOCIAL GRADUAL COMO METODOLOGIA DEL

CAMBIO SOCIAL

Se denomina 'ingenlerla social gradual' al conjunto de principios de la

recoristn cción social democrática. Se procura examinar la aplicación de los

métodos cdücos y raoonales de la ciencia a los problemas de la sociedad
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abierta.lo Esta se distingue de la sociedad tribal "cenada" en que

mientras la primera pone en libertad las facultades crítiqas del hombre, en el

marco de una sociedad democrática, la segunda se ca@ctenza por someter

a tas fuezas mágicas; en @nsecuencia, es autoritaria.rfl

I

A este conjunto de métodos y estrategias dE carácter racional,

cientificott', pata lograr el cambio social propuesto lse le denomina, de

modo indistinto y como ya expuse, 'ingenierla social gradual', asf como

'tecnologfa social', "tecnologia de paso a paso'o'ingqnierfa sociat de paso

a paso',tt3 vocabtos que en este ensayo se utilizarán cqmo sinónimos.

Al rechazar el determinrsmo, es decir el fatalisn¡o, según el cuat las

sociedades y los grupos que la forman no puedenr cambiar en forma

substancial, ya que los cambios sólo son aparentes y Bpidérmi@s, pero en

esencia la sociedad permanece inallerable por lo melros durante periodos

prolongados que abarcan a vanas generaoones hum{nas, por lo gue todo

intento de cambio no pas¡t de ser una srmple ilusiór]r ineficaz, sino hasta

t* Popper Kart R 'La soc'€OaO abs,ta y qV! ?leAn¡?s' SegunOa rer¡npresÉn en España. 1982
Ecloones Pado¡ Barcclcna &¡cno¡ Brrnor Arrcr Pag t5tt'Popper 

ogone lá rngcnÉrra rcr¡el gredu¡t ¡ t¿ ñg;n'cna socral holistpa la cual hace @nsrstr
en 'La soc¡al lrolstr¿ o ulógr¡ ¡l cDñtr¿rp {tc La ngcnsrre 3oc6l Od. p¡so a paso. nurica Gs dG
¡ndote'pnvaoa srno qu€ s¡eñifre es clc c¿racter 9uD¡rco La ulOgrce aduntada a rernodelar 'toda ta
soc¡e<lad 3€9un un dáñ (hfindo o un rÉ¡rro rnry ú"üalladio sG gropofiG 'arlodefarse cte hs
pos|c|oncs cLave y ampl€r el 9oúer óCi Eitaóo I I heste quc el EstaOp llegue a Se case lo mrsmo
quc le ¡oc¡Gdad. y tG grogona fcm¡¡t csrro.¡r oct(b a¡l¡¡ e4s¡c|qtG¡ cl¡vc' I¡s ñ,¡ezas
hrStórrcas que rnolóean cl futuro ó€ b 3oc€dad en ócsanolkc ya sea deten¡endo ese desarrotb o
b{oñ prwrCñ(b 3u qrrso y a|U¡t¡fió t¡¡ rma6¿x, Gla Oe¡afroüc' POoOer ESCrtOt geteCtOt

9gmp,taOor Dav¡d Mrtbr Fmóo ctc Cuttura Econgnc¿ M€xrco, lgg5 ñá$ 329 y 330
't En cl scnbdo qu. b scñca Ecrtrem Ru¡¡cr 'Un¡ opmon crc.tütcaiá aq,gÉ pera ta cual hay
abuna ra¿Óñ óc cfe€fla yGrdadcfa une o9tnon no c¡entrfrcá es aq¡rell+ que s€ sustenb en alguna
razon df3Dnul Oc 3.r groo3lDlt yc.ú¡f' rLe Cpr3tEcuv! C¡Cntrfrca Arrel tgEg Pág 15)
't Popper Kerl R 'lngen'e.a socrar Davú Mlller
(cofiiplaóor¡ Pnrrcra dtc¡ón ef' ca9¡^0¡ Foñoo ctc Cuttura Econornqa Méx¡co. 1995 Págs 323
a 339

o
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contraproducente, por ¡os efectos negat¡vos que produce tal intento. Por lo

general, esta posición se encuentra implícita en muchos de los discursos

que se oponen al cambio. Es poco frecuente encontrarla formulada en los

términos aqul expuestos; más bien, actúa como telÓn de fondo. Los

conservadores del siglo pasado basaron su tenaz y radical oposiciÓn a la

implantación del rfuimen federal en la imposibilidad del cambio social y

polltico, y calificaron al federalismo mexicano como "imitaciÓn extralÓgica'

del estadounidense.t{

Los conservadores del siglo pasado olvidaron, o no consideraron, que

las realidades soc¡ales. poliücas y económicas no se dan en la naturaleza

de la misma manera que las realidades flsicas, sino que todas ellas, sin

ercepción, son producto del acluar humano, positivo o negativo, y que sólo

a través de ese mismo comportamiento pueden modificarse. Las realidades

sociales, politicas y econÓmtcas no se dan, se construyen.

't Je3ug Reycr Htro¡r! at r?fenrs€ ¡ la drvcrsa po3[Éñ quc So3twrcron respcclo a cate lorna. en

Gt !.gto D¡!,ad|o lci hDGra¡cs y r}3 coñ3cryaóores scñab 'En la cntraña fr[gne d€ I¡ ctolt c¡Ón de
MCrLo y¡r c una 6tryfpcncre mcdutar ¡obra ct gegcl óc lrs lcyes y clc las nstrtt oones Para l¡s
LüGratGt Gn rrtayor o ,yrrrd gr¡do ¡agun nclnac¡onc¡ o brrn¡oón rpntal. bs leyer y las

ri3tttrjc|o)nc,3 soñ ñ3tMrEñtot gare rrqllrer Gl progr"!rc La COnvrcOÓn al respccto va tbsd0 el

bt¡ctrr¡rro da la |Gt y la n¡tñJc¡oñ ¡tryrafroo a G3!¡3 terlledc3 rnlagrosar. hastr br qtn
rgucndo un ÉG¿hrfttl gráctEo crecn quc ócfltro dc ecrfos lirnltg3. cl clerecño puurco eler@ una

eCCÉ.t fan3torm¡dd¡ C'. ¡¡ rcalú¡(t FrtntO a Urbt Concepcronc¡. el ponS¿rn¡ento Consefvadof
reg.ocha y hifct ¡üf,ggrtaDlca ¡ |}t hbcralcg dG heDGr óouxro al pals dc norrnas a msütuc¡oñes quc

no cofrclfúabañ @n r{Í rtdóaocr Oc w¡¡r¡b¡nOo. h lGtr¡ corilarYadúa calrñc¡ clQ contranas ¡
l¡ rc¡l6a<t n3lhrcofrc¡ o dG¡3 Quc conE cl lcderalrs¡rp, el nacGr no hr¡eron más qu€ rccogcf.
Glo ¡a b¡p ¡no por.üro r7tg.r.üro¡ óa b grotra reald¿d Sng.da.nEntl d8ro a d crplco tbl
r¡[onerr¡Gñto Gn coñúir óa |¡ l?l nr'ror¡úort n¡da ,ncno3 quG por Alianrán en El Tom0Ú. en 1&{8:

rta mal6 tb llÜrrco dúrutr (b qra ¡¡r¿.3ü911 9ffllfo| laglt3eóüG3 ttrcEon nüfne¡ $rc fro

coúrod¡en @rl l. rGCdad rnqr¡ntc A cOntram gen3u el a¡gununO s€nrñcaba quc la

ln<lcponócno¡ urErñaü (bDo tugoriar cl rofiprftGnto (b E lst6 dt ¡r.üordnagÓn ¡ l¡
rrcú6pot m¡ntGnGñ(b s¡ 6arEo ¡enconad¿ W b by. h slh¡acróri colontd. Ec d€or.
pryadqcartnrc u.tr cobn'a Gn E(b ¡añro co $J nóGpGnóGñoa' Rcyes Hcrobs. JeÚ¡ 'El
hbcralrs¡rp lrrrrcano tl_lg_f@al-ly@gr'lg-Seguncta rcrmgresÓn clc b tcrcera edlc¡ül
¡urncntxt¡ Forlóo óo Cr¡ltur¡ EconOrnc¡ Mar¡co tgof Pa9 X (prchrn¡nar)
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Otro tipo de determinismo, al que se le ha dad{ el nombre genérico

de historic¡smo, sost¡ene que el cambio social está solneüdo de modo fiatal

a las leyes de la historia, de la economía o de la sociplogla, que son leyes

naturales, es decir, de cumplimiento inexorable, frent$ a las cuales resulta

intrascendente la acción humana. porque. en úlürña instancia, lo que

detennina el cambio es la ley histórica o la económic4 que está en vigor, a

la que incluso se encuentra sometida la misma acción lhumana. La coniente

más representativa de estia tendencia es el marxismd, según el cual todas

las realidades morales, sociales y politicas, sólo spn un rellejo de las

condiciones de producción. esto es, una zuperesüu$tura: posición que el

mismo desanollo histórico de nuestras sociedades lse ha encargado de

desmentir con amplitud, en los más drversos carrirpos de la aclividad

humana. Bertran Russell afirma: i

Es costumbre entre oerta escuela de soc¡ólggos menospreciar la
l

amportancia de la intehgensa y atnburr todos los gran$s sucesos a grandes

causas impersonales Juzgo esto una conrpleta rlusrófi Creo que si cien de

los hombres del siglo XMI hubesen muerto en la irfrfancia, no existirla el

mundo modemo Y de este oento. Gahleo es el pnno$al.t'5

i

I

Si asumi,rlos una posroón realrsta, consrste qn considerar que los

pueblos, al qual que bs lndrvrdr¡os. han srdo. y son.

propios destinos, condulre.mos que kos problemas

los aquitectos de sus

que las instituciones

afrontan en la actualdad son su responsabrldad ihistórica, tanto en el

'6 Ru3scll B€rtranO La De.soectrra a,?-? ñca Pao 29



aspecto poSiüvo como en el negativo, porque, bien o mal, son el resultado

de decisiones tomadas con absoluta l¡bertad, frente a los retos y la

problemática que ta realidad sociat y polltica de su tiempo les ha planteado.

En el presente disfrutamos los aciertos y padecemos los efectos de las

decisiones equlvocas, a las que debemos sumar nuestros propios erores,

lo que conduce a la conclusión de que, mediante la actuación humana, es

posible lograr el cambio de esas insütuciones, denbo de ciertos limites y en

determinadas condiciones. para que respondan mejor a las linalidades que

se les ha asignado. Planteada asl ta cr¡esüón, el dilema no consiste en

saber si es posible el cambio o si necesario sometemos a una realidad

fatalmente impuesta. slno dar forma a las acciones adecr¡adas que deben

instrumentarse y, en @nsecuencia, adoptar las decisiones conec{as para

c¡ncretar los cambios deseados En este supuesto, enfrentiamos el

problema del cómo. es dec¡r de tecnologla social, que justo de eso se ocupa

la lngenieria soc¡al gradual o de paso a paso. Popper lo erplica en los

siguientes térmlnos

Las oenoas sooales han alcanzado un gran desanollo a través de

las critlcas de lag propuestas de nre¡oras sooales o. más precisamente, a

través de tos rntentos por descubnr s¡ a§una acciÓn económica o politica

particular pueda dar un resultado esperado o deseado. o no. Este enfoque,

que ¡ien podrla consÉerarsc d clásrco. es el que tengo en cuenta ct¡ando

me refiero al crfoquc tecriológrco de la oenoa social, o 'tecnologla social

paso a paso.".

'-p-gt-¡g-E--l:g fr 1!. 19§gapl1911!:o'-b 321
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Estimo que debe tenerse presente esto al discutir el contenido de la

nueva Ley de Amparo.

Respecto de la aplicación de esta tecnología socibl, Popper señala:

i

Los problemas tecnológicos en el campo de lhs ciencias sociales

pueden ser de lndole "privada' o "pública'. Por ejemplq, las investigaciones

referentes a la técnica de la administración de empres4s, o a los efectos de

mejores condiciones de trabajo para la producción, fertenecían al primer

grupo de acciones. Las investigaciones sobre los efegtos de las reformas

penitenciarias o los del seguro de salud para todos, o lds de la estabitización

de los precios por medio de tribunales especiales, p de la fijación de

nuevos derechos de importación, etc. ...

i

Este acento puesto en el enfoque tecnolfuico pr{ctico no significa que

algunos de los problemas teóricos que puedan surgir del análisis de los

problemas prácticos deberian excluirse. Al contrario, u¡o de mis principales

argumentos consiste en que el enfoque tecnológico pupde resultar fructífero

al suscitar problemas importantes de indole pura4nente teórica. Pero,

además de auxiliamos en la tarea fundamental I de seleccionar los

problemas, el enfoque tecnológico impone una diisciplina a nuestras

indinac¡ones especulaüvas (que, sobre todo en el calnpo de la sociologfa

propiamente dicha, nos puede llevar a la región de lf metafísica): porque

nos obliga a someter nuestras teorias a normas defirtidas, como las de la

claridad y las de comprobabilidad. Quizá se aclare mi criterio sobre el

enloque tecnolfuico diciendo que la sociologia (y acaso las ciencias
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sociales en general) debe poner los ojos, ciertamente no "en su Newton o

en Su Darwin', sino más bien en su Galiteo o en su Pasteur.laT

¿Cuát es la tarea principal del ingeniero social? Según Popper,

consiste en lo siguiente:

Asf como la tarea principal del ingeniero físico consiste en diseñar

máquinas y remodelarlas y darles mantenimiento, la tarea del ingeniero

social que trabaja paso a paso consiste en diseñar instituciones sociales y

en reconstruir y administrar las ya existentes. La expresiÓn "instituciÓn

social' se utiliza aquf en una acepción muy amplia, para incluir cuerpos

sociales de lndole privada y pública. Asl pues, la utilizaré para describir una

empresa comercial. ya sea un pequeño establecimiento o una compañla

aseguradora, e igualmente a una escuela, O a un'sistema educativo', O 3

un cuerpo poltciaco, o a una lgtesia, o a un tribunal. El tecnÓlogo o ingeniero

soclal que trabaja paso a paso re@noce que sólo una minorla de las

instltuciones sociates se diseñan conscientemente, en tanto que la gran

mayoria simplemente'han crecido'. @mo resultado de acciones humanas

no diseñadas. Pero por mucfio que !e impresione este hecho importante,

gomo tecnólogo o rngeniero considerará estas instituciones desde el punto

de vista 'funoonal' o 'instrumental'. Las verá como medios para lograr

cieños fines; como máquinas, más que como organismos. t€

En el Estado de derecho. el diseño o rediseño de las instituciones

conesponde de modo fundamental al poder legislativo, pero el

"'tbrd Págs 323 y 324
't rb'd Pás 328
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manten¡miento y la operación en general es responsBbilidad de órganos

ubicados en los otros dos poderes, que son, en última instancia, de los que

depende su eficacia.

Sobre la ingeniería social gradual todavía hay (nucho que decir. El

tema es muy vasto. Con lo expuesto hasta aguí es sufiqiente para presentar

una idea de la metodología que debe utilizarse al propo¡er una nueva ley de

amparo, metodologfa que encuentra su principal instrumento en la critica

racional de toda propuesta. Para concluir este tema, eq importante destacar

dos elementos fundamenüales en toda reforma legislaüVa:

1. Debe tener un carácter sistémico.

2. Toda reforma legislatrva que pretenda 
1 introducir cambios

importantes en las relaoones soc¡ales tmperantes. pafa alcaruar un grado

de eficacia razonable. debe d¡señar una estrategra qug permita considerar.

afrontar y. en su momento, enfrentar aspectos socrales de carácler

subjetivo, como las ideas y creenc¡as imperantes. de l4s que con seguridad

emanarán las pnrrcrpales resrstencias al cambio ToCa reforma legislativa

gue no se tncofpora a las pautas cr¡lturales de un lgrupo social, queda

relegada al €mpo de meras formahdades sin opfranoa alguna. Son

normas formalmente vqentes. pero srn positivrdad alguha.

A conünuación, intenüaré de explcar, aungue cof¡ brevedad, cada uno

de los dos elementos que, en mi oprnrón. sori esenoalds.

A EL CAMCTER SISTÉMICO DE TODA REFORITJiA LEGISLATIVA

zltza
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El término sistémi@ se emplea para referirse a cualqu¡er sistema o a

cualqu¡er estudio relativo a sistemas. Fenater Mora señala:

Puesto que ta teoria general de sistemas se ocupa de toda clase de

sistemas, el término'sistémi@' es de aplicación general: todo sistema tiene

un carácter sistémico y toda consideración de sistemas desde el punto de

vista de la teoria general de sistemas es sistémica. Sin embargo, se tiende

a emplear 'sistémico' especialmente en el caso de ciertos üpos de

sistemas. Uno de los más frecuentemente mencion?dos al resPecto es el

sistema constituido por elementos que se hallan entre sl en relación

funcional tat que se produce una interdependencia de acuerdo con un

conjunto de reglas.tte

Este autor formula una definición de sistema. arya generalidad

permite satisfacer los numerosos empleos del concepto de sistema. Este es:

Confunto de elementos relaoonados entre sí funcionalmente, de

modo que cada elemenlo del srstema es función. no habiendo ningÚn

elemento aislado rs

Es posible que un srstema o con¡unto de sistemas se relacionen entre

si y actúen como elementos en funoón de otro sistema más amplio: cada

uno de estos slstemas dependientes será un subsistema, el cual puede

'{ FGrretGr lbra Josa Dcc¡ongrp úc ñtotol5a Nuaa Gdrc¡ón act alEeda por la cate<lra Fcrrater
irora be,o la drrccc¡On Oc JosepqMar¡a Tcrrrcabr¡rs ToñE lV O-Z Ertrtonal AnC,{, S A Barcel¡na.
199. Páo 3312
's rod p-ao ¡¡os
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agrupar otro conjunto de subsistemas, que cons¡dera(os en forma aislada

serán sistemas menores. La amplitud del referente qu$ escojamos otorga a

cada conjunto de elementos relacionados entre sl de modo funcional, el

carácter de sistema o subsistema. Un ejemplo permiti¡á comprenderlo con

mayor claridad: si seleccionamos como refereñte principal a la

administración de justicia, ésta deberá considerarse pomo un sistema, la

justicia federat y la loca! como dos grandes subsisterfras, los cuales, a su

vez, cuentan con numerosos subsistemas: la federal,lcon los subsistemas

del amparo, tas controversias constitucionales, las acciones de

inconstitucionalidad, la jusücia elecloral, la justicia ordiharia de competencia

federal, etétera, y !a local por las diversas rantas que son de su

competencia, civil, penal, laboral etcétera. Si tomainos como referente

principal al Estado mexicano. la administración de justicia será un

subsistema, es decir. un elemento de un conjunto máq amplio. Si decidimos

ampliar el referente a la comunidad lntemaqonal, en ege supuesto el Estado

mexicano tan sólo será uno de sus muchos subs¡stemás.

Ahora bien, resulta evrdente que toda norrna rurldaca posee necesaria

e indiscutiblemente un carácter s¡stémrco, en $entrdo estricto, por

pertenecer a un'sistema constlturdo por elementos quE se ha[an entre sl en

relaciÓn funoonal tal que se produce una tnterdependpncia de acuerdo con

un conjunto de reglas'. Tres razones fundamentales pueden aducirse para

apoyar esta afrrmaoón:

1. La pertenenoa a un s¡stema con determina(as características, es

lo que da a una norma el carác1er @'r¡orrna ¡uridrca'.
l
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2. Ninguna norma jurídica tiene sentido sin referencia a las demás,

pues como lo expone en forma acertada Manuel García Pelayo:

El orden jurídico constituye una totalidad y, por consigu¡ente, ninguna

de sus partes tienen sentido sin referencia a las demás, Los preceptos

juridicos individuales 4a dicho Richard Schmidt carecen de existencia en la

vida real pues, en efecto, todo precepto jurídico rige y obliga Únicamente en

relación mediata o inmediata con los demás que lo determinan, limitan o

complementan; por otro lado, y en cofrespondencia con esta estructura real,

dado que la jurisprudencia es ciencia destinada a comprender y no a

explicar sus objetos, es claro que sólo puede cumplir su comeüdo cuando

capte el sentido de los preceptos: es decir, mediante sus conexiones con la

totalidad. Como ha dicho Somtó, las normas juridicas particularizadas sÓlo

tienen existencia como abstracclÓn menüal, 'no hay más qug normas

juridicas que ngen a través de sus conexiones: hay tan sólo un orden

juridico, y es la pertenencta a él k¡ que @nvierte a una norma en norma

juridica'. t5t

3. Porque sólo a través de una concepcrón sistémica se puede captar

o llegar a establecer la raoonahdad del contenrdo de los Órdenes o sistemas

juridicos partrculares, para, con base en dicha racionalidad, establecer la

interpretaoón de los preceptos ¡uridlcos que los integran.

Este aspecto sistémrco de las normas juridicas constituye uno de los

elementos eserrcrales. fundamentales, que debe tomarse en consideraciÓn

'3' Garoa Pct¡yo Menucl 'ocfccho coñ3utr¡oonal cornoarado' Manuales ch la Revista de

@dea!e-8- Mad.rd 1967 Pags 17 y 18
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al emprender cualqu¡er reforma legislativa, más aún si se trata de una

modificación consütuciona!. La ausencia de esta preodupación sistémica es

una de las causas principales de que las instituciones jprídicas, a lo largo de

reiteradas reformas legislativas en las que se modificá Oe modo parcial su

regulación sin cuidar su relación con el todo, ent forma paulatina se

desdibuje, pierdan su diseño original y, en consecu$ncia, cada vez sean

más ineficaces para el logro de las finalidades para las que fueron

concebidas. Esta es, en buena medida, la causa de lf relativa ineficacia de

nuestro juicio de amparo, gue se diseñó para ploteger los derechos

fundamentales del individuo emanados de la Consfitución, y hoy se ha

convertido en la úlüma instanoa judicial de toda. labsolutamente toda,

contienda ordinaria.tr local o federal. objetivo para ellCr" no fue diseñado.

Esto es, en mi opinión. lo que justifica la expedición lde una nueva ley de

amparo: el rediseño det juicio de amparo como instrurpento proteclor de los

derechos fundamentales del lndv¡duo, de aqrefdo e las actuales

necesidades y c¡rcunstanc¡as . De otra manera. no haf razón alguna para la

expedición de una nueva ley, pues sr el amparo @ntinua con el mismo

esquema vrgente hasta estos rnstantes. basta y sgbra con efecluar las

modilicaoones necesanas a la actual ley de amparo l¿Para qué una nueva

ley si la estructura y el alcance clel ,uoo de ampalo, en lo fundamental.

permaneoen intocados?

't El türrt tto, coñDcno¡ orúrn¡n¡ ta ¡tllcro ¡ roda rlrJGña tlr.n tr¡y¿ &ñoc¡6o (b ,nodo orEmal un
trrounal locat o tederal @n eroegcón úa Trr¡g¡¿¡ Ebcforat det Podqr Jud¡cEl de b Fe<teracrófl y
dC aqudbs ¡3unlo3 Cn quG t¡ Conc CoñocG ¿¡ gnrct ú.tsulncla (tracgron6 I y ll clel articub 105).
l,3 Cue|es para eleclo dc 

"ste 
eí3ayo coñid€ro @ntrorer3€s ertráord¡nanas gor et üatiamEnto

qua |G. tla b Consttuc¡óñ Rrono¡co ouG lr Oa¡frc¡c¡On ñrt¡ quG I a3 erbtraná. pcro
e§ uDl Para crpl,€r a qÉ 1g1a,!lrggg1iigp."sÉn 'contcrÉa ord,^E"a'
tira



En consecuencia, debemos considerar al juicio de amparo como un

subsistema de la administración de justicia federal; a ésta como un

subsistema del sistema constitucional de administraciÓn de justicia, la que,

deberá considerarse como un subsistema del sistema o aparato de justicia-

seguridad del Estado mexicano, el que incluye otros dos importantes

subsistemas: el de policía y el de procuración de justicia. En otros términos,

el sistema o aparato de justicia-seguridad del Estado comprende o incluye

desde el policia de crucero o de esquina hasta el Pleno de la Suprema

Corte, pasando, desde tuego, por la procuración de justicia federat o local y

por tas instancias judiciales correspondientes. Cualquier falla, eÍror o

ineficiencia en cualquiera de los subsistemas por fuerza repercute en los

otros y. como consecuencia, en el resultado final. Este es el enfoque

sistémico que, en mi opinión, debe ser de obligada referencia para los

esludios parciales sobre el tema.

En esta ocasión los estudios, de acuerdo con los términos de la

convocatona suscnte por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, deben circunscnbirse a la legislación de amparo, eS decir, a un

subsistema de la adminlstraclÓn de justicia federal, la gue a Su vez

constituye un subslstema congruente con lo antes expuesto. En

@nsecuenoa. deben analizarse y, en su caso, preverse los efectos del

proyecto de ley de amparo que se proponga produza en otros sistemas o

subsistemas. con los que el amparo tenga, en forma directa o indirecta, una

relación funoonal. Este es el enfogue sistémico que propongo.

B. I.AS CREENCIAS COMO ELEMENTO SUBJETIVO QUE

CONDICIONA IJA EFICACIA DE UNA REFORMA LEGISIATIVA
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i

Este es un tema que merece un estudio mu+ho más detenido y

profundo, el cual por razón de tiempo y espac¡o no es posible realizar. El

propósito, al abordar este tópico. se @ncreta a desta$ar la importancia de

las creencias sociales respeclo al tema a que sq refiere la reforma

fegislativa: la necesidad de evaluar la fuer¿a de su]reacción frente a la
vigencia de la nueva ley y, por último. la posibilidad dle actuar sobre dicha

creencia mediante la estrategia que en cada cas{ se estime idónea,

equivale a actuar sobre los aspeclos culturales quel facilitan o difict¡ltan

concretar los fines que la nueva ley se propone: hsl oeencias soúl parte

importante de la cultura de un grupo humano

¿Qué debemos entender por creenoa? En mushos casos. como lo

señala Fenater Mora. se usa creencra corrc, sinónrqo de fe. En muchos

casos'creencia' y'fe' se usan de manera rndrst¡nüa

i

Hoy es bastante común us¿tr 'crserioa' en un spntrdo más genera!, y
'fe'en un sentrdo más especifrco. cuando se trata del oeerrcias religiosas.

El termino más extenddo hoy en conteros no rergosds es'creencia'.t53

I

Son druersos k¡s srgnrficados que a lo largo 1de la historia de la
filosofia ha tendo el vocabro 'creenc€'.'e mrslnos que considero

innecesano analcar. en urtud de que al térmrno 'cre.drrcra'. para efecto de

'§ Fenarer Mora Josá Oo cn Plg ¡llte 
Sobrc el partcula pucoG co'tt{dtña ur vo¿'crGffir¡' Gn llú

Fenate. fi/tOra OtaOO entes y ar Ctc irccr¿ AbDoaña/ro Gd¡l¿do2cao- -. --- ---__

<h libloña de Josá
cle Cultura EconOrnrce
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este estudio, se le otorga el mismo significado que le atribuye José Ortega y

Gasset.

Según Fenater Mora, Ortega y Gasset ha proporcionado un sentido

distinto a la voz 'creencia', que permite iluminar, a la luz de ella 'la

metafisica de la existencia humana'.'s Con el fin de tograr en este espacio

un oonoepto fidedigno de lo que este filósofo enüende por creencia y, más

importante aún, de las implicaciones que ésta tiene para la vida tanto

individual @mo cotectiva. se hace una extensa transcripción del ensayo

'Historia como sistema'. en el que aborda el tema:

...La vida es quehacer. Y lo más grave de estos quehaceres en que la

vida Consiste fio es que Sea preciso hacerlOs, Sino, en cierto modo, lo

conüano -{uiero decrr que nos encontramos siemp¡e lo¡zados a hacer

atgo, pero no nos en@ntramos nunc:r estriclamente forzados a hacer algo

determinado, que nos es rmpuesto este O el Otro quehacer. @mo le eS

impuesta al astro su trayectona o a la piedra su gravitación-. Antes de

hacer algo. hene cada hombre que decidir. por su cuenta y riesgo, lo que va

a hacer. Pero esta decrslón es rmposible si el hombre no posee algunas

convicciones sobre to que rcn las @ses en su denedor, los otros hombres,

él mismo Sólo en vrsta de ellas puede prefenr una acciÓn a otra. puede, en

suma. vrir.

De aquí que el hombre tenga que estar siempre en una creencia y

que la estructura de su vrda dependa pnmord¡almente de las creencias en

's Ferraler Mora Josa Oo ct P4 721
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que esté y que los cambios más decisivos de la l¡umanidad sean los

cambios de creencias, ta intensificación o debilitación de las creencias. El

diagnóstico de una existencia humana 4e un homb¡e, de un pueblo, de

una época- tiene que comenzar filiando el repertorio pe sus convicciones.

Son éstas et suelo de nuestra vida. Por eso se dice gle en ellas et hombre

está. Las creencias son lo que verdaderamente conptituye el estado de!

hombre. Las he llamado "repertorio' gara indicar due la pluralidad de

creencias en que un hombre, un pueblo o una época pstá no posee nunca

una articulación plenamente lfuica, es decir, que no forma un sistema de

ideas, como to es o aspira a serlo, por ejempto, una filpsofla. Las creencias

que coexisten en una vida humana, que la sostiener¡, impulsan y dirigen

son, a veces, incongruentes, contradiclorias o, por lp menos, inconexas.

Nótese que todas esas calificaciones afeclan a las breencias por lo que

tienen de ideas. Pero es un error definir la creenciai como idea. La idea

agota su papel y consistencia con ser pensada y un hbmbre puede pensar

cuanto se le antoje y aun muchas cosas contra su antojo: En la mente

surgen espontáneamente pensamientos sin nuestra vgluntad ni deliberación

y sin que produzcan efeclo alguno en nuestro compo(amiento. La creencia

no es, sin más, la idea que se piensa sino aquella en lque además se cree.

Y el creer no es ya una operaoón del mecanismo'inlelectual', sino que es

una función del viviente como tal, la funoón de oridntar su conducta, su

quehacer.

Hecha es[a advertencia. puedo ret¡rar !a explesión antes usada y

decir que las creencias, mero repertono incongruentg en cuanto son sólo

ideas. forman siempre un sistema en cuanto efectivas creencias o, lo que es

igual, que. inarticuladas desde el punto de vista lbgico o propiamente
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intetectual, tienen s¡empre una art¡culación vital, funcionan oomo creenc¡as

apoyándose unas en otras, integrándose y combinándose. En suma, que

se dan siempre como miembros de un organismo, de una estructura. Esto

hace, entre otras cosas, que posean siempre una arquitectura y actúen en

jerarquia. Hay en toda vida humana creencias básicas, fundamentales,

radicales, y hay otras derivadas de aquéllas, sustentadas, sobre aquéllas y

secundarias. Esta indicación no puede ser más trivial, sea de la mayor

importancia.

Pues si las creencias de que se vive careciesen de estructura, siendo

gomo son en cada vida innumerables. const¡tuirlan una pululación indócil a

todo orden y, por lo m¡smo. ininteligible. Es decir, que serla imposible el

conocimiento de la vida humana

El hecho de que. por el contrano, aqarezcarn en estructura y con

jerarquia permrte descubnr su orden secreto y, por tanto, entender la vida

propia y la ajena. la de hoy y la de otro trcmpo

Asi podemos dec¡r ahora el dragnóstrco de una existencia humana

Ja de un hombre. de un pueblo, de una época- tiene que comenzat

filiando el srstema de sus convrcoones y para ello, antes que nada, fijando

su creenc¡a furdamental. la decrsrua. la que porta y vivifica todas las demás.

Ahora bren gara fi¡ar el estado de las creencias en un cierto

momento. no hay más método que el de comparar éste con otro u oÚos.

Cuanto mayor sea el número de los términos de comparación, más preciso

2C3:¡



Comición de Anátisls de Propuetar parr una Nueva Uey dc lmPlll

será el resuttado otra advertencia banal cuyas consecubnc¡as de atto bordo

emergerán súbitamente at cabo de esta meditación.ts 
I

r

Establecida la importancia fundamental que tieneln las creencias en la

vida de los individuos y de las sociedades, con lo cubl coincido en forma

total, estimo que el estudio de la historia y la psicglogía de los grupos

humanos nos permiten determinar, con un alto graÉo de precisiÓn, las

creencias básicas en las se encuentra enraizado su guehacer cotidiano y

sus expectativas para el futuro, asi como el origen remóto de ellas.

También es importante la dist¡ncrón gue se estlblece entre ideas y

creencias. Falta aplicar esta doctrina al €mpo del derpcho y, en particular,

a lo que hemos denominado "ingeniería social grad$al' o 'tecnologla de

paso a paso'

Todo régimen constrtuoonal'5' se ñnca y desanglla a partir no sólo de

doctrinas y concepctones politrcas y ¡uridrcas. srno pe modo esencia! en

cpngruenqa con su sistema de creenoas Msicas o fiundamentales. Lo ha

expuesto asi. Maurrce Haunou

I

Las creenoas politrco rnorales son la fue.¿a del régimen

constltuoonal. No importan üanto k¡s mecenrsmoq poliücos como las

'' orlega Gasset Josá Hrstofra cofno lttef¡a coleccon Austral No lt¿Üa0 Espasa€alpe. S A
Mádnct l97l Prr 9. 12tlt Marr,ce XauL¡ óeñne €l rGgrrrr¿n cori3tilrroonal eí bs s€uqnles terrrxnos 'El régrnren
cofistrür@nal G3 urie (btarrnnaóa bryñ. (b E3t5o c{ qJalo.. e tu vef. una deteñrrnada hrrne d€
una necón o má3 eractamenle c3 t¡ ceñtrat¡¿¿rcÉñ po¡rtrc¿ y ¡ufldica cte poblacones que han
ll€gado al estaOo na¡onal' PrrñC'O'O1 ó€ Oc'reChO CuDfu@ y CoñStrtuc¡onal Sequnda cdrc$n
ln3üh¡to Edrtmal Reus Páo 7
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energías espirituales que tos han creado y que los animan. Estamos en

presenc¡a de creenc¡as y de conv¡cc¡ones...Entendemos que han de

considerarse como vivas tas creencias sobre las cuales reposa el orden

individualista de nuestras sociedades...

...Las creencias constitucionates tiene por objeto: primero, las ideas

sobre las que reposa et orden; segundo, el poder de derecho; tercero, la

libertad...ls

En cuanto a las consecuencias que las creencias pueden traer

consigo para la filosofia y política, Popper expone:

...Algunos filósofos recientes han elaborado una doctrina de la

impotencia esencial y la ausencia de importancia práctica de toda filosofía

genuina y. por lo tanto, cabe suponer, de la epistemologia. La filosofía'

afirman, nO puede tener, por SU miSma naturaleZa, @nsecuenCiaS

signifrcativas y. por consiguiente, no puede influir en la ciencia ni en la

politica. Pero yo creo que las ideas son entidades peligrosas y poderosas,

y que hasta los filósofos, a veces, han producido ideas. En verdad, no me

cabe duda alguna de que esta nueva doctrina de la impotencia de toda

frlosofia se halla ampltamente refutada por los hechos'

La situación es, realmente, muy simple. Las creencias de un liberal

Ja creencia en la posibilidad de un imperio de la ley, de una justicia

equitativa, del establec¡miento de derechos fundamentales y de una

'r Haunou, ¡laur¡ce 'Pnnc¡oros de dereclro qjblrco v consütuoonal'. 2'edición. lnstituto Editorial

Reus Ma<tncl
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sociedad libre- pueden sobrevivir fácilmente al reconFcimiento de que los

jueces no son omniscientes y pueden cometer eqores acerca de los

hechos, y de que, en ta práctica, la justicia absoluta nqnca se reatiza en un

juicio legal particular. Pero esta creencia en la posibilidad de un imperio de

la ley, de la justicia y de la tibertad dificilmente ppede sobrevivir a la
aceptación de una epistemologfa para la cual no hayalhechos objetivos, no

solamente en caso particutar, sino en cualquier caso, Y Para la cual un juez

no puede cometer un error fáctico porque en materia de hechos no puede

estar acertado ni equivocado.t5e

Como lo señala Nicola Abbagnano. en forma a[inada la creencia no

implica por si misma la validez objetiva de la noción rque acepta ni, por lo

demás, exctuye esta validez.ts De ahl se desprerlrde la necesidad de

examinar de modo crít¡co las ideas. los conceptgs y en general laq

proposiciones sobre las que recae la creenoa Me parece que las creencias

pueden ser más poderosas que las ¡deas: expresedo pn otros términos, las

creencias pueden rm@rr que las rdeas y k¡s propó$tos gue inspiran una

legislación produzca los resultados esperados. más pún. la conviertan en

inoperante.

El desanollo de nuestro régrmen constrturoonpl. en especial en lo
referente al amparo. ha estado domrnado por detErminadas creencias,

muchas de ellas a la realrdad que vwia el pais a gnnoptos de siglo. Es

preciso anal¡zar si hoy. es deor, oen áños despuéC, aún son válidas las

't Popper, tGrt R Conoeturas v rcfuUcpte¡ rEr Oqttro¡to Od conocimrento oenüñco) Edrc¡ón
revsa'da y amplada Eócone¡ PadOú Ba¡eebfla Bucnoc e,rres 19EJ Pag 25t@Abbagnano Nrcola Dccpn¡rp dc t¡¡orcfr¡. Fonoo oG Cuttur¡ e"ap-rá Méx¡co. 1996 Pág
2s9
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circunstanc¡as sobre las que recaen dichas creenc¡as, o s¡ por el @ntrar¡o,

ha cambiado la realidad del pals. En caso de que se concluya que la

realidad ha permanecido estática, será necesario investigar las causas,

analizar si es suscept¡ble de cambio y en qué medida, y proceder a

instrumentar la estrategia respectiva. Éstas son operaciones propias de la

"ingeniería social gradual' para lograr una acción de gobiemo efectiva, sea

por vía administrativa o legislativa. como la nueva ley de amparo.

La 'ingenierla social gradual' puede actuar tanto sobre la realidad

como sobre las creencias cuando se aprecie que son enÓneas, o bien que

constituyen un obstáculo para el cambio social propuesto.

Estas tan sólo son algunas reflexiones de carácler general que es

necesano tener presente al abordar el tema de la nueva ley de amparo, y

sobre las cuales se sustenüa la propuesta que formulo.

III EL POROUE Y PARA OUÉ DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Estas intenogantes, la pnmera de las cuales se reftere a los motivos y

la segunda a las ñnalidades, encuentran cabal respuesta en dos breves

pánafos de la convocatona suscnta por el presidente de la Suprema Corte,

al establecer:

La consolidación de nuestro Estado de derecho resulta una atta

prioridad pa6 sus instituciones republicanas. El Estado de derecho que

habremos de construir gara el próximo milenio requiere contar con mejores

leyes. a frn de garantrzar la plena vigencia de nuestra ConstituciÓn, mayor
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capac¡dad para aplicar la ley y, sobre todo, una adm¡h¡strac¡ón de justicia

más eficaz.

Hoy más que nunca, la sociedad requiere conta[ con un sistema de

justicia modemo que sea @gaz de asegurar una lpronta, completa e

imparcial administración de jusücia.

Las razones expresadas, como motivo para la ponvocatoria de una

nueva ley de amparo, constituyen un reconocimierfto expreso de que

nuestro actual juicio de amparo perdió la eficacia requprida para responder

en forma exacta a

asignadas.

las finalidades que de manerf original le fueron

También es una aceptaoón tác¡ta de que la leficacia de nuestro

principal medro de control constrtuoonal no es posible recuperarla con

reformas a la ley de amparo vrgente, sino que es precigo expedir una nueva

ley de amparo

Reitero mi oprnión de gue fo que ¡ustifica la expédic¡ón de una nueva

ley de amparo es el redrser'lo del ¡uroo de ampafo como instrumento

protector de los derechos fundamentales del individr[o, atendiendo a las

necesldades y qrcunstanoas acluates De otra manera, no hay razón

alguna para la expedrción de una nueva ley. pues si el amparo continúa

obedec¡endo al mt$no esquem¡r vrgente hasta hoy, bapta y sobra con hacer

las modificaciones necesanas a la actual ley de amparo. ¿para qué una

nueya ley § la estn¡ciura y el alcance del juiciq de amparo, en lo

fundamenüal. perrnanecen intocados?
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IV. REFORMA AL AMPARO: FACTORES A CONS¡DERAR

Es verdad que en México se inició una ambiciosa reforma de la

Justicia federal, pero justo eS reconocer que en la agenda de ésta, quedó

pendiente un tema. Las modificaciones a los preceptos constitucionales

publicadas en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 1994 y la del 11 de

junio de 1999, sólo se ocuparon de los problemas de integración, estructura,

funcionamiento y competencias de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación y del Poder Judicial de la Federación, lo que sin duda reviste gran

importancia y trascendencia, pero soslayaron, y aún sigue sin abordarse, un

tema esenclal para que la reforma judicia! posea permeabilidad a todos los

estratos de la judicatura y no se quede estancada sÓlo en los superiores, y

se traduzce en benefioos @ncretos para los justiciables, que en Última

instancia es lo que imPorta

Este tema. aún pendrente. es el relatrvo a la simplificaciÓn de los

procedimientos. sobre todo refendo al de amparo. El problema no es

sencillo, ni puede resolversc con la srmple eliminaciÓn de ffimites y

requisitos ¡O¡alá sólo fuera eso!

Los faciores que a mryuroo deben incluirse al abordar el diflcil tema

de la reforma al amparo son

Primer faclor Todo,usttsable desea. mejor aÚn exige, que su asunto

litigioso, independlentemente de su cuantia e importancia, culmine en un

arnparo y que de preferencta lo resuetva la Suprema Corte de Jusücia de la
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Nación. Al parecer, los justiciables se han convenc¡do que esto último cada

día es menos posible; sin embargo, parece que no desdan renunciar a tener

acceso al amparo en sus liügios, aunque éstos no lleguen a la Corte.

No es exagerado afirmar que si en un procedimiBnto, cualquiera que

sea, se establecen diversos recursos ordinarios corl los que se pueda

revocar o modificar las resoluciones que se considere pausn agravio, pero

no existe. por lo menos, un recurso federal y que se {enomine amparo, la

mayorfa de la población, incluso los especialistias en derecho, sentirá que

no se te han otorgado las suficlentes garantlas o mpdios de defensa, y

queda la impresión de que se sentirlan desprptegidos, es decir,

desamparados. Esta es una de las creencias que se pebe afrontar. ¿Será

cierto que un sistema eficiente de administración de fusticia exige que el

Poder Judioal de la Federación antervenga en toda confirwersia cuando una

de las pañes lo requiera?

En mr oprnión, esta anargada creenoa permite explicar, aunque de

modo provrsronal sólo sea a nrvel de hrpótesrs. que ho haya sido posible

desanollar en el srstema ¡uridrco mexrcano rnsUtuoonep como el reclamo. el

habeas corpus o la casaoón. ga¡a otar sólo u4os e¡emplos. Estas

insüancias ya fueron. hteralmenle. no es metáfora, devqradas por el amparo.

Al parecer. la yoz amparo üene un carácter mágrco para el mexicano, es

una espeoe de amuleto capaz de con¡urar los fantasmas de poderes

arbitranos y arrogantes que a través de la hlstona tantd daño le han hecho.

Este es un problema muy grave que producf una paradoja muy

curiosa. consrstente en que la creaoón de nuevos órganos junsdiccionales
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lejos de satisfacer la demanda que mot¡vó la creación del nuevo órgano, a!

parecer ta generan y multiplican de tal manera que pronto se requerirán en

ese mismo lugar más órganos judiciales, pero éstos a su vez generarán

mayor demanda y asl de modo sucesivo. Ésta es una hipótesis que se

apoya en el cuadro estadístico que se presenta como anexo a esta

propuesta. Obviamente, toda hipÓtesis está sujeta a discusión.

Debido al acelerado crecimiento del Poder Judicial de la FederaciÓn,

la necesidad urgente, impostergable año con año, de crear nuevos iuzgados

de Distrito y sobre todo Tribunales Colegiados de Circuito en lugares en los

gue no hace mucho tiempo se hablan instalado nuevos. No debe causar

extrañeza que haya quienes se resistan a la idea de abrir más la posibilidad

del amparo, sea por via de la simplificación procesal o por permitir la

procedencia de éste e campos antes vedados. No obstante que esta

preocupación es comprensible. es preciso recordar y considerar que el

amparo es un factor esencral, insustituible de nuestro Estado de derecho, y

que la me,or manera de garantizar la gazy la tranquilidad social es fomentar

que los particulares recurran a los tribunales a dirimir sus controversias,

sobre todo las que tengan con las autoridades, litigios que son la materia del

amparo. Para lograrlo no existe otro camino que el establecer

procedimrentos sencillos, ágiles, y jueces que en forma gradual ganen la

confianza de los fustioables, porque se les considere imparciales, honestos

y doctos Cuando el partrcular no entiende con claridad la ¡azón por la cual

perdió. aunque se le exponga toda la técnica del amparo, de mOdo

invariable responsabilizará al juez de su fracaso, atribuyéndole falta de

imparoalidacl. honestidad o ciencia; considero que incluso la credibilidad de
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los jueces depende de la sencillez y agilidad de losl procedimientos que

manejen.

Sin embargo, aquí habrá que enfrentar un problefna: si de manera lisa

y llana se simplifica el procedimiento de amparo, e! dec¡miento del Poder

Judicial se desbordará de manera inimaginable, pües si con la actual

complejidad ha crecido de manera tncontrolabte, ¿quq sucederá cuando el

amparo sea tan sencillo que cualquier persona pueOa]accionarlo y obtener

la protección federa!? S¡ no se simpliñca. seguirá perfliendo elicacia como

instrumento protector de los derechos fundamenüales iOet inOruiduo y de la

Constitución. El reto consiste en superar esüa para{qa. La solución que

propongo pretende esto y, como en su momento elRondré, la clave del

problema se encuentra en el amparo ¡udrcal

Segundo factor: A mryuoo. la creoenle com¡p¡rdad del amparo se

debe a dos orcunstansas en pnmer térmrno a la infl(enoa de la casación,

onginalmente en el amparo en malena ¡udroal y desfués elendida a todo

el amparo, y en segundo lugar. a un bgitrmo deseO de frenar o. por lo

menos desalentar. k¡ que s€ @noce cqno el ah¡so del amparo, pues no es

posible desconocer que el amparo se ha ut¡hzado rp sólo para proteger

derechos o combatlr aclos arbrtranos. srrlo tambrén pafa dilatar, si no es gue

para detener. proced¡mrentos. ¡udrcrales o admrnrqtrat¡vos: en slntesis,

tambrén ha servido para entorpecer la admrnrstraoÓfi de justicia, no sólo

para procr¡rarla. Consrdero que la rclucon se encuer¡tra en diferenciar los

procedrmaentos de amparo. a categonas de casos drltintos hay gue darles

diversos tratamientos Mr progresta tambÉn pretqnde solucionar este

problema.
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Tercer factor: Pienso que consiste en un inadecuado sistema de

a@eso a la justicia de amparo. El problema rad¡ca, para expresarlo con una

analogla geométrica, en que tenemos un sistema cuadrangular de acceso a

la justicia, lo que significa que todos los justiciables, cualquiera que sea su

asunto e independientemente de la cuantía y trascendencia del mismo,

tienen acceso e todas las instiancias que establece nuestro sistema

procesal, incluso y de modo principal el amparo. Si bien es cierto que

algunas tegislaciones locales limitan el recurso de apelación en

determinados casos, esto resulta intrascendente para la justicia de amparo,

pues en todas esas controversias (aun las que por su ct¡antla y poca

trascendenoa no se tes conceda el recurso de apelación) si una de las

partes se to propone llegará al amparo que resolverá en cuanto a legalidad

un Tribunal Colegiado, y si se alegan cuestiones de inconstitucionalidad de

una ley o la interpretasón de un precepto constitucional, el asunto tocará las

puertas de la Corte, aunque sÓlo sea para que ésta después de unos

meses, determine que el asunto carece de importancia y trascendencia (de

acuerdo con las reclentes reformas), y lo devuelva al Colegiado. En esto

consiste lo gue he llamado sistema cuadrangular de administraciÓn de

¡usticia, con lo que es fáol entender que el slstema tienda a saturarse y para

evitarlo sea precrso creoer en forma desproporoonada.

Consrdero que el srstema que debe estructurarse tiene que ser de

corte tnangular, para @nt¡nua¡ con las metáforas geométricas, con lo que

pretendo expreser que el a@eso a la ¡usticia debe tener una base muy

amplia, tal vez universal, pero eso sólo para la primera instancia, y abrir las

instanc¡as supenores no sólo en función del interés privado sino de la
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importancia y trascendencia del asunto, de tal manera que el acceso a ellas

se reduzca en forma pautatina hasta llegar a la últimQ instancia, integrada

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que únicamente

deberán decidirse aquettos asuntos que tengan import4ncia y trascendencia

para el mismo orden jurídico, por permitir establecer criterios que

determinarán et rumbo jurídico del país y que sirvan pe fundamento a tas

resoluciones que dicten los órganos judiciales inferiorps. Esto, más que el

interés de parte, debe determinar que la Suprer" ]Cort" se aboque al

conocimiento de un problema.

E! sistema federal, consagrado en nuestra Con§titución, en principio

tendría que servir como base gara !a organizaqión eficiente de la

administración de jusücia, pues sólo debería ocuparse de lo federal y cada

estado sería responsable de la marcha de la justicia Bn su jurisdicción. En

teoria. esto parece claro y senollo, pero corho nuestro sistema

constitucional. en matena de administración de justicia, lo federal es todo,

resulta válido afirmar que cualqurer controversia local gs federal por destino.

En otras palabras, las resolucrones que dicten los juecps locales, incluyendo

a los Tribunales Superiores de Justicia de los estadós, son provisionales,

pues su definitividad sólo la adquieren cuando lap partes deciden no

interyoner amparo. o cuando el Tnbunal Colegiado lniega el amparo que

contra tales resoluciones interpuso alguna de las partqs.

Creo que este sistema es inadecuado y que deperá modificarse en la

nueya legislación de amparo, la que, desde luegoi incluirá reformas al

articr¡lo 1 07 constitucional.
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El problema de a@eso a la justicia de amparo --que en forma

periódica conduce a la saturación del sistema, lo que ha obligado a un

crec¡m¡ento difícil de mantener y que, al parecer, en poco tiempo será

insostenible- encuentra solución, en mi opinión, en el establecimiento de

diversos procedimientos de amparo, esFt¡clurados en funciÓn de los

objetivos inmediatos que persiguen cada uno de e!!os.

Son cuatro los procedimientos diferenciados del amparo que

propongo, los cuales deberán tener la suficiente autonomla procesal entre

ellos, y son los siguientes: 1) amparo iudicial, 2) amparo ordinario, 3)

amparo de barandilla, y 4) amparo contra leyes. (Josó de Jesús Gudlño

Pelayo, Tomo lll, páginas 1E25 a tE55)

Anexo y tablas de la propuesta anterlor.

ANEXO UNIC-Q ORGANOS DEL POOER JUDICIAL DE I.A
FEDERACIÓN CREADOS A PARTIR DEL AÑO DE 1951 HASTA EL MES

DE ENERO DEL AÑO 2OOO

A cont¡nuaoón se presenta, con las reservas del caso, una gráfica en

la que se menoona el número de órganos del Poder Judicial de la

Federación creados a partrr del año de 1951 hasta e! mes de enero del año

2000

Este q¡adro ha srdo elaborado con base en los siguientes elementos:

2¡a6
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1.- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federapión, publ¡cada en e!

Diario Oficial de ta Federación el día 30 de diciembre ]de f 935, incluyendo

sus reformas.

2.- Acuerdos dictados por el Pleno de la Suprem4 Corte de Justicia de

la Nación, con fundamento en los artículos 79 a! 81 d$ ta Ley Orgánica del

Poder Judicial de la Federación, publicada en el iDiario Oficial de la

Federación el dia 5 de Enero de 1988. 
i

i

3.- Acuerdos dictados por el Pleno del Consfio de la Judicatura

Federal, con fundamento en los articulos 81 fracclones I JV, V y Vl, 14 y 145

de !a Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federaciórt. en v§or a partir del

27 de mayo de 1995.

I

Asimismo, la información que se proporoona se éncuentra respaldada

por la Secretarla Ejecuttva de Creac¡ón de Nuevos Ó(anos del Consejo de

la Judicatura Federal, partrcr¡larmente por lo que re$pecta al perlodo de

1995 al año 2000.

Exohcacrón de la Gráfica

En la pnmera columna se menqona el año en el que se crearon o

instalaron nueyos órganos En este senüdo. es ¡mportpnte destacar que de

1951 a 1986 sólo se reformó en calorce ocasionesl la Ley Orgánica del

Poder Judicial de la Federacron para llevar a cabo fiales eventos. Fue a
partrr del año de 1988 curando de lorma anual de fueron creando e

instalando nuevos juzgados y trrbunales federaleg. Asimismo, resutta

Zta!
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importante recatcar que fue en el año de 1988 cuando se crearon e

instalaron el mayor número de Órganos (un total de 46).

La gráfica puede dividirse en dos partes para su análisis:

a. La cofrespondiente al periodo de 1951 a 1986, en la cual

simplemente se mencionan el número de Juzgados de Distrito, Tribunales

Unitarios de Circuito y Tribunales Colegiados de Circuito creados por año.

Sobre et particular, cabe man¡festar que no me fue posible obtener la

totalidad de los acuerdos que en su oportunidad debió dictar el Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación para instala¡ a tales Órganos. Esta

información ha sido accesible a partir de 1988, toda vez que desde ese año

nuestro máximo Tribunal y posteriormente el Consejo de la Judicatura

Federal contó c¡n facultades para crear e instalar órganos mediante

acuerdos. En esta parte de la gráfica (1951-1986) se presupone que todos

los órganos creados por ley también fueron debidamente instalados en su

oportunidad.

b. La segunda parte de la tabla comprende el periodo de 1988 al año

2000, 6pn respecto al cual fue posible distinguir entre el nÚmero de órganos

creados y el número de órganos instalados por año, lo cual me pareciÓ

revelador, pues en la mayorla de las ocasiones se ordenÓ la creaciÓn del

órgano pero se dilirió su instalación, generalmente por no contar con la

infraestruc{ura necesana para llevar a cabo tal instalación.

Las columnas finales de la gráfica se refieren al porcentaje de

crecimiento anual de los órganos del Poder Judicial de la FederaciÓn. Como

se mencionó antenormente, en los últimos once años se han creado
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anualmente nuevos Juzgados o Tribunales, contrariamgnte a lo que sucedió

en el período de 1951 a 1986, lo cual nos permite lresuponer que dicho

crecimiento no se detendrá y que inclusive se increrqentará su porcentaje

anual

La gráfica anoja un número total de 428 órgan{s creados durante el

período de f 951 al año 2OOO y un total de 370 realmepte instalados, lo cuat

origina una diferencia de 58 órganos +ntre juzgados lde distrito, tribunales

unitarios y tribunales colegiados de circuitc que no fueron o no han sido

debidamente insüalados. La Secrela¡la Ejeanüva de iCreación de Nuevos

Órganos del Consejo de la Judicatura Federal nos informó que a partir de

1995 se empezaron a crear e instalar nuevos órganoslsin que hayan tenido

conocimiento de que a esa fecha eristleran iulgados o tribunales

pendientes de instalar. Se presupone que cori mobvo pe los acuerdos 1/88,

2191 y 1/93 dictados por el Pleno de la Suprema C0,rte de Justicia de la
Nación se fueron abrogando drversos acuerdos que qrdenaban la creación

de algunos órganos que en ese momento se en@nlraban pendientes de

instalar.

De acuerdo con la rnformaoón proporoonada por la Secretarla

Ejecutiva de Creaoón cte Nuevos Órganos clel Conpe¡o de la Judicatura

Federal. a la fecfra 3e erlcuentran pen.'entes de rnsüatar 31 órganos

federales. de los cuales 12 apronmadamente cor¡esponden al Prirner

Circuito, y se pretende que a finales de'este año todos los órganos creados

se encuentren debrdamente rnstalados
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Por último, es importante aclarar que los órganos que anualmente

entran en func¡ones no necesariamente corresponden a los creados en ese

mismo año, pues se va atendiendo al rezago de juzgados y tribunales

pend¡entes de instalación acumulado de años anteriores.

CARMINA CORTES RODRIGUEZ.

Se ha iniciado una campaña publicitaria en contra de la Ley de

Amparo, los motivos son que hay que actualizarla, cambiarla por otra nueva,

que acabe con el rezago gue tienen los Jugados de Distrito y los

Tribunales Colegiados.

Pero este rezago de juicios, siempre ha existido, y es lo que calificó el

distinguido maestro Emilio Rabasa coñ¡o 'lá IMPOSIBLE TAREA DE t"A

CORTE'.

El derecho a combatlr en Juioo de Amparo las violaciones a nuestras

garantias a traido como consecuenoa que se incrementen en forma

exhorbitante, el traba¡o en la Corte. pero la deficiencia ¿es de ella? ¿o es de

factores extemos? O se pretende cambiar la Ley de Amparo para darle

entrada a la globalzac¡ón económica que hoy en dia esta de moda en el

mundo.

Si la Causa del rezago en la Corte. esta fuera de sus manos, que

hacemos por solucionarlo.
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Expongo y exam¡no estas op¡n¡ones A t-A LUZ DF lá REALIDAD, EN

FORMA PARTICUTAR EN EL DERECHO IáBORIAL, siendo este el

objetivo de este humilde ensayo.

'

Dado que el Juicio de Amparo pasa por una selrera crisis, porque la

política esta encima de lo jurídico y se ha creado un pnte para opacarlo y

hasta destruirlo como es la Comisión Nacional de Derephos Humanos.

Por lo cual, debemos defender

Amparo en beneficio de la pabia.

con apasionamie¡to, nuestro Juicio de

El analizar con severidad el rezago en la Corte, se que ameritados

jurisconsultos. no estarán de acuerdo con mis ideas, y como mi voz en

materia de amparo carece de prestigio, pido a mis rqtractores se me deje

usar el lenguaje senollo y entendible del derecho social.

Al impugnar, los puntos de vista de voces co4 gran prestigio en el

ámbito naclonal e intemac¡onal, no es ánimo de oQnderlos, al contrario,

siento admiraoón y respeto por tan drstlnguidas persolnalidades, pero es mi

deber de combat¡r en benefioo de millones de mqx¡canos que desean

justtoa pronta y expedrta. por lo cual. debemos dei tener siempre en !a

mente y en los hechos'OUE l^ PATRIA ES PRIMERO".

Pretender mod¡ficar o camblar la Ley dei Amparo tiene sus

antecedentes históncos. con el únrco objeto de cornbatir el rezago, pero

realmente ¿se ha logrado el éx¡to?
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No, porque se ha atacado en los Juzgados de Distrito, en los

Tribunales Colegiados, por lo cual el Poder Judicial Federal se ha

preocupado en toda su historia, por combatir el rezago, sin éxito alguno

PORQUE EL MAL ESTA FUERA, en materia laboral en particular, en el

Distrito Federal los amparos directos se interponen con la autoridad

responsable, esto es, en la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y en la

Junta Locat de Conciliación y Arbitraje y éstas no tienen la capacidad ni la

tecnologia para el trabajo que se les presentia, ya que una persona recibe e!

amparo en la Oficialia de Partes y posteriormente se hunden en un mar de

burocracia donde pasan meses hasta mas de un año para que manden el

amparo y el informe a la Oficialia de Partes común del Tribunal Colegiado,

ya estando en ésta en algunas ocasiones se nos requiere la fecha y el

número de folio con que la Junta Federal de Conciliación y Arb¡traje remiüÓ

et amparo, por lo cual srempre tenemos que andar rastreando el amparo en

ambas partes donde se @nsultan libros de gobiemo, esperar al actuario, al

Secretano. stn obtener informe alguno.

Otro caso es que no se enctrcntre el amparo promovido en la Junta

Federal ni tampoco en la Ofroalia de Partes Común de los Tribunales

Colegiados y se tenga que pronover un ABT, que es mas trabaio para los

Tribunales Cotegiados. ya gue en éste se pide al Tribunal Colegiado que

solicite el amparo y el lnforme gue se promovió en la Junta Federal como

autondad resporis¡tble. y es aqul donde se esta fallando como faclor efemo

en la Junta Federal de Conohác¡ón y Arbltraje como autoridad responsable

la que falla.
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Ahora pasaremos al supuesto en que el Colegiadp resolvió el amparo,

y la Junta Federal en su segunda resotuc¡ón ho condenó a las

prestaciones que no fueron objeto del amparo y que lquedaron intocadas,

nuevamente mas trabajo para el Tribunal Colegiadg pues se tiene que

promover recurso de queja, si la Junta Federal pus¡bra atención en sus

laudos, nos ahorraríamos trabajo.

I

Como se puede analizar, de lo anteriormente qxpuesto, quien esta

fallando es un faclor extemo del Poder Judicial, y ed la Junta Federal de

Conciliación y Arbitraje, por no tener la preparación lfurldica y porque no

quieren trabajar. ellos provocan el rezago en los Tribuqales Colegiados y los

Juzgados de Distriro Y ES AHI DONDE SE DEqE DE ATACAR EL

PROBLEi/lA.

Ahora bien. sabemos que por una demanda laboral se pueden

interponer dos o tres amparos ¡ndrrectos y hasta cubtro directos con sus

respectrvos recursos, y es por eso que los Juzga{os de Distnto y los

Tnbunales Coleglados están saturados I

Ante la carga de traba¡o, encontramos que par{ soluoonarla se crea

nuevos horanos de Eabap y otros pens¡rn gue oeaqdo nuevos Tnbunales

es la solución y unos más crean 'Tnbunales Cuasrju¡sdiccionales'que no

dependen del Poder Judsal nr del E¡ecutrvo. perb rmparten fustrcia y

trabajan de manera autonoma. cono es el caso de §s articulos 29a y 295

de la nueva Ley del Seguro Sooal que nos drcen que pebemos de agotar el

recurso de ¡nconformidad anle ellos. por lo cual sen fuez y parte, y las

Juntas Federales ex€en que se agote el menclonadb recurso, para poder
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promover un juicio laboral en contra de! lnstituto Mexicano del Seguro

Social.

Se ha creado un tribunal especial que a todas luces es

inconstitucionat por violar el artfculo 17 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, y que perjudica tanto a patrones y trabajadores

por ser sólo un 'Tribunal de Paso', ¿y quiénes imparten justicia en el

mencionado Tribunal?, médicos, enfermeras y hasta administrativos, y los

trabajadores cansados de ir de una mesa a otra, de un Tribunal a otro,

abandonan sus juicios, con la considerabte declaración, )a no creo en ta

justicia', y asf la credibilidad de nuestros Tribunales está en entredicho.

Otros, se van al Juicio de Garantfas, porque tienen fe en el Poder

Judicial, pero éste se encuentra saturado y se vuelve lento y eS

severamente cnttcado.

Quien está fatlando. no es el Poder Judicial, sino el Poder Legislativo

al emitir leyes con artlculos inconstitucionales, dando origen a miles y miles

de amparos

Justo es en@ntrar nuevas fórmulas para impartir justicia, donde se

armpla con el pnnopto de celendad.

Si el trabajador presenta su demanda en la Oficialía de Partes de la

Junta Local o Federal, ésta la recibe, le sella su copia, se la entrega y

manda la demanda a la mesa conespondiente, en ésta se revisa si es

necesario, se le requiere para que aclare, y si no se dicta el auto de
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radicación. En éste se señala dia y hora de la audiehcia de Conciliación,

Demanda, Excepciones, Ofrecimiento y AdmisiÓn de Prluebas.

Una vez acordado lo anterior, se regresa el exPfliente a la Oficialla

de Partes para que ésta se lo dé al actuario y éste empface a las partes.

I

En algunas Juntas, gara que emplace el acqiario, pasan de úes

meses a dos años, encontrándose con diferentes proflemas como son gue

no se encontró el domicilio de la demandada. qr" n! b dio tiempo, que

emplazó fuera de término. que regresó el expediente. Que hay erores en el

citatorio o instructivo.

Pero estamos en el supuesto de que s¡ fueron e¡nOlazadas las partes

en üempo y forma y así esüamos en la Audrenci4 de Ley en que la

demandada acredrta su personahdad en la etapa 0e conciliación y se

manifiesta que se tlene por tracasacta ésta y se pasa a la etapa de

demanda, en la cual la actora rat¡frca su escnto rnrbal de demanda. la

demandada da contestaoóri a la demanda. oponendlo sus excepctones y

defensas, las cuales pt¡eden s€r ¡»erentonas corno sqn prescripcrón, pago,

cosa juzgada, renunqa voluntana rmposrbrhdad de p?go, etc. Y éstas son

estudiadas en el laudo, ercepoones que destruyen la bcoón del actor OUE

SON INNECESARIAS ESTUDIARTAS I-I.,ASTA EIi I.AUDO PORQUE

TRAERA COMO CONSECUENCIA EL A'\'PARO DIRECTO

Para esto proporEo quc cuando se oponen excfpoones perentorias,

es el momento para redr,rcrr el procedrmrento ordrnanp, ya que es cr¡ándo

formalmente se trabó la hüs y resulta tnnece!Éno1 la conünuación del
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proced¡miento s¡ es que se prueban éstas en un Juicio Sumario o un

lncidente y así evitar numerosa pérdida de horas hombre de trabajo, varios

recursos, incidentes y numerosos amparos.

Por lo anteriormente mencionado, es preciso reduc¡r el procedimiento

ordinario que nos señata la Ley Federat del Trabajo, exclusivamente cuando

se oponen excepciones perentorias y que se pueden comprobar de

inmediato.

En otro orden de ideas, analizo la Comisión Nacional de Derechos

Humanos, ésta esta para evitar la impunidad de las autoridades en su

comportamiento. la dificultad que tiene la población para obtener justicia,

aun cuando tenemos que las garantlas individuales se encuentran en la

Constitución promulgada el 5 de Febrero de 1917.

Y la base de los Derechos Humanos se encuentra en'la Declaración

Universa! de los Derechos Humanos aprobada y proclamada por la

Asamblea General de las Nacrones Unidas, el 10 de Diciembre de 1948', y

que Mérico srgnó

Le dilerenoa sustancral que hay es que la ConstituciÓn en su articulo

pnmero drce.

'En bs Estados Unrdos Mexicanos todo individuo gozará de las

garantias que otorga esta Constltuoón. las cr¡ales no podrán restringirse ni

suspenderse. sino en los casos y condiciones que ella misma establece'
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Y la Declarac¡ón Universat en su artícuto primero ¡os dice:
,

I

'Todos los seres humanos nacen libres en digni(ad y en derechos y,

dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse

fratemalmente unos con otros'.

Y asl tenemos que existe contradicción porque para ta Constitución

Poliüca de los Estados Unidos Mexicanos el origen de los derechos

humanos es una concesión otorgada por el Estado y qqe él garantiza.

l

Y para la Declaración Universal el origen de lo$ derechos humanos

está en un merecimiento natural de! simple hecho de sEr persona.

L

Según la Constitución. los Derechos Humanos sqn una concesión del

Estado, por lo gue el Gobiemo los administra, interpreta y los aplica, la

vigencia de los Derechos Humanos queda en la discrecionalidad

gubemamental, dando como resultado el origen de la arbitrariedad y la
impunidad

Y desde el punto de v¡sta de la Declaración Univgrsal de los Derechos

Humanos, todo Estado debe consagrar y proteger lop derechos naturales

que otorga la dignidad humana y según esta dpctrina, la legalidad

reglamentana de los derechos deberia estar Drientada a limitar

estnctamente la acción del Estado, lo que evitpría o reduciría la

discrecionalidad.
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En México, las leyes son contrarias al derecho de la población porque

están estructuradas, para apoyar el ejercicio del poder y no parE¡ proteger el

derecho de tos ciudadanos, caso particular la nueva Ley del Seguro Social,

en sus artlculos 29  y 295.

Y asl tenemos que la diferencia de los Derechos Humanos

consagrz¡dos en !a Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos,

en la cual el Estado es el encargado de garantizarlos, se propicia la

arbitrariedad, y la Declaración de los Derechos Humanos propicia la justicia.

Pero acluar contra toda vrolaoón de los Derechos Humanos, sin

importar quién la comete. ttene sus @nsecuencias, porque hay delincr¡entes

que invocan la protección de sus derechos humanos ct¡ando han violentiado

la integridad de sus vict¡mas y llegamos a un punto absurdo si se protegiera

a los dellncuentes y se desprotegiera a sus victlmas.

Debemos de entender que los Derechos Humanos son vigentes para

todos.

LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS TIENE SU

FUNDAIITENTO JURIDICO EN EL ARTICULO 102 APARTADO B DE Iá
CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

La injererrcra cle la Comrslón Nac¡onal de los Derechos Humanos en la

violasón de las Garantias lndrvduales, es constitucional, y la crltica que se

hace a la Conrisrón de los Derecfioo Humanos. es que el ombudsman nace

en los paises escandrnavos, porque no üenen Juicio de Amparo, y en
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México desde mediados del siglo pasado, se resqelven los derechos

humanos por med¡o del Juicio de Amparo.

Y asl aceptamos que la Comisión Nacional de lDerechos Humanos

está para conocer de las quejas en contra de ACTO$ U OMISIONES DE

NATURALETA ADMINISTRATIVA PROVENIENTES DE CUALQUIER

AUTORIDAD O SERVIDOR PÚBUCO. Por lo cuFl, NO INVADE lá
ESFERA DEL JUICIO DE AIITPARO.

Si se trata de crear una nueva Ley de Amparo queriendo_ tener como

base que la Comisión Nac¡onal de Derechos Humanof invade la esfera de

acción del Juicio de Amparo, es un efror, pues lo único que se tiene gue

hacer es que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe interpretiar la

Constituoón y la Ley de Amparo en forma amplia. y aS¡ no se requiere una

nueva Ley de Amparo.

CONCLUSIONES:

1 - Considero que el Poder Legrslatrvo debe d]e ser asesorado por

reconocidos const¡tuoonahstas para no emrt¡r leyes cQmo la nueva Ley del

Seguro Socral y sus articulos 294 y 295 gu€ i*n a todas luces

inconstltuoonales, y que han dado ongen a miles de lamparos indirectos y

directos.

2.- lgualmente consrdero que gurén falla y propuce el rezago en la

Suprema Corte de Justloa de la Naclón en matenq laboral, es la Junta

Federal de Conciliaoón y Arbrtra¡e, pues ésta al ser rqterpuesto el Juicio de

Amparo Directo como autondad responsable. se tarda hasta más de un año
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en rem¡t¡r el amparo, por lo cuá!, eS una causa extema la que se debe de

alaar para ev¡tar el rezago.

3.- Otra de las causas del rezago, es la falta de preparación jurídica

en las Juntas de Conciliación y Arbitraje, empezando por los Presidentes de

éstas Juntas que son designados por amistad y compadrazgo, siendo fácil

encontrar que licenciados en administración de empresas son Presidentes

de Juntas, que personas que toda su vida han sido gerentes de bancos, los

designan Presidentes de Juntas, por lo cuál las Juntas Federales de

Conciliación y Arbitraje deben de pasar de depender del Poder Judicial y

éste a su vez debe de imponerles la canera para su mejor preparación, es

decir. la profesionalización de las Juntas.

4.- Que el amparo direclo, se interponga directamente en la Oficialia

de Partes Común del Tribunal Colegiado.

5.- Se ataca a la Ley de Amparo que tiene los plazos procesales muy

prolongados. no es cierto. lo adecuado es reducir el procedimiento ordinario

que nos habla la Ley Federal del Trabajo, caso concreto cuando se oponen

excepciones perentonas y que éstas mediante un incidente, de ser

comprobadas de ¡nmediato, darian como resultado un laudo, el cuál pondrla

fin y no esperar a que éstas sean estudiadas al final del procedimiento

ordinano, en la emisión de laudo que da como consecuencias interposición

de tres o cuatro amparos más. Por lo anteriormente expuesto se deduce

que no es necesario otra ley de amparo, si son necesarias algunas

modificaciones, pero su aplicabilidad por parte de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación con fundamento en la Constitución y la Ley de
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Amparo, de manera avanzada y aventajada, y asl lpodremos prosperar

desde et punto de vista jurídico y no es necesaria otra lpy de amparo.

Porque s¡ creamos otra Ley de Amparo, colt los vicios que he

menc¡onado, estos surgirán en la nueva ReglamenfaciÓn de Amparo y

volveremos a padecer lo que tanto queremos combatir, el rezago de los

juicios. (Andrés Antonio Calderón Galán, Tomo fV, páginas 2376 a

2386). 
i

2.3 UBICACIÓN DEL AI\áPARO

JUICIO DE GARANTIAS

I

UNIVERSITARIO DENTRO DEL

I

El subtema que a continuaoón trataremos, es lalllave que nos abre la

puerta del ultimo capitulo. en el cual verleremos todps aquellas reformas

sugeridas a nuestra legrslaoon de la matena

I

Siendo este amparo, un amparo garanlias, su referencia

constitucional es el articulo 103 fracc¡ón pnmera. el cufll reza:

"Los Tnbt¡nales de la Federaoon rerclverán tod! controversia que se

suscite': '1.- Por leyes o actos de Autondad que lvrolen las Garantias

lndividuales'

De la intehgenoa antenor, el articulo reglamentáno del ordenamiento

Supenor de @mento, se locahza en el articulo 107 Consütucional,

fracciones l. ll. pánafos Pnmero. lV, X 
i
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En cuanto a la Ley Orgánica Reglamentaria de los artículos 103 y 107

Constitucionales, el destino que guarda éste juicio de Garantías. Se

re@noce por la fracción ll del artículo 114.

Se apunta técnicamente la ubicación de este amparo dentro del

dispositivo y fracción que se ha precitado, asl como de los fundamentos

Constitucionales prenombrados, porque al particular, el Tercer Tribunal

Colegiado del Primer Circuito, en materia administrativa, al conocer en

revisión de un amparo Garantlas interpuesto conüa actos de autoridad

emanado de un procedimiento seguido en forma de iuicio, al conceder el

amparo número 1623/90 siendo la tesis siguiente:

.PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN FORIVIA DE JUICIO. ACTOS QUE

LOS INTEGRANTE. PERO OUE NO EMANAN DE EL' que es del tenor

literal a seguir

'Establece la fraccrón ll, del articulo 114. de la Ley reglamentaria de

los articulos 103 y 107 Const¡tuoonales. gue el amparo se pedirá ante el

Juez de Distnto contra actos que no provengan de Tribunales Judiciales,

Adm¡nistratrvos o del Traba¡o Dicha disposicir5n, en su segundo pánafo,

consigna una regla espeoal de procedencia del iuicio de Garantfas al

reservar su ejerooo, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento

seguido en forma de iuroo, hasta en tanto se pronuncie la resolución

definitlva dictada en el mrsmo La carac{eristica especial de los actos a que

se reñere la hipótesis descrita, en su vinculación causal. misma que orienta

a todos ello a un fin común y. por tal ürtud, esa ooncatenación lÓgica se

2*1
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const¡tuye como ta razón que hace improcedente el juicio const¡tucional,

cuando e¡ acto reclamado es solo una parte de ese @njunto salvo, claro

está, que se trate de personas extrañas a la controvers¡a. Sin embargo, del

conjunto de actos que dan cuerpo a todo procedimientp, deben destacarse

aquellos que son típicos del mismo, frente a otros qqe, producto de una

voluntad distinta del órgano que substancia el pro0edimiento, sólo se

adhieren conservando su individualidad en relación co4r el procedimiento a!

cual se integran, pero del que no emanan. Los primefos convergen en un

denominador común, con actos caracteristicamentE unidos entre s¡,

dictados por la misma autoridad que @noce delr procedimiento, los

segundos no lo son asi, pues tienen un autor distinto,lde tal suerte, que, si

lo que en el juicio de garantias se combate no es un]acto que emana del

procedimiento, sino otro que se adhirió a él (tan es Asl, que la autoridad

responsable no es aquella ante quien se ventila dichp procedimiento), tal

acto. por su autonomía e independencia, si puede §er enjuiciado por si

mismo, en el proceso de control constitucional ante el Juez de Distrito.

En tas nanadas s¡tuaciones. dada la presencia írovedosa del Amparo

Universitano, sugtero que sea reconoodo dentro dF la fracción ll, del

articulo 107 Constituoonal, que a la par que el Ampafo Agrario, tenga una

destacada connoüaoón. cuya redacoón del pánafo sr,¡giero debería quedar

de la srgurente maneñI.

'Cuando se reclamen aclos de las Autoridadep Universitarias, ergo

Pubhcas, que tenga o B¡edan tener como consecfl.rencia privar de las

Garantias lndividuales a sus alumnos matnculados, {eberán recabarse de

oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiárlos y acordarse las
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diligencias que se estimen necesarias para prec¡sar sus derechos, asf como

la naturaleza y efectos de los actos reclamados; de igual forma la

suspensión deberá ser decretada de oficio, como también deberá suplirse la

queja deficiente en el momento procesal oportuno."

De este ángulo, !a propuesta tiene que seguir revelándose en forma

trascendente en la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo. Por tales

razones, debe crearse un tercer libro en dicha ley, destinado

exclusivamente al Amparo Universitario, con un titulo único y capftulo Único,

coniéndose del articulo 2y, Último del ordenamiento de @mento, al

siguiente 235. con lo que pnncipiarla una explicaciÓn teleologfa de este

amparo, pues no puede negarse la tutela que esta ley deba impartir a sus

ütulares.

Por lo que en el último capitulo encontraremos las sugerencias

mediante las reformas pertrnentes, las cr¡ates podrían facilitar la creación

de dicho libro

2.4 CRITERIO DE LOS TRIBUNALES DEL CONTROL

CONSTITUCIONAL SOBRE EL ATúPARO UNIVERSITARIO. CRITERIO EN

MATERIA ADMINTSTRATIVA Y TESIS DE Iá SUPREMA CORTE DE

JUSTICIA OE Iá NACION

A contnuación. transcñbrretnos la tesis jurisprudencial que forma

actualmente el cnteno de la Corte. asi mismo, ésta, se basa previamente en

el criterio sustentada por el Juez de Distrito, Rolando González Licona, el

cual admitió la demanda en conEa ctel Congreso de la UniÓn, Presidente de
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la República, Secretario de Educación Pública, Consejolde Universitario y el

Rector de la Universidad Nacional Autónoma de lMéxico (organismos

descentralizados por servicio) a quien se le reclamó lá suspensión de los

derechos escolares en dicfra Universidad del alumno prpmovente deljuicio.

Siguiendo el anterior criterio. el Primer Tribunal Qolegiado en materia

Administrativa del Primer Circuito, en sentencia cor{firmó la suspensión

definitiva solicitada respecto de la autoridad deniandada, siendo el

Magistrado Relator Pablo Dominguez Peregrina y sus icompañeros Samuel

HemandezVtazcán y José Femando Suárez Conea.

,

'AUTORTDAD PARA EFECTOS DEL JUICTO DE ATUPARO. NO LO

SON LOS FUNCIONARIOS DE UNA UNIVERSIDAD CUANDO EL ACTO

QUE SE LES ATRIBUYE DERIVA DE UNA REIáCIÓN IABORAL.

Los funcronanos de los organrsmos púbhcos descentralizados. en su

actuación, con independenoa de la drsposrción dlrectd que llegaran a tener

o no de la fueza púbhca. con fundamento en una norna legal. pueden

emitir actos unilaterales a trevés de los cuales crean. (rcdifican. o extinguen

en si o ante situaoones juridicas que afecten h lesfera legal de los

gobemados: esto es. e,eroen facuitades dec¡sonas qup les están atribuidas

en la ley y que por ende. constrtuyen otra potesüad administrativa cuyo

ejerocio es tfrenunoable y que por tanlo. se traducenl en verdaderos aclos

de autondad al ser de natumleza pút{rca la fuente de]tal potestacl: por ello.

el juzgador de amparo, a lin de establecer sr a guien lse atribuye el acto es

autoridad para efectos del ruroo de garantias, debe at$nder a la norma legal

y examinar si lo faculta o no gara tomar dec¡sione§ o resoluciones que
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exigirse mediante el uso de la tuerza pública o bien a través de otras

autoridades. Asl, las universidades, como organismos descentralizados, son

entes públicos que forman parte de la administración pública y por ende, del

estado; y si bien presentan una autonomía especial, que implica

autonormación y autogobiemo, tal circunstancia tiende a !a necesidad de

lograr mayor eficacia en la presentación del servicio que les está atribuido y

que se fundamenta en la libertad de enseñ anza, pero no implica de manera

alguna su disgregaciÓn de la estructura estatal, ya que se ejerce en un

marco de principios y reglas predeterminadas por el propio Estado, y

restringida a sus fines, por lo que no se constituye como un obstáculo que

impida el ejercicio de las potestades constitucionales y legales de éste'para

asegurar el regular y eficaz funcionamiento del servicio de enseñanza. Por

eilo, para analizar si los funcionarios de dichos entes, con fundamento en

una ley de ongen público. ejercen o no un poder jurfdico que afecte por sl o

ante sl y de manera unilateral la esfera juridica de los particulares, Con

independenc¡a de que puedan o no hacer uso de la fuerza pública, debe

atenderse al caso @ncreto. En el que se examina, ha de considerarse que

la unrversidad señalada por el quejoso, como responsable al negar el

otorgamiento y disfrute del año sabático a uno de sus empleados

académicos. acluó con el carácter de patrón en el ámbito del derecho

laboral, que nge las relac¡ones de esa institución con su personal

académico, dentro del marco constitucional previsto en la fracción Vll del

artículo 30 de la Constituoón Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

por elto, en este caso, no resulta ser autoridad para efectos de! iuicio de

amparo. lo que desde luego no implica que en otros supuestos, atendiendo

a la naturaleza de los actos emitidos, si pueda tener tal carácter.'(f 6)
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i

El criterio vertido por la Suprema Corte de iusüciai Oe ta Nación, acaba

con ta obsoleta y poco funcional jurisprudencia que tanfo daño hizo al haber

determinado que "autoridad' para los efeclos deli iuicio de amparo,

comprende a todos aquellos entes que disponen de la fueza pública, en

virtud de las circunstancias que devengan legales o dq faclo y que por ello,

están en posibilidad de obrar como rndividuos gue e¡$rcen actos públicos,

por el hecho de ser pública la fueza de que disponen. I

i

Dicho criterio es sumamente atractivo. ya que el Esfuerzo vertido en el

de que ni la naturaleza de organrsmo descentralz{do, ni la autonomla

universitaria, son obstáculo para poder enjuiaar los actos autoritarios de

dichos entes mediante el jurcro de amparo Ya se acabaron aquellos

tiempos en que la inesponsabrhdad de bs reprqsentantes de estos

organrsmos llegaba a sus lrmltes. en krs que su actuar ]* lo fundamentaban

ni motrvaban. y sus actos se conyertian en algo gue npdre podía revisar, en

pocas palabras, entes total y claramente tnesponsábles. protegidos por

cntenos que lo único gue hacian era acreoentar la rmpunidad. cuestión que

en nuestro üempo. y cori la amplrtud c,el -arco] legal en constante

desanollo, ya no se puede segurr lolerando

i

lnslstlmos en que l¡ descentralrzaoón. no es sino - @mo lo
analrzamos cori antetac¡ó+ una lorma de organtz¡rctón de la administración

pública que encuentra su ¡usüfrcacón en la efioenoa]y espec¡alidad de los

servicios encornendados a k¡s entes que krs pe60nifican. As¡ pues, la

supracitada autonornia. furprerÉo como garantia insfrtucional. la podemos

traducir como s¡ fuera una lórmula para lograr la elicibncia en la prestación
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de servicios para la enseñanza, claro esta, basado ello en la libertad

académica y no en la inmunidad, extratenitorialidad, ni mucho menos como

excepción al orden jurídico, sino como la autodeterminación dentro del

marco jurídico de la ConstituciÓn y !a Ley.

CAPITULO III

I.A SUSPENSION DEL ACTO RECI.AMADO

Y EL AMPARO UNIVERSITARIO.

3.1 TA SUSPENSION DEL ACTO RECISI\,ADO.

3,2 Iá SUSPENS¡ÓN SEGUN I.A NATURALFzA DEL ACTO

RECI.AMADO.

3.3 LA SUSPENSIÓN DE OFICIO O A PETICION DE PARTE

3.4 LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECIAITIADO EN EL AIIIPARO

UNIVERS¡TARIO.

3 5 EL INCIDENTE AL INCUMPLIMIENTO DE Iá RESOLUCION

SUSPENCIONAL

CAPITULO III

tA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECI,ATADO

Y EL A,I,PARO UNIVERSITARIO

3 I I.A SUSPENSION DEL ACTO RECIáMADO.

El presente capltulo. es uno de los que consideramos como punto

medular en nuestro faba¡o de tesls. de igual forma, y coincidiendo con los

tratadistas más destacados en nuestro derecho nacional. especialistas en

amparo, nos atrevemos a dec¡r que la Suspensión del Acto Reclamado es la

rÍÍl
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institución que reviste de trascendental importancia ]a nuestro juicio de

comento; dicha importancia es ta! que, en variadas $ircunstancias, sin la

existencia de esta trascendental figura, se consumaríair los actos; trayendo

con etto, que nuestro tan preciado juicio se convirtiefa en algo delusorio

ergo yermo. De lo anterior, podemos apreciar qtle es mediante la

suspensión como se mantiene el estado que guardfln los actos en ese

momento - no como un medio restitutorio, sino como lna especie de pausa

-, esto hace que la institución tan maravillosa qu+ es el amparo, se

mantenga viva, constituida por los advenimientos ] específicos que el

agraviado pretenda preservar.

Al particular, el Maestro y Presidente de la Suprfma Corte de Justicia

de la Nación, Genaro David Góngora Pimentel(1), nos] comenta que uno de

los profesores de la Facultad de Derecho, al enseñar b sus alumnos lo que

es la Suspensión del Acto Reclamado, lo hace de ]una manera clara y

simple, esto es, diciéndoles que la imaginen como el juego que los niños

juegan y se les conoce con el nombre de 'los encahtados". Asi pues, el

'encantador', persigue a los demás niños, y si logra locarlos, gritará estás

'encantado'. con lo cual. el niño'encantado', queda pfralizado casi como si

fuera una estatua, en la pose o con el gesto cón el cual lo hayan

'encantado" por lo que no podrá moverse hasta qQe el "encantamiento'

termtne.

Es un ejemplo muy acertado que da el maestro en su clase, el cual

retoma el Presidente Ministro - y por supuesto nosotros en la presente tesis

-. ye que siguiendo el mismo argumento, se expl¡ca que la patabra

29Gt
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Suspens¡ón, en su origen gramatical, Se dice que equivale a detener, a

paralizar algo o a diferirlo durante algún üempo.

Debemos advertir, que si bien se dice que la sentencia constitucional

tiene efectos restitutonos, por lo que podrfamos pensr que al obtener ésta

en forma positiva a nuestro interés como agraviados, se nos reintegrará el

derecho al goce y disfrute de las garantías que nos han sido violadas; en

muchos casos si no se suspendiese el acto redamado, la sentencia

quedaría rebasada con la @nsumación de los actos ineparables, bayendo

aparejado un sobreseimiento en nuesbo perjuicio.

Cabe menoOnar dos puntos sumamente impOrtantes, unO eS que el

luzgador, debe precrsar el acto o actos que hayan de suSpenderse para

evitar todo tipo de confuspnes en el quejoso y autoridades responsables.

(Apéndice 1975, Tesrs 188. Parte General); por lo que hace al obo, es gue

al resolver sobre la suspensón. rio procede estudiarse ct¡estiones

referentes al fondo del amparo (Apéndrca 1975. Tesis f 87. Parte General)

'Por otra parte en otros casos en los que la @nsumaciÓn del acto

reclamado rE es rreparable y no trae como @nsecuencia la destrucción

defin¡tlva de la matena del amparo. también la suspensiÓn juega un papel

relevanle prep«rdefanle pueslo que en variaS @asiones. S¡ nO SA

suspendiere a trempo oportuno el acto o k¡s actos reclamados, la sentencia

que otorga al quepso la protecoón federal sería jurldica y Prácticamente

muy dificil de e¡ecutar. en usta de la drversidad de la relación de los actos

reclamados, hipóte$s que en la realidad son muy frecuentes'(2)

2930
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Ejemplo por demás gráf¡co, el que nos reseña el rytaestro Góngora en

el prólogo de su libro " La Suspens¡ón en Materia Admirlistrativa.', en el cual

nos hace ver una vez más, la importancia que tibne la supracitada

suspensión en eljuicio de amparo, el cual a la letra dicel

l

'En la materia administrativa, los abogados (e la administración

procuran ejecutar sus decisiones a sabiendas de que rlo üenen razón, para

enfrenüar a los gobemados primero, con los hec{os consumados y.

segundo, con el largo litigio que los espera para buscfr justicia, litigio que

estará lleno de problemas, de obstáculos. en los qup todo pt¡ede pasar

pues, en efecto, en un litigio todo puede pasar. Si el g$bemado tiene ¡azón

y de todos modos debe ir a tnbunales para lograrla, pfr la mala educación

de los servidores públicos que afeclaron sus intereses. ese plazo,

normalmente largo en que combate las tnquiñuelas de]ta Administración, le

causa un daño evidente. un desalrento palpable en qui$nes acudan a pelear

por su derecho a los tnbunales y un clespres$gio notable de la

Administración Púbhca. acusada ta prepotenoa v ] comlpción por los

afectados

l

Luego. es necesano buscar que la suspens¡ód del acto reclamado

proporoone a los hahtantes de Méxrco una prote@¡ón efie.z para que

garanüce la protecoón de la senlenoa que resuelva el iuicio de amparo en

cuanto al fondo.'

l

Asi pues. amen de la suspensrón del acto reclbmado. no se queda

solo en teoria la protección que otorga la Jusüoa Fedefal al agraviado.

2970
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.Los efectos que trae !a suspens¡ón, son los de obrar en cuanto a lo

tocante a la ejecución, paral¡zando, impidiendo que los actos que se

reclaman se tleguen a ejecutar o a cesar aquel¡os que se estén ejecutando.

El maestro Castro y Castro, al hablamos sobre el tema, lo hace

aportándonos su definiciÓn de la siguiente manera:

"La suspensión del acto reclamado es una providencia cautelar en los

procedimientos de amparo, de carácter meramente instrumental para

preservar la materia del proceso, y cuyo contenido resiste la forma de un

mandato asegurador del cumplimiento y la ejecuciÓn de otra providencia

principal que pudiere ordenar la anulación de la conducta posiüva o negativa

de una autoridad pública, haciendo cesar temporalmente sus efectos

obligatorios mientras se resuelve la controversia constitucional.'(3)

Tal como la concibe el maestro Castro y Castro, es como lo hace un

sin número de procesalistas; asi, el maestro Alfonso Noriega, sostiene que

si bien no es una medida cautelar, es a esta figura cuando menos, con la

que guarda mayor similitud

Siguiendo el orden de ideas, no podíamos dejar fuera la opiniÓn que

al respecto tiene a bien efenorizar Ricardo Couto, en la cual precisa la

naturaleza y fatuidad de la misma: 'La suspensión del acto reclamado tiene

por objeto pnmordial mantener viva ta materia del amparo, impidiendo que

el acto que lo motiva, al consumarse ineparablemente, haga ilusoria para e!

agraviado, la protección de la iusticia federal; por virtud de la suspensión, el

acto que se reclama queda en suspenso, mientras se decide si es violatorio
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de la Constitución; es un med¡o más de protecc¡On que, dentro del

procedimiento del amparo, concede la ley a los partiqulares: el juez ante

quien se presenta la demanda, antes de estudiar el1 cÍrso se lleva a su

consideración, antes de recibir prueba atguna, antes de saber si existe una

violación constitucional. suspende la ejecución del i aclo, mediante un

procedimiento sumarísimo, que se reduce a una audiericia, en que se oye al

quejoso, a la autoridad responsable y al Ministerio Publico, pronunciando en

el mismo acto, la resolución conespondiente; tratándole de ciertos actos, ni

siquiera este procedimiento sumarísimo üene tugar, prles la suspensión se

concede a! presentarse la demanda.'(4) 
I

i

Burgoa dice, que la suspensión sea aquet aopntecimiento (ac1o o

Hecho), o aquella situación que generan la par{lización o cesación

temporalmente limitada de algo posüvo. consistentQ en impedir para lo
futuro el comienzo. el desanollo o las @nseaJenc¡as óe ese 'algo'a partir

de dicha paralzación o cesaoón. srn que se lnvalide lo anteriormente

transcunido o realizado'(5)

De todo lo antes expuesto, podemos aseverar qpe. definiüvamente la

suspensión del acto reclamado es un factor .r", suma influencia e

importancia en nuestro,uroo de amparo. ya sea en lo+ supuestos de que el

acto consista en la consumaoón rneparable, o en aguellos aclos de dificil

reparación. ambos desde el punto de vrsta ¡uridrco y mptenal.

Consideramos de gran tmportario¡¡, antes de cqnduir con el presente

subtema, ubicar a suspensrón del acto reclamadp dentro del marco

constitucional: para lo cual nos remlüremos a las fracprones X y Xl del Art.
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107 de nuestra Carta Magna, los cuales establecen los casos en que

procede, los requisitos que deben llenarse para otorgarla y las autoridades

ante las cuales ha de solicitarse. Previenen lo que se transcribe:

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los

casos y mediante las condiciones y garantias que determine la ley, para lo

cual se tomara en cuenta la naturateza de la violación alegada, la dificultad

de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su

ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés

público.

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias

definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo y en

matena ovil, mediante fianza que dé el guejoso para responder de los

daños y per¡uioos que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto

si la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al

estado que guardaban sr se concediese el amparo, y a pagar los daños y

per¡uicios consrgurenles

Xl. La suspensrón se pedirá ante la autoridad responsable cuando se

trate de amparos drrectos ¡omovidos ante los Trih.¡nales Colegiados de

Circuito y la propa autondad responsable decidirá al respeclo. En todo

ceso, el agravrado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia

autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás

partes en el¡uicio. rnduyendo al Min¡steno Publico y una para el expediente.

En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los

Juzgados de Distnto o los Tnbunales Unitanos de Circuito.
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I

El acto reclamado, para que se cons¡dere ioro susceptible de

Suspenderse, debe Ser un acto positivo, e! cual genére una orden, algún

pronunciamiento o ejecuciÓn, a contrario Sensu, que este no devenga de

una abstención o un no hacer de la autoridad. Apemás, como ya lo

mencionamos, la suspensión nunca tiene efecto§ restitutorios, sino

únicamente sus efectos se consideran como de p/ralización o dilación

temporal a la consecuencia del caso concreto.

Atgunos autores dan tanto o más importancia a lá suspensión del acto

reclamado como al juicio mismo, pero es importante advertir que la

suspensión sólo eS una cuestión incidental, que de modo alguno, podría

equipararse al rango de un proceso autónomo como loies el propio juicio de

comento.

3 2 I,Á SUSPENSIÓN

RECIáMADO

SEGUN LA NATURALETA DEL ACTO

lgnaoo Burgoa(6). es uno de los doctrinistas en la materia que más

abunda sobre el tópico del presenle subtema, es por eflo que nos vemos en

la necesidad de recumr a la claslfrcaoón que tiene a Qien presentar - de la

cual tomamos solo aquelk¡s actos que para el prespnte trabajo de tesis

consideramos más sobresalientes -. dándonos a la tErea de matizar ésta

con las junsprudenoas y tesis que se vierten sobre laisuspensión según la

naturaleza del acto reclamado.

21174
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Es de suma obviedad la improcedencia en lo que hace a la

suspensión del acto reclamado frente a los actos de particulares, ya que,

siguiendose ésta como un incidente accesorio al juicio de amparo, y siendo

el juicio de amparo improcedente contra los actos de particulares, cobra

vida el principio general de derecho que a la voz dice: 'Lo a@esorio sigue la

suerte de !o principal'. por lógica elemental se intuye que al no proceder el

juicio de amparo contra acto alguno de particular, la suspensión en ningÚn

momento procesal tendiá vigencia.

Al particular se dan las siguientes tesis y iurisprudencias:

"PERSONA DE DERECHO PUBLICO Y PERSONA DE DERECHO

PRIVADO CUANDO ACTUAN COMO ESTA ULTIIVüA. NO PROCEDE LA

susPENStÓN EN CONTRA DE LOS ACTOS'(7)

.PROCEDENCIA DE Iá SUSPENS!ÓN CUANDO EL

CUMPLIMIENTO OEL ACTO RECT.AMADO Y SUS EFECTOS ESTAN A

CARGO DE PARTICUTARES -(8)

'ACTOS DE PARTTCULARES SUSPENSIÓN INCONDUCENTE.'(g)

-SUSPENSIÓN INVERSION

PARTTCUT RES'(10)

b) Aclos posrtros

EXTRANJERA. ACTOS DE

zt76
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En et subtema anterior, observamos que la suqpensiÓn se interpone

sólo contra actos de autoridad, los cuates deberán s$r de crlriz positivo: a

mayor abundamiento, deberán ser actos que se manifqesten como un haber

o hacer, a contrario sensu, cuando el acto se manifies[a en forma negativa,

verbigracia, en un no hacer, o bien en una abstencióft, por sentido común

no existirá la suspensión, ya que no hay acto motivo dj realizaciÓn.

Bajo el ángulo anterior. es como deberá r de entenderse los

presupuestos de la jurisprudencia y tesis manejadat Fot los Tribunales de

alzada y el máximo Tribunal Nacional. ya que todos los actos positivos que

devienen de una autoridad, serán susceptibles de susgensiÓn.

Tras el razonamiento hecho, se presenta la siguipnte tesis:

'ACTOS NEGATIVOS: En la Ley de Amparo no tse encuentra ninguna

disposición que establezca que debe negarse la suspQnsiÓn, cuando el acto

reclamado es prohibrtrvo o negattvo. pero la ¡unsprudencia de la Corte ha

sido constante en e! sentdo de que la suspensión nolprocede contra actos

que tienen ese carácter. porque la suspensrón. comq su nombre lo indica,

garaliza y detrene, mtentras se tramrta el amparo, la acción de la autondad

responsable y s¡ se concedle¡a la suspensrón contra actos prohibitivos. no

tendrla ya los efectos de mantener las cosas en el estado en que Se

enconhaban antes de drclarse la prohrbrc¡ón, efecto arfre sólo puede tener la

sentencia que se dicte en cuanto al fondo del amparo ?(11)

2t76
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Dichos actos tienden a confundirse con los actos negat¡vos, los cuales

a decir son aquellos que presentan como una abstención o una negat¡va por

parte de !a autoridad, mas sin embargo, los actos prohibitivos, no solo

presentan estas abstenciones o negativas de la autoridad, sino que lo hacen

a manera de un aclo positivo mediante la imposición de las acciones

negativas, imponiéndose éstas como limitantes a las actividades

provenientes de los gobemados por parte de la autoridad; por ello, es

importante destacar que por la obviedad que representan estos actos, la

suspensión es susceptible de aplicarse en ellos.

Por lo que la Corte al referirse a estos actos lo hace del siguiente

modo:

'susPENSlÓN. ACTOS PROHIBITIVOS. Aunque es cierto que la

suspensión no procede contra actos negativos ni contra abstenciones,

porgue ello equivaldrla a darle efectos restitutorios o constitutivos, cuando

su función es únicamente ta de @nservar la materia de amparo, también es

oerto que no se deben confundir los actos negativos con los actos

prohibitivos El acto prohibitivo implica una orden, @nducta del particular

afectado Ahora bien. respecto de los actos prohibitivos, la procedencia de

la suspensión debe examtnarse en cada caso particular, sopesando

cuidadosamente. por una parte, el interés del particular en ¡ealizar la

conducta prohibrda y, por otra, el interés de la autoridad en impedirla, asf

@rrto las consecr¡enctas o per¡uicios que a cada uno de esos intereses se

puede seguir de la concesión o negativa de la suspensión. Asl, cuando se

trata de una conducta perrnanente o reiterada del particular, la suspensión

en pnncipio es procedente, si el perjuicio que puede seguirse a! interés de
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las autoridades con la realización temporal de la ¡conducla prohibida.

Cuando se trata de una conducta que puede quedar Qonsumada en forma

más o menos breve o instantánea, habrá que determinar, de la misma forma

y sopesando los elementos que se tiene a mano en eli incidente, cual es el

daño mayor a un interés legiümo. En estos casos, h{y situaciones en las

que al conceder la suspensión, lo mismo que al nggarla, se dejará sin

materia el amparo en cuanto al fondo, y cuando el lu¡gador se enfrenta a

esta situación no puede aplicar la regla de que en el incidente no se debe

prejuzgar sobre cuestiones de fondo. pues ello serál lógica y legalmente

imposible (ya que de una manera o de otra, ya sea quq niegue o conceda la

suspensión, dejara sin matena el fondo del negocio). Asi, en el eiemplo de

la prohibición para celebrar un acto en una fecha y hor| determinadas, si se

niega la suspensión, el amparo puede quedar sin matpria, lo mismo que si

se concede la suspensrón. En tales casos. el ¡uzgador tendrá que prejuzgar

en el inodente. con los elernentos que tenga a mano, sobre el fondo de la

pretensión y sobre la const¡tuoonalÉad cle k¡s actos,l asl como cobra los

daños que puede sufnr el lnterés partrcular legrtrmo y su irreparabilidad, y

sobre el d¡verso tnterés legrtrmo de las autondades¡ en relación con el

interés socia!, para conceder o negar la suspensrón solfotada.'(12)

d) Actos negaüvos con electos posruyos

Nos encontramos ante un problema sur genens Pn la aplicación de la

suspensión en cuanto hace a bs actos negatruos, ya Oue si el acto que se

reclama es una mera abster¡oón o un no hacer por Qarte de la autoridad,

nos en@ntrarnos frente a una rmprocedefioa en cuesüpnes suspencionales,

mas sr por el contrano. el acto que se reclama estribf, sus efectos en una
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actitud positiva, gue se traduzca en una acto efectivo, la suspens¡ón se

reputara procedente según jurisprudencia que dicta la Corte:

.ACTOS NEGATIVOS

susPENSrÓN.'(1 3)

CON EFECTOS POSITIVOS.

'susPENSrÓN. ACTOS NEGATIVOS.',(14)

'(ACTOS NEGATTVOS.) SUSPENSIÓN.'(1 5)

'(HECHOS NEGATIVOS )

RECTAMADO -(16)
SUSPENSIÓN DEL ACTO

.(ACTOS NEGATTVOS CON EFECTOS POSITIVOS),

DESECHAITTIENTO DE TERCERLA'(1 7)

e) Actos Consumados

Del enunoado anlenor, es lógico que se venga a la mente la

improcedensa de la suspensrón del acto redamado. ya que al haberse

@nsumado el aclo. no ex¡strendo conducta o actividad por ejecutar, la

suspensrón guedará acéfala de la actrvidad suspensoria temporal que tiene

a bien satvaguardar, rclan'pnle se podrá invalidar dicho aclo mediante la

sentencia const¡trrcronal. la cual restituirá al que¡oso todo el goce de sus

derechos frente a drcjro acto yiolatono

É7'
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El sentido que la corte guarda al respecto es si4nilar a la disquisición

anterior:

"ACTO CONSUMADO. I.A NATURALETA JUR¡DICA DE LA

CI-AUSURA DE UN INMUEBLE. LOS SELLOS DE lá pLAUSURA.',(18)

"susPENSlÓN, ALCANCES DE l-A.',(1 9)

'MATER|A DE SUSPENSIÓN',(2o)

0 Aclos declarativos.

Este tipo de acto será susceptible de suspenderpe, siempre y cuando

según el criterio que guarda la Corte se dé en ellos la condición que

contleva el principio de ejecución: en contradicción á ello si dichos actos

reconocen únlcamente alguna situación preexistente, lsin mayor injerencia,

la suspensión se vendrá improcedente, al particulaf el máximo tribunal

expone:

i

.SUSPENSIÓN. PROCEDENCIA DE LA, CONTRA I.AS

coNsEcuENctAS DE ACTOS DECLARATIVOS .' (211

'ACTOS DECI-ARATIVOS. SUSPENSIÓN CONIRA LOS.'(22)

'ACTOS DEC LARATIVOS'(23)

'ACTOS D ECLARATIVOS.'(24 )

29t0
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g) Aclos de tracto sucesivo

Por la dificultad y la importancia que reviste para los fines de la

presente tesis, en to que toca al origen del acto de tracto sucesivo, nos

permitimos transcribir lo que al presente tópico manifiesta el maestro

Burgoa, 'Pues bien. constando los aclos de traclo sucesivo de una serie de

actos o hechos afectos a un solo fin, para saber si procede o no la

suspensión respecto de ellos, hay que hacer un disüngo: si la suspensiÓn se

solicita después de que se han e¡ectrtado alguno de dicttos actos

teleologicamente unitanos, es a todas luces improcedentes, por estarse en

presencia de actos consumados; por el contrario, si la suspensión se pide

antes de que se ejecuten oelos actos o hechos que deban realizarse parÍl

obtener el fin común. flo obstante que ya hayan tenido lugar otros

antenores. la suspensrón respecto dc bs pnmeros es perfectamente

procedente, aryos efectos consrslen en evltar o impedir la continuación de

la sene o suceslón'(25)

En el s€ulente subtema oDscrvaremos el por gué de la importancia

del presente acto puesto que éstos son k¡s del tipo que se presentan en

pañiallar dentro del amparo un¡versltano, ya que en lo que hace al

semestre o alto escolar, no so lonna de un acto de los llamados por el

maestro Burgoa. teleologrcamente un¡tanos. sino que este se forma por

distintos aclor o trechos concatenados y subsecuentes, con los ct¡ales se

llega a un telos común por lo que al reclamar la suspensión de alguno de

los derectros del estudrante, so encontrará circr¡nscrito al presente

supuesto

2¡tt
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Para un mayor abundamiento sobre el tema, nos rem¡üremos a una

de tas tesis jurisprudenciales que nos dará un mejor entendimiento, la cual

"ACTOS DE TRACTO SUCESIVO PARA EFECTOS DE 1á

SUSPENSIÓN. En materia de suspensión cabe distipguir entre actos de

tracto sucesivo, es decir, los que se consuman de mofrento a un momento

y aquellos ac{os que se @nsuman de una sola vez, lpero que al hacerlo,

crean una situación juridica que se prolonga en el tiempo. En elprimer caso

(por ejemplo, la intervención de una negociación), el acto reclamado se

repite una y otra vez en el tiempo, consumándose 
I 
y perfeccionándose

reiteradamente. de manera que la suspensión puede ptorgarse sin que la

medida tenga efectos restitutonos. pues los actos yl realzados quedan

intactos (la intervención se @nsuma en cada una de las operaciones

venficadas por el ¡nterventor y la suspensión hace cespr la intervención sin

invalidar sus actos anteriores) En el segundo paso (embargo sin

lntervención o clausura). el acto se consuma una s0la vez, no necesita

repetirse en el futuro y sus efectos se prolongan en Ql tiempo creando un

estado juridrco determrnado respecto del cual Qs improcedente la

suspensión pues equivaldria a pr¡var de eficaoa el iacto ya realizado(el

embargo se traba una sola vez y tambén una sola §casión se entrega al

depositano los brenes, pero eslos quedan en lo suqestvo sujetos a una

estado ¡uridico; en la dausura. e¡ecutada la orden y colocados los sellos, se

prolongan en el tiempo sus efeclos al rmpedir el funoonamiento del giro; en

ambos casos. es improcedente la suspensrón porque qon ella se deiaría sin

efectos los actos de traba del embargo y entrega de bipnes at depositario, o
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la ejecución de la orden de clausura y colocación de sellos, siendo por tanto

la medida suspensiva de naturaleza restitutoria)."(26)

"susPENSlÓN. ACTOS DE TRACTO SUCESIVO.',(27)

"SUSPENSIÓN. DISTINCION ENTRE LOS ACTOS DE TRACTO

SUCESIVO, ES DECIR. QUE SE CONSUMAN DE MOMENTO A

MOMENTO, Y ACTOS CONTINUOS, O SEA, AQUELLOS OTROS QUE SE

CONSUMAN DE UNA SOIá VEZ, PERO CREAN UNA SITUACION

JURTDTCA QUE SE PROLONGA EN EL TIEMPO'(28)

'ACTOS DE TRACTO SUCESIVO, SUSPENSION BA",O FIANZA',(29)

h) Actos fr¡turos inmediatos y probables.

Es evldente en relaoon con la ¡urisprudencia que presenta la

Suprema Corte en el sentrdo de que en los Actos futuros inmediatos y

probables sólo procederá la suspensrón de los mismos respecto de los

aclos futuros inminentes y será rmprocedente en el caso que toca a los

aclos futuros probables

.ACTOS INMINENTES SUSPENSIÓN PROCEDENTE EN CASO

DE. Los actos fr¡turos de real¡zacÉn mc¡erta, tanto en su ejecución como en

sus efeclos. rio son susceptrblés de servir como materia a la media cautela,

sólo procede esta st se hene cerbdumbre aoerca de su realización por

tratarse de actos inmrnentes'(30)

29E:t
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"INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. ACTOS FUTUROS E INCIERTOS.

NO TIENE ESE CARACTER AQUELLOS

oBLIGATORIOS LA LEY.'(31 )

"ACTOS FUTUROS.'(32)

ouF tMPoNE coMO

.ACTOS FUTUROS PROBABLES. Iá PRESUNCION DE CERTEZA

ESTABLECIDA EN EL ART¡CULO 132 DE lá LEY DE AMPARO, NO

opERA TMTANDOSE DE ESTOS ACTOS.'(33)

I

'ACTOS FUTUROS NO LO SON LOS INMINEN[ES.'(]4)

3.3 t.A SUSPENSIÓN OE OFICIO O A PETICIOt¡ DE PARTE.

La suspensión. tal y como se encuenúa regulada por el ordenamiento

reglamentano del ¡uioo de amparo esta drvrda en dos [tpos. 'La SuspensiÓn

de O{icio'y'La Suspensrón a Petroón de Parte' a Qsta última. Burgoa la

estima como una petroón prevra y srne qua non del qqe¡oso: de igual forma,

la ley de comentano, srgue su drvrsrón. haoérdokr conllos Amparos Directos

y los que se tramltan a través de Juez de Drstrrto

Para decidir que t¡po de suspensón es la Ouel OeOa proceder en el

amparo universitano - lc cr¡al dellmltarernos en el sguiente subtema -,

primero pasaremos a hacer un brevé anál¡srs soQre los dos tipos de

suspensiones que marca la tey de la matena en tratá¡dose de los amparos

indirectos y posteriormente en el drrecto

29ta
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Comenzaremos el citado análisis, con la suspens¡ón de oficio, para lo

cual tendremos que observar el numeral de la ley de la materia en !a cual se

encuentra contenida dicha figura, nos referimos at artícuto 123 de la ley de

comento, el cual nos señala lo siguiente:

"123. - Procede la suspensión de oficio:

l. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la

vida, deportación o destieno o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de

la Constitución Federal;

ll. Cuando se trate de algún otro acto que, si llegare a @nsumarse,

harla fisicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantlas

individuales reclamadas.'

Al refenrse al presente particular en lo que hace a su procedencia, el

maestro Burgoa. lo hace de la siguiente forma: "La procedencia de la
suspensión de ofrcio en el juicio de amparo indireclo, está en razón de

dependencra con dos factores: la naturaleza del acto reclamado, que acusa

gravedad en cuanto a los efectos de su ejecución para el agraviado, y la
necesidad de conservar la matena de amparo, evitando la imposibilidad de

gue se restrtuya al que¡oso en el uso y goce de la garantía constitucional

volada.'(35)

Dicfia suspensión, tiene una gran ventaja frente a la suspensión que

se solicita a petición de parte, esta ventaja consiste en que al momento de

presentar la demanda. se otorga de plano la multicitada suspensión, en

estos casos. como lo sabe bien el juez de distrito, el quejoso no está en
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aptitud de acompañar las pruebas necesarias para ecreditar de manera

fehaciente la existenc¡a o inminencia de los actos rectNmados, por lo que el

juez deberá siempre y en todo momento examinar, sin convertirse en una

autoridad inquisidora, entre los hechos que denuncie el queioso en su

escrito inicial de demanda y tos resultados dañinos femidos por este, si

existe alguna relación de causalidad tat que justifique ta adopción de la

medida cautelar. En el caso de que no se este conce{iendo la suspensión,

lo decretará, al igual que cuando se @nceda, en Ql auto radicador del

escrito inicial.

Cabe mencionar gue los efectos de dicha su$pensión, durarán et

tiempo procesal que tenga como fin la sentencia, por lo que muchos

tratadistas la equiparan a la definitiva, sin tener que pflsar por los embates

que representa obtener la suspensión provisional y su audiencia incidental.

Ergo, tratándose de la suspensión oficiosa, no pxiste la suspensión

provisional ni la defin[rva, de ello resulta que tampoco §e forma el incidente

correspondrente; siguiendo el mismo orden de idebs, esto no resulta

funcional para los efectos prác{rcos que representa el j{ricio mismo, por elto,

en la practlca se re@mienda ltevar por crrerda sep{rada el supracitado

inodente. ya que en los c¡rsos de envrar a revisión este o el juicio del cual

denva. el ,uez de drstnto perderia su jurisdicción en tas cuestiones

suspenctonales.

l

Es menester elemar que la concesión en dich( plano suspencional,

no es inmodúcable ni mucfio rnenos se le puede cbnsiderar como algo

absoluto o inamovible. ya que esta se encuentra sujet! a lo que plasma el
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numeral 140 de la ley de amparo, por med¡o del cual, el Juez tiene la

facultad para que si asl to estime pertinente, revoque o mod¡fique el auto

que da pie a dicha suspensiÓn, claro esta, como ya Se mencionó con

antelación, este arbitrio, no debe estar sujeto a alguna postura inquisidora

que tome el juez, sino a hechos o causas supervinientes, esto puede

resultar sólo hasta antes no se dicte sentencia.

Con las ideas anteriores damos por concluida la suspensión de oficio,

la cual seguiremos tratando posteriormente.

A continuación, daremos paso al supuesto que menciona el artlculo

124 de la Ley de Amparo, en referencia a las reglas por las que se regirá

dicha suspensión: en la cual el agraviado deberá solicitarla por si mismo, al

trempo que no debe seguirse per¡uicio al interés social, ni contravenirse

disposiciones de orden púbhco y. por último. deben ser de dificil reparaciÓn

los daños y per¡uioos que se causen al agraviado con la ejecución del acto

reclamado.

Esta suspensión trene dos etapas que la ley y la jurisprudencia

califican corrc, suspensrón prousional y suspensión delinitiva. En ef primer

caso, se dice gue trene efeclos puramente @nservativos. puesto que solo

tiene por ob¡eto que'las cosas se mantengan en el estado que guardan',

hasüa que se dicle la clefrnrüva. en este caso, dicha suspensión - la cual la

encontramos ca¡¡s¿grada en el art¡culo 130 de la Ley de Amparo -, deberá

diclarse -facr¡ltaüvamente. menos en los casos de d restricción a la libertad

fuera de procedlmiento ¡rdloal- de acuerdo con los datos, que d quejoso

tiene a bien expresar en su escnto inicial; en este caso, no rige trámite
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espec¡al, ni mucho menos recurso ulterior aljuicio m¡smlo, basándose eljuez

únicamente en el peligro inminente del cual se duele el quejoso en cuanto a

la ejecución de los actos que este reclama como violaforios, constituyendo

con ella una medida cautelar de urgencia.

'Gilberto Lievana Palma. denomina

provisiona! como facultativa u ordinaria, y a
provisional necesaria o privilegiada'(36)

El maestro Castro y Castro(37), al hacer refbrencia al tema de

@mento. y en particular a la pnmer suspensión. nos pice que ambas son

provisionales. pero que la pnmera, incubada en el numgral 130 de la ley de

la materia se plantea dentro de otra 'provicionalidad' pás extensa, ya que

el estado de no ejecución, se resolverá únrcamente meflrante sentencia.

Por lo que hace al segundo trpo. es decrr, la sluspensión definitiva,

podemos decir que se decreta a través de un procedrmlento incidental en el

gue. de acuerdo con Fu Zamudro(38), los elementop aportados por las

pañes, se hace una apreoac¡ón ¡nodenter üantum dQ la naturaleza de la

violación alegada. los daños y per¡uroos que en su mopento pueda sufrir el

agraviado en lo que hace a su drfiol reparaaón, asi c$rno aquellos que en

un morr¡ento dado sufnrian bs terceros y el nterés puEhco.

Drclro procedrmrento. el cr¡al devrene del irrcidente suspencional. es

considerado como sumarigrmo. y que el órgano jungdrccional de control

consütuoonal. no se puede dar el lu¡o a que drcha mQdida cautelar quede

desfasada en referensa al¡uroo pnnopal. por ello, se apota a solicitar de las

a la qrimera, suspensión

ta segunfla como suspensión



Propuestar Correlaclonada¡ con !a Lcy de Amparo Vlgcntc Ley de Amparo

autoridades responsables, sus informes, tianto el previo en un primer plano,

como el justificado en forma posterior; en el primer caso, este tiene una

premurt¡ de veinticuatro horas, ya que sin informe o con el, se lleva a cabo

la audienc¡a, en la cual las partes pueden ofrecer pruebas suficientes para

desvirtuar o reafirmar lo que en el informe la autoridad haya rendido.

Esta es considerada como uno de los actos más importantes en el

incidente de suspensión, y es deoetada desde su señalamiento en el auto

que da entrada a dicho incidente, la cual tiene lugar dentro de las setenta y

dos horas al en que surta efectos dicho auto radicador incidental; bajo el

mismo ángulo que utiliza el maestro Burgoa(39), podemos decir que dicha

audiencia al igua! que todas, constituye un aclo procesal complejo, puesto

que en ésta se observan diversos actos, los q¡ales son imputables, üanto a

las partes, incluyendo a los lerceros asl como también al órgano

junsdiccional; se drce que consta de tres mornentos prooesales, los cuales a

saber son: el probatono, en el cual se desahogan las pruebas documentales

y de inspección ocular. y la testrmonral cuando se trate de actos que afecten

la vida y la libertad. a su yez, este se suMivrde en el periodo de alegatos y

el de resoluoón

A mayor ah¡ndamrento. @emos declr que en lo que hace a la
interlocutona s$penoonal, 'puede tener un contenido triple, a saber

@ncesono de la suspensrón def¡nltlva, denegatorio de esta medida cautelar

o declarat¡vo de que el ¡nodente respecüvo queda sin materia.'(40)

(Burgoa atrende al auto que otorga la suspensión definitiva, con el

ad¡etivo supraotado, haoéndonos ver que el incidente suspensional, y que
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at ser un accesorio del juicio constitucionat sobrevien{ un confl¡cto entre la

autoridad responsable, el quejoso y si existe algún tercero perjudicado.

Dicho conflicto según é1, es de carácter jurisdiccionpl accesorio de üpo

incidental, por tat, la resolución del mismo debe redibir el calificativo de

intertocutoria, claro esta, ello no está contemplado porlla ley de la materia,

puesto que no es el ánimo del juicio constitucional tener que resolver

cuestiones furisdiccionales entre las partes del jui§o, sino otorgar la

suspensión o bien negarla en el caso de que no se cumpla con lo mlnimo

requerido para el otorgamiento de esta ) i

La suspensión definitiva se concede en la lm¡sma interlocutoria

incidental o auto, al igual que los reqursitos que se fijañ al quejoso Para que

surta sus efectos dicho proveido

En tratándose de la Suspensrón del Acto Reclarnado en los juicios de

Amparo Direclo, el Mtnlstro Jwent¡no Castro(ll), nos $eñala que la mayorla

de las reglas que se utlhzan en lo que hace a la suspensrón del acto dentro

de los amparos br-instanoales. es s¡mrlar a la utlkzadalen los directos. claro

esüa, que es menester lomar en cuenta que en eslos @sos, el Órgano de

control de la const¡tuoonahdad. no es el que se e,frcarga de conocer y

resofuer el fondo en lo tocante al rrrcrdente suspendonal. sino que es la

autondad responsable. aqr,rella que drctó la sentenoai defrniüva o laudo, la

que tendrá a su cargo esta tabor

Del apotegma antenor. se trasluce que 'gara conocer de la

suspensrón en amparos drrectos, k¡s órganos de gontrol, es decir, los

Tribunales Colegiados de Crrcu¡lo. rlo trenen cortrpetencia por modo
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absoluto - ello se inf¡ere claramente del artículo 107 constitucional, fracción

Xl -, contrayéndose su injerencia en las cuest¡ones suspenc¡onales a

conocer del recurso de queja que se entable contra las resoluciones que al

respecto dicta la autoridad a quien incumbe su decisiÓn primana"(42)

En este tipo de amparos se presenta una problemática en lo que hace

a la competencia de la autoridad que deberá conocer det incidente, es

evidente que la competencia, para el conocimiento no lo tendrán la

autoridad ejecutora, sino aquella que mandó a ejecutar; "semejante

consideración ha sido formulada por la jurisprudencia de la Suprema Corte,

en el sentido de que el conocimiento de la suspensión en los juicios de

amparo directo conesponde a la autoridad responsable, " sin que

corresponda tal facultad al juez inferior, aunque haya sido designado como

autoridad responsable'.'(43)

A diferencia de la tramitación del incidente suspencional en los

amparos indirectos, en la suspensión del amparo directo, no existe la

suspensión provisional ni la definitiva, sino la suspensión única, la cual se

considera administrativa, ya que no se da contención alguna entre la

autoridad responsable y el quejoso. Los requisitos de procedibilidad del

mismo, los encontramos en el auto que dicta la autoridad responsable, en el

cual otorgan la suspensión contra la ejecución del aclo que se reclama, en

caso de inconformldad, el recurso que debe proceder es el de queja.

3.4 LA SUSPENS!ÓN DEL ACTO RECIáMADO EN EL AMPARO

UNIVERSITARIO.
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Antes de seguir con el presente subtema, dgberemos hacer una

primera delimitación para evitar perdemos en el

suspensión del acto reclamado en eljuicio de amparo.

gran mundo de la

Como ya se menciono en e! capítulo anterior, el "Amparo

Universitario', es un amparo garantías, por tal, este tipo de juicio se sigue

por la vía de amparo indireclo o como lo menciona Bprgoa, es un amparo

bi-instancial, el cuat se presenta ante Juez de Distrito.

De la inteligencia anterior, el incidente de suspensión que se deberá

seguir en el presente amparo es igual o muy parecido al comÚn que se

sigue en este tipo de juicios indirectos, por lo que es rfenester remitimos al

numeral 122 del cuerpo reglamentario de los 4rtículos 103 y 107

constitucionales, el cual a la letra dice: '

-En los casos de la competencia de los Jueces de Distrito, la

suspensión del acto reclamado se decretará de oficfo o a petición de la

parte agravrada. con aneglo a las dlsposioones relativ{s de este capítulo.'

En el caso sui genens del Amparo Universiüarip, consideramos que

por la naturaleza que en la actualidad ha transformado a nuestro juicio de

amparo. el cual 'ha dejado de tener una tónica exclusiyamente individualista

para asumir perfiles de instrtución social que I imparte su tutela

indiscnminadamente a todo sujeto moral o fisico, de dprecho privado, social

o público en cuyo detrimento cualquier acto de aütoridad quebrante el

rfuimen juridico en que se estructura el ser del Estado Mexicano y en que

se organizan y ordenan los múltiples y vanados aspectps de su vida.'(44)
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Fenómeno de proporc¡ones Sorprendentes, provocando en la

estructura primaria del juicio de amparo un camb¡o radical, volviéndolo un

instrumento de inmensa ductilidad, ante la constante dinámica

socioeconómica y política de nuestro pals, haciendo énfasis en el gran

camb¡o que están sufriendo las instituciones jurfdicas nacionales a finales

del actual siglo.

Por ello, nos permitimos sugerir que bajo la óptica anterior y tomando

en q,lenta la naturaleza del juicio de amparo que propone el presente

trabajo de tesis, los actores quejosos del mismo que tomen parte en é1, se

encuentran en la situación propia de cualquier estudiante, con las carencias

y necesidades que bajo este estatus imperan, de tal forma, que al ver

truncado sus derechos como estudiante de alguna institución pública, por

algún acto de autoridad. se entiende gue este no tiene la posibilidad

económica de acudir a solicltar los servioos de un abogado especialista en

la matena - ya que un ¡uroo de esta naturaleza tiene un costo mayor al que

podria tener su educacrón en una instfiución privada -, para recuperar el

estatus ya menoonado

Del razonamtento antenor. se de¡a entre ver que una institución tan

noble como es la cofioepoón del amparo en sus inicios, no puede dejar

abandonado a este renglón de la población tan importante para el pals, ya

que la nackln debe estar fornrada de hombres cultos y bien preparados.

Es por ello, inslstimos que la suspensión en estos casos debe mediar

de ofioo y no a petioón de parie, ya que la pérdida de un año o un semestre
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bajo las condiciones prec¡tadas por un acto arbitrario de autoridad, harían

físicamente imposible restituir al quejoso en el goge de las garantías

individuales reclamadas, cayendo en el supuesto qpe nos presenta el

artículo123delaLeydelamateriaensufracciÓnlt.

i

De igual forma, y bajo lasd circunstanci4s antes descritas

argumentando que en este tipo de juicios no existe ,n t"rcero perjudicado,

ya que los derechos violados inherentes al estudiante, no afectan en forma

alguna al conglomerado universitario, ya que este soza de los mismos

derechos y cargas a los que están sujetos todo estr¡diahte que pertenezca a

una insütuoón de educación pública.

Lo anterior se puede manifestar en una no pfectación directa o

indirecla sobre la ausencla de alguno de los esh,rdia(tes que asisten a la
instituc¡ón ya otada con antelaoón. aun asi, es neeespno hacer referencia

al numeral 125 pnmer párrafo de la tambrén otada ley pe la materia, el ct¡at

trene a bien mencionar que. ' En los casos en que eq procedente (lo cual

creemos lnsistenlemente que asi debe ser. por las )«leas vertidas en el

presente traba¡o de tesrs) la suspensrón, pero puedp ocasionar daño o
per¡urcio a tercero, se concederá sr el que¡oso otorga gprant¡a bastante para

reparar el daño e ¡ndemnzar los perru@os que cori agreella se caus¿tren si

no obtiene sentenoa favorable en el ¡ucro de amparo'.

Por ello, el ¡r.rez en el rnornento en que se le nresenta la demanda

deberá otorgar la suspensrón de ofioo, deb¡do al flesgo inminente que

representa h perdida de k>s derectros escolares de un estudiante,

ocupaciÓn a la cual se debe. sln ella no tendria razón dp ser. trastocando su
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in¡midad como ser integrante del conglomerado soc¡al mex¡cano, perd¡endo

toda identidad con la sociedad con la posibilidad de convertirse en un

desadaptado con retaciÓn a la misma, ya que Su formación como

profesionista no esta completa, se encuentra truncada por un acto

autoritario altamente inesponsable, sin la posibilidad de ejercer la profesiÓn

sobre la cual Se encuentra estudiando la canera de su elecciÓn.

De igual forma, dicha suspensión (la cual debe a la brevedad ser

concedida por el juez), no pretende causar perjuicio a un tercero interesado

en la ejecución del acto de comentarios. por lo que al no existir algún

tercero en el supuesto ya mencionado, el quejoso no deberá presentiar

garantia alguna que sirva para mediar en la reparaciÓn de daño o

indemnización sobre la suspensión del acto que se reclama, ya que como

se ha repetido con ¡nsistencia. a nadie afecü diclra suspensiÓn del aclo que

se reclama en el sentido de recuperar sus derechos truncado spor el acto

arbitrario. el cual deviene de una suspensión en sus derechos escolares.

Al partrcular. cobran ut¡hdad las sguientes tesis jurisprudenciales, las

cuales, nos darán un panorama más amplio sobre los comentarios e ideas

que se han vertrdo al tema que se ha venldo tratando.

'SUSPENS|ÓN StN FLANZA La suspensión debe concederse sin

fianza cuando. además de llenarse los requisitos de la ley. no hay tercero

per¡udicado.'(45)

'SUSPENSIÓN Aun cuando se trate de la aplicación de

disposiciones de interés general. si las autondades responsables no apoyan

,;IiFI
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sus aclos en algún mot¡vo lega!, es procedente concdder la suspensión, y

otorgarla sin fianza cuando no haya tercero interesado.l(46)

"susPENStÓN SIN t-A GARANTIA QUE REFIERE EL ARTICULO

125 DE lá LEY DE AñIPARO, NO CAUSA AGRAVIq A t-A AUTORIDAD

RESPONSABLE. La suspensión que se otorgue sin l{ garantla que refiere

el artículo 125 de la ley de amparo, no obstante existir en el caso parte

tercero perjudicada: en todo caso causaría agraúo a l{ parte mencionada y

no a la autoridad responsable.'(47)

Es el momento indicado para analiza¡ la naturalpza del aclo sobre el

cual reclamamos la suspensión dentro de lo que viéne a ser el Amparo

Universitano.

Como ya lo observamos en el subtema 3.2, cpnespondiente a 'La

suspensión según la natucrleza del acto reclamado'f el maestro Burgoa,

nos ofrece una claslficaoón coprosa sobre drctro tóprCo. de la cuat hemos

tomado solo aquellas que creimos neoesanas para lps f¡nes del presente

trabajo, como ya se menoorÉ en el subtema de comefito, ahora tien y bajo

e! ángulo que se ha vendo tratando, lomanclo en cuenta el marco teórico de

referencia que se dlo con antelaoón en drcho subtpma. nos permitimos

decir que en lo que hace a la naturaleza del aclo redadnado sobre el cr¡al se

pide la suspensión. estaremos frente a un acto de tradto sucesivo haciendo

bien la diferencia de no caer en el enoi de pensar ql¡e con la suspensión

que hace la autondad. medrante su acto autontano. spbre los derechos del

estudiante, se piense que es una aclo consumado 
i
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Ya que "por acto consumado se entiende aquel que se ha realizado

total e fntegramente y consegu¡do todos sus efectos.'(48)

En dicho caso, de igual forma, como ya se observÓ en el subtema

supracitado, no tiene cabida alguna la suspensión, en contravención a ello

si los efectos de dicho acto no se han consumado en su totalidad, por

quedar algo pendiente que no se haya realizado, la suspensión tendrá

aforo.

Los actos de tracto sucesivo, a contrario sensu de los actos

consumados, deben tener una consumación a posteriori mediante una

realización de actos concatenados, los cuales forman parte de la teleologla

en la esencia del aclo mismo. teniendo que mediar en el un intervalo

determinado. Desde este ángulo expuesto, se dice es procedente la

suspensión. mlsma que solo en su momento puede afectar a los actos que

se están real¡zando o se pretendan realizar y no a los que ya se ejecutaron,

pues estariamos en presencla de aclos consumados.

De aqul que la suspensión que se pide sobre el acto que suspende

los derechos como estudiante de alguna institución de educación pública,

encuadre en el supuesto ya mencionado, puesto que dicha suspensión del

acto versa sobre la restitución en los derechos a recibir la educación de los

dlas subsecuentes que integran el semestre o año escolar al en que se

haya suscitado la intemrpción a los derechos inherentes al estudiante y no a

los dias venc¡dos. ya que el pedir la suspensión sobre ellos, nos colocarfan

en el supuesto de actos consumados, mas sin embargo, el que la

naturaleza del acto sea de tracto sucesivo, no esgrime ni un énümo la
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importancia en la cual versa la pérdida de los derechos sobre un día en el

periodo escolar establecido por dicho organismo descentralizado por

servicios; de ello la importancia sobre el hincapié que se hace en el

presente trabajo de que la suspensión debe otorgarse de plano.

Con ello consideramos satisfecho el presente subtema, por lo que se

da por terminado, dando paso a otro importante subtema.

3.5 EL INCIDENTE AL INCUMPLIMIENTO DE Iá RESOLUCION

SUSPENCIONAL.

Efeclivamente, este subtema es de suma importancia, al igual que a

nuestro parecer todos los que integran el presente trajo de tesis, pero al

particular podemos decir que stn el tópico supracitado, aun otorgando el

Juez de Distnto la suspensrón tal y como la hemos planteado con

antenoridad, si esta no es acatada por la autoridad responsable, nada

tendria de bueno el otorgamiento de la mrsma, es por ello que el presente

rncidente cobra gran tmportancta en el supuesto mencionado.

Ante el incumplrmrento o desobecÍencia de la suspensión provisional

o definitiva. procede que el que¡oso haga !a denuncia ante eljuez de distrito.

El fundamento del irrcrdente se encuentra en el artículo 143 de la ley,

que remite al 104. 105. párrafo pnmero, 107 y I 1 del mismo cuerpo

normaüvo.
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De acuerdo con et artículo 143, para la ejecución y cumplimiento del

auto suspencional, se observa en primer lugar al artículo 104, el cual nos

dará la forma de noüficar en situaciones ordinarias o urgentes; después, el

mismo numeral, nos remite al artículo 105, el cual nos habla del

incumplimiento de la suspensión, haciéndose requerimientos al superior de

la autoridad que debe de cumplir con la suspensión, y al mismo tiempo nos

señala los procedimientos para destituir del cargo al servidor rebelde;

siguiendo con el orden que nos marca el artlculo 143 de la Ley de Amparo,

nos remitimos al numeral 107 del mismo cuerpo legal, el cual nos hace

referencia al mismo procedimiento para los casos de incumplimiento o de

retardo en el cumplimiento mediante evasivas o procedimientos inegulares;

y por último, el 11 se atiende a la probabilidad de que el propio juez de

Distrito pueda hacer cumplir el auto de suspensiÓn por él mismo, si es que

este procedimiento mandatano. resultare asequible.

El auto en el cual se dicta la suspensión en forma provisional, tal

como lo manifiesta el artia¡lo 130 del ordenamiento mulücitado de Amparo,

tiene como teleologia fundamental, el de mantener las cosas en su estado

ongrnal hasta en tanto no se d¡cte el Auto. o según Burgoa. la lnterloct¡toria

que otorgue la suspensrón definrtrua y sea notificada la misma a la autoridad

responsable

Deberemos entender que se da un inctrmplimiento a dicho auto

provisional, ct¡ando la aulondao responsable, o bien algún inferior ierárquico

de la responsable, lntenten o modifiquen por los consabidos actos,

@nsecuenqas y efectos, el estado de su materia de afectaciÓn al momento

en que se haya dictado dcha medida suspensional:, mas sin embargo, a
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contrario sensu, la autoridad no incumple con dicha media provis¡onal, si

desempeña frente al quejoso aclos con distinto sentido de afectación, que el

de los impugnados en la demanda de amparo.

Por otro lado, en el auto que decreta la suspensión definitiva o la

interlocutoria suspensional, es menester cumplir con tres condiciones sine

qua non, ya gue en dicho auto, a diferencia del primero que tiene el carácler

provisional con tendencia a la conservación de la acción o situación hasta

antes de su afectación por parte de la autoridad responsable, este tiende a

garalizar dichos actos y sus efectos o @nsecuendas hasta la sentencia

definitiva. la cual otorgará o tendrá los efectos resütutorios del acto que se

haya reclamado.

A saber, las condioones son 'l La c¿rteza de tales aclos: 2. Que su

naturaleza permita su detenclón. es decir, que no sean totalmente

consumados ni absolutamente negatruos: y 3. Que se satisfagan los

requisrtos que prevé el artia.¡lo 124 de la Ley de Amparo'(49).

De lo drcho con anterpr¡dad. cobran lnterés para nuestro estudio dos

tesis junsprudenc¡ales. las cuales rezan de la squrente manera:

-INCIDENTE DE INCUMPLIMIENTO A Iá SUSPENSIÓN

PROVISIONAT SI DURANTE SU TRAMITE APARECEN HECHOS

DISTINTOS A LOS ORIGI}.¡ALMENTE PLANTFADOS. ESTOS DEBEN

tNcoRPoRARSE AL'(5O)
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.INCUMPLIMIENTO DE I.A RESOLUCION CORRESPONDIENTE A

Iá SUSPENSIÓN DEFTNIT¡VA. NO PROCEDE I.A APLICACIÓN DEL

SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 105 DE LA LEY DE AMPARO"(s1 )

Con esto, se da por terminado et presente capffulo, con lo cual

creemos se cumple de manera sat¡sfactoria lo referente a la SuspensiÓn del

Acto Rectamado en lo concemrente al Juicio de Amparo Universitario.

CAPITULO IV

Iá SUPLENCIA DE Iá QUEJA DEFICIENTE

Y EL AMPARO UNIVERSITARIO.

4.1 SUPLENCIA DE I¡ OUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO.

4 2 CASOS EN OUE PROCEDE Iá SUPLENCLA DE Iá QUEJA

DEFICIENTE

f . Suplenoa de la Oue¡a Defrc¡ente en Caso de Leyes Declaradas

lnconst¡tuoonales por la Junsp,rudenoa de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación

2 Suplenoa de la Oue¡a Defroente en matena Penal.

3. Sudenc¡a de la Queja Deñoente en materia Laboral.

4. Suplenoa de la Que¡a Defioente en materia Agraria.
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5. Suplencia de la Queja Deficiente a favor de menores e

incapacitados.

4.3 PROPUESTA PARA SUPLIR I.A QUEJA DEFICIENTE EN EL

AMPARO UNIVERSITARIO.

CAPITULO IV

Iá SUPLENCIA DE I.A QUEJA DEFICIENTE

Y EL AMPARO UNIVERSITARIO.

4.1 Iá QUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO.

Una de las insütuciones rmportantis¡mas en nuesúo Juicio de Amparo,

la cual amplia las facultades del ¡uzgador. protegrendo a la parte déb¡l en el

proceso y evitando la aplrcac¡ón de leyes rnconstrtt¡oonales, es la llamada

suplencra de la deficrenc¡a de la que¡a. o con mepr precrsión'Suplencia de

la queja defroente'(t), que consrste en la correcoón por el Juez del

amparo, de las omtstones, errores o def¡oenoas en qr,re hubiese incunido el

promovente al formular su chrnarÉa

Tanto la Const¡tuc¡ón. como la Ley Reglamentana del 103 y 107

constrtucronales. gstableocn 6s rnstrumenlos en lo tocante a las

def¡oencras en las que B¡eden llegar a caer los promoventes de las quejas:

a mejor @nocer, tenemos la cor¡sccó.l del enor en lo que hace a la cita del

derecho infnngrdo. y la suplencra de la quera del'¡oente.
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Acerca de la suplencia de la queja deficiente, Juventino Castro(2)

afirma que: nace súbita e inexplicablemente en la ConstituciÓn de 1917, sin

indicios de su fundamentación histórica o doctrinaria, y luego declara que no

ha llegado a encontrar un contexto legal, nacional o extranjero, que en

forma directa !e anteceda principios jurídicos previstos que la fundamenten.

A lo anterior, con todo el respeto que se merece el maestro Castro y

Castro, cabe mencionar que ninguna institución nace de modo súbito e

inexpticado, sino más bien, después de un largo periodo de gestación, brota

cuando es oportuno y necesario.

Suplir la queja deficiente es, en resumen, una facultad otorgada a los

jueces para imponer, en ciertos casos, el restablecimiento del derecho

violado, sin que el actor o quejoso haya reclamado de modo expreso la

violación.

Al particular, Juventino V. Castro y Castro nso señala que la suplencia

de la queja es: 'Un acto iurisdiccional dentro del proceso de amparo, de

eminente carác{er proteccionista y antiformalista, cuyo objeto es integrar

dentro de la liüs las omis¡ones cometidas en las demandas de amparo, par¿l

ser tomadas en cuenta al momento de sentenciar, siempre en favor del

quejoso y nunca en su perjutcio, con las limitaciones y los requisitos

constitucionales conducentes.'( 3)

Ahora bien, la cuestión acerc¡ de sí eljuez debe hallarse revestido de

la potestad de suplir la demanda deficiente, pertenece a un amplio capltulo

de la teorla del proceso y es el concemiente a la extinción y llmites del
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poder de los jueces y al que los principios -dispositivo o inquisitivo- que

conviene aplicar.

Como advierte Hugo Alsina, en realidad no existen sino dos tipos

fundamentales de procedimiento, que responden a dos conceptos distintos

según la posición que se designe en el proceso al juez y a las partes. Estos

tipos o sistemas son el dispositivo y el inquisitivo, en el caso det primero

podemos observar:

a) "El juez no puede iniciar de oficio el proceso; de aquf las máximas

ne procedat judex ex officio; nemo judex sine actore. (El artlculo 107 de la

Constitución refleja este principio al declarar (facción l): 'Eljuicio de amparo

se seguirá siempre a instancia de parte agraviada").

b) El juez no puede condenar a más ni a otra cosa que la pedida en

la demanda; esto es, debe haber una correspondencia necesaria entre lo

pedido y lo fallado. (Sentensa debet esse conformis libello; ne eat ultra

petita patitum ) Estos pnncipios se hallan también implicitos en la fracción ll

del citado articulo 107, conforrne a la cual. la sentencia se limitar,a al caso

especial sobre el que verse la que,a y sólo se ocupará de individuos

parüculares.

c) El juez no puede tener en cuenta hechos y medios de prueba que

no han sido aportados por las partes. Este principio, llamado de

presentaoón. se enuncia diciendo: lo que no está en autos está en el

mundo (quod non est ini actls non est in mundo).
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d)El juez debe abstenerse de exam¡nar hechos no alegados por las

partes. La sentencia debe ser conforme a lo alegado y probado (secundum

allegata et probata). Este es el llamado principio de congruencia que los

códigos procesates en materia civil imponen como regla fundamental. El

iuez decide sobre los hechos que fueron motivo de la controversia y segÚn

las pruebas recibidas; si son insuficientes, la demanda -o la excepción- será

desestimada. Esto quiere decir, que el iuez no puede vaterse del

conocimiento adquirido por medios personales (ciencia privada).

e) Si admitimos que los términos de la demanda fijan los llmites del

poder del juez y que parte esencial de la misma es la exposiciÓn del

derecho, o sea, de las normas legales en que funda el actor su pretensiÓn,

deberlamos concluir, que bajo el sistema dispositivo es otro principio rector

del proceso, la adecuación de la sentencia a las normas legales invocada

por tas partes: pero, esta conclusión no es aceptada por la doctrina. En

cuanto a la determinaoón de las normas a aplicar, el poder del juez no está

limitado. de acuerdo con la máxima iura novit curia. A las partes

corresponde exponer los hechos y a! juez declarar el derecho (Nana mihi

factum. narro trbijus)' (3 bts)

En el espintu de las leyes, Montesquieu nos dice 'los jueces de las

naciones no son slno la boca que pronuncia las palabras de las leyes, seres

inanimados que no pueden moderar la fueza ni el rigor de las leyes'. De los

apotegmas antenores, Renard comenta al respecto que: 'prodaman la

omnipotencia de la ley, la inmovilidad de la ley, el mecanismo de la
interpretación y de la aplicación de la ley, la pasividad y la inesponsabilidad

de los jueces'. - Caso patéhco en el cual nos encontramos frente a la
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impartición de justicia por parte del órgano jurisdicciona! del fuero comÚn en

nuestro Estado -.

El sistema dispositivo se caracteriza por el dominio que ejercen las

partes en el procedimiento y por la restricción de los poderes del juez; en

contrario sensu, bajo el sistema inquisiüvo, el magistrado o juez deja de ser

un mero especlador y sus poderes son tan amplios ct¡anto lo exija a la

investigación de la verdad material, sea gue las partes intervenga en esta o

r1o: El juez no sólo puede iniciar de oficio el proceso. si no que usa

cualquier medio para hacerse llegar del conoc¡miento de los hecfros

controvertidos. A últrmas fechas se ha impuesto la tendencia de ampliar la

potestad judicial, esto es, abrir kcs estrechos llmites en que se hallaba

instalado el órgano jurisdiccional. siendo uno de los grandes exponentes

con relación a este tema Hugo Alsina. el cual nos drce:

A)'La evolución de los estud¡os de derecho procesal. que atribuyen al

juez una funoón encam¡nada al mantenimrento del orden jurldico

determinado en las leyes substanoales La llamada tendencia 'prwaüsta'.

habia considerado el litrgo cotno una cuestÉn de derecho privado y el

proceso como un instrumento para la prolecoón del derecho subjetivot por

el contrano. la tendenoa 'grbftosta' observa la lús cqno un fenómeno

social, cuya ¡usta soluoón rnteresa a la colecüvrdad para el restablecimiento

del orden ¡uridrco alterado: el proceso es entonces un tnstrumento para la

actuaoón del derecho ob¡etrvo. y got ello deben ampliarse las faq¡ltades del

¡uzgador en orden a la invesbgaoón de la verdad real frente a la verdad

formal y confrar en la direccrón del procedlmtento a la potestad del juez a fin
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de evitar que la mala fe o la negl¡genc¡a de las partes difiera en el

pronunc¡amiento pueden mot¡var una decisión injusta.

B) La creciente tendencia de socialización del derecho privado. La

crisis del individualismo repercute en la formación de un nuevo derecho,

basado en tas desigualdades de la vida real, a cambio de la teÓrica igualdad

ante la ley, lema del individualismo.

C) El avance del derecho público en campos reservados hasta hoy al

derecho privado y que se manifiestan más notablemente en el á¡ea

administrativa.' (4)

Cabe señalar que es bueno dar al juez las facultades necesarias para

llevar acabo el ejercioo de la impartición de justicia. Que este no se vea

frenado en su actuar pof algún otro Órgano o ya sea por intereses

particulares con gran influenoa en la deontologla de la aplicación de la ley;

pero al mismo tiempo. es preoso lener cuidado en lo referente a que este

órgano ¡urisdrcoonal no coarte la acc¡ón a ejerotar el derecho que tienen

ambas partes. ya que esto seria tan pefludroal como lo primero, es aqul, el

punto medular en donde es necesano @nseguir un equilibrio entre las

partes, el cual guarde la rgualdad ante las leyes; buscando los litigantes con

su experienoa y habrhdad en el mane¡o de los recr¡rsos procesales que

tienen implanüados las leyes. la forma de defender los intereses de la parte

que representen. Pud¡endo §uplir el juez la queja en aquellos casos

particulares que marca la ley.
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Deberemos hacer referencia que en e! argot jurídico del amparo,

queja es lo mismo que demanda, puesto que realmente es una queja la que

expone ante el órgano jurisdiccional federal el gobemado que encuentra

sus garantías violadas por algún acto de autoridad. Luego entonces, suplir

ta deficiencia de la queja es tanto como suplir la deñciencia de la demanda.

De lo anterior, se desprende que deberemos puntualizar el concepto

de demanda y cuáles son las parte que integran la misma para saber en

qué momento es defectuosa.

Siguiendo la doctnna clásrca, la cual se encuenúa incluso

actualmente reflejada en las leyes procesales vigentes más modemas en

nuestro estado mexicano, la demanda deberá contener los siguientes

requisitos: Designación del iuez a quien se pide (aqui recae la competencia

y jurisdicción del mismo), rnd¡viduahzacrón del actor y del demandado, cosa

demandada. exposiclón de heclros (causa peterÉi), fundamentos juridicos y

petición (petitum)

De la misma forma, el numeral 116 de la ley en la matena, nos señala

como reqursitos que deberá cumplrr la clemancla

l. El nombre y domrolo del que,oso y de quten promueve en su

nombre.

ll. El nombre y domrolo del tercero per¡udrcado.
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lll. La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá

señatar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende

su promulgación, cuando se trate de amparos @ntra leyes;

lV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso

manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuales son los hechos o

abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto

reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V. Los preceptos constitucionales que contengan las garantfas

individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o

conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la

fracción I del articulo 10 de esta ley;

Vl. Sa el amparo se promueve con fundamento en la fracción ll del

articr¡lo 10 de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los

Estados que haya sido invadida por la autoridad federat, y si et amparo se

promueve con apoyo en la fracción lll de dicho artlculo, se señalará el

precepto de la Constitución General de la República que contenga la

facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

Se considera como opinión generalizada la de que no es necesario

invocar los preceptos legales, ya gue se presume que el juez conoce el

derecho (iura norrit cuna) - dame el hecho y te diré el derecho -. Es

interesante menoonar que en España, antiguamente en los escritos se

insertaba una cláusula llamada la saludable, en la cual se le pedla al juez

supliese lo que faltaba, a lo ct¡al Don Joaquln Escriche nos dice que: "lo
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cual no deja de ser etemamente inútil, pues aunque se ponga, nada puede

supl¡r en lo perteneciente al hecho'. (5)

A pesar de que la demanda de amparo tiene similitud a cualquier

demanda judicial, con la salvedad de aquellas características especiales,

pocos autores la han definido, el maestro Noriega la define de la siguiente

forma:

'La demanda de amparo es un memorial -o libeto- en el que una

entidad debidamente legitimada para ello, ejercita la acción de amparo y,

por tanto. pone en movimiento la aclividad jurisdiccional especffica de los

tribunales de la Federación, en los casos de las controversias a que se

refiere el articulo 103 Constituoonal.' (6)

En la def¡nioón anterior, encontramos que el maestro Noriega, no

toma en cuenta que la ley en su aliculo 116 pide que la demanda sea por

escnto, mas sin embargo. este mismo ordenamiento, en los subsecuentes

articulos 117 y 118, nos señala que en la demanda no es necesario que se

formule un memorial o libelo. tambrén puede ser que se formule oralmente

por compareoencra ante el,uez o por telégrafo.

Es optrmo menoonar que'el telo onginal del Art. 107 de la Carta

vrgente, como bren lo ha obseruado don Felipe Tena Ramirez, ni prohibió la

suplencia de la queia: pero 'en forma por demás confusa, instituía cierta

suplenoa de la guera en matena penal'.'.(7)

tor0
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De igual forma, es menester decir que el artlculo 76 bis de la Ley de

Amparo vigente, estabtece que las autoridades que @nozcan del juicio de

@mento, deberán suplir la deficiencia en los conceptos de violaciÓn que

integran la demanda, así como la de los agravios formulados en los

recursos que la misma Ley establece, al congénito en especial, el maestro

Castro y Castro, hace referencia a que se ha venido sucediendo ello a partir

de su original penat que se previó con el nacimiento de la Carta Magna de

lgl7, 'cuando encuentre (la Suprema Corte) que ha habido en contra del

quejoso una violación manifiesta de la ley, que lo ha dejado sin defensa, o

que se le ha juzgado por una ley que no es exactamente aplicable al caso, y

que sólo por torpeza no se ha combatido debidamente la violaciÓn'(8)

El docirinista lgnacio Burgoa(9). a! entrar al tema de comentarios, lo

aborda desde dos ángulos, el pnmero, es desde el punto de vista de la

demanda. siendo por analogia secuencial; el recurso, el segundo de ellos'

En lo que hace a la demanda. hace referencia a una tesis

iunsprudencial, la a¡al a la letra reza 'suplir la deficiencia de la queja.

implir= no ceñlrse a los conceptos de violación en la demanda de amparo,

sino que pam corrceder al que¡oso la protecoón federal. el órgano de control

puede hacer valer ofioosamente cualquier aspecto inconstitucional de los

aclos reclamados Por otra parte. la suplencia de la queja no opera cuando

el amparo es rmprocedente por cualquier cause constitucional, legal o

jurisprudenc¡al. ya que no trene el alcance de sustituir o de obviar tal

improcedencra'(t0) .

tofi
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Continua y apost¡lla gue la idea de deficiencia cuenta con dos

aspectos: la falta o carencia de algo y la imperfección; de ello se desprende

que el suplir la deficiencia es colmar lo que hace falta o bien obviar alguna

imperfección.

De lo antes expuesto. se colige que la queja que se presenta en el

Juicio de Amparo, puede ser deficiente, ya sea por omisión o por

imperfección.

Antes de conünuar con el presente tópico @rr¡o se menciono al

principio del mismo. habrá que advertrr que en el articr¡lo 79 de la Ley se

prevé la suplencia del error, la cual ha tenido diversas interpretaciones, las

cuales no aüenden en su aquiescencia. que a bien columbrar los órganos

jurisdiccionales de amparo deberán subsanar los errores que observen en

las cltas de los preceptos consütuoonales que se devengan violados.

Al hablar de ello. el Mrnrstro de la Corte Don Juvent¡no V. Castro y

Castro. acota trayerÉo a colac¡ón al ¡unsconsulto Frx Zamudio, el cual

comenta el útt¡mo grro de la suplenoa del error en estos térmanos'Le nueva

redaccrón del articulo 79 de nuestra Ley de Amparo pretende recoger los

l¡neamientos rnodernos del pnnoplo que se ha rmgtesto paulatlnamente en

los ordenamlentos procesales modemos, as declr, el que se expresa con h
frase latrna iura novrt cuna. de acuerdo con el cual. pero con dtversos

matrces, el ¡uez @noce el chrecho y delrc aphcarlo aun cuando las partes

no lo invoquen conectamente. pnncrpro que se consagró pnmeramente en

las legislaoones y,unsprudenc¡as angloamencanas, que tradicionalmente
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han conferido al juzgador una función creadora y no exclusivamente de

aplicación del derecho' (11) .

Desde el ángulo anterior, podemos aseverar que se abre el primer

parte aguas, en el cual se vislumbra la diferencia entre la suplencia de la

queja y la suplencia del enor, encontrando su aquiescencia ta! como lo

menciona el furisconsulto supracitado en su artfctlo 79 del ordenamiento

reglamentario de comento.

El ministro autor nos dice que en la suplencia de la queia, ya sea que

por error o ignorancia del quejoso o del abogado que lo represe.nta no logró

edif¡car - ya sea esto por una omisiÓn total o parcial ' en la queja el

concepto violatono, que ¡a¡a el juzgador del órgano de conÚol de la

constitucionalidad. resulta ser el optrmo para otorga¡ la protecciÓn de la

justicia federal

Por su parte, en k¡ que hace a la suplencia del effor, el silogismo que

contiene el concepto de vrolaoón se encrrentra completo y claramente

erpuesto, mas s¡n embargo, la c¡ta del artículo constitucional. se encr¡entra

enada o mal precrsada, por lo que el ¡uzgador se en@ntrará en toda l¡bertad

para llevar a cabo esa pequeña correcc¡ón

COmo kc acabamos de exphcar, Se denota que ambos CaSOS Se

ostentan diferentes. mas sln embargo. perrniten al juzgador una oñciosidad

al momento de drclar la senlencla.

30rt
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Es axiomático que el momento de suplir la queja se da cuando se

dicta la sentenc¡a, y es factible solo una vez que el fuez o tribunal de

amparo han examinado y desechado - por improcedentes o infundados -,

los conceptos de violación precitados en la queja por el actor.

El segundo caso, en el que ta suplencia de la queja deficiente toma

relevancia es respeclo de los Recurcos, el maestro Burgoa(1?|nos dice que

la suplencia efectivamente se ha elendido a los recursos gue se reputan

procedentes dentro del juicio de comentarios, los cuales a saber, los

identificamos como los de: revisión. que,a y reclamación. Como es de toda

[ógica procesal, así como del ángulo que se ha venido observando sobre !a

procedencia de la suplenoa en la que¡a deficiente, éstia. en el particular

caso que se ha dado, sólo deberá versar sobre los agravios esgrimidos en

la presentación de dichos recursos. teniendo como tebs, revocar la

resolución que se impugna, y por ende, haya sdo desfavorable a los

intereses del recunente Tal abundamrento encuentra su fundamento en las

Reformas que sufnó la Lcy de la matena el 20 de mayo de 1986 a su

articulo 76 bls: cabe menooriar. que la reforma constrtuoonal que dio pie al

antenor comentarp se dp el 7 d€ abril del mt$no año de comento,

modificando el articulo 107 const¡tuoonal en su fracoón ll.

El maestro Castro y Castro( l3) nos drce que la suplenoa de la queja

defioente es anüformalsta. esto e3 que s€ opone al pnncipio de estncto

derecho, el cual es caracterisbco en el e¡emplo de la casación. En dicfio

recurso extraordinano. l¡¡s lormaldacles y kcs tecn¡cismos se llevan hasta el

extremo, se @nvrerten en la esenoa mrsma del proced¡miento; en cambio,

el amparo se creó práctrcamenle como un rurcto por la libertad y en contra
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de la arbitrariedad o negligencia, caracterlst¡ca de algunas autoridades. De

ahl, el contrapeso por razón de la suplencia en el amparo, del principio

casacionista de la congruencia, que como se dijo, lleva al extremo los

formalismos, trayendo como resultado una invalidez para los principios

liberales de nuestro juicio constitucional, usando a la suplencia como una

balanza para la mejor y más justa impartición del Derecho Constitucional

Mexicano.

4.2 CASOS EN QUE PROCEDE I.A SUPLENCIA DE TA QUEJA

DEFICIENTE.

Uno de los pasos más importantes en lo tocante a la Suplencia de la

Queja Deficiente en el amparo, fue la reforma constitucional sufrida en

1951,|a cual no solo introdujo cambios en la organización de los tribunales

con el fin de asegurar una pronta y expedita administración de la justicia,

sino también redujo el campo de aplicación del principio de estricto derecho.

La reforma a la que se hace mención, modificó la fracción ll del Art.

107 Constitucional -trasta antes de la aclual reforma, la cual nos remite a la

Ley Reglamentana de los artlculos 103 y 107- la cual quedÓ en los

siguientes términos:

'La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos

particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial

sobre el que veñie la queja sin hacer una declaración general respecto de la

ley que la motivare.
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Podrá supt¡rse la deficienc¡a de la queja cuando e! acto reclamado se

funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la

Suprema Corte de Justicia.

Podrá también suplirse la deficiencia de la queja en materia penal y la

de la parte obrera en materia de trabajo, cuando Se encuentre que ha

habido, en contra det agraviado, una viotación manifiesta de la ley que lo ha

dejado sin defensa, y en materia penal, además, cuando se le haya juzgado

por una ley que no es exac{amente aplicable al caso.'(14)

1. Al analizar el anterior articulo en tratándose del primer párraio,

observamos que sigue inalterable desde su creación en el ordenamiento

supremo del 57 hasta nuestros días, mas sin embargo, saltia a la vista el

segundo de sus pánafos, el cual encuentra su aquiescencia en los actos

que se funden en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte

de justicia, ello conlleva a la hrpótesis de que aun cuando el agraviado no

reclame la ley inconstitucronal, eljuez puede suplir su queja deficiente.

Asaz interesante encontramos los moüvos gue presenta la iniciativa

de reforma que el Presidente de la República expuso al enviarla al

@ngreso.

'La deficienc¡a de la que,a, según las vigentes normas

consütucionales, sólo puede suplirse en amparos penales directos.

Hemos considerado pertrnente. ampliar el alcance de esas normas, a

fin de que se supla la deficiencia de la queja, cualquiera que sea el amparo
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de que se trate, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas

inconstitucionales por la jurisprudenc¡a de la Suprema Corte. Ello es así,

porque si ya el alto tribunal declaró que una ley es inconstitucional, sería

impropio que por una mala técnica en la formación de la demanda de

amparo, afecle al agraviado el cumplimiento de una ley que ha sido

expedida con violación a la ConstituciÓn.'(15)

Alfonso Trueba Olivares, opina(16) que fue de suma utilidad, se

ampliaran los poderes del juzgador en el caso de la suplencia en la queja

deficiente, relacionando esto, con los aclos que se_ funden en leyes que

jurisprudencialmente se reputen inconsütucionales y da sus r¿Vones.

Acotando que el mantenimiento del orden jurfdico basado en la

constitución, cuyo interprete autorizado es la Suprema Corte de Jusücia.

erige que dejen de aplicarse aquellas leyes en pugna con las normas

básicas: por tanto los jueces. aun cuando el quejoso no lo haga valer, deben

ampararlo contra el acto que reclama si éste se funda en una ley que la

junsprudenoa ha declarado inconstitucional.

A este parttcrrlar. el maestro Castro(17). discieme que la suplencia de

la queja era de ingente necesidad, ya que es una pieza muy importante que

forma parte del gran rompecabezas juridico, el cual 'pretende anular, al

limite de sus posibihdades. la rmpunidad de aclos o leyes consütucionales;

lo único que lamenta el maestro es gue no se haya instituido con carácter

obligatorio, puesto gue no existe razón de ningún género para dejar al

arbitrio de los tribr¡nales suplrr o no la queja cr¡ando se trata de aplicar una

ley contrana a las notmas const¡tucronales.
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'A nuestro entender, la suplenc¡a de la deficiencia de la queja en el

caso que tratamos, no sólo habilita al juzgador de amparo para ampliar los

conceptos de violación expuestos en la demanda de garantías o para

formular consideraciones oficiosas sobre inconstitucionalidad de los actos

reclamados, sino para conceder la protección federal contra ellos, aun en el

supuesto de que no se hubiere impugnado la ley fundatoria declarada

contraria a la Constitución por la jurisprudencia de la Suprema Corte ni

señalado como autoridad responsable al órgano estatal que la haya

expedido. En esta virtud, la mencionada facultad legiüma !a invocación

oficiosa de dicha junsprudencia. bastando, para otorgar el amparo, que en

el juicio respectivo quede patentrzado que los aclos reclamados se basan

en la ley declarada inconsütucional o entrañan su aplicación al caso

concreto de que se trate. Pero es más. en función de dicha suplencia, el

quejoso ni siquiera üene la obligación de indicar. en su demanda de

amparo, que los aclos gue @mbate se fundan en alguna ley declarada

¡urrsprudencialmente opuesta a la Const¡tuoón. ya que. en tal caso. la

sentencla puede establecer la vlnculaoón que exrsta entre dichos actos y la

crtada ley. para conceder al agravrado la protecoón federal.'(18)

Claramente. como se ha observado. por esta senda se despliegan los

efeclos de la sentenoa a perconas que rio han rmpugnado en forma

expresa la ley. pero si un acto de apftcaoón de la mt$na: con ello no se

quebranta el prinopio de ¡nrcraWa de la parte agraviada porque ha de haber

instanc¡a o queja de I¡ peniona cuyos rntereses lesiona el acto de

aplicación; de tgual forma, no se debe de¡ar de observar lo tocante al

prinopio de @ngruenoa porque entre lo pedido y lo resuelto existe

tort
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adecuación, sólo que las que en tratándose de la sentencia, las razones se

convierten en estimatorias, ya que son distintas a las invocadas por el

quejoso, y estas razones se inspiran en la conveniencia de hacer respetar el

criterio de la Corte cuando ha calificado reiteradamente una ley de opuesta

a la Constitución.

2. En et caso de la suplencia de la queja en materia penal, sólo podla

ser hecha por la Suprema Corte al examinar las sentencia definitiva.

Es conveniente puntualizar gue tiempo atrás de que la suplencia de la

queja se insütuyera en el juicio de comento, 'las leyes de procedimiento

facultaban a los tnbunales de apelaciórt a suplir la deficiencia de los

agravios en los recursos interpuestos contra autos o sentencias dictados en

las causas penales. facultad que se halla en vigor y que los tribunales

siguen ejerciendo'( I 9)

Al verter su oprnrón sobre el tema. el gran jurisconsulto lgnacio

Burgoa, lo hace de la siguiente manera 'El motlvo que justifica la suplencia

de la quera defroente en amparos penales, ha consisüdo Siempre en

proteger, de la manera más amplra posrble y apartándose del formulismo

que muchas veces desplaza la ¡ustroa intrinseca del negocio furldico que se

trate, valores e intereses humanos de la más alta jerarquía, como sOn la

vida y la I'bertad ctel rndrv¡duo Conforme a este desideratum, se ha

estimado por la Const¡tución,'por la Ley de Amparo y por la jurisprudencia

de la Suprema Corte de Justrc¡a de la Nación, que en el amparo penal debe

existir mayor liberalidad en la apreciaoón de los conceptos de violación o de

los agravios alegados por el quejoso. y que en el supuesto de no haberlos
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expresado, el órgano jurisdic¡ional de control debe tener facultad para supl¡r

su deficiente formulación o su total ausencia, toda vez que, atendiendo al

ambiente económico en que vive la mayoría de la población de México, y

que, s¡ no es de pobreza, es de extrema miseria, y en el que se registra

generalmente la delincuencia, los autores de un delito G¡recen del

numerario suficiente para remunerar los servicios profesionales de un

abogado que. mediante sólidos conocimientos juridicos, habilidad técnica o

influencia polltica o amistosa, los patrocine con éxito viable.'(20)

El comentario al que hace alusión el maesúo Burgoa sobre el tópico

de comentiarios, es de suma exactitud, por lo que queda bien demostrada la

teleologfa que tiene a bien el suplir la queja deficiente en lo que hace al

juicio de amparo.

3. Otra de las grandes novedades rntroduodas ¡unto con la reforma de

1951 y que trene como finaldacl representar de una manera clara la

tendencia de supnm¡r en el Derecho de Amparo el ngor en los formulismos

privatistas; el tóprco al en que hacemos retrcenqa, fue el de autorizar a los

tribunales del juicio de amparo suplrr la que¡a defroente de la parte obrera

en matena de traba¡o, daro esta. rclo en el caso de que haya habido una

violación manlfiesüa en @ntra del agravrado

Es conveniente hacer riotar. córno el Derecho de Amparo con las

presentes reformas. ha conren¿ado a' dar un welco creciente @n la
tendencia a la socral¿aoón «tel derecho pnvado Ar¡terbr a ello, regia el

imperio del individuahsmo. y uno de sus pnnopros mas obviados es el de

"todos somos §uales ante la ley, pero el hecho es de que en la vida
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cotidiana se presenta el €so encomiable de que cada sujeto se comporta

en forma diferente a sus iguales, puesto que la diversidad de factores de

todo tipo han hecho que su cosmovisión etnográfica cambie y se desanolle

en forma distinta a la de cada habitante en el planeta.

Por ello, es que en la vida real somos desiguales, porque unos tienen

más poder, más ct¡ltura, más instrumentos de dominio, máS, máS, más...

etc.: en suma, reiteramos lo dicho en el párrafo anterior, la ley sí puede

observar a todos por igual, el que no puede hacerlo es el iuzgador, el que

aplica la ley, ya que él es uno más de los elementos que forman a esta gran

maquinaria que hemos dado por llamar sociedad. El individualismo ha

hecho crisis y ésta se ha ido reflejando en forma paulatina en nuestro

mundo jurídico. las necesidades de justicia en el hombre han superado la

legislación vigente, por ello, es que se devienen reformas, tras reformas

fenómeno que nos beneñcia a todos, por ello, del trabajo que se viene

presentando a manera de tesis. Retomando la idea principal del tópico de

comentario, bajo el ángulo que se estableció que la idea de tutelar a las

clases traba¡adoras en sus relaciones laborales, se crea el derecho social o

del trabajo, esto con el ánimo de balancear a dichas partes en un proceso

contencioso.

'La suplencia de la queja a favor de la parte obrera, no viene a ser

srno la aplicaoón de este concepto. Don Alfonso Noriega, observa que son

dos kcs presupuestos necesarios de la suplencia en materia laboral: a) Que

el amparo haya sido promovido por la parte obrera, de donde se sigue que

los juicios promoüdos por los empleadores quedan excluidos; b) Que se

demuestre que ha habido en contra del agraviado una violación manifiesta
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de la ley que lo ha dejado sin defensa, o sea, respecto al quebrantiamiento

de reglas de procedimiento, pues son éstas las que propiamente pueden

dejar en estado de indefensión'.(21)

De la vista anterior, Alfonso Trueba opina -a lo cual nos sumamos-:

'No nos explicamos por qué el legislador limitó las facultades de

suplencia al caso de violación manifiesta de la ley que haya dejado sin

defensa al quejoso. Si en el amparo penal también puede suplirse la queja

cuando se advierte que la ley se ha aplicado inexactamente, la misma

facultad deberia ser ejercitada en el amparo de trabajo, según el esplritu

proteclor que inspiró !a reforma.'(221

4. Una de las innovaciones más radicales en el derecho de amparo,

con la cual se dejan de lado los principios del sistema dispositivo y se

reviste al juez de amplios poderes pam dingir el proceso y resolverlo, se da

en 1959, cuando el Presidente López Mateos envió a las cámaras

legislativas un proyecto de adsón al Art. 107 de nuestra Carta Fundamental

vigente. el cr¡al fue aprobado por el Congreso de la Unión y las legislaturas

de los Estados, drctro decreto yro la luz bajo su publicación el 2 de

nov¡embre de 1962. el cual reza:

'En los jurcios de amparo en que se reclamen actos que tengan o

puedan tener como @risact ericra. pnvar de la propiedad o de la posesión y

disfrute de sus üerras. aguÍls, pastos y montes a los ejidos y núcleos de

población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los

eiidatarios o cünuneros, deberá suplirse la deficiencia de la queja de
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acuerdo con lo que disponga !a Ley Reglamentaria de los artículos 103 y

107 de esta Constitución, y no procederán en n¡ngún caso, inactividad de la

instancia ni et sobreseimiento por inactividad procesal, tampoco será

procedente el desistimiento cuando se afecten derechos de los ejidos o

núcleos de población comunal.'(23)

Trueba Olivares, comentia que el autor de la iniciativa en la exposiciÓn

de motivos que presentó a! Congreso dijo que el fin perseguido era "crear

un procedimiento al alcance del campesino que constituya una eficaz

defensa de la garantia social agraria'y anunció el propósito de estructurar

un nuevo amparo agrano, @n normas peculiares sobre personalidad,

términos, defrciencias de la demanda, facultades del iuez gara recabar

pruebas y, en general. sobre la substanciaciÓn deljuicio.

Por su pañe. Burgoa(24), al hacer reticencia al tema que se viene

comentando. nos habla de que la misma tendencia que ha determinado las

ercepoones at pnnopro de estncto derecho en amparos penales y en los de

lndole laboral. cuando el que¡oso sea el trabajador. sirvió de acicatea dicha

inigatlva supraotada, buscando un impulso por humanizar a nuestra

instituoón de control const¡tuoonal, logrando con ello. que el juzgador en la

materia de amparo agrario. busque ev¡tar mediante el estudio sesudo de la

que¡a para evitar que las chficienoas o imperfecciones en ella impliquen un

moüvo para denegar la protección de la justicia federal.

Cabe menoonar, que la pretensión de las normas sui generis a las

que se somete el amparo agrano en cuestión, de suplir la deficienc¡a en la

queja del mlsmo, norrnas que ha saber se dicen de una nuevo amParo
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agrario, no sólo envisten de facultad, sino que en cierto punto se conv¡erte

en una obligación para eliuzgador en lo que hace a obtener las pruebas, s¡n

fijarle timitaciones: a nuestro particular parecer la imparcialidad que

caracteriza y define aljuez queda en peligro. En este punto se nos replicara

-obvio es por el carácter proteccionista que presenta el supracitado juicio-,

que dentro de la coniente de sociatización del derecho, et juez debe

inclinarse a favor de las clases débiles, empero, esto lo deberemos

entender, desde e! ángulo en el que el juez, es un ser al cual no se le

permite inclinar la justicia hacia una de las partes. por más débil que se te

considere, ya que el marco furldico en el cual sustentamos nuestro haber

cotidiano, se @nvertiría en una gran anarquía juridica. implicando con ello

un capricho y la sinrazón de un poder tiránico.

5. Hasta antes de la actual reforma que nos remite a la ley de la

matena, la fracclón ll del Art. 107 de la Const¡tución. que tenía originalmente

sólo dos dáusulas. más tarde se rntegró por seis dáusulas. y cada una

comprendia una innoradora hrpótess de suplenoa de la queia. tal y como

se ha planteado en pánafos anlenores. una de las adioones más

relevantes, fue la decretada el 20 cle marzo d€ 1974. la cual reza'.

'Podrá suplirse la defserrcra de la que¡a en los ¡uioos de amparo

contra aclos que afeclen derechos de menores o tncapaces. de acuerdo con

lo que disponga la Ley Reglamentana de los articulos 103 y 107 de esta

Constituaón'(25)

t02.
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En consecuencia, la mencionada reforma const¡fuc¡onal ex¡gió, para

su operatividad, las modificaciones conducentes. Para ello, se reformaron

los artículos 76, 78,79, y 91-Vl de la Ley de Amparo.

La adición al 76, ya reformado, reza de la siguiente forma:

'Asimismo, deberá suplir !a deficiencia de la queja en los juicios de

amparo en que los menores de edad, o los incapaces figuren como

quejosos, haciendo valer oficiosamente la autoridad judicial que conozca del

juicio, consideraciones de inconstitucionalidad de los actos redamados,

pata,en su caso, otorgar a dichos sujetos la protecciÓn federat.'

Por su lado, el Art. 78, faculta a los fueces a 'suplir la deficiencia

probatona en que dlchos su¡etos procesales (menores e incapaces) hayan

incunido'; el 79, establece una excepoÓn a la regla que manda suietañie a

los términos de la demanda a favor de bs menores e incapaces: el 91-Vl,

autonza suphr la defroenoa de los agravios en la revisión.

fuites de conclurr el presente subtema. nos pareoen mtry interesantes

a§unas cueshones que trene a bren compartir el maestro Trueba Olivares,

en relación con el tóprco que se ha venido desanollando, las cuales

transcriUmos a contlnuaoón

'Nos preguntarnos sr bap el término incapaces deben quedar

comprendidas. aparte de lo,s menores, dementes y sordomudos, otras

personas afectadas de una tncapaodad relativa, a saber, los condenados.

Sabemos que según las leyes clvrles y mercantiles, con la declaración del
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concurso civil y la quiebra, el concursdo o fallido queda inhabilitado para la

administrac¡ón de todos los bienes mientras se halle en estado de

interdicción. Puede ejercer acciones inherentes a su persona, de modo que

su incapacidad es relativa. (Arts. 83 y &a de la Ley de Quiebras.)

De acuerdo con el código penal federal (Arts 45 y 46), la suspensión

de derechos es de dos clases: La que por ministerio de ley resulta de una

sanción, consecuencia necesaria de ésta y la que por sentencia formal se

impone como sanción. La pena de prisión produce la suspensión de los

derechos poliücos y los de tutela, cr¡ratela. ser a@erado, defensor,

atbacea. perito, depositano. sindrco o interventor en quiebras, arbitrador o

representante de ausentes. Según estas reglas. los condenados también se

encuentran en un estado de rncapaodad relat¡va.

Es cuesttón de saber. en vrsta de que la ley rrc disüngue clases de

incapacidad. si a favor de estas personas. relat vamente incapaces. también

se puede suplrr la defroenoa de la que¡a -(26¡

La vastedad en los casos a k¡s cuabs se hacc alusrón en los diversos

tipos de amparo en los gue toma trascendensa la suflencia en la queja

deficiente , garcerá exagerado Srn embargo, mentras la Jurisprudencia de

la Corte no haga una l¡mrtanle en forma conecta. en donde demarque sus

alcances. la conduslón a la @ernos arnbar sobre tal suplencia, es gue

ésta. funoona en todos krs ¡uroos en el que k¡s mencpriados sujetos sean

quejosos y bajo las condcrones supraotadas por el maestro Trueba

Olivares.

3026
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4.3 PROPUESTA PARA SUPLIR I.A QUEJA DEFICIENTE EN EL

Atr4 PARO U N IVERS lTARlO.

Antes de comenzar a hilvanar propuestas de cómo operaría la

suplencia de la queja deficiente en el Amparo Universitario, deberemos,

hacer un pequeño recuento de lo que es la suplencia de la queja deficiente,

puesto que et tipo de amparo que se viene proponiendo en el presente

trabajo de tesis, como ya se mencionó en los diversos capítulos que lo

integran, es de naturaleza sui generis, al igual que el sector de la sociedad

mexicana, que en Su momento hará uso del mismo, ya que este se integra

por diversos sujetos con diversas características antropológicas, al igual que

diversa cosmovisión, debido a la variedad de mezcla etnográfica que

encontramos en nuestro país, mas sin embargo, todos buscando siempre la

misma teleologia para su vida, y aún más, todo ello sucediendo dentro de

un mismo espacio, apostillo la Educación Universitaria Pública dentro de un

Campus, et cual es parte de un Organismo Descentralizado por Servicios, e!

cual esta @menzando a aprender a medir sus actos de autoridad, los

cuales nunca antes habian sido puesto en tela de juicio.

Todo ello frente a una sociedad estudiantil desprotegida, sin la total

noción del derecho, en especial del juicio de amparo, con las carencias

naturales a las que se enfrenta cualquier estudiante, €rendas que pueden

ir desde alimenticias hasta las necesarias para llevar acabo su acüvidad

primordial preparase mediante el estudio para enfrentar la vida; pasando por

las más @munes de Eansportación, vivienda, servicios, diversiones, etc., y

asl podria seguir una lista interminable; por ello, el enfrentar el costo de un

juicio de amparo en las condiciones mencionadas, frente a una autoridad
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que por falta de legislación sufic¡ente tiene todo el poder para rebatir las

acc¡ones a ejercitar en la queja. Hagamos un paréntesis y pensemos en los

honorarios que podría cobrar un buen abogado especialista en la materia

por el tipo de juicio que se ha venido comentando a lo largo del presente

trabajo de tesis. Creo que la mayoría de los estudiantes, al enfrentarse a un

problema como el que se plantea, podría ver truncados sus estudios, puesto

que no tendrían forma de encarar dicho problema. Por ello, es que las

propuestas que se hacen, son gara ayudar a una de las clases más

necesitadas y menos soconidas por la legislación vigente.

De lo anterior, y retomando el punto inicial de dicho comentario,

podemos decir que:

La suplencia de la queja deficiente puede definirse en términos

generales como una institución procesal de carácter proteccionista -esto

debido al constante cambio que sufre nuestro derecho nacional, en relación

directa a la coniente que se está viviendo de conversión hacia la

socialización del derecho y antrformalista que generalmente opera a favor

del quejoso, pero excepcionalmente en matena agraria, tiambién a favor del

tercero pequdicado, cuando se trate de las entidades agrarias, de los

ejidatanos o @muneros y aspirantes a serlo, que en materia agraria y

tratándose de menores e incapaces es obligatoria, y potestativa en los

demás casos y gue se ejerce en algunos casos exdusivamente en relación

con la demanda de amparo, empero. puede excepcionalmente impartirse

respeclo a los recureos estableodos por la ley de la materia, los cuales

pueden surgir durante el proceso const¡tucional.

t0et
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Por otro lado, en tratándose del nuevo Amparo Social Agrario que se

regula bajo la creación espec¡al del Libro Segundo de la Ley reglamentaria

del 103 y 107 constitucionales, el cual integra un nuevo concepto de la

suplencia oficiosa y obligatoria que deben ejercer las autoridades que

conocen del proceso constitucional, como Una medida especiat y de

privilegio, proyectándose en su tutela procesal no solo para cofregir enores

o imperfecciones, sino omisiones tanto respecto a toda clase de escritos,

comparecencias y alegaciones que hagan, ya como quejosos, o bien como

con el carácter de terceros perjudicados.

Es menester comentar -omo ya lo hemos visto, que al igual que en

el Amparo Agrario, la suplencia de la queja deficiente en los Juicios de

Amparo Laboral, es una institución jurldica de protección a la dase

trabajadora. que tiene por objeto conegir los enores u omisiones en que

tncurran los quejosos, ya sea que tengan el carácler de trabajadores, o bien,

cuando se promueva el ampafo por Sindicatos, Federaciones o

Confederaciones en sus actuaoones relacionadas con el objeto que la Ley

Federal les señala. y que se ereroe respeclo a la Demanda de Garantias

aun en el caso de que no se hayan planteado conceptos de violación,

cuando la autondad que conoce del juicio de amparo advierta la existencia

de manifiestas vrolaoones a la ley que hayan dejado sin defensa al quejoso,

siendo la suplenoa de carácler potestativo.

Acotando de todo kc que se ha expuesto en el presente capltulo,

podemos sinletrzar que la suplencia de la queja deficiente en materia laboral

y en matena penal se ererce en el amparo casación, llamado también

Amparo Recurso. y tratándose de la materia agraria, o bien, en los casos de
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menores o ¡ncapaces -salvo el comentario hecho al final del subtema que

antecede al presente, con relación al tópico de comentario-, se ejerce en el

amparo contra leyes, amparo garantías, amparo casaciÓn y en el amparo

soberanla. Cuando se bata de la suplenc¡a de la queja, cuando el acto

reclamado se funde en leyes declaradas inconsütucionales, la suplencia se

ejerce en el amparo casación.

Concluyendo, es imperioso hacer notiar que la clase o grupo

poblacional al en que nos hemos estado refiriendo, no dista mucho en

carencias y necesidades de los grupos al en que se suele¡ suplir las

deficiencias en !a queja. Bajo k¡s argumentos de üpo. cabe mencionar que

muchos de los estudiantes provienen de hogares los cuales presentan las

circunstancias que fijan estos tipos de suplencias, verbigracia, es muy

probable que la gran mayoria del conglomerado poblacional que hará uso

del presente instrumento. provenga de un trcgar de obreros y en otro

muchos casos similares. de una comunidad e¡dal o de padres comuneros o

e¡idatanos

Cierto es, que la tutela del patnmonro en kr que hace a una porción de

tierra. o bien. al generado med¡ante un empleo, bien vale la pena

salvaguardar. protegendo a sus tenedores mediante el instrumento que se

ha venido resumiendo. pero acaso el patnmonlo del saber, del entender. del

conocer. esto es, del mundo que nos da la sabrduria, no vale la pena

satvaguardar y proteger como el tesoro más preoado. de aquellos *ctos

caprichorcs de una autondad que se atreve a rnquietar la pz que merese

dicfro patnmonio elevado en nuestro derecho naoonal a una garantia del

gobemado.
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Mi respuesta personal se conv¡erte en un'sl" rotundo, sin miramientos

y como propuesta para suplir la queja en el presente amparo serían las

reformas pertinentes que presentamos en el siguiente capltulo, las cuales

tienen un tenor similar al en que se otorga la suplencia en los casos de la

materia agraria, sustentando ello en los antecedentes que se han dado

durante el presente capltulo.

Lo cual repetiremos sin cansamos, es que en eljuicio de comentarios,

se trata de salvaguardar el mayor tesoro que tiene la humanidad, el que nos

distingue de los demás animales: a lo que hacemos alusión, es

precisamente al conocimiento, al Eaber, al raciOcinio, mediante el

entendimiento lógico sistematizado el cual es representado en su máxima

expresión por la educación universitaria.

CAPITULO V

REFORMAS SUGERIDAS EN PRO DE I.A OPERATIVIDAD DEL

AMPARO UNIVERSITARIO

5 1 REFORMAS SUGERIDAS EN PRO DE Iá OPERATIVIDAD DEL

AMPARO UNIVERSITARIO

5 2 EL AMPARO UNMERSITARIO Y Iá LEY REGIÁMENTARIA DE

LOS ARTICUUOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES; SUGERENCIAS Y

ADICIONES

CAPITULO V

to:r
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REFORMAS SUGERIDAS EN PRO DE Iá OPERATIVIDAD DEL

AMPARO UNIVERSITAR¡O.

5.1 REFORMAS SUGERIDAS EN PRO DE ¡.A OPEMTIVIDAD DEL

AMPARO UNIVERSITARIO.

En un estado de derecho como e¡ nuestro, el poder fudicial organo

administrador de justicia, ha quedado relegado debido a la falta de

modemidad en la ley, las figuras juridicas que nacen dla a día, lo han

superado es por ello que las leyes existentes se deben reformar y en el

mejor de los casos derogar, esto dicho con la meior intención que una

estudiante del derectro le puede guardar a las actuales y vigentes

legislaciones, pero cabe comenüar que muchas de ellas datan en su

mayoría de principios de siglo. errconúándonos con un nuevo siglo en

puerta, la socledad ya no necesrta si no por el contrario reclama leyes

nuevas, reformadas acorde a la época de cambio que tanto se ha repetido

en el presente traba¡o, esto con la srmple telecÉogla de tutelar en forma

debida los derechos fundamentales del hombre

Ahora bren haoendo una retrcenoa en el aspecto social que

representa el ¡uroo de amparo. el maestro Burgoa(l) nos involucra en la

historia del mismo, al hablamos de que la concepoón individualista. con la

cual fue concebido drcho futoo. c'ri su mncepoón prlsüna, de que las

garantías consütuoonales €mo es lÓ9Éo suponer por la tortuosa creaciÓn

y posterior conservación d€ las dryersas cartas fundamentales que

anteceden a la vigente- twleron como finahdad exclusiva asegurar los

"derechos del hombre'(2). es decir. aquellos con que el ser humano fue



Propuectas Corrslaclonade¡ con la Ley de Amparc Vlgente Ley de Amparo

dotado por el Creador(3) y que se erig¡eron en la base y el objeto de las

instituciones soc¡ales. (4)

Lo anterior no imp¡dió que se extendiese la tutela a ciertos sujetos que

con el tiempo, se fueran colocando en la situación de gobemados; a lo cual

nos parece que es sumamente importante hacer una retrospecclón en el

importante tema de las garantias sociales, ya que ellas nos ayudaran a

entender [a aquiescencia que representa el amparo universitario en el

ámbito socio político que vive nuestro pafs.

Se acostumbra a decir que en nuestra carta fundamental vigente, se

crearon las garantías sociales, esto como un complemento a las llamadas

garantias individuales.

Del ángulo antenor se afirma también que dichas garantías se

encuentran @nsagradas en el articulo 27 constitucional, en lo que hace a

los derechos agranos, inherentes a los diversos individuos o grupos ejidales

y comunales, por otro lado en el artículo 123 del ordenamiento que se

deviene de comentanos se encuentra hospedada la garantla que protege

los derechos laborales, cabe mencionar que dicha garantla se encuentra

ubicada fuera de la concrecrón de las llamadas garantías individuales, de

gual forma otra veñiente de las garantias de comento, es la gue se

encuentra en el artia¡lo 28 constitucional, relativo a los monopolios, de igual

forma, las encontramos en k¡s numerales 3, 4 y 5 del ordenamiento de

comento, referentes a la libertad de enseñanza, a los derechos familiares,

de procreación, de salud, de vivienda y de menores, y a la libertad

ocupacional.
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Retomando lo dicho con antelación y pa'a entrar próximamente al

tema que nos atañe, es necesrio ahondar en la exploración del subsuelo

jurídico de México como tiene a bien proferir don Alfonso Trueba(s).

Comenzaremos por dirigimos a las legislaciones posteriores a! México

independiente(G) y ahl precisamente observamos que los orígenes del

amparo deben buscarse desde la Constitución del 4 de octubre de 1824,

efectivamente la Constitución de Apatzingán, cuyos articutos 137, fracdón

V, inciso 6, parte frnal y 138 señalaban que ta Corte Suprema de justicia

estaba facultada parÍ¡ conocer de las infracciones a la Constitución y a las

leyes generales.

Caso trascendental el en que Manuel Cresencio Rejón preparaba un

Proyecto de Consütución para Yucatán, dicho proyecto con templaba un

sistema de protecoón a las garantlas individuales contra aclos de cualquier

autondad, incluyendo las ¡udioales. En el añlculo 53 de dicho proyecto

Re¡ón señalaba que era facuttad de la Suprema Corte de Justicia del

Estado. '1 Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan

protecoón, contra leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarios a

la Constitución: o contra las providencras del Gobemado o Ejecutivo

reunido. o¡ando en ellas se hubrere infnngido el código fundamental o las

leyes, hmMndose en ambos casos a reparar el agravio en la parte en que

éstas o la Consütución hublesen stdo vloladas'.

En otro presupuesto el numeral 63 señalaba que los jueces de

pnmera instanoa ampararian en el goce de sus derechos garantizados a los



que les pidieran su protección contra cualesquiera funcionarios que no

correspondieran al orden judicial, decidiendo breve y sumariamente las

cuestiones que se suscitarán sobre tales asuntos.

Como ya se menciono en el primer capitulo de! presente trabajo es

asl como el 31 de marzo de 1&41 en la Consütución del Estado de Yucatán

cuando nace elfuicio multicitado.

No fue sino hasta el 18 de mayo de 1UT que se reinstauró el

federalismo. al recu gerar la úgencia de la Consütución Federal de 1824 al

través del Acta de Reformas de 1U7, en cuyo artfa¡lo 5 se dispuso que

'para asegurar los derechos del hombre que la Constitución reconoce, una

ley fijara las garantlas de libertad, seguridad, propiedad e igualdad de que

gozan todos los habrtantes de la Republica y establecerá los medios de

hacerlas efectrvas'.

De rgual manera es en el Acta de Reforma de 184-7 donde se

introdujo la élebre fórmula de Don Manano Otero, la señalar el artlculo 25,

que 'cualquer habrtante de la Republica. en el ejercicio y cofiservaciÓn de

los derechos quo le conceden esta Constitución y las Leyes

onstituoonales, contra todo ataque de los poderes legislativo y e¡eanüvo,

ya de la Federaoón. ya de los Estados, limitándose dichos üibunales a

impartir su protecoón en el caso partrcular sobre el que veree el proceso,

sin hacer ninguna declaraoón general respecto de la ley o ac{o que la

motuare'.
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Ahora comenzaremos a observar la trascendencia de la Carta Magna

de 1857 para nuestro juicio objeto de la presente tesis, en esta época los

legisladores de 1856 recogen la bastia experiencia que hasta el momento se

habfa recopilado en las diversas constituciones elaboradas por sus

predecesores, creando con ello una obra original y posiüvamente valiosa.

'Como advierte Rabasa, de Otero reciben estas ideas fundamentales:

hacer de la querella contra una infracción un juicio especial y no un recurso;

dar competencia en el juicio solo a los tribunales federales: prohibir toda

declaración general sobre la ley o ac{o úolatorio. Es también de Otero la

formula sencilla y breve que traza las llneas maestras del procedimiento.'(7)

Siguiendo al autor. eri@ntramos que el articr¡lo 126 del ordenamiento

que se viene analizando. debrdo a los recrentes desafueros de la dictadura

de Sanüa Anna. se observa en é1. que el Congreso estiaba empeñado en

asegurar los derechos del rndrylduo mediante las siguientes palabras: 'Esta

const¡tucrón. las leyes del Corqreso de la Unión que emanen de ella y

todos los tratados hechos o que se hloeren po{ el Presidente de la
República, con aprobaoón clel Congreso, serán la ley suprema de toda la

Unión. Los jueces de cada Estado se aneglarán a drcha Const¡tuoón. leyes

y traüados, a pesar de las drsposrcpnes en contrano que pueda haber en las

consütuciones o hyes de los Estados '

Se dice que al congreso supracrtado le pertenece el ménto de haber

separado las dos junsdrcoones de la autondad judicial federal, o sea la

const¡tuoonal y la ordinana El articulo 97 define ésta: el 101. trasladado al

30tc



Pmpuesta¡ Corrolaclon¡da¡ con la Lcy cle Amperc Vlgonto Ley de Amparo

103 de la constitución vigente, atribuyó a la fusücia de la Unión la potestad

de resolver las controversias constitucionales.

De igual forma el artículo 102, breve y concisa cláusula hoy suplida

por el artículo 107, daba las directrices del proceso en los siguientes

términos'Todos los Juicios de que habla el artlct¡lo anterior se seguirán a

petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del

orden jurídico que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, que

sólo se ocupe de individuos particulares, limitándolos a protegerlos y

ampararlos en el caso especial sobre el que verse el proceso, sin hacer

ninguna declaración general respecto de la ley o aclo que la motivare'.

Siguiendo al maestro Atfonso Trueba(8), nos dice que hay diversas

opiniones acerca de cómo debe llamarse a las leyes que regulan eljuicio de

amparo. El autor destella que a manera de nombre oficial se le @riocen

como leyes orgánrcas, esto tomado del daro esta del derecho ftanés,

hospedado en oerta forma en nuestro derecho nacional. el cual distingue

entre leyes const[uoonales y orgánrcas: las pnmeras contienen principios

generales: las segundas procuran la e¡ecuoón de las primeras, mediante el

desanollo de las norrnas fundamentales

El dez del mrsrp reltere a que otros prefieren llamarlas leyes

reglamentarias. y ba,o su ¡rnto de vrsta. él prefiere la denominación

atendida desde su naturaleza. la cual dicese. leyes procesales del amParo,

pues fundamentalmenle rnd¡can el procedimiento a seguir.
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El autor de comentarios, nos revela que el primer intento de bosquejar

el proceso se registra en el año de 1852, y fue la iniciaüva de una ley

reglamentaria del artículo 25 del Acta de Reforma de 18 de mayo de 1852,

presentada al congreso por el secretario de Jusücia don Urbano Fonseca.

Dicho proyecto estaba conformado por quince artlculos.

Consideramos a este como un embrión de ley procesal, en el cual se

declaran quienes pueden intentar el recr¡rso: en que casos: ante quien: al

igual que frja los tramites y determina los efectos de la sentencia, que son

los de tener por no existente el acto reclamado respecto de la persona en

cuyo favor haya pronunciado el tnbt¡nal. El autor observa que este proyecto

no llegó a convertirse en ley. (9)

Por otro lado, adentrándonos en las legislaoones reglamentarias del

juicio de Amparo(l0), datan. en el caso de la pflmer ley especialuada en la

materia, la q.ral vio la Luz el 30 de novrembre de 1861, balo atya vigencia

surgió la figura de la sus pensór¡ del acto redamado, como producto de la

práctlca de los iueces de Dstnto. ya que la ley no contemplaba dicha

insütución.

A pañrr ctel 20 de enero cle 1869 se expdÉ la segunda Ley de

Amparo, cuya característca finopal frrG h d€ prohibir el amparo en

cuestiones judrciales: drsposrc¡ón declarada nconst¡trrc¡onal por la Suprema

Corle de Justicia.

En forma postenor. el 14 de droembre de 1882 se expidió la Ley

Orgánica de los Articulos 101 y 102 de la Const¡tuoón Federal, que derogo
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a la Ley de Amparo de 1869 y la cual contenía ciertas disposiciones sobre la

naturaleza del amparo y de la competencia de los jueces que deberían

conocer de é1, de la demanda de amparo, de la suspensión del acto

reclamado, de las excusas, recusacioneS e impedimentos, de la

substanciación del juicio, del sobreseimiento, de las sentencias de la

Suprema Corte, y de la ejecución de sentencias.

Cabe mencionar, lo cual consideramos de vital trascendencia, que a

partir de esos momentos comenzó a operar un cambio radical en lo tocante

a la actividad social del pais, lo cual se tradujo en el cambio de las

concepciones jurídicas tradicionales, para dar lugar a la intervención del

Estado en la vida económica y a la socialización del Estado en la vida

económica y a la socialización de los postulados económicos, sociales y

politicos.

De esta manera nos trasladamos hasta el 5 de febrero de 1917 fecha

en que se promulgo la Constitución Federal de los Estados Unidos

Mexicanos, la primera Constitución social del mundo y, vinculado a ella, el

juicio de amparo, para aquel entonces ya lo bastante definido y de cierta

forma refinado, reaf¡rmándose como un medio de defensa de las garantías

individuales.

Al particular Trueba(l1) parafrasea que la Constitución del 17 no varió

en sus fundamentos el derecho de amparo. Si no que se traslado la formula

del 101. En lo que hace al 107, se hizo de él un protijo conjunto de reglas de

competencia, impropio de una ley constitucional.
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Et autor en supracita asevera "que la idea del constituyente fue la de

hacer inmutabtes las normas que ¡mpuso; pero su ¡dea estaba condenada al

fracaso porque fuera de las reglas gue por su naturaleza son

fundamentales, todas las demás están destinadas a sufrir variaciones,

según cambien las necesidades de la administración de justicia."(12)

El juicio de amparo previsto en ta ConstituciÓn de 1917(13), se

reglamentó e! 18 de octubre de 1919, con la expedición de la Ley de

Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 104 de la Constitución

Federal.

Dicha ley se derogó por la otrora Ley Orgánica de los Artículos 103 y

107 de la Constitución Federal publicada en el Diario Oficial de 30 de

Diciembre de 1935. y que hasta la fecha permanece vigente, bajo el nombre

de Ley de Amparo.

'La pnmer reforma que sufrio dicha ley se dio el 30 de diciembre de

1939. por medio de la ct¡al se adiclonó una causal de sobreseimiento y se

estipuló que en el recurso de revisión en los amparos civiles, se tuviera a los

parüculares como táotamente desrstrdos, transcumdo cuatro meses sin

promover.'( 1 4 )

El 31 de diciembre de 1942 se suscita un decreto, el cual se

considera como la segunda reforma(lS) a dicha ley, ya que por medio del

mismo se modifico el articulo 19 de la Ley de Amparo, en lo tocante a la

representación de las autoridades responsables en eljuicio de amparo.

to.o
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Mediante decreto fecha el 22 de diciembre de 1949 se da la tercer

reforma(16) a la ley de comentarios en el cual se establecla la

representación del Presidente de la República. De igual forma el artículo 27

sufrio la modificación del caso, esto con la finalidad de que los acuerdos y

resoluciones fueran notificados a más tardar dentro del dla siguiente de

haber sido pronunciadas, y por su parte el artículo 86 se reformó a efecto de

que las responsables sólo interpusieran el recurso de reúsión contra las

sentencias relativas a sus actos.

En forma consecutlva el artÍculo 107 consütucional junto con la ley de

la materia que se trata: sufrió su primera reforma el 30 de diciembre de

1950, en el cr¡al se daba una reestructuración de la competencia con la

teleologla de abaür el rezago existente en la Suprema Corte de Jusücia de

la Nación. y fue seguida por la cuarta reforma a la Ley de Amparo. el 30 de

diciembre de 1950, refle¡ando la reestructuración de las competencias que

se habla consagrado en la reforma constitucional.

El 30 de dioembre de 1957 exaclamente siete años después, la Ley

de Amparo sufre una nueva reforma. esto con el efecto de dar una mayor

fortaleza a la Corte. en su funoón de control de la constitucionalidad.

Pero realmente una de las etapas de mayor modemismo que sufrio el

juicio de comento. se dro con la segunda reforma del artlculo 107(17)

constitucional la cr¡al fue el 30 de octubre de 1962, con dicha reforma se

logro orientiar diclro juioo hacra la tutela efectiva de los derechos sociales, y

no sólo de las garantias rndryiduales como habfa sido hasta entonces.
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La enmienda constitucional que se trasluce con antelación contrajo a

la sexta reforma de la Ley de Amparo, esto bajo el decreto de 3 de enero de

1963, en el cual se estableció que se podía suplir la deficiencia de la queja

en relación con los derechos colectivos de ejidos comunidades, y a los

derechos cotectivos de ejidos y comunidades, y a tos derechos individuales

de ejidatarios y @muneros, y que no procederla el desisümiento, el

sobreseimiento, ni la caducidad de la instancia, cuando se afeclaran los

derechos colecüvos de los ejidos o núcleos de población comunal.

'El 3 de enero de 1968 se promulgó la sépüma reforma a la Ley de

Amparo la cual modificó la distribución competencial. en atención a una

anterior reforma al 107 consütucional debida, nuevamente, al rezago en la

Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El 27 de febrero de 1974 se mod¡ficó por cr¡aña vez el artict¡lo 107

constitucional para ampliar la suplenoa de la queja a los menores e

rncapaces, incorporándose üales cambros a la Ley de Amparo, el 29 de

octubre siguiente. en lo que fire la octava reforma a la ley de la matena.

Al año srguiente el t9 de droembre de 1975 se llevo a cabo la déclma

reforma de la Ley de Amparo para restaurar las compelenoas.

El 28 de mayo de 1976 se reformó de nueva cuenta la Ley de Amparo

para dividir su contenido en bs dos hbros que ahora @nocemos. Tales

reformas se reñneron al juieo de amparo en matena agrana para darle una

unidad procesal.'(18)
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De suma importancia fue la decimocuarta reforma a la Ley de Amparo

fue 18 de noviembre de 1982, en la cual se hace referencia a la suspensiÓn,

la cual se otorgaría solo en los casos en que no traiga perjuicio alguno al

interés social. De mayor importancia es la subsecuente reforma de 1983, la

cual comprende una serie de reformas a varios artlculos de la misma

abarcando un sin numero de aspectos del juicio de amparo, tal como lo

conocemos hoy en dia.

Es menester informar sobre la reforma que se dio en 1986, esto es la

decimosefia, la cual incluyó ciertas mejoras en la redacción de algunos

articulos de la Ley, asl pues se abundo en aspectos relaüvos a la suplencia

de la queja deficiente

De esta forma se tlega a la más trascendental de las reformas

sufridas, efectivamente, nos refenrps a la del 15 de enero de 1988 a partir

de la cua! comienea el intnncado pero saüsfactorio proceso de

transformaoón de la Corte de antaño. convirtiéndola en un verdadero

tribunal @nstiluoonal Drcha reforma implicó una serie de grandes

modificaciones a kcs articuk¡s 94,97, 101, 1O4 y 107 constitucionales,

trayendo además de las proptas relormas a la ley de la materia, una nueva

Ley Orgánica para el Poder Judrc¡al de la FederaciÓn.

Twieron que pasar casi slete años de las reformas que se viene de

comentarios, para que en 1994, el 10 de enero se llevara a cabo la reforma

judicial que haria histona. de la cual todos somos participes, esto es llevar

más allá del objetryo emprendido en las anteriores reformas, por ellos el 8

de febrero se logra perfeccionañie. en el dictro decreto se reafirma el
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compromiso de hacer una Corte más completa, con una mayor efectividad,

convirtiéndola en un verdadero Tribunal Constitucional, logrando con ello

también convert¡r al Poder judicial Federal en una verdadero Poder

independiente, fuerte y c:ipaa de afrontar a los dos restantes, teniendo

siempre en mente afrontar las necesidades de justicia gue los mexicanos

reclaman del mismo.

Tras el epitome histórico(l9) que se transcribe con antelación, se

observa que nuestra Ley de Amparo vigente üene una antigüedad de 63

años 9 meses. puesto que los datos históricos que s€ consultaron en el

presente trabajo y como se observa en la ya mencionada sinopsis. dicha ley

data de enero de 1936, como se columbra desde esta fecha el

ordenamiento de comento cont¡núa conservando en lo esencial los términos

generales que vieron nacer nuestro ¡uioo consütuoonal de garantías, pues

dicho ordenamiento nunca ha srdo abrogado por otro.

Empero. a pesar de las numeros¿rs reformas sufrulas por nuestra Ley

de Amparo, solo han provocado que se convrerta en una obra ajustada

parcialmente. ya que drchas alterac¡ones se han llevado a cabo conforme lo

a dictado el momento y las orcunstanoas. $n pensar en las lagunas e

inconvenientes que puede causar una reforma de este tipo.

Quizá sea neeeserio una @rnpleta reestrucluracón desde las bases

de dicho cuerpo de §es. regresar al fundamento celular de del sistema del

control de la constltuoonaldad basado en drcfio ctrerpo de comento, ya que

el juicio multic¡tado. tal como opera hoy en dia requiere una mayor

proyección a futuro. y no sob subsanar las necesidades que a cada
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momento se conv¡erten en aprem¡antes, tapando simplemente e! bache -
como se utiliza en el lenguaje coloquial-. Ya no es pos¡ble llegar a los

extremos que ha llegado el poder legislativo en el cual !a entrada en vigor

de una reforma constitucional en la materia que se ha venido tratando

supeditarla hasta en tanto no se expida una nueva ley, tal y como sucedió

en materia de cumplimiento de sentencias de amparo en la reforma

constitucional de diciembre de 1994, en cuyo artículo noveno transitorio se

dice que entrarla en vigor hasta que entren en vigor las reformas a la ley

reglamentaria de los articulos 103 y 107 constitucionales, sin que a la fecha

se haya reformado.

Por ello es que la propuesta hecha de crear un tercer libro'para

adicionarlo a la ley actual, seria inoperante, de tal forma que la propuesta se

deberá incluir en la nueva ley de la materia, ya sea como un libro anexo al

cuerpo general, o bien darle un acomodo en lo tocante a los amparos con

caracleristicas sociales, de esta forma se en@ntrarfa y operaria al igual que

los sendos Amparos en matena Laboral y Agraria.

Por b expuesto con prelación, nos atrevemos a decir basados en

opiniones de los diversos estudiosos de la materia que han servido para

formar el presente análisis. que la situación en la disciplina del amparo es

apremiante. dadas las necesidades sociales de los gobemados y el

tecnicismo (traducido en fnaldad) de la materia, esto aunado a ta falta de

actualización. la aml ya no @nverge con las circunstancias que originaron

el mismo. Conlleva a la necesidad, atendiendo a las diversas reformas, en

especial a las de 1992 y 1994, las cuales modificaron derechos sociales, y

la reestructuración del Máximo Tribunal Constitucional de nuestra Nación,
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sino también su estructurEr orgánica, dando un vuelco en el contomo

procesal. Por todo ello se hace inminente que se legisle sobre un nuevo

ordenamiento legal en la materia en donde es de suma importancia se tome

en cuenta todas aquetlas situaciones jurídico-sociales que imperan latentes

en nuestro Estado de Derecho.

Sorprendente la actitud que tiene la Corte en el sentido de que para

¡ealizar el proyecto de la Nueva Ley de Amparo, ha estado tomando en

cuenta, no solo sus experiencias, sino que ha pedido las opiniones y

experiencias de los diversos estudiosos de la materia, no cabe duda que

esta próxima ley si se respetan las sugerencias y opiniones, harán de ella

una de las mas modemas y mejores leyes que tendrá nuestro pals, digna

deljuicio que tutela el control de nuestra Carta Fundamental.

Se puede decir que en la aclualidad la ley que se viene de

comentarios ha @ido subsistir, graoas a la magia de la interpretación que

hacen los juzgadores de la matena, estableciendo criterios jurisprudenciales

que partiendo del planteamiento meridiano de la ley, se denota gran

disüancia entre ambos. pero ello con la teleología de atender las imperiosas

neces¡dades de los gobemados

Cabe menoonar que ante la falta suficiente de legislación, para el

problema de investrgaoón que se presenüa en este trabajo de tesis, es que

salta a la vida ¡uridtca las tesis que en su momento en los capftulos que

anteceden al en que s€ lee, se formaron para dar una solución pasajera a

un conflicto real enúe el gobemado quefoso y la responsable violadora de

las garantias de este. lo antenor se da por el motivo de que la ley vigente de
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la meterfa en que se v¡ene haciendo alusión ha quedado fuera de la

realidad, tal y como se aprecia durante la exposición del presente epítome.

'No es que la jurisprudencia dependa de la !ey, es que ante la falta de

la actualización de esta última, se erige como si fuera ley, aunque claro, con

caracterlsticas que hacen que ésta no la suplante. Es más, tampoco puede

contradecirla, pues la interpretación jurldica tiene como llmite el texto

expreso de la ley y cuando aquella funciona con naturaleza creadora o

integradora entonces no contradice texto legal porque no existe, Por tanto,

aquf debe prevalecer el respeto al sentido general de la ley. Ambas

instituciones, en consecuenoa. guardan una entidad especifica que obliga a

mantener siempre sus diferencias.'(20)

En slntesis podemos deor que oerto es que el Amparo Universitario

recibe un tratamiento como un amparo garantias, tal y como se precisa en

el capitulo segundo de la presente tesis; y que de esta forma se puede

seguir su tratamrento como sr fuera un amparo indirecto, pero cierto es

también y que por ello se pugna en el presente trabajo, que el problema real

sooal que representa para nuestra naoón una conflictiva latente como la

cual se expone, bren merece ser atendida con la legislación que al caso se

deba er(¡ir. la cr¡al a nuestro perconal punto de vista, deberá incluir las

sugerenctas que se han vertrdo en la tesis que se lee: dicha legislación, bien

podrla devenir de una reforrna e la actual Ley de Amparo, la cual se

traducirla en la incorporaoón oe un tercer libro el ct¡al deberla incluir como

ya se menciono. las sugerencras sustentadas y hechas valer con antelación

a lo largo del libelo de cornentanos, o bien en el acomodo de un tltulo

especial en el conjunto de los drversos tltulo de una nueva legislación de
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Amparo, situado junto al de los demás amparos que traigan aparejadas el

mismo tipo de caracteres, esto es el de los amparos de corte socia o sea

tutores de las Garantías Sociales.

Cierto también es que para la creación una nueva legislación en la

materia, el legislador deberá retomar la experiencia que se ha recogido

mediante la jurisprudencia, donde cabria que el legislador tomara en cuenta

mediante la furisprudencia que se ha vertido en los diversos capftulos que

forman esta tesis la idea de incorpo¡a¡ al ordenamiento de comento la figura

tan aclual del Amparo Universitario propuesto en diclto epitome, lo anterior

con la finalidad de plasmar lo que en su tiempo la ley det¡ió haber regulado,

ya que lo que su momento no pudo indicarse en el texto original y aun

reformado, no puede dejarse fuera de su regulación. ya que se volverla a

caer en un clrculo viooso. de ahi. la importanoa que retoma desde un punto

de visüa doclrinal y procesal. bs crrtenos ¡urisprudenoales que ha hecho

valer nuestro tribuna! supremo. lo cual tlende a ennqueoe¡ a la ley, sin

ningún afán de menoscabarla o substrturrla. puesto que esa no es la funciÓn

de la ¡unsprudenoa en nuestro derecho naoonal.

Por ultlmo cabe menoonar que el estancamrento que ha sufrido la Ley

de Amparo. (esto rlo sG debe al legrslador. $no a la agresividad con que los

Eucesos soc¡ales y ¡urídrcos que se han volcado sobre nuestra legislación y

nuestro pais en esenoa) afecta. no solo afecta a la evdución del sistema

juridrco naoonal, sino qt¡e tambén a k¡s derechos que tuteian dicho

ordenamiento. estos pertenecrentes a la socredad, por ello que la creaciÓn

inminente de un nueyo ordenamrento, debe tener la misma agresividad para

no quedar desfasada antes de su entrada en vtgof. puesto que la
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actualidad, ha dejado de cumplir con la finalidad esencial para la cual fue

creada, ya que al no existir una adecuada administración de justicia, los

criterios que se obtiene incluso por un mismo juzgador muchas veces no

son acordes por algunos intereses que pudiert¡n en un momento dado influir

en los aitos parámetros de justicia, bajo los cuales se debe comportar todo

juzgador, apostitlo que no todos los juzgadores, pueden tener ciertos vicios

en la impartición de la justicia, mas sin embargo el ser humano se ha

caracterizado por no ser un ente perfecto, y con una ley que se encuentra

rayando en una mendiana caducidad, empieza a dejarse desprotegida

procesalmente la tutela de los dereclros fundamentales del hombre, y sÓlo

mediante la interpretaoón de sus normas ya deficientes se hace posible la

subsistencia de esta tutela constitucional.

Por todo lo dicho con antelacón creemos que para un mejor

funclonamiento de la propuesta heclra en la presente tesis. este deberla

incluirse en la emrs¡ón de una nueya tesis. con una mejor planeaciÓn y

arquitectura procesal para el tratamtento sui genens que representa el

Amparo multiotada.ya que drcho orde'namiento deberá comprender como

fundamento esencral. e los pflncrpros esenoales que ngen el juicio de

amparo, siendo de rgual rmportanaa tomar en cuenta tanto el Estado de

Derecho que actualmente nge el pals como su Merco Jurldico formado por

un sin numero de nuevas legrslaoones gue han cobrado importancia en

estos úlümos añ,og asi corno k¡s cntenos jurisprudenciales gue nuesbo

Máximo Trih,¡nal ha vertdo, ya que es tndudable que la confrontación de las

circunstancias eooales, económicas. pollticas y jurfdicÍls gue privaban en

aquella época en que se ongrnó la creación del juicio de amparo y su ley

toac
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reglamentaria no convergen con las circunstiancias soc¡ales e@nóm¡cas,

políticas y jurídicas que vive actualmente nuestra sociedad.

Otra gran verdad es que el tecnicismo que impera en el texto actual

de la Ley de Amparo impide el acceso debido al gobemado privándole de la

obtención de la tutela a sus derechos violados.

Por ello es que la propuesta en que fundamos el Amparo

Universitario, esta lo revista de una sutileza de uso procesal, destinada en

forma especial para el usuario de dlcho instn¿mento, en el cual el mismo

gobemado si es precrso y si asi k¡ requinese el m¡smo, pudiese elevar su

queja a la Justicia Federal y sostenerla mediante dictto juicio el mismo, sin

la necesidad de representanle o aeesor legal, solamente auxiliado de su

propio intelecto digno de su nryel académrco. vlsto asl díclto juicio se

converüría en uno de los de mayor trascendenc¡,a en el orden juridico social

de nuestro país.

5.2 EL AI\,|PARO UNIVERSITARIO Y tÁ LEY REGt^ttrENTARlA DE

LOS ARTICUI-OS 103 Y I07 CONSTITUCIONALES: SUGERENCIAS Y

ADICIONES

Antes de ¡ndrcar cuales podrian ser k¡s pnrloptos que regularian al

Amparo Unlvers¡tarp. claro esta todo ello a rrnnera de sinopsis, esto debido

a que la propuesta qr¡e se hace, no bene la finahdad cle ser una glosa

legislatla rcbre la meleria. s¡no de llegar a convertirse en una posible

iniciativa para que se legrsb rcbre la mrsrna

t050
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Por etlo deberemos decir que a nuestros ojos el Amparo Universitario

se trata de una institución esenc¡almente procedimental, que tiene como

objetivo preservar et respeto a la Constitución y a las Garantías

Constitucionates lndividuales y Sociales de manera particular, por ello se

pugna mediante una reforma ala ley de amparo se adicione como un tercer

libro, ello dado a la trascendencia que conlleva dicha institución, o bien que

a la futura ley de la materia se le guarde un apartado en donde tenga la

oportunidad de fluir al ámbito jurídico de nuestro pals; concediendo el primer

presupuesto dicho libro, tal y como se menciono en el capltulo Il de!

presente trabajo de tesis, este se conerla del artículo 235 en adelante.

En dicho libro tratándose del primer presupuesto o en el que hemos

denominado apartado, tltulo ylo capltulo tratándose del segundo

presupuesto: haciendo un breve análisis de las propuestas sustentadas en

el presente trabajo de tesis, este deberá contener:

(La siguiente numeración no lleva un orden sistemático, ni tampo@ se

utilizó ninguna técnica espeoal para estructurarlo, por lo tanto no representa

apotema procesal alguno; sino una simple propuesta que sirva como base

para llevar a cabo la arquitectura¡ prooesal necesaria con el telos de elevar

dicha propuesta a un sinónimo complementario a la Ley de la Materia, ya

sea vigente o futura.)

1.- Estatuir un rfuimen procesal especifico de amparo para proteger y

tutelar e los estudiantes matricutados en aquetlos Organismos

Descentralizados por Servicios, llamados comúnmente Universidades

Publicas, los cuales presten el servicio de educación a los niveles medio
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superior, superior y postgrados, derivados estos de los diversos Estados

Federados que forma nuestra República.

2.- Establecer para el juzgador la obligación de supl¡r la queja

deficiente, tanto en la demanda como en la revisiÓn.

3.- Señalar las personas legitimadas para interponer ta acción

constitucional.

4.- Simplificar la forma de acreditar la personalidad.

5.- Otorgar facultades al juzgador para allegarse las constancias que

justifiquen dicha personalidad.

6.- Obligar a examinar los actos reclamados tal y como aparezcan

probados, aun cuando sean diferentes a los invocados en la demanda.

7.- Friar un término de 10 dlas para interponer el recurso de revisión.

8.- Prohibir que se tenga por no interpuesta la demanda o el recurso

de revlsión por falta de copias, y ordenar su expedición.

9.- lnstaurar la obligaoón del Minrsterio Público de vigilar que se

anmplan las sentencias diciadas a favor de los Universitarios.
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10.- Exigir la procedencia de la suspens¡ón de oficio cuando los actos

reclamados entrañan la afectación de las garantlas por la autoridad

responsable.

11.- Ordenar la no exigencia de la garantla (econÓmica) para que

surta efectos la suspensión.

12.- Señalar la obligación del juez de acordar las diligencias

necesarias para precisar los derechos del gobemado, la naturaleza y los

efectos de los aclos reclamados.

13.- Determinar la obligación de las autoridades responsables de

rendir sus informes fustificados, que conduzcan al conocimiento exaclo de

los hechos, asimismo. acompañándoles de todos los elementos y

constanoas para precisar los derechos del gobemado y los ac{os

reclamados

14.- Su¡etar a térmrnos y a requis¡tos determinados los informes que

deberá rendrr la responsable

Haciendo una relación entre los articulos que integran el Libro

Segundo de la Ley reglamentana de los Artlculos 103 y 107 de la
Constituc¡ón Politlca de los Estados Unidos Mexicanos, con algunos otros

que también se contemplan en la ley de la matena y sirven de fundamento

Constitucional al Amparo Unrvercitario. esto con la finalidad de que dicha

relación sirva cor¡o pauta para la creación del articulado pertinente que
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deberá formar el nuevo Libro en el caso de la Ley vigente o el nuevo título

en la futura ley reglamentaria, de lo cual obtenemos:

ARTí'IULOS 2o, 76, 91 y 227, que obligan a suplir la deficiencia de !a

queja tanto en la demanda como en la revisión.

ARTICULOS 78 Y 225, que estatuyen las obligaciones de examinar

los actos tal y como aparezcan confirmados aunque sean diferentes a los

reclamados en la demanda.

ARTICULOS 86 y 228,que establecen el flazo de diez dlas para la

interposición del recurso de revisión.

ARTICULOS 88 Y 229. que estatuyen la prohibición de que tenga por

no tnterpuesto un recurso por falta de copras. y a la vez. establecen la

obligación de ordenar su expedroón

ARTICULOS 97 y 230. que establecen el derecho de hacer valer el

recurso de queja en cualqurer trempo

ARTICULOS I 13 y 232, que f¡ncan h oUrgación especial del

Ministerio Público de vgrlar que se cumplan las senlencras a favor de los

refendos querosos.

ARTICULOS 123, fracoón ll y 233. que prescnben la procedencia de

la suspensión de oficio cuando k¡s actos reclamados entrañen la afectación

de los bienes tutelados
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ARTICULOS 135 y 234, que ordenan la no exigenc¡a de la garantla

para que surta efectos la suspensiÓn.

ARTICULOS 149 y 22, que estatuyen la obligación de las

responsables de rendir su informe justificado, y también, de acompañarlo de

todos los elementos idóneos para ello.

Con el presente capítulo se da por concluida con la somera

investigación que se ha vertido en las paginas de este trabajo a manera

tesis, en el cual hemos sustentado y fundado cada Uno de los

razonamientos que se han expresado, con lo cr¡al se ha demostrado que el

Amparo Universitario, se puede llegar a convertir en una institución de gran

ayuda al grupo poblacional que se denomina Estudiantes de Universidades

Publicas, esto mot¡vado por el gran infinito de reflexiones que se dieron en

los diversos capltulos a lo largo del cuerpo que se lee.

Tenemos la firme convrcc¡ón, cl€ que la propuesta hecha deviene de

fundamentos sóldos y moüvos latentes en nuestra sociedad, esta ultima

con cierta exrgürdad en la ley de la matena. por lo que creemos que la

creación del lercer llbro que s€ propone. funcionana mejor en una nueva

legislación. la cual le ¡nrmrta gq sus caracterlsticas con una mayor

tendencia a la protecoón de las garantias sociales, el mefor acomodo y

desenvolvimiento del mlsmo

CONCLUSIONES
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1.- Posterior al México lndependiente, el Amparo se gesta con la

Constitución de 4 de Octubre de 1824, pero no ve la luz, sino hasta con el

Acta de Reforma de 1 847, en donde se incluye la Formula de Don Mariano

Otero.

2.- Desde su concepctón fue creado con la linalidad de proteger los

derechos del hombre, vertidos estos en las diversas garantlas que hospeda

nuestra Carta Magna.

3.- Con la promulgación de la Ley Fundamenlal de 5 de Febrero de

1917 , el Juicio de Amparo ya bien definido y reafirmándose como un medio

de Defensa de las Garant¡as lndividuales, extiende su protecciÓn a las

Garantias Sociales, hospedadas en la primer Constitución Social del

mundo.

4.- Con la adioón del Segunclo Lrbro a la Ley de la Materia, el Amparo

Mexicano se consohda como proteclor de las Garantlas Sociales

5.- A través de las tnnumerables reformas sufndas en nuestra Carta

Fundamental vigente. las cuales muchas de ellas han desembocado en

trascendentales reformas a la Ley de Amparo vrgente. provocÍtndo con ello

que el Juicio en Comento cada vez necesto de una técnica procesa! más

depurada lo que se traduce en una drfrcultad mayor para los quejosos de

accesar a este: convlrtléndose asi, en'un ¡nstn¡mento de uso restringido

para el uso exclusivo de aquellos estudosos del derecho especializados en

esta rama: perdiendo con ello la rdenUdad protecqonisüa con la cual fue

concebido por sus creadores
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6.- Se propone la creación de un novís¡mo ¡nstrumento, protector de

las Garantías Sociales inherentes a los Estudiantes Universitarios, al que

hemos nombrado Amparo Universitario y que tiene como finalidad regresar

a nuestro Amparo la identidad de protección social que ha estado perdiendo

a través de las grandes reformas hechas a la ley.

7.- N en que hemos llamado Amparo Universitario, actualmente

puede operar a través del llamado Amparo Garantlas, como juicio de

Amparo indirecto, esto gracias a las ultimas Jurisprudencias emitidas por la

Suprema Corte de Justicia de la Nación.

8.- Mas stn embargo. la propuesta que se hace es la de un Amparo de

fácil a@eso al quejoso. con instituciones propias y características

especiales para una mayor viabilidad en su uso cotidiano, esto dado las

peculiares caracteristrcas de la población a la cual esta dirigido.

9.- Para lograr esta conñguración tan especial gue amérita la

instituoón propuesüa, es necesano instaurar en la reglamentación del mismo

la suplenoa de la que¡a deficiente. Con ello el ámbito social del Amparo

Universitano propuesto. colmara una previsión más de esta materia en el

respecl¡vo articulo 107 consütucional, haciéndose necesario las

adect¡acrones a la ley reglamentaria.

10.- No escapa reconfirmar que en la materia de la suspensión en el

Amparo Univercitario. Se esta frente a un caso de traclo de sucesivo, en

virtud de que los derechos de! estudiante universitario que se ponenen en
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juego frente al acto autoritario, son variados. Los que bien pueden partir al

momento de la solicitud de ingresar al centro educacional publico

descentralizado por servicio. Produciéndose una negativa a ese derecho, lo

que implica gue mediante la suspensión solicitada al juzgador de amparo,

no se caiga en aclos consumados, precisamente por la naturaleza del tracto

sucesivo invocado.

11.- Congruente a la propuesta y conclusión que se señala en el

apartado anterior. La suspensión en este Amparo Universitario debe ser de

oficio y su conoesión de plano, lo que quiere decir que ha de proveerse en

el mismo auto radicador de la demanda. A mas, no debe mediar garantía

alguna.

12.- Se propone la creación de un tercer libro, el cual hospede a dicho

amparo y se anexe a la legislación vigente en la materia, este libro deberá

contener las antenores sugerensas así como también otras que faciliten en

su reglamentaclón su uso procesal ante el organo jurisdiccional competente.

13 - Finalmente. no ruede evrdenoarse el existente movimiento

naoonal, encabezado por nuestro más alto Tribunal Judicial Federal, en

relación a la exc¡tatlva que ha hecio a los juristas, a los estudiosos de la

matena de amparo, a las facultades de derecho de las universidades de la

República Mexicana, gara sugenr nuevas figuras, en una palabra nuevos

rumbos de creatmdad al amparo mexicano. De ahí que me sume

vigorosamente con esta mr tesis. por que creo y estoy convencido de que e!

amparo debe abnr más campo a las garantias sociales y entre estas a los
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estudiantes un¡versitarios. (José Manuel Linares Espil, Tomo lV' páginas

24/;9 a 25.09).

En ta Constitución se establece un régimen de protecciÓn al individuo

frente al poder público, que si bien tiene algunos efectos positivos, sus

deficiencias son mayores:

1. Por un lado, no sólo establece (declarando o reconociendo) los

derechos humanos fundamentales. sino dándoles el carác1er de que deben

ser garantizados por el poder público.

2. Y de inmediato aparece el vacio de la acciÓn y recurso de

reclamación, en que cualquiera pueda solicitar fudicialmente a cualquier

autoridad. el cumplimiento de analquier disposición legal. Asl obligando a

que todo poder púbhco (y especiatmente e! ejecutivo), garantice el respeto a

los derechos humanos fundamentales

3 En lugar de lo antenor. se t¡ene eljuicio de amparo, que debiera ser

de últlmo recurso. para cesos de emergenoa frente a una acción ilegal de

autoridad que vrole las garantias lnduiduales:

3.1. Para leyes voladoras de las garantlas, deberia establecerse la

acción de inconsütr¡oonahdad 1art. lOSll). reformando el llmite de 30 dlas y

dejándolo en I allo, y el a@eso a cualquiera.
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3.2. Y s¡ s¡empre es val¡do cuest¡onar la const¡tucionalidad de

cualqu¡er ley (pues ex¡ste una tendenc¡a frecuente a la desviación de la

congruencia debida), lo que no es aceptable es que un juez acepte la

inconstitucionalidad de una ley, pero esta siga vigente para todos aquellos

que no la impugnen.

3.3. Respecto a los actos de autoridad es necesario hacer 2

observaciones. Por un lado, todos los 136 preceptos de la Constitución

deben considerarse derechos fundamentiales, y sobre todo, todos deben

garantizar su acatamiento. y no sólo de los arts. 10 al 29. Por lo que la

acción de protecoón debe abarcar a todos los mandatos de la Ley

Suprema.

Por otro lado, los aclos ilegales de autoridad (especialmente del

ejecutivo), deben ser no sólo detendos. stno s¿lnctonados.

3 4. Parece entonces @nyenrente establecer 2 recursos separados,

uno para cuestionar la const¡tuoonahdad de las leyes: y otros de defensa

frente a actos rlegales de autor¡dad

3.5. En este caso. debe tntegrarse un recurso que reclba las que¡as

(por parte de un organrstno autónomo de protecc¡ón, art. 102-8). y aqui

agareza de lnmedlato una acoón de exhortaoón. que tenga 4 veñientes: A

la mlsma autorkiad reclamada. al supenor administratlvo de tal autoridad, y

a un juez gara que obhgue al cumpltmrento legal. Y en caso de

incumplimiento. y vrolaoón legal. debe acudirse a un proceso de asignación

de responsabilidades (mrsmo que corresponde e un nuevo tribunal de
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responsabilidades de servidores públicos, eliminando el Título Cuarto actual

que es inalcanzable y disfuncional).

3.6. Y en virtud de que tal procedimiento aparece gomo muy

engorroso, tat vez debiera partirse en 2: Un organismo autónomo gue reciba

quejas, conmine direclamente y a través del superior jerárquico; y una

autoridad judicial que exija acatamiento y que establezca responsabilidades.

3.7. Misma que tenga un procedimiento extraordinario de defensa

inmediata frente a la arbitranedad, pero recordando que la impunidad es su

cómplice.

4. Las delioencras típicas del amparo aciual, también deben

subrayarse:

4.1. Debe ehmrnarse el concepto de 'interés jurldico' a juicio y arbitrio

del juez. especralmente para gamntias en que analquiera debe poder Ser

ac1or.

4.2 El amparo ha servdo tradrc onalmente como un medio, discr¡tible

por sus excesos. en cuanto a debrdo proceso, pero no tiene funcionalidad

alguna respeclo a las garantias soc¡ales (arts. 3, 4, 25, 26, 27, 28 y los

demás).

4.3. El ampero lavorece a quien puede @mprar fusücia, pagando un

abogado. frente a k¡s que no B¡eden hacerlo.
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4.4. Justicia distinta a los que se amparan y a los gue no se amparan,

qu¡ta el principio básico de generalidad.

4.5. El exceso procesal del amparo debe evitarse, exigiendo una

sanción al que lo use sin tener derecho.

4.6. Y para evitar que sea en defensa del delincuente en vez del

inocente, debe darse una evaluación fina! frente a los criminales de fama

pública, en vez de permitir que salgan libres por deficiencias de

procedimiento a gue obliga el amparo.

5. Se requiere un mecanrsmo de discriminaoón. exante o más bien

expost, para que no se permrtrera en un recunio del delincr¡ente, en vez de

ser una defensa del individuo frente a la ilegalidad desde el poder pnrblico.

Considerando que frente a un acto ilegal de autondad, debe haber

detención o suspensrón ¡nmedrata. pero rcbre todo. una sanciÓn a la

autoridad. Dentro del derecfro de todos, a la ¡ustroa. Pero esto implica

defender y proteger al rnocente. y castsar al culpable. que puede ser la

autoridad en una acoón rlegal. o el mrsmo dehncuente afectado por un acto

legal de autondad Pero no debe el amparo, proteger al delincuente por

vioos de procedrmrento. frenle a la acoón de la ¡ustloa

6. El principro de soldarÉad sooal debe srgnifrcar que cualquiera

puede acuser a un servrdor pubhco (art 105). pero también demanda la

inconsütucionahdad de un precepto legal. y en ambos casos, favorecer a la

sociedad entera. y no obtener benef¡oos rndmduales, que deforman todo el

principio de generaldad de la ¡ustroa (de que la ¡ustioa es igual para todos).
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7. Por lo que la reforma del texto const¡tucional debe abarcar et

régimen de Amparo, de las Garantías, de la Comisión de Derechos

Humanos, de la acción de inconstitucionalidad de la ley, y de las

responsabilidades. Además de añadir el recurso crucial de reclamación

social.

La cuestión es fundamentalmente de "hacer guardaf la ConstituciÓn,

para protección del individuo y la colectividad; pero sin dejar de apreciar que

se trata del cumplimiento del mandato del pueblo, proveniente del proyecto

nacional y formalizado en la Ley Suprema. Y para obligar a cumplir al poder

público, los medios 'naturales' tienen que ser por parte de! mandante (a

través del derecho de reclamación, y en su caso, el amparo), y del mismo

mandatario superior (quien tiene la responsabilidad de la legalidad de sus

subaltemos, por lo que la Contraloria debe subrayar su área de control de

legalidad). así como de los otros poderes públicos-mandatarios (tanto

judicial como legislativo). Y asimismo, el acatamiento de la legalidad está

intimamente ligado al derecho a la rendición de cuentas (polltica-

administrativo) y a la justicia (y la resolución de sus controversias).

Por lo que la reforma al amparo debe considerarse corno un paquete

completo. (Adalberto Saldaña Harlow, Tomo lV, páginas 2665 a 2669).

La Bana Nacional de Abogados, A.C., como lnstitución de Asistencia

Juridico Social compromeüda con el pueblo Mexicano, siempre se ha

preocupado porque las diferentes legislaciones se adecuen a las



Comislón do Anátisls de Propuestas Para una Nuev¡ Ley de Amparc

verdaderas necesidades del pueblo mexicano; por lo que, a través de su

INSTITUTO DE INVESTIGAClONES JURf DICAS, hA TCAI¡ZAdO ESIE

estudio, en tos que se destaca prec¡samente sobre la necesidad de reformar

no solo la Ley de Amparo, s¡no el articulo 107 Constitucional, a fin de que

estos se ajusten a los principios generales de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, contenidos en los artículos 1o y 133.

La necesidad de reformar la ley de Amparo, surge principalmente del

hecho de que está en contra del principio sustentado por el articulo 10

Constitucional, y actualmente permite que los actos de autoridad que son

violatorios de las garantías individuales prevalezcan en forma indefinida y

permanente, sin que exista medio de defensa para el gobemado para

defenderse de los aclos abusivos de poder.

El articulo 10. Constitucional establece, que en los Estados Unidos

Mexicanos, todo individuo gozara de las garantlas que otorga la

Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los

casos que ella misma establece: mas, como se presenta la Ley de Amparo,

por defeclo de esta y por omisión del añiculo 107 Consütucional, se produce

el grave efecto de la restricción de garantias. que prohibe expresamente la

Constituoón en el precepto antes menoonado. (Xavier Gómez Coronel,

Tomo V, página I )

PROYECTO DE REFORMA..

ARTICULO f 5.- Para los efectos de la presente ley, tienen el carácter

de autoridad:
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l.- Los órganos de! Estado que, en términos de la legislaciÓn que los

rige, estén facultados para emitir normas generales o actos que puedan

aplicarse unilateral e imperativamente en perjuicio de los particulares,

especiatmente si hacen cumplir sus determinaciones mediante el uso de la

tuerza pública, o de hecho hagan uso de cualquiera de esas facultades;

ll.- Los órganos de la administración pública descentralizada o

autónomos que con apoyo en la ley o de hectro, hagan uso de cualquiera de

las facultades a que se refiere la fracción anterioñ

lll.- Las personas fisicas o morales que, por circunstancias legales o

de hecho, estén en posibilidad de realizar aclos en contra de los particulares

y de imponerlos mediante el uso de la fueza pública. y

lV,- Los árbitros desrgnados con motivo de una cláusula

compromisoria o @mpromtso arbitral, celebrados conforme a las normas

procesales mexicanas. federales O locales, en los casos en que para la

eficacia y ejecuoón forzada de sus laudos no se requiera la intervención de

autondad judioal facultada para revisar preüamente su legalidad.

TEXTO VIGENTE .

NO EXISTE EL PRECEPTO COREI.ATIVO

COMENTARIO - Como ya se deió precisado en esta exposición, no

exrste en la Ley de Amparo vigente, ningún precepto que especifique de

manem concreta quien puede ser señalado como autoridad responsable:
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sin embargo se cons¡dera innecesaria tal anex¡ón, pues basta con la

definición establecida en el artículo anterior (14 del proyecto o 11 de la ley

vigente) al cual se propuso anexar la definición del acto de autoridad, pues

es precisamente en base a la conducta reclamada, mediante la cual se

determina el carácter de autoridad, mientras que el dispositivo propuesta

pudiera presentar variados problemas interpretaüvos o de acfualización.

(Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 793 Y 94)

PROYECTO DE REFORITIA.-

ARTICULO 33.- Cuando el domicilio de quien debe ser noüficado se

encuentre fuera de la c¡rcunscripoón tenitorial del órgano jurisdiccional que

@nozca del juicio. éste podrá comrsionar al noüficador para que la realice,

si asf lo estima pertinente por razones de cercania y facilidad de

comunicaciones.

TEXTO VIGENTE .

NO EXISTE EL PRECEPTO CORRELATVO

COMENTARIO.- El su¡resto fác1rco antes estableodo. resulta

novedoso en lo que su regulaoón se refiere; no obstante, se estima de gran

utihdad su ¡nclusrón en la ley reglamentana del ,uroo consütuoonal. toda vez

que con ello se rnyeclarla agildad procesal a los controvertidos de

garantias, pues no debe pasarse por alto que en la realidad, existen

poblaciones. c¡udades o munrclpros que son divididos únicamente por la

formalidad, mlentras que geográñcamente pr¡eden considerarse como una

misma región. luego. si tenemos en consideraoón :- -¡e la finalidad de la
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notificación es hacer del conocimiento de las partes las determinaciones del

órgano de control constitucional, de la manera mas rápida y efec*¡va pos¡ble

para beneficio propio de tos interesados, debe establecerse un supuesto de

excepción a la formalidad de las notificaciones a través de exhortos o

despachos, como la que se menciona en el dispositivo comentado, pues asf

se cumple mas fielmente con la encomienda jurisdiccional de la autoridad

de amparo, cuando estime mas conveniente que !a notificación sea

realizada por el actuario adscnto al órgano de amparo del conocimiento.

A mayor abundamiento. cabe añadir que de acuerdo con la norma

propuesta, no queda al arbitrio del notiñcador cr¡ando ha de ¡ealizar

notificaciones fuera de su jurisdicción, sino que @rresponde a! iuzgador de

amparo determinar los casos específicos de actualización, obvio, motivando

debidamente aquel mandalo. y por lo mismo, bajo ese estriclo control de

utilización del precepto comentado. se estima que serlan prácticamente

nulas las controversras en cuando a los supuestos de su uülización. (Talde

Noel Sánchez, Tomo V, páginas 130 y f 3f )

TEXTO ACTUAL

No ex¡ste

JUSTIFICACIÓN

Lo antenor, toda vez qué tratándose de bienes inscritos en el Registro

Público de la Propredad, en la p,ráctca jurldica únicamente se noÜfica la

resoluqÓn, stn que exrsta pof parte del ¡uzgador la orden expresa de

proceder a su anotaoón

mii



Comisión de Análisl¡ de Propuet¡c*p.ra una Nucva Ley dc Ampero

Artículo 1U Bis.-

Tratándose de bienes inscritos en el Registro Público de la Propiedad,

la autoridad que conceda la suspensión provisional o definitiva ordenará

!a inscripción de la resolución. (Manuel Fuentes Muñiz" Tomo V, página

1741

QUINTA:: Establecer el Amparo, por materia, dada las características

especiales de cada una de ellas. así como ya está establecido elAmparo en

Materia Agraria.

SEXTA: La Ley de Amparo es una Ley sustantiva, @,rK, todq

normatividad procedimental el capitulo de los rect¡rsos debe estiar ubicado

con posterioridad a la reglamentación de las drersas dases de juicios,

concretamente después de tratarse el Amparo Dlrecto.

SEPTllvlA Es necesano establecer un recurso para corregir las fallas

en que se incunen en el mero trámrte de los negoctos, pudiera llamarse de

revocación o reposioón. su tram¡te debe ser senc¡llo. y tendrá por objeto

evitar que las fallas de procedrmento no se tengan que corregir mediante el

recurso de revisión y una vez sustanc¡ado el ¡uroo donde en regularización

del procedimiento se ordena su reposlctón, con los evidentes perjuicios que

ello genera. (Javier Herrere Anaya, Tomo V, página¡ 193 y f 94)
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Prcpuertar Cortplaclonadas con la Ley de Amparo

REUSIÓN FISCAL

En primer lugar, es ¡mportante señalar que el artículo 104, fracción l-

B, de ta Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece la

posibilidad de interponer recurso de revisión fiscal en contra de las

resoluciones definitivas que dicten los Tribunales Contencioso-

Administrativos, sujetándose para ello, a las reglas que al efecto fije para la

revisión en amparo indirecto la propia Ley de Amparo.

Una vez precisado lo anterior, es importante señalar que si bien es

oerto que el recuñio de revisión fiscal no es un recurso o juicio

constitucional, también lo es que está sujeto a las disposiciones en materia

de revisión en amparo indirecto, por lo que estimamos que serfa

conveniente hacer menc¡ón de dicha situación en la Ley Reglamentaria de

los artículos 103 y 107 Constitucionales, independientemente de que en el

Código Fiscal de la Federaclón se establezcan tos requisitos para su

procedencia

Por tal motrvo. proponemos a esa H. Suprema Corte de Justicia de la

Naclón que en el capitulo Xl de la Ley de Amparo, denominado "De los

recursos', se haga menoón especial de las disposiciones normativas que

deberán regular el recuñio de revisión fiscal. (Juan José Paullada

Figueroa, Tomo V, páglna 288)
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